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KELSEN y EL PROBLEMA DEL PODER* 

Norberto Bobbio·· 

1. Me parece que el problema del poder en la teoría pura del derecho, no 
ha sido objeto de particular atención por parte, de 108 numerosos estudio. 
sos del pensamiento kelseniano. Es cierto que el problema del poder en 
general, es un problema secundario para una teoría nonnativa. del derecho 
que incorpora al estado, tradicionalmente definido en términos de poder, 
dentro del ordenamiento jurídico; sin embargo no se puede dejar de con· 
siderar que el problema del poder jurídico fué asumiendo una importan­
cia cada vez mayor en las fases sucesivas de la obra kelseniana, hasUt el 
libro póstumo, Allegemeine Theorie der Normen, en el cual se le dedica, 
por primera vez y en fonna exclusiva, un capítulo completo. 

No se me ocultan las dificultades terminológicas que derivan de la fal­
ta de correspondencia entre 108 términos alemanes que se refieren al "po. 
der" y aquellos italianos (y en general de las lenguas latinas). Kelsen uaa 
prevalentemente dos términos, "Gewalt" y "Math", que pueden ser 'Ira· 
ducidoB (y lo han sido efectivamente) como "poder" ("power" en los 
textos ingleses). Sin emba.rgo, "Gewalt" puede también significar "poten. 
cía", y "Match'\ en cambio, "fuerza". Puede suceder, entonces, que am· 
has términos alemanes sean traducidos en contextos diversos simplemente 
como "poder", o bien como tres términos, en vez de dos: "potencia", 
"poder", "fuerza". De lo anterior se derivan inevitables confusiones y la 
necesidad de indicar, vez por vez, el término alemán correspondiente. 

El objetivo q~e me propongo con este trabajo es el de ocuparme parti. 
cularmente del "poder jurídico", en el sentido en que esta expresión es 
usada en la teoría general del derecho, para connotar una "situación jurídi. 

*Publicado en RIFD 
**Traducción de Gustavo Molina Ramos 

(Colegio Mexiquense) 
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ca subjetiva" (conjuntamente con derecho subjetivo., facultad, pretención, 
etc.), es decir, una situación para la cual, en la última fase del pensamiento 
kelseniano, es usado el ténnino específico de "Rechtsmatch"; y no me 
ocuparé del problema de la "fuerza" como característica del ordenamiento 
jurídico, que aparece en la bien conocida definición del derecho como "or­
ganización de la fuerza" (en la cual el término usado es todavía "Match '). 
Que existe una relación y, cuál sea ésta, entre el derecho como organización 
de la fuerza y la atribucion de un poder jurídico a algunos sujetos para 
desarrollar ciertas funciones (que veremos), es ·un problema que no me 
plantea. Se trata pues de dos problemas diversos, que el mismo Kelsen toca 
en diferentes partes de sus obras, sin aparente vínculo entre ellos, por lo cual 
su diversidad no sólo justifica la traducción de la misma palabra "Match" 
con dos palabras diversas, "poder" y "fuerza ", sino que la vuelve oportuna, 
dado que evita una posible confusión. 

Esta aclaración tenninológica sirve para" explicar porqué al inicio yo 
haya dicho que el problema del poder ha sido, hasta ahora, descuidado: no 
me refiero de hecho al problema del poder como fuerza, que siendo un ele­
mento constitutivo de la definición 'kelseniana del derecho y del estado, 
entra necesariamente en cualquier discusión general sobre la teoría pura 
del derecho como teoría del derecho positivo, sino al problema del poder 
jurídico en sentido técnico, es decir, en el sentido de la teoría de las situa­
ciones subjetivas (para entendemos, a la Hohfeld). Resulta inútil agregar 
que el tema de la relación entre derecho y fuerza, es tocado por Kelsen en 
más lugares estratégicos de su teoría general del derecho y del estado, co­
mo por ejemplo: 

a) en la definición misma del derecho como organización de la fuerza; 
b) en la reducción del estado al ordenamiento jurídico, por lo cual ye­

ITan quienes hacen del estado una. fuerza o un poder por fuera del derecho, 
cuando que, según la teoría pura del derecho, toda acción imputada al es­
tado es siempre una acción regulada jurídicamente; 

c) en la distinción entre validez y eficiencia, por lo cual "el llamado 
poder del estado (aquí StaatsgewaltJ es la validez de un orden jurídico 
eficaz"2 ; 

d) en el concepto mismo de nonna fundamental, cuya función es 
"transfonnar el poder en derecho,,2; 

e) en la distinción entre derecho privado y derecho público, en cuya 
discusión Kelsen rechaza la teoría que sostiene que sólo el derecho privado 
es verdadero derecho y ,que considera al derecho público como expresión 
del poder estatal (aquí Staatsmatch). En cambio, para la teoría del poder 
jur,ídico en sentido estricto, el punto de.partida es el tratamiento del dere­
cho subjetivo, mismo que en el curso de los años ha sufrido notables am­
pliaciones. He tomado en consideración cuatro textos: la primera edición 

1 Reine Rechtslehre, 11, ed; Wien, Deuticke, 1960, p. 262 (trad. it Tormo, 1966, 
p. 121. De aquí en adelante RRL2. (trad. Esp. p. 294). 

, RRL'. p. 284 (Irad. jI., p. 314). 

- - -- -- - _._--
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de la Reine Rechtslehre (1934)', la Ceneral Theory of J,aw and Stale 
(1945), la segunda edición de la Reine Rechtslehre (1960)4, Y la Allege­
meine Theorie der Normen, elaborada en los últimos años de la vida de 
Kelsen (quien murió en 1973), y publicada en 1979, en forma póstumas. 

2. En la primera edición de la Reine Rechtslehre, Kelsen da una defini­
ción de derecho subjetivo que pennanece punto menos que inalterada en 
las obras sucesivas, pero que va siendo perfeccionada e integrada poco a 
poco. Por otro lado, el grandioso edificio de la teoría pura del derecho ere­
ce por ampliaciones sucesivas, pero sobre la base de sólidos fundamentos 
que una vez planteados no fueron modificados. Me refiero sobre todo a la 
gran dicotomía Sein-Sollen que ha constituído hasta el final una perenne 
fuente de reflexiones y replanteamientos, pero que nunca ha sido aLando­
nada, es más, ha sido defendida acaloradamente y hasta sus últimas conse­
cuencias contra todas las críticas. El derecho subjetivo en sentido técnico 
es entendido así por Kelsen como el efecto de una autorización (Berechti­
gu~) con la cual el ordenamiento jurídico "incluye entre las condiciones 
de la consecuencia del ilícito, una manifestación de voluntad por parte de 
quien resulta lesionado en sus intereses, que debe presentarse en la forma 
de la acción privada o pública,,6 . En esta definición no hay nada particular­
mente nuevo: se trata de la teoría procesal del derecho subjetivo. Lo que es 
nuevo a mi juicio, y que constituye el presupuesto de posteriores desarro­
llos, es la vinculación de esta definición con la teoría de las fuentes del de~ 
recho, entendidas kelsenianamente como los diversos modos con los cuales 
80n producidas en un ordenamiento jurídico las normas jurídicas, sea aqueo 
llas generales, como las leyes constitucionales y las leyes ordinarias, sea 
aquellas individuales, como las sentencias y los con tratos. Dicha vinculación 
se realiza de esta manera: el ordenamiento jurídico al autorizar a un indi­
viduo para promover la acción para la tutela de su propio interés, asume la 
voluntad del interesado como parte constitutiva del procedimiento con el 
cual se produce la nonna individual, que es la sentencia del juez. A este 
punto, en uno de aquellos pasajes audaces que son tan característicos del 

3 Parto de la primera edición de la Reine Rechtslehre porque es en esta obra 
que la teoría del derecho subjetivo está presentada en la forma que asumirá en las 
obras sucesivas, no obstante algunas ampliaciones. Pero es necesario no olvidar que a 
la noción de derecho subjetivo se dedica una parte muy amplia en los lIauptprobleme 
dar Staatsrechtlehre, Tübingen, Mohr, 11, ed., 1923, p. 567 y ss. Sobre el tema, F. 
Weyr, Die B('~riffe der Pflieht und des Reehts, in AA. VV., Die Brunner rcchtstherore­
tische Schule, Wien, Manz Verlag, 1980, pp. 70-88. 

4 Es contemporáneo el ensayo What is the Pure Theory o[ Law, publicado en 
"Tulane Law Review", XXXIV, 1960 pp. 269-276, que ahora se pude leer en traduc­
ción italiana en el volúmen H. Kelsen, La Teoría política del bolchevismo y otros 
enMlyos, a cargo de R. Guastini, \Hlano, Il saggiatore, 1981, pp. 178-188. 

s Sobre la cual véase K. Opalek, überlegungen zu Hans Kelsen Allgemeine Theo­
ríe der Normen, Wien, Manz Verlag, 1980 y pp. Portinaro, La Teoría general de las 
normll8 en la obra póstuma de Hans Kelaen, en "Nuevos estudios políticos", XI, 1981, 
pp. n. 2 pp. 45-70. 

6 Reine Rechtllehre, 1. ed, Wien, Deuticke, 1934, p. 48 (trad. it. Torino, Einau· 
di, 1952, p. 84; E,p_ 78). 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



10 

original "constructivismo" kelseniano, la noción de los derechos subjetivos 
es extendida hasta comprender en ella a 108 derechos políticos. De hecho, 
UDa vez definido el derecho procesal de acción como una fonna de partici. 
pación en la creación del derecho, pueden entrar en esta definición otras 
situaciones: de fonna particular el derecho que algunos ordenamientos re­
conocen a los ciudadanos para participar en la fonnación de las leyes, así 
sea 'indirectamente, a través de las elecciones de los miembros de las asam­
bleas legislativas.' La diferencia entre el derecho de acción y el derecho po­
lítico se encuentra en el hecho de que al autorizar el primero, el ordena­
miento hace participar al individuo en la producción de una nonn8 indivi­
dual, mientras que al autorizar el segundo, lo hace participar en la fonnación 
de una norma general. Nótese que todo el discurso sobre el derecho subje­
tivo en sentido. técnico se desarrolla sin que se<;l usado el fuerte ténnino de 
"poder jurídico" (Rechtsmatch), destinado a convertirse en un término cla­
ve en las obras sucesivas, y que una vez adoptado provocará la introducción 
del ténnino "Ermiichtigung~' para el acto respectivo, que es un término más 
fuerte que "Berechtigung", usado en esta primera exposición (término que 
pone en problemas a los traductores italianos que sólo tienen a su disposi­
ción una sola palabra: "autorización'). 

El punto de vista desde el cual Kelsen consideraI. noción del derecho 
subjetivo, es fuertemente polémico al inicio. En una teoría general del de­
recho, como la teoría normativa, en la cual la noción primaria es la de obli­
gación, el derecho subjetivo aparece no sólo como una noción derivada, sino 
como una institución característica de determinados ordenamientos jurídi­
cos solamente, en particular: 

1). por un lado en lo que se refiere a los derechos subjetivos privados 
de los ordenamientos jurídicos capitalistas, los cuales tutelan de 
manera particular a la propiedad privada, y a su vez atribuyen a los 
individuos ciertos derechos que otros ordenamientos y parte de él rri.is­
mo no reconocen; 

2). por el otro, en lo que se refiere a los derechos subjetivos públicos. de 
los ordenamientos democráticos. Los primeros habitualmente no exis­
ten en el derecho penal, en el cual la acción judicial es promovida por 
los órganos estatales, los segundos no existen en los regímenes despóti­
cos. 

3. En la Teorín General del Derecho y del Estado, el tema del derecho 
subjetivo (legal right) es retomado y ampliado, pero no se modifica subs­
tancialmente. Permanece la definición del derecho subjetivo en sentido es­
tricto como "técnica jurídica específica ", en particular, como "posibilidad 
jurídica" de poner en movimiento la sanción, en tanto que en detenninados 
casos específicos previstos y regulados "la sanción viene a depender, entre 
otras condiciones, de que una parte haya promovido una acción, lo cual 
siginfica que haya manifestado su voluntad para que sea iniciado el proce­
dimiento respectivo .. 7 

• 

7 General theory of law and State, Harvard University Press, 1945~ p. 82 (trad. 
it., Milán, Edizionide Comunitá~ 1952, p .. 82). De aquí en adelante GTLS. 

--- -----
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eaa,,10. Esta definición permite vincular inmediatamente la teoría del dere­
cho subjetivo en sentido técnico, con el concepto de producción jurídica y 
con la teoría relativa a ésta última. Estrechamente conectada a la definición 
del derecho subjetivo en sentido técnico, como poder jurídico, se encuen­
tra la introducción del término "Ermachtigung" para indicar la atribución 
de una "Rechtsmatch" por parte del ordenamiento jurídico. El Capítulo 
sobre el derecho subjetivo está intitulado como "Subjektives Recht: Bere­
eh tigu ng und Ermiichtigung: el paréÍbrrafo sobre el derecho subjetivo en sen­
tido estricto:. Das subjektíve Recht als Rechtsmatch "11. Dado que con el 
término "poder jurídico" se indica en general la capacidad atribuida a un 
sujeto para producir normas jurídicas, no importa si generales o particula­
res, la definición del derecho subjetivo en sentido técnico, como poder ju­
rídico, hace de la teoría del derecho subjetivo en sentido técnico una sec­
ción de la teoría general de la producción jurídica, conocida, tradicional­
mente, corno teoría de las fuentes de~ derecho. 

Más claramente que en las obras precedentes, Kelsen afronta en la 
segÚnda edición de la Reine Rechtslehre el tema de los diversos significa­
dos de derecho subjetivo, es decir, afronta uno de los temas mas tormento­
sos de la teoría general del derecho; el tema de las situaciones subjetivas, 
en el cual la expresión "derecho subjetivo" sirve para designar (y por tanto 
no permite distinguirlas netamente) las var,ias situaciones subjetivas activas 
(que son distinguidas de las pasivas). Este tratamiento representa un desa­
rrollo de la teoría pura y constituye ciertamente una de las novedades más 
notorias de esta última fase del pensamiento keLseniano. Es el mismo Kel­
sen, habitualmente reacio a mencionar las modificaciones a veces impercep­
tibles de su pensamiento, quien en este caso advierte de dicho cambio al 
lector, en una nota de pie de página que amerita ser transcrita Íntegramen­
te: "En relación a este 'permitir' (erlauben en el sentido de "atribuir un 
derecho", berechtigen) durante un tiempo rechacé la distinción entre dere­
cho imperativo y derecho permisivo (imperative y permissive law). Esta 
distinción sin embargo, debe ser conservada en relación, particulannente, 
al otro significado del término ¡>ennitir, dado quc con él se entiende tam­
bién autorizar (ermiichtigen),,1 . Esta nota aparece en un parágrafo total­
mente nuevo rcspecto de la primera edicion, intituladoPositive und negative 
Regelung: gebieten, ermiJ"chtigen, er/auben (el tema fue desarrollado poste­
riormente en la obra póstuma). ¿Qué entienda Kelsen por ''reglamentación 
negativa "? se dice fácilmente: se trata del caso en el cual un comportamien­
to está pennitidoúnicamente porque no está prohibido (o bien, del permiso 
en sentido débil). En la reglamentación positiva entran tres situaciones: 
aquella del comportamiento ordenado (y prohibido); aquella del compor­
tamiento autorizado (de ermachtigen); y aquella del comportamiento per­
mitido, cuando el permiso está expresamente previsto (o permitido en sen­
tido fuerte) a fin de limitar el ámbito de validez de una norma prohibitiva 

10 RRL', p.156(lrad. il., p.175). 
11 RRL', p. 139 (Irad. il., p. 157). 
12 RRL2, p. 16 (trad. it., p. 26) se refiere a un pasaje de GTLS, p. 77 (trad. it. 

p.77). 

---- ------,-'--
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(el ejemplo proporcionado es la legítima defensa). Respecto de la autoriza­
ción, que aquí nos interesa particulannente, aduce dos casos típicos de 
comportamiento autorizado, el primero respecto de la producción de nor­
mas jurídicas, el segundo respecto de su aplicación. A propósito de la auto­
rización para producir normas jurídicas, precisa que ésta comprende tam­
bién la autorización "para participar en su producción "13. Sabemos ya 
que la participación en la producción de nonnas jurídicas ~s la caracterís­
tica del derecho subjetivo en sentido técnico. 

Con esta distinción entre el acto de autorizar, con el cual el ordena­
miento normativo atribuye un poder, el pennitir en sentido positivo, y el 
permitir en sentido negativo, Kelsen puso las premisas para distinguir los 
diversos significados del derecho en su sentido subjetivo. Las situaciones 
en las cuales se habla de derecho en sentido subjetivo son substancialmente 
las siguientes: 

a). La libertad de hacer o de no hacer alguna cosa porque no existe 
una norma que prohibe aquél determinado comportamiento (se trata del 
caso de la libertad negativa, o de la libertad como ausencia de impedimen­
to, o de la libertad de hacer todo aquello que la ley no prohibe, situación 
que tiene"un significado político bien preciso, por otro lado, no evidencia­
do particularmente por Kelsen); 

b). El reflejo del deber de otros, que puede consistir en un hacer, co­
mo la restitución de algo debido, o en un simple no hacer o tolerar, como 
en el caso de una servidumbre de paso; 

e). El derecho subjetivo en sentido técnico, que, como hemos visto, 
consiste en un poder; 

d). Los derechos políticos, que son derechos subjetivos en sentido 
técnico, no privados, sino públicos; 

e). El comportamiento positivamente pennitido (aquí Kelsen ya no 
utiliza el ejemplo de la legítima defensa sino, curiosamente, el de la con­
cesión o la licencia para abrir un n~gocio y para vender determinadas mer­
cancías, por lo cual utiliza el término Berechtigun/{, además del ya usado 
en el capítulo introductorio de Erlaubnis). 

Para los fines del presente análisis son de interés los casos de los inci­
sos "e" y "d" antes mencionados, respecto de los cua1es Kelsen retoma el 
tratamiento precedente, ampliándo con precisiones y con la introducción 
de casos nuevos. 

Entre las precisiones, la más notable es la que se refiere a la diferencia 
entre derec.hos subjetivos privados y derechos subjetivos públicos. Aún 
confirmando la pertenencia de ambos al género poder jurídico, entendido 
como participación en la producción nonnativa, el derecho subjetivo pri­
vado contiene algo más, en cuanto que su función es la de hacer valer un 
deber jurídico en relación al titular de un derecho subjetivo, mientras que 
ello, por regla general, no sucede en el ejercicio del derecho político. "El 

13 RRL', p. 15 (trad. ¡l., p. 25). 
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sujeto d~l derecho político, por ejemplo, el elector, está autorizado (es de­
cir, tiene el poder jurídico) para cooperar en la producción de normasju­
rídicas generales; pero este poder jurídico no sirve para hacer valer un de­
ber jurídico de otro sujeto existente en relación al primero "14. El poder de 
expresar el propio 'voto para contribuir a la formación de una norma jurídi­
ca no tiene frente a sí ningún deber jurídico de otro sujeto al cual el titular 
del poder jurídico puede exigir su cumplimiento. Ciertamente,el ejercido del 
poder político' puedé (pero no debe) ser garantizado por otro individuo, la 
autoridad electoral, a la cual corresponde recibir los votos con un determi­
hado procedimiento que garantice, por ejemplo, el secreto, el conteo, el 
juicio sobre su validez, etc., y pude ser sujeto de sanciones en caso de omi­
sió~ de tal o de cual obligación. Pero si la autoridad que tiene el poder de 
juzgar sobre estas omisiones lo ejercita sin que sea atribuido al elector el 
poder de- promover la acción, entonces, en el poder de éste no está com­
prendido también el poder de obtener el cumplimiento de un deber, como 
en' cambio sucede en el derecho subjetivo privado: "A diferencia del poder 
jurídico representado por el derecho subjetivo privado, [el poder jurídico 
constituido por el derecho político electoral) no sirve para hacer valer el 
incumplimiento de un deber jurúlico individual, sino mas bien, indirecta­
mente, para cooperar en la producción de nonnas generales, en base a las 
cuales se estatuyen-los deberesjurídicos"ls. . 

Respecto de la casuística, la innovación más interesante es la que se 
refiere a los derechos de libertad, no tanto porque los derechos de liberta­
do sean, por sí mismos, derechos subjetivos en sentido técnico, ya que ellos 
consisten en la prolúbición impuesta a los órganos legislativos de emanar 
nonnas que limiten o supriman esta libertad, sino en tanto que implican .,. 
que el deber de no emanar nonnas contrarias a los derechos de libertad, 
impuesto a los órgan081egislativos, esté jurídicamente garantizado, median-
te el control de la constitucionalidad que pennite anular.nonnas contrarias 
a los derechos de libertad; en el caso en el cual el ordenamiento jurídico 
atribuya al individuo afectado por una ley inconstitucional el poder de. 
promover el procedimiento que conduce a la abrogación de la ley inconsti­
tucional, se puede hablar legítimamente de un derecho subjetivo de liber-
tad en sentido técnico. Y también este derecho subjetivo, como tadoslos 
demás, puede ser definido como un poder de colaborar en fa producción del 
derecho, _porque con el propio recurso contra la ley inconstitucional, el 
ciudadano individual contribuye a la emanación de un acto de una autori-
dad pública dirigida a abrogar la norma inconstitucional, acto que es, en sí 
mismo, una norma. Bien entendidQ, también este derecho subjetivo políti-
co se diferencia del derecho subjetivo privado, por la misma razón por' la 
cual se distingue del derecho electoral: contribuye a la-producción norma-
tiva, pero no sirve para obtener el cumplimiento de un deber. El ciudadano 
que tiene el poder de promover una acción contra un derecho constitucio-
nal no tiene regolannente (YBi lo tuviese sería ineficaz) el poder de imponer 

14 RRL', p. 144 (trad. il., p. 163). 
15 RRL', p.145 (trad. il., p.163). 
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al órgano legislativo el deber de emanar normas constitncionalmen te co· 
rrectas. Suponiendo que el órgano legislativo que ha emana do normas cons­
ticuionalmente incorresctas deba sufrir sanciones por su acto, estas sancio­
nes son imputadas por el ordenamiento jurídico a otros órganos del estarlo, 
con la consecuencia de que si el órgano legislativo tiene un deber en el sen· 
tido kelseniano de la palabra, lo tiene en relación a este órgano superior y 
no al ciudadano, que tiene el poder de contribuir a la abrogación de la 
nonna, pero no el de obtener el cumplimiento de un deber, como en cam­
bio, por ejemplo, lo tiene el ciudadano frente a su propio deudor en el 
caso del derecho subjetivo privado. 

5. Hasta aquí se ha visto que el tema del poder jurídico se ha colado a 
través del tratamiento del derecho subjetivo. Es necesario llegar a la obra 
póstuma sobre la teoría general de las normas para encon trar el terna de las 
diversas funciones de la norma jurídica,'no desarrollado, pero colocado en 
su justo lugar, que es el ya presente en la segunda edición de la Reine -Rech· 
slehre. Por lo tanto hay que decir que la atribución de diversas funciones a 
las nonnas, representa una verdadera innovación respecto del lejano punto 
de partida de la teoría nonnativa, según el cual la función prevalen te de la 
nonna jurídica es la de prescribir un comportamiento, y cuando mucho, la 
de atribuir a un sujeto el poder, todavía no individualizado como Ermiich· 
tigung, de contribuir en la producción de una nonna jurídica. Aquí las fun· 
ciones' de las normas se convierten en cuatro: ordenanr, permitir, autorizar 
(Ermiichtigung), y derogar; y son analizadas con mucha mayor amplitud 
que en el parágrafo correspondiente de la segunda edición de la Reine Re· 
chtslehre. El éapítulo sobre la Ermiichtigung se intitula (y el título es por 
sí mismo significativo, en tanto que representa finalmente la sustracción 
del terna en el tratamiento del derecho subjetivo): Ermiichtil{en: die Match 
verleihen, Normen zusetzen und aunzuwenden (Autorizar: atriLuir el po· 
der de poner y aplicar nonnas). Y de inmediato, en el primer párrafo se 
lee: "Debido a que el derecho regula su propia producción y aplicación, la 
función normativa de la atribución del poder desempeña una parte particu­
lannente importante en él,,16. 

El tratamiento de esta función normativa se desarrolla sobre todo en 
la tentativa de precisar la relación entre esta función y la de ordenar, y se 
hace en tres puntos. En primer lugar, el acto autorizado puede ser ordena­
do o no, en tanto que el individuo al cual es atribuido un poder puede ser 
o no obligado a ejercitarlo. Solamente cuando es ordenado, el no ejercicio 
del poder constituye un ilícito. Kelsen aduce dos ejemplos opuestos: elle· 
gislador ordinario que ha recibido de la constitución el poder de emanar 
normas jurídicas, pero regularmente no está obligado a hacerlo; el juez que 
ha recibido el poder de emanar normas individuales, y reb'1l1armente está 
obligado a ejercitarlo. En el segundo caso se trata, como todos podernos 
ver, de la situación denominada usualmente corno "poder-deLer ". En se· 

16 Allgemeine Theorie der IVormen, Wicn, 11anz Verlag, 1979, p. 82, [)~, ahora 
en adelante ATN. 
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gundo lugar, la autorización puede implicar una orden, siempre que se tra­
te de una autorización para poner normas. La norma que autoriza al padre 
para ordenar al hijo', ordena al mismo tiempo al hijo obedecer al padre. Lo 
mismo vale para la constitución que atribuye a 108 órganos legislativos el 
poder de emanar normas jurídicas vinculantes para los ciudadanos: ella no 
sólo atribuye un poder a los órganos, sino también impone una obligación 
a 108 ciudadanos de obedecer las leyes impuestas por medio de tal poder. 
La misma norma, en consecuencia, tiene dos funciones en cuanto que se 
dirige contemporáneamente a dos sujetos: respectivamente al padre o al 
legislador, a quienes atribuye un poder; y al hijo o a los ciudadanos a quie­
nes atribuye una obligación. En tercer lugar, mientras la orden se observa 
o se trasgrede, la autorización (y también el permiso) se aplica. La diferen­
cia está en que una orden puede ser tanto observada como trasgredida, y 
ambos comportamientos tienen consecuencias jurídicas. El poder (o elper­
miso) pueden solamente ser aplicados. El no aplicarlos no implica conse­
cuencia jurídica alguna, a menos de que se trate de un poder-deber, en cuyo 
caso la consecuencia jurídica deriva de la no observancia del deber. A pro­
pósito del permiso Kelsen dice más claramente que éste no puede ser ni 
cumplido ni violado, porque de él sólamente puede hacerse uso o no17 

• 

En este capítulo Kelsen toca también el problema del acto no autori­
zado, que habría ameritado un mayor desau'ollo. La teoría general del 
derecho conoce bien la diferencia entre el acto prohibido y el acto no au­
torizado. El primero tiene como consecuencia una sanción, que es a su 
vez un determinado efecto jurídico; el segundo tiene como consecuencia 
la nulidad, que es la falta de efecto jurídico. Extrañamente,' aquí Kelsen 
no afronta el problema, que ha provocado tantas discusiones entre los ju­
ristas, acerca de si la nulidad debe o no ser considerada como sanción. Se 
limita a decir que un acto no autorizado ni crea ni aplica derecho, aun 
cuando subjetivamente sea realizado con esta intención. 

Este acto es objetivamente nulo, lo cual quiere decir "jurídicamente 
no existente" (rechtlich nicht vorhanden)18. Que sea no autorizado no 
quiere decir que esté prohibido. Puede haber actos no autorizados que 
también son prohibidos, como el de un individuo o de un grupo que sin 
autori:r.acÍón quisiese imponer a los socios la entrega en su favor de una 
parte. de las ganancias, bajo la amenaza de provocarles algún mal; y actos 
no autorizados que no están prohibidos, como el de quien ordena a sus 
secuaces abstenerse de tener relaciones sexuales. Un acto de este último 
género no está jurídicamente prohibido, pero la nOnDa que lo impone no 
es una norma jurídica ya que quien la ha creado no estaba autorizado para 
producir nOnDas de este tipo, no había sido investido de un poder jurídico. 

Separando el tratamiento del poder jurídico respecto del que se da al 
derecho subjetivo -separación que se hace por primera vez en la obra 
póswma- Kelsen demuestra la gran importancia del derecho subjetivo, 
aparte de reconocer la importancia que tiene el concepto de poder jurídico 

17 ATN, p, 79, 
18 ATN,p,82, 
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en la globalidad del sistema, ya que, mientras el derecho subjetivo es una 
institución particular de detenninados ordenamientos jurídicos, y por lo 
tanto una teoría general del ordenamiento jurídico (general en el sentido 
de que sea válido para cualquier ordenamiento) puede prescindir de él, el 
concepto de ¡toder jurídico entendido como poder de producción de nor­
mar jurídicas, -es un concepto esencial para la representación de un orde­
namiento jurídico, y por ende, una teoría general del ordenamiento ju­
rídico no sólo no puede dejar de tratarlo, sino que debe ponerlo al cenao 
del sistema, en el mismo nivel que el concepto de norma. Kelsen no llegó 
hasta el punto de darse cuenta de esta centralidad. Sin embargo, el comen· 
tarista que quiere no sólamente exponer el pensamiento de Kelsen en sus 
diversas fases, sino tratar de hacer una reconstrucción de él, debe tomarlo 
en cuenta, sobre todo sobre la base de la conclusión final. 

6. U na vez definido el poder jurídico como el poder de producir (o 
aplicar) normas jurídicas, los conceptos de norma y poder se entrelazan 
fuertemente el uno con el otro. El uno no puede estar sin el otro. Consi­
dero incluso que se puede decir que la teoría pura del derecho, en tanto 
teoría del derecho positivo, es conjuntamente una teoría del derecho co­
mo nonna y del derecho como poder. Me explico. He dicho "en cuanto 
teoría del derecho positivo", De hecho, es característico del positivismo 
jurídico, es decir, de una terorÍa que considera derecho, en el sentido es­
tricto de la palabra, sólamente al derecho positivo, considerar como con­
cepto fundamental de la teoría del derecho al concepto de producción 
jurídicai9, Para el positivismo jurídico, el derecho es "producto" del hom­
bre, no exist~ en la naturaleza. El principio fundamental del positivismo 
jurídico es "auctoritas non veritas facit legem". El positivismo jurídico se 
distingue del iusnaturalismo precisamente por ésto: para el iusnaturalismo, 
el derecho es algo dado y se trata de descubrirlo y de revelarlo; para el po­
sitivista, el derecho es un producto artificial, convencional, y se trata de 
interpretarlo teniendo presente que también la interpretación es, a su vez, 
una obra de creación y recreación pennanente. "A diferencia de las reglas 
del derecho natural-escribe Kelsen-, las reglas comunes en el ordenamien­
to natural que gobierna la conducta humana no tienen vigencia porque ha­
~an sido puestas por una determinada autoridad humana, sino poque se 
originan en Dios, en la naruraleza o en la razón, y por tanto son buenas, 
rectas y justas. Es aquí que aparece la positividad de un sistema jurídico, a 
diferencia del derecho natural: el derecho es un producto de la voluntad 
humana, y éste tiene un fundamen to de validez del todo extraiío al dere­
cho natural porque éste, como ordenamiento natural, no ha sido creado 
por el hombre y por defmición no pude ser creado por un acto humano "20. 

Sobre la base de esta c.ontraposición, Kelsen ha elaborado, entre otras co­
sas, una de sus más conocidas teorías: la distinción entre sistemas nonnati-

19 Me he ocupado más a fondo de este tema en el artículo Kelsen et les sources 
du troit, de próxima publicación en la "Revue internationale de philo80phie." 

20 La doctrina del derecho natural y el positivismo jurídico, en apéndice a Teo­
ría General del Derecho y del Ertado, trad. it. di G TLS., p. 398. 
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vos estáticos y sistemas nonnativos dinámicos. En los primeros, como 108 

sistemas morales y de derecho natural, las nannas se deducen las unas de 
las otras en base a su contenido. En los segundos, entre los cuales se en­
cuentran los ordenamientos jurídicos, las nonnas se producen las unas por 
medio de las otras, y aquéllo que las produce es un acto de ppder. Una teo­
ría jurídica rigurosamente positivista no puede dejar de tomar en cuenta el 
concepto de producción jurídica, y este, a su vez, no puede dejar de tomar 
en cuenta el concepto de poder. Para que se pueda hablar de un ordena­
miento jurídico, es necesario concebirlo como un conjunto de normas pro­
ducidas por la voluntad humana, y para que las normas puedan ser produ­
cidas, es necesario que alguien tenga el poder de hacerlo. En este sentido, 
para una teoría positivista del derecho, la .noción de la nonna no puede ser 
disociada de la noción de poder. Norma y poder son las dos caras de una 
misma moneda. 

Dos caras de la misma moneda. Se trata de saber cuál de las dos sea el 
anverso y cuál el reverso. Para la teoría tradicional del derecho público, 
que es un objetivo constante de las críticas kelsenianas, el anverso es el po­
der, en el sentido de que en principio existe la so:beranía que es la summa 
po testas, el poder superior a todos los demás y del cual los otros descien­
den, que en tanto tal, no reconoce por encima de sí mismo ningún otro 
poder; para la teoría pura, en cambio, el anverso de la moneda es la nonna, 
en el sentido de que en principio existe la nonoa fundamental, que en 
cuanto fundamental no deriva de ninguna otra nonna y es el fundamento 
de validez de todas las nonnas del ordenamiento. Para la teoría tradicional 
es necesario partir del poder para justificar la existencia del derecho (es 
decir, de un conjunto de nonnas vinculantes y hechas valer por la fuerza en 
caso de inobs:;rvancia); para Kelsen és necesario partir de la nonna para 
justificar el poder (se entiende, el poder jurídico). En los dos sistemas el 
punto de partida es opuesto, pero la lógica del sistema es la misma. Se trata 
de dos sistemas jerárquicos, es .decir, de sistemas jerárquicos, o sea de siste­
mas en los cuáles los entes que los componen están puestos en un orden 
que procede, si se le mira de arriba hacia abajo, del ente superior al inferior, 
y si se le mira de abajo hacia arriba, del inferio al superior. Y bien, en el sis~ 
tema tradicional, un poder inferior procede de un poder superior hasta que 
llega necesariamente a un poder por encima del cual no existe ninguno 
otro; en el sistema kelseniano, una norma inferior procede de una superior 
hasta que se llega necesariamente a una nonna por encima de la cual no 
existe ninguna otra. La nonna fundamental de Kelsen, respecto de la cual 
se han desarrollado tantas discusiones inútiles, tiene la función de cerrar un 
sistema de estructura jerárquica de normas, de la misma manera y por lA 
misma exigencia lógica por la cual la lumma potestas superiorem non recog­
noscens cierra un sistema jerarquizado de poderes. Aquello que si acaso 
puede ameritar alguna reflexión, es el por qué Kelsen haya considerado, 
contrariamente a la tradición del derecho público, poner en el vértice del 
sistema no alpoder supremo del cual obtienen su validez todas las nonnas 
del sistema, sino a la nonoa suprema de la cual obtienen su legitimidad to­
dos los poderes. 

A una pregunta de este género puede responderse, antes que nada, 

-r l' 
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tratando de entender el mecanismo del sistema, y en segundo lugar, tra­
tando de dar una interpretación ideológica a la elección de un punto de 
partida en vez del otro. 

7. 'Para entender el mecanismo del sistema kelseniano, considero opor­
tuno partir de la tesis según la cual la característica de un ordenamien to 
jurídico es que regula su propia producción, lo cual significa no sólo que el 
derecho, en cuanto derecho positivo, es un conjunto de normas producidas 
por actos de voluntad, sino también que hay otr08 actos de voluntad que 
producen nannas para regular 108 actos de voluntad que producen normas. 

La consecuencia inmediata a esta tesis, sobre cuya importancia para la 
teoría general del derecho no tengo necesid,ad de insistir 1 es ésta: a fin de 
que una nOnTIa sea jurídica, debe haber sido producida de confonnidad 
con otra norma jurídica. Pero ¿qué acaso la norma que regula la produc­
ción de una norma jurídica para ser considerada l a su vez l una jurídica, no 
deberá ser ella misma regulada por otra norma jurídica? Basta plantear esta 
intelTogante para darse cuenta de que con la teoría dinámica del derecho 
Se abre uno de aquellos procesos sin fin que sólo puede cerrarse con un 
principio de autofundación, del tipo del motor inmóvil o de la causa sui. 
En un sistema normativo en el cual se consideran normas del sistema sólo 
aquéllas cuya producción debe ser regulada por otras nonnas del sistema, 
el principio de autofundación del sistema no pueee ser otro que una norma 
que sea fundamento de todas las otras normas y que no sea, a su ve7., 
fundada: precisamente la norma fundamental. Kelsen mismo nos ha ofre­
cidola llave del sistema cuando, con una afinnación aparentemente tautoló­
gica, ha dicho que "desde el punto de vista del derecho positivo, sólo puede 
ser fuente de derecho el propio derecho "21. Digo que es una afirmación "apa­
rentemente" tautológica, porque aparece como tal sólamente para quien la 
lea prescindiendo completamente de la teoría dinámica del ordenamiento 
jurídico, según la cual una norma es jurídica sólo cuando es puesta y regu­
lada por otra norma jurídica. Pero es necesrio reconocer que la consecuen­
cia lógica de esta afirmación es el planteamiento de una norma que cierre 
el sistema, o mejor dicho, la clusura del sistema mediante una norma. 

No entro en los detalles, por otro lado bien conocidos, de las diversas 
maneras con las cuales, según Kelsen, el derecho regula su propia produc­
ción. Sin embargo, es necesario preguntarse cuál es la razón de la insisten­
cia de Kelsen en la tesis de que la característica del derecho es la de re~ular 
la propia producción normativa. La razón se dice pronto: para Kelsen esta 
característica es la que sirvc para distinguir un ordenamiento jurídico del 
mero ejercicio de un poder de hecho. Hay un tema recurren te en toda la 
historia de la filosofía del derecho: ¿cómo se distingue la comunidad polí­
tica de una banda de ladrónes? ¿cómo se distingue la norma jurídica de la 
orden de un asaltante? ¿cómo se distingue la orden del legislador de la in­
timidación de un bandido: "la bolsa o la vida"~. La respuesta es fácil para 
un iusnaturalista, que considera que una norma para ser jurídica de he ser, 
además, justa, y para el cual lo que deba entenderse por justicia deriva de 

21 RRL2, p. 239 ('cad. ¡I., p. 263). 
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un conjunto ~e principios y de reglas que no dependen del derecho posi· 
tivo, en suma, para quien, como San Agustín, se pregunta, "remota iusti­
tia ", ¿qué diferencia existe entre Alejandro y el pirata? Pero ¿y para un 
positivista, es decir, para quien considera que no existe otro derecho que 
el positivo, el derecho puesto, establecido, porducido por una autoridad 
que logra hacerlo respetar recurriendo en última instancia a la fuerza? 
¿Para una teoría del derecho según la cual el derecho nO es ni más ni me­
nos que un ordenamiento coactivo, la organización de la fuerza? ¿Qué 
acaso una banda de asaltantes no es un ordenamiento coactivo, no es una 
organización de la fuerza? Recuérdese que el mismo problema había sido 
planteado al derecho público moderno, en cuanto que siempre, indepen­
dientemente de cualquier referencia a postulados éticos, han coruiderado 
como elemento constitutivo del estado a la Soberanía, entendida como la 
titularidad y el ejercicio de un poder. No es casual que Jean Bodin, el gran 
teórico de la soberanía definida como "poder absoluto y perpetuo", haya 
sido constreñido a definir al estado como el "gobierno justo" (en la edición 
francesa droit, en la latina legitimus) para "fijar la diferencia ~como dice 
inmediatamente después- entre el estado y las bandas de depredadores y de 
asaltantes "22, 

En un parágrafo de la Teoría General del Derecho y del Estado, Kel· 
sen aduce otros argumentos en favor de la reducción del estado al derecho, 
del estado como organización política a ordenamiento jurídico, entre ellos 
el de que el poder del estado no es un poder cualquiera, no es el poder de 
quien logra inducir a otro a un comportamiento deseado, sino un poder 
autorizado, y -este es posible "solamente sobre-la base de un ordenamiento 
en virtud del cual uno está autorizado a mandar y otro está obligado a obe­
decer", Y aún mas: "El poder social siempre es un poder organizado, en 
una manera o en otra. El poder del estado es el poder organizado por el 
derecho positivo, es el poder del derecho, es decir, la eficacia del derecho 
positivo,,23. Aún mas claramente, también a propósito de la reducción del 
estado al derecho, en la segunda edición de la Reine Rechtslehre, se expre­
sa así: "Casi no necesita explicación el hecho de que el así llamado poder 
del estado (Staatsgewalt) ejercido por un gobierno sobre una población al 
interior de un territorio, no es simplemente aquél poder que todo hombre 
tiene efectivamente en relación a otro, cuando está en ~a.do de inducirlo a 
un comportamiento deseado. , , El elemento que diferencia la relación de­
finida como poder estatal de· las otras relaciones de poder, es el estar regu­
lado jurídicamente; es decir, consiste en el hecho de que los hombres que 
ejercitan el poder como gobierno del estado están autorizados por un or­
denamiento jurídico para ejercitar el poder, produciendo y aplicando nor­
mas jurídicas, ~ decir, en el hecho de que el poder estatal tiene carácter 

22 Se trata de las primeras palabras del De la Repúblique: "Republique est un 
droít gouvernement de plusieurs mesnages et de ce qui leur est commun avec pui­
ssance couveraine". Poco después el autor prosigue afirmando que es necesario expli-· 
car esta definición para fijar la diferen~ia que hay entre los estados y las bandas de 
dep.'edadores y asaltantes. 

23 GTLS, p. 190 (trad. il., pp. 194.195~ 

.. -
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normativo .. 24 • También aquí sigue inmediatamente después la afirmación 
de que aquéllo que se llama poder estatal ea la validez de un efectivo orde­
namiento jurídico estatal. Finalmente, en la obra póstuma, el pasaje análo­
go se encuentra más adecuadamente en el capítulo dedicado a la teoría del 
acto que pone las normas (der normsetzende Akt), en un párrafo que con­
viene transcribir completo: "Quien pone una norma, y por tanto manda un 
determinado comportamiento, quiere que un hombre ( o más hombres) de­
ba o deban comportarse de una detenninada manera. Este es también el 
sentido del acto de voluntad que se designa con la palabra 'orden '. Pero no 
toda orden es, según el uso lingüístico, una orden (Gebot), una prescrip­
ción, una norma. Cuando un bandido me ordena darle mi dinero, es cierto 
que el sentido de su acto de voluntad es que yo deba dárselo, pero.su or­
den no es interpretada como una orden, una prescripción, una norma. 
Como norma vale solamente un acto de mandato calificado en un cierto 
sentido, es decir, un acto de mandato autorizado por la norma de un orde­
namiento positivo, moral o jurídico"25. Sigue en el párrafo sucesivo una 
interpretación de esta diferencia: la orden no autorizada solamente tiene el 
sentido subjetivo del acto de mandato en cuanto es una orden sólo para 
aquél que lo emana y no para aquél a quien se le dirige. Solo la orden auto­
rizada tiene también el sentido objetivo del acto de mandato, lo cual signi­
fica que "sólo la orden autorizada es una norma viculante para los destina­
tarios ... Sólo así se puede distinguir la orden de un bandido de la orden 
de una autoridad moral o jurídica ,,26. 

8. Es tan evidente, que no viene el caso subrayar el cúmulo de proble­
mas que plantean estas afirmaciones. Pero para nuestros fines importa fijar 
una vez más la atención sobre la importancia que debe atribuirse a la no­
ción de poder jurídico (Rechtmatch) o, lo que es lo mismo, 'de poder auto­
rizado (ermiitchigte .. Match), y consecuentemente, sobre el acto de la autori­
zación (Ermiichtigung), en una teoría del derecho positivo que se plantea 
el problema (y no puede dejar de planteárselo) de distinguir, sin recurrir a 
postulados éticos, una norma jurídica (o moral) de la orden de un bandido. 
¿Qué cosa es un poder autorizado, si no un poder regulado por una nonoa 
jurídica? ¿Cómo puede ser jurídica la norma que atribuye este poder sí, a 
su vez, no está ella misma regulada por l,ma norma jurídica superior? Como 
se ve, apenas se plantea el problema del carácter distintitvo del ordenamien­
to jurídico, que es el problema tradicional del concepto de derecho, salta la 
cuestión de la teoría dinámica del ordenamiento, la definición del ordena­
miento jurídico como "nexo de producción" (Erzeugungzusammenhangp 7 

en otras palabras, la tesis de que el ordenamiento jurídico es un ordena­
miento normativo que regula su propia producción de normas. 

Este conjunto de conceptos, cada uno ligado estrechamente al otro, 
resulta plenamente confirmado en un capítulo, que no tiene precedentes, 

24 RRL', p. 292 (trad. il., p. 321). 
2S ATN, p. 21. 
26 ATN, p. 22. 
27 RRL2, p. 228 (trad. it., p. 252). También ATN, p. 207. 
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dedicado, expresamente al problema de la diferencia entre una comunidad 
jurídica y una banda de asaltantes, con un reclamo explícito a San Agustín. 
Después de haber distinguido el sentido subjetivo de un acto de mandato, 
de su sentido objetivo, y de haber distinguido la amenaza del bandido, del 
establecimiento de una sanción por parte del órgano de un odernamiento 
jurídico en base a este criterio, Kelsen se plantea ulterionnfmte el proble~ 
ma de porqué en un caso el acto tiene, además, el sentido subjetivo junto 
con el sentido objetivo y en el otro no. El se lo plantea con esta pregunta: 

. "¿Porqué suponemos que, de ambos actos que tienen el sentido subjetivo 
de un deber ser, solo uno produce objetivamente una nonna válida, es 
decir, vinculante?"28 . 

La respuesta a esta pregunta es la enésima exposición del tema del or­
denamiento jurídico como sistema dinámico, según el cual una nonna in­
ferior se vincula a una nonna superior, hasta llegar a la nonna fundamen­
tal. Es como decir que, a diferencia de la orden de un bandido, la juridici­
dad de una orden y del poder del cual deriva (no hay orden sin poder), está 
asegurada 'eh última instancia por la presuposición (porque de una presu­
posición de trata) de la nonna fundamental. Se entiende que el problema 
cambia si se confronta la orden jurídica con la orden de un bandido perte­
neciente a una banda organizada y no con la orden aislada de un asaltante, 
ya que el bandido individual miembro de una banda, al intimidar al pasan­
te para que le de el dinero bajo la amenaza de la vida, obedece una nonna 
de organización, por lo cual puede decirse, evidentemente, que también su 
poder, como el poder de un órgano del estado, es un poder autorizado. A 
este respecto, es otro el criterio para distinguir la orden jurídica de la or­
den no jurídica. No es ya la pertenencia al ordenamiento cuya validez re­
posa en la norma fundamental, sino la validez misma del sistema. Conoce­
mos bien la solución que Kelsen ha dado a este rompecabezas: un ordena­
miento jurídico es válido sólo si es tambieÍl eficaz, es decir, si las nonnas 
que él p:roduce son a grandes rasgos (im grosse.nund ganzen) observadas. Lo 
que falta a la banda de asaltantes, suponiendo que sus actos sean habitual­
mente sancionados por el ordenamiento estatal como ilícitos, es la efectivi­
dad. Y entonces plantea la pregunta de por qué no se presupone que la 
organización de la banda tenga una nonna fundamental, a lo que responde: 
"Ella no es presupuesta porque, o más exactamente, si este ordenamiento 
no tiene eficacia contínua, sin la cual no se presupone ninrna nonna fun­
damental que a él se refiera y funde su validez objetiva"2 . Bien visto en­
tonces, el ténnino último de la confrontación es la eficacia, es más, la efi­
cacia continua, más exactamente, cual de las dos sea más continua. Se 
concluye que el ordenamiento de la banda de asaltantes no es considerado 
en el" mismo nivel que el ordenamiento jurídico, únicamente porque éste 
"es más eficaz que el ordenamiento coercitivo sobre el cual se funda la 
banda de asaltantes "30. 

28 RRL2, pp, 46-47 (trad. it., p. 58). 
29 RRL', p. 49 (trad. il. p. 61). 
30 RRL2. eodem. 
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9. Sin embargo, una vez aclarado que para resolver el problema decisi­
vo de toda teoría positivista del derecho -el verdadero meollo del positi. 
vismo jurídico-, el problema de la relación entre derecho y fuerza, "si es 
la fuerza la que en última instancia funda el derecho de ordenar, o si es el 
derecho de ordenar el que justifica el empleo de la fuerza ", tan bien ejem­
plificado por la difícil búsqueda de un criterio que pennita distinguir el 
poder del soberano del poder del jefe de una banda, Kelsen está obligado 
a recurrir al criterio de la efectividad, entendida como generalidad y 
continuidad de la obediencia, y por ello no se puede evitar la pregun­
ta: ¿la nanna fundamental no tennina por ser una solución ficticia? 
Como es sabido, la nanna fundamental ha sido el objetivo de muchas 
críticas. De todas ellas, la que me parece más pertinente, es aquélla que la 
considera un instrumento ingenioso pero totalmente inútil. De hecho no se 
entiende, si no es por la estricta. corrección fonnal, por qué razón sea nece­
sario cerrar el ordenamiento jurídico con una norma última, en vez de con 
un poder último, cuando además, lo que permite finalmente identificar un 
ordenamiento como jurídico no es la validez de las normas sino su eficacia, 
lo cual quiere decir que lo que cierra el sistema no es una norma sino un 
poder. Desde un punto de vista puramente formal es perfectamente indife­
rente y legítimo en un sistema de grados, si se procede de la norma inferior 
hacia una nonna superior, llegar a la norma de las normas, y si se procede 
del poder inferior, llegar al poder de los poderes. Pero luego, cuando llega­
dos a la norma de las nonnas ésta reenvía al poder de los poderes (en el 
sentido de que un ordenamiento jurídico es tal, sólo si es más eficaz que 
la banda de asaltantes, o que el partido armado que trata de tomar el poder 
pero no lo logra), es necesario reconocer que lo que cierra el sistema no es 
la norma sino el poder. 

Es verdad que el fundamento de validez de una norma inferior no pue­
de ser más que una norma superior, como Kelsen no se cansa de repetir 
cada vez que tiene la ocasión, y por tanto, si no se quiere remitir al infinito 
es necesario presuponer una norma que no está fundada en ninguna otra; 
pero es también cierto que el fundllmento de efectividad de un poder infe­
rior no puede ser más que un poder superior, y también en este caso, si no 
se quiere remitir al infinito, es necesario presuponer un poder no derivado 
de ninguno otro. El problema, si llegamos a la norma fundamental, es de­
terminar si allí puede uno detenerse_ Es el mismo Kelsen quien afIrma que 
se puede hablar de un ordenamiento jurídico (distinto de la banda de asal­
tantes) sólamente si éste es efectivo globalmente. pero no aduce argumento 
alguno en favor de la tesis de que este poder último recibe su eficacia de ser 
autorizado, como todos los otros poderes inferiores . .Aj contrario, si su le­
gitimidad deriva de 8U efectividad, el presuponer una norma que realiza la 
función de norma legitimante, es una operación superflua. Puede ser con­
siderado como una -"elegantia juris", pero es de dudosa utilidad. Si es cier­
to que los entes no se multiplican, la norma fundamental, siendo uno de 
estos entes, puede ser omitida sin que la conRtrucción sufra. la norma 
fundamental habría tenido su función si hubiese estado en grado de evitar 
el escollo de toda teoría positivista del derecho, que es la derivación del 
derecho respecto del hecho_ Pero una teoría como la kelseniana que resuel-
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ve la validez de un ordenamiento jurídico en su efectividad, no sÓlo no 
evita este escollo, sino que se sirve de él para encontrar un sólido punto de 
llegada. La teoría normativa del derecho es la comprobación histórica más 
convincente de que, una vez descartada la solución iusnaturalista, según la 
cual es derecho aquello que es justo, no hay otra solución que aquella se­
gún la cual es derecho lo que de hecho es habitualmente observado (que 
es la vieja tesis de Austin): ex fa.cto aritur ius. En suma, la norma funda­
mental tendría la función de transformar al poder en derecho. Pero ¿existe 
un derecho sin poder? Y si no existe derecho sin poder, ¿la norma funda­
mental es la que transforma el poder en derecho, o es la efectividad del 
poder la que lo hace? 

10. Además de satisfacer una exigencia de corrección formal, proba­
blemente la norma fundamental refleja una preferencia práctica. Por más 
que Kelsen haya afIrmado insistentemente el carácter científico de, la teo­
ría pura del derecho y rechazado toda interpretación ideológica, no se 
puede renunciar del todo a tratar de captar el sentido de su construcción 
y de entender el pur qué de ciertas tesis, a través de sus elecciones políticas, 
Considero correcto que bajo la teoría pura del derecho se encuentra la ideo­
logía del estado burgués, no obstante que los marxistas impertérritos hayan 
continuado a repetirlo, Diría sin embargo que detrás de la tesis del prima­
do del derecho sobre el poder, que' se manifiesta en la suposición de la nor­
ma fundamental, hay, si bien inconsciente y también' expresamente des­
mentido, el ideal del estado de derech031 

, es decir, del estado en el cual, 
para expresarse con una fórmula tradicional usada durante siglos por los 
legistas, "le x faeÍt regem" y no "rex facit legem", Sé bien que esta fónnu­
la es iusnaturalista, pero en una teoría positivista del derecho la nonna 
fundamental es la alternativa funcional posible a esta fórmula tradicional. 
Por otro lado, si la nonna fundamental esteóricamente débil, no es menos 
débil el principio según el cual la leyes la que hace al rey y no el rey quien 
hace la ley. Los reyes han hecho y deshecho las leyes como han querido, 
al menos, mientras han tenido la fuerza de hacerlas respetar, es decir, mien­
tra que su poder fue efectivo, aún cuando no era ni legítimo ni legal. 

31 Me parece poder vincularme con la tesis sostenida por M. Reale, Law aRd Po­
wer: their co"elation. en E8saY8 in Honor 01 R08coe Pouoo, New York, Bohbs-Me­
rrit Company, 1962, pp. 238-270, el cual observa que la reducción del poder al dere­
cho (y el referimiento a Kelsen es explícito) representa una confusión entre el esque­
ma deontológico, según el cual el poder debe ser sometido al derecho, y los esquemas 
sociológicos y ontológicos, y concluye: "La identificación del derecho con el poder 
es ... el fin último al cual tienden todos 108 esfuerzos y los continuos sacrificios de la 
humanidad" (p. 252). 
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do (éste es el enfoque casi metafísico del tema); luego de interro­
garse acerca de las condiciones de un procedimiento auténticamen­
te- democrático para la elaboración de estas nonnas, tanto a la luz 
de la crítica (marxista, en particular) de la democracia liberal, co­
mo de las experiencias que se consideran como herederas de esta 
crítica; 
o de determinar la parte de la referencia a esta elaboración demo­
crática, de esta justificación, tanto en la eficiencia reguladora global 
del orden jurídico -es decir, en su aptitud para "mantener en cohe­
sión" las fuerzas e intereses antagónicos que constituyen la trama 
concreta de una sociedad, sin recurrir simplemente a la violencia 
ahierta-, como en su eficacia en cuanto representación de 108 valo­
res y de las maneras como son o deben ser las cosas; este segundo 
acercamiento al tema se inscribe, claro está, en el debate muy 
actual acerca de la legitimación del poder y de las nonnas en las 
sociedades capitalistas desarroUadas2 

• 

Tales cuestiones se deslindarán probablemente detrás de algunas ob­
servaciones que vertiré a continuación, mas no constituyen mi propósito 
central. Quisiera más bien empeñanne en recalcar, en primer ténnino, que 
la crítica de la regulación jurídica de la ~oeiedad ha sufrido probablemente 
algunas modificaciones al reconocer las virtudes -muy relativa~, por cierto 
de la ostensible subordinación del propio poder de Estado al dwecho; es 
decir, al reconocer las ventajas prácticas de la figura ideológico-política co­
nocida como "Estado de derecho". Concesión teórica a su vez muy relativa, 
que procede en parte de la consideración de un fenómeno tan tangible y 
legítimo como es la reivindicación de un retorno- al Estado de derecho, del 
restablecimiento y de la extensión de los derechos humanos, expreada en 
países en los cuales imperaron o siguen imperando regímenes dictatoriales 
(la. parte). Es de particular importancia insistir aquí en este punto, ya que 
los contactos establecidos con los juristas y teóricos del derecho en Améri­
ca latina están destinados, en nuestra opinión, a influir de modo decisivo 
en nuestra comprensión del papel del derecho (del "derecho burgués') ela­
borada en el contexto francés, no sólo por la riqueza de su reflexión teóri­
ca, sino tamhién porque estos contactos favorecen el redescubrimiento de 
la virtudes concretas del Estado de derech03 • 

Otro dato de consideración ha venido, más recientemente aún, a inter­
pelar las tesis más o menos homogéneas que el movimiento de los juristas 
y politólogos críticos franceses se ha empeñado, desde hace algunos afios, 
en elaborar y poner en debate en el mundo: de los juristas, pero de alguna 
manera también, en el terreno político. Trátase, desde luego, del sOlpren­
dente cambio del personal político ocurrido con motivo de las elecciones 

2 A. BERTEN, "Légalité et légitimité. A propos de J. Habennas", Revue in ter­
disciplinaire d'études juridique& (BruxeUes), 1980/4, pp. 1-30. 

3 A. JEAMMAUD, "Algumas questoes a abordar en comum para fazer avan~ar 
o conhecimento crítico do Direito", in Crítica do Direito e do Estado, ss. dir. CA. 
Plastino, Ed. Graal, Rio de Janeiro 1984, pp. 73·94. 
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presidenciales y legislativas de mayo"Junio de 1981. La izquierda que ha 
accedido al ejercicio del poder estatal a través de un proceso estrictamente 
electoral, ha emprendido una "democratización" de la sociedad, la cual en 
un primer momento se ha llevado a caho dentro de cierto entusiasmo y 
confianza (periodo llamado del "estado de gracia'), para proseguir luego 
con mayores dificultades, mayores incertidumbres, mayor oposición por 
parte de las distintas fuerzas conservaclora<;, y sin que dicha democratiza­
ción jamás se concibiera como fonna de transición hacia ese "socialismo 
au togestionado ", "a la francesa ", qu4! sigue constituyendo, a pesar de todo, 
el objetivo teórico de las fuerzas políticas asociadas, de 1981 a 1984, en 
el ejercicio del poder. Desde el plInto de vista que hemos adoptado aquí, es 
importante recalcar que dicha empresa de democratización se ha traducido 
en una labor legislativa considerable, e incluso espectacular en algunos as· 
pectos, puesto que el periodo transcurrido desde junio de 1981 constituye 
indudablemente la más amplia y rápida fase de cambio jurídico que haya 
experimentado el país desde el inicio del siglo XIX y el advenimiento de 
los marcos del delecho'moderno a través de las codificaciones.napoleónicas. 
El derecho constitucional positivo es casi el único que no haya resultado 
afectado por este cambio de excepcional envergadura .... ¡lo cual eviden­
cia inmediatamente los límites de este último! Ahora bien, si una intensa 
producción legislativa con fines refonnistas es el único modo concebible 
para 1" realización de una política socialdemócrata, y por tanto para el 
cambio social a través de vías rigurosamente legales, importa examinar 
detenidamente no sólo el contenido sustancial de las múltiples nuevas leyes, 
sino también los modelos de las relaciones entre los sujetos, así como los 
tipos de reglas de derecho puestos en práctica por los dispositivos legislati­
vos adoptados con el objeto de intentar la concreción de las tantas veces 
proclamada democratización ampliada de la sociedad. A este respecto apa­
rece que la f~ura del Estado de derecho -en cuanto corresponde a cierto 
modelo de relación de quien detenta el poder con quienes están destina­
dos a sufrirlo, y de relaciones entre sujetos de derecho- siroe precisamente 
de modelo para las relaciones jurídicas que los nuevos textos pretenden 
instaurar en distintos sectores de la organización socioeconómica de la vida 
social, y en particular en las relaciones laborales. Para decirlo en otros ténni­
nos, la expansión de este modelo del Estado de derecho parece constituir 
uno de los vectores de la ampliación de la democracia en la sociedad (IIa. 
parte). 

Lo cual no puede, tampoco, causarnos gran asombro, aunque tal hecho 
suscita por lo menos algunos interrogantes fundamentales para quienes se 
creen, con mucha razón, obligados a desmistificar el derecho) es decir, a 
poner de manifiesto las modalidades y funciones de aquello que llamare­
mos aquí simplemente la "ideología jurídica". ¿Cuál es el alcance realmen 
te transfonnador de este cúmulo de nuevas leyes destinado, según el dis­
curso de quienes detentan el poder político, a modificar sensiblemente el 
orden de la sociedad? Si su dimensión simbólica está fuera de duda, ¿no es 
ésta ya, en sí misma, factor de una real modificación del contexto de las 
prácticas de expresión y enfrentamiento de los intereses, cuyo campo está 
constituido por la sociedad? O por el contrario, iPonstituye lodo esto un 
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vano gestic'ular legislativo que, en realidad, sólo consumaría la desaparición 
del auténtico Estado de derecho en una formación social como la actual 
sociedad francesa (IlIa. parte)? 

1. De la crítica de la reguIación jurídica a la apreciación de las virtudes 
del Estado de Derecho 

Sabemos cu~n aventurado resulta, hoy en día, tratar de circu'nscribir esta 
corriente intelectual que coincidimo. con todo, en designar como "enfo­
que crítico del derecho", y de identificar sus distintos componentes o 
tendencias. En tales condiciones, la "teoría crítica del derecho" no 
pasa de simple fórmula para referirse cómodamente a la coexistencia4 

de trabajos de Índole teórica, que si bien 80n en parte convergentes, resul­
tan demasiado heterogéneos o no han sido aún objeto de una suficiente 
confrontación en cuanto a fundamentos y métodos,' como para constituir 
algún tipo de "escuela", o cuando menos para concordar en una compren­
sión unívoca de la regulación jurídica de las sociedades estatales contempo­
ráneass . De hecho, estas distintas corrientes que parecen haberse desarro­
llado en el transcurso de lüs últimüs añüs en varios p'aíses de Europa y 
América, se recünocen en el düble sentido. de la palabra: en que es posible 
identificarlas, y en que se recünücen mutuamente Cümo "críticas" por su 
común razón de ser': cuestiünar en ámbitüs y ténninüs variadüs, "la ideü­
lügía jurídica entendida cümo. el cünjuntü de las representaciünes de las 
relaciünes sociales que presupünen y activan la fünnalización jurídica de 
dichas relaciünes, tanto. cümú el discurso. cün pretensiünes científicas de 
los juristas que teürizan esta ürganización jurídica de la süciedad"; es decir, 
"la imagen tradicional de un derecho. que sería fundamentahnente benéfi­
co., que protegería y liberaría, y que sería el único. en pennitir la r;ealiza­
ción de un estado. social compatible con la dignidad de la persüna y la 
Cünstante búsqueda de la justicia". O para decirlo. en ütrüs términos, estüs 
diversüs cümpünentes de la menciünada "cürriente transnaciünal" püseen 
en cümún, cün herr:imil;mtas cünceptuales, cün referencias teóricas y episte­
mülógicas y, pür cünsiguiente, cün estilüs y relaciünes con las luchas pülí­
ticas muy distintüs, y en terrenüs que van desde el análisis crítico. de 
lüs prüpiüs dispüsitivüs jurídicos hasta el análisis del "discurso. jurídicü,!6 , 
el poder de manifiesto. que el derecho. es radicalmente lJ}-ediación, si 
no es que instrumento de dominación social. Y que el derecho. es esto., 

4 A veces ignorada mutuamente de un país a otro, de un .continente a otro. 
S "Algumas questoes ... " op. cit., pp. 73 y ss. 
6 Estos dos polos "~xtremos" están ilustrados respectivamente por los trabajos 

sobre el derecho laboral (p. ej: Le dmit capitaliste du travail, Coll. Critique du droit/ 
5, P.U. Grenoble/France. 19'80; ou G. BENSUSAN: "Direito do Trahalho: seu papel 
na organisa.;ao (o caso do México )"~ in Crítica do Direito e do Estado, prec. pp. 121· 
134), y por los escritos de Luís Alberto Warat (en último término: A pureza do Po· 
der, Ed. da AFSC. Florianópolis 1983) y sus compañeros (p. ej: Leouel SEVERO 
ROCHA, "Saber jurídico e Autoritarismo"~ Contradogmáticas 2/3, 1984, pp. 97· 
108). 

--------y-r- r 
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íncluso- y sobre todo cuando se trata de un derecho instaurado y garan­
tizado por un Estado que se presenta a sí mismo como sometido a su 
propia legalidad, dispensador de libertades y derechos subjetivos en benefi­
cio de los sujetos-ciudadanos, en suma ... jun Estado de derecho así co­
mo estos procedimientos, aun cuando no se refieren directamente al de­
recho público, abordan el terreno de las relaciones entre el derecho y este 
"poder" cuya noción resulta, a príor~ más familiar a la filosofía ya la cien­
cia políticas que a los juristas 7 • Así adquieren también su doble dimensión 
como críticas epistemológicas, al oponer a la "ciencia" de los juristas posi­
tivistas o dogmáticos, una visión de lo jurídico reintegrado al campo de las 
ciencias sociales8 

1 o al evidenciar el "poder de los discursos jurídicos" ca­
talizado o legitimado por una construcción como la "teoría pura" kelse­
niana9 , o como crítica más objetivamente política (desmistificación del 
Estado liberal, de las realidades y virtudes de la legalidad, de la constmc­
ción de la "persona jurídica ", o de la supuesta antinomia del "derecho so­
cial" y de la lógica del modo de producción capitalista, etc.). 

Sin embargo, esta demostración teórica de que el Estado de derecho 
asociado a un sistema jurídico que combina institución y legitimación de 
los poderes por una parte, y por otra prerrogativas garantizadas a los suje­
tos/ciudadanos (incluso en su calidad de trabajadores), resultaba adecuado 
para la constitución y reproducción del modo capitalista de la producción 
de riquezas, y por ende para la salvaguardia de una sociedad de clases, no 
ha desembocado jamás en una denuncia radical del derecho como simple 
disfraz de la violencia de clase o puro instmmento de mistificación de los 
oprimidos. Al contrario, se despliegan constantes esfuerzos por circunscri­
bir más de cerca la especificidad de la dominación mediante el derecho, o 
para usar una terminología que algunos prefieren a pesar de su excesiva 
imprecisión, del "control social" asegurado por esta mediación jurídica de 
las relaciones sociales,' La idea de ambivalencia del derecho da cuenta, en 
fonna esquemática, de esta especificidad del sitio y del papel del derecho 
en las sociedades capitalistas reguladas por el Estado de derecho. Sin em­
bargo, importa subrayar que dicha ambivalencia no se debe únicamente al 
contenido de las reglas jurídicas, como suele comprenderse con demasiada 
frecuencia. No resulta solamente del hecho de que buen número de estas 
reglas aseguran derechos a los ciudadanos, garantías al administrado, al 
trabajador, o más generalmente a la parte considerada corno más vulnerable 
en una relación contractual, del mismo modo que otras nonnas imponen el 
peso del Estado y sus aparatos, los poderes normativos y resolutivos de su 
administración, la propiedad de los medios de producción, el poder empre-

7 Sin embargo, el enfoque de parte de los sistemas jurídicos contemporáneos en 
los términos del "derecho económico", presenta el interés de concebir su objeto co­
mo estudio del "derecho de la organización de la economía por poderes privados o 
públicos" (G. FARJ AT, Droit économique, 2éme édition, PUF Paris 1982, p. 18). 

8 "Hipótesis fundamental de la colección es que la ciencia de lo jurídico se ins­
cribe en una ciencia de político", afirmaba en 1978 el texto-manifiesto de nuestra 
colección "Critique du droit" (Pour une critique du droit), P.U. Grenoble/Maspéro, 
París 1978). 

9 L.A. WARAT, A pureza do Poder, préc. 
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sarial sobre los portadores de la fuerza de trabajo en la medida necesaria pa­
ra la acumulación del capital, etc. Esta ambivalencia está ligada, de manera 
probablemente más estructural, al estatuto de todas estas reglas en su con­
junto, en cuanto 80n, precisamente, nonnas jurídicas, o por lo menos en 
cuanto confonnan un orden jurídico del mismo tipo que el orden jurídico 
prevaleciente en las sociedades del Occidente capitalista desde el siglo XIX. 
En efecto, aun cuando estas reglas poseen como vocación más inmediata 
prescribir compor~amiento8, procedimientos a seguir y obligaciones, o ase­
gurar el funcionamiento de una agrupación10 , trátase de reglas susceptibles 
de ser "cuestionadas ~', es decir, de ser objeto de una impugnación, una dis­
cusión de su significado, su alcance o su aplicación concreta, por iniciativa 
de los sujetos de derecho interesados y en el marco de un proceso (en el 
sentido más comprensivo del ténnino). Y es en ello que el orden jurídico 
conformado por estas reglas se distingue radicalmente de aquello que pue­
de llamarse una disciplina en el sentido de Foucaultll , es decir, un método 
que pennite "el control minucioso de las operaciones del cuerpo ", "la 
constante sumisión de sus fuerzas" a las cuales impone "una relación de 
docilidad utilidad" y que a mi juicio no es posible confundir con el méto­
do del derecho, si bien ambos poseen en común el "eximir de esta relación 
costosa y violenta" que es la apropiación de los cuerpos (como en la escla­
virtud), "obteniendo efectos de utilidad por lo menos tan importantes"12. 
En esto, cuando menos, se distingue el derecho de un Estado de derecho, 
del derecho de un Estado policiaco, el cual se empeña casi exclusivamente 
en colocar al poder a buen recaudo de toda impugnación, y cuya nonnas 
(de índole disciplinaria, a decir verdad) quedan sustraídas de toda discu­
sión legítima13 . Cierto es que en nuestros países el Estado de derecho se 
ha acomodado muy duraderamente con la supervivencia, en el corazón de la 
sociedad civil, de amplísimos espacios disciplinarios, entre los cuales cabe 
señalar, en lugar destacado, a la fábrica capital~sta que por largo tiempo 
constituyó una institución auténticamente totalitaria vuelta compatible 
con su entorno político-jurídico gracias a una sorprendente fonnajurídica: 
el contrato de trabajo14. Esta coexistencia ha llegado incluso a revelar 

10 Cabría interrogarse acerca del alcance, desde el punto de vista de la caracteri­
zación de los sistemas jurídicos concretos, de cierto número de distinciones, como la 
de Max Weber entre Verwaltungsordnung y Regulierungsordnung, de E.B. Pashlikanis 
entre "normas jurídicas" y "normas técnicas", de Friedrich Hakey entre "reglas de 
justa conducta" y "reglas de organización'" o la distinción establecida por otros entre 
"reglas de derecho" .y "reglas de normalización". Sin entablar aquí esta discusión, 
pienSQ que carece singularmente de rigor y pasa por alto la transformación del estatuto 
y de las condiciones de acción que sufre toda nonna "técnica" o "de nonnalización" 
desde el momento en quc se halla integrada en el orden jurídico. 

11 Suroeiller et punir. Naissance de la pn·son. Gallimard éd, París 1975. 
12 Op. cit, p. 139. 
13 D. LOSCHAK, "Droit et non droit dans les institutions totl!.litaires", in 

L ~·nstitution, Prcsses Universitaires dc France, Paris 1981, p. 132. 
14 El contrato de trabajo presenta en efecto esa sorprendente peculiaridad. den­

tro de un sistema dc libertad individual y dc igualdad de los sujetos vigorosamente 
proclamada, de concernir al cuerpo de uno de los contratantes, y de engendrar la 
subordinación ... precisamente en nombre de la libertad (contractual) de quien llega 
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muy crudamente el trasfondo, si no es que la razón de ser, de este Estado 
de derecho. Sin embargo, el advenimiento y crecimiento, bajo la influencia 
compleja y muy mediatizada de la lucha del movimiento obrero, de un de­
recho laboral que otorga derechos individuales y colectivos a los trabajado­
res dentro de la empresa, ha realizado una juridicización parcial, pero 
auténtica, de este medio a priori puramente disciplinario, enriqueciendo 
de esta manera la amplitud y el significado de la noción misrria de Estado 
de derecho. De ahí que la crítica materialista de esta juridicización de las 
relaciones de trabajo asalariado no haya pretendido nunca, aunque S{~ cm­
peñaba precisamente en establecer su [unción en la constitución, el funcio­
namiento y la reproducción de las relaciones capitalistas de producción, 
que la legislación social tal comO la conocemos actualmente en nuestros 
países, fuera tan sólo una sutil trampa tendida a una clase obrera "legali­
zada ", antes bien que liberada 1 s . Este reconocimiento de las virtudes rela­
tivas, pero indiscutibles, del Estado de derecho, condujo incluso a ciertos 
teóricos críticos, a la vez que ponían al desnudo el papel de la representa­
ción de la ley como "expresión de la voluntad general ", a delslindar las 
perspectivas ofrecidas por este procedimiento de regulación (la ley parla­
mentaria) para una transición hacia un socialismo democrático 16 . 

Pero resulta que la historia muy reciente nos conduce más allá de la 
comprobación, que ha llegado a ser hoy trivial, de esta ambivalencia de los 
dispositivos jurídicos. Y es cierto, a e~te respecto, que la consideración de 
la lucha librada en numerosos países (en América latina, en particular) por 
el restablecimiento y la ampliación de los derechos humanos en el marco 
de un retomo al Estado de derecho, ha desempñeado un papel mayor en 
este cambio de la actitud crítica hacia el derecho. Pues de ella extraemos 
una especie de conocimiento más empírico de las virtudes prácticas de la 
sumisión del aparato estatal y de los distintos poderes a nonnas jurídicas 
que les imponen un mínimo de obligaciones, y del funcionamiento efecti­
vo de un conjunto de reglas abstractas, cuya puesta en práctica según 106 

principios de la lógica fonnal, excluye que la razón sea dada siempre a 
los más poderososl 7 • Porque incluso si se considera que el Estado de de­
recho y la organización de la vida social según los cánones de la igualdad 
fonnal, de las libertades individuales y de la democracia representativa, son 
perfectamente funcionales en las fonnaciones sociales capitalistas, a pt:sar 
o incluso a través de los límites que las contradicciones inherentes al siste­
ma imponen a esta funcionalidad 18 , el análisis de la situación de ciertos 

así a quedar sometido a una disciplina orientada por completo hacia el incremt:nto de 
las utilidades designadas por los "funcionarios del capital". 

15 Le droit capitalistes du travail, pp. 155·156. 
16 J.]. GLEIZAL, in Pour une critique du droit, précitr, pp. 104 et s. 
17 "Algumas questoes ... ", pp. 93-94; C.A. PLASTINO, "Etat d.e droit et droit~ 

de l'homme dans le eapitalisrne périphérique", Procés 10/1982 (L~on), p. 91, spre. 
pp. 95·96. 

HS C.A. PLASTINO, op. cit., p. 94 ("Contradicción entre los valores de la ideo­
logía liberal y su pretensión de universalidad por una parte, y por otra las condiciones 
socioeconómicas específicas del capitalismo dentro de las cuales estos valores debe­
rían realizarse "). 
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países periféricos en el aeno del sistema capitalista planetario pone de 
manifiesto los límites específicos (más estrechos que en los países del 
"centro '). de esta adecuación del modelo de organización político-institu~ 
cional que constituye el Estado democrático de derecho. Así se aclara el 
proceso que en países como Argentina o Brasil se ha traducido, no hace 
mucho, en el advenimiento de regímenes políticos dictatoriales y violado­
res de los derechos humanos y de las garantías individuales19 • Pero así se 
comprende "también que en este terreno particular del enfrentamiento en­
tre clase dominante y clases dominadas que constituye la dimensión jurí­
dica y política de la estructura social, la reivindicación del retomo al Esta­
do de derecho y a las garantías de los derechos y libertades del hombre 
llegue a constituirse, en la coyuntura, de crisis del modelo de desarrollo 
concentracionista que hahía elegido e impuesto la primera, no solamente 
en reivindicación legítima en sÍ, sino también en instrumento clave para el 
restablecimiento de una democracia política efectiva, más propicio para la 
expresión y la consideración de las necesidades vitales o aspiraciones his-­
tóricas de las clases populares severamente afectadas por la fase declinante 
del "desarrollo económico n. En suma, se comprende que esta restauración 
del Estado de derecho es nada menos que la condición sine qua non de 
una extensión de la lucha por una democratización.llevada por fin hasta el 
corazón mismo de lo económico2o • Sin embargo, el caso es que tan anhela· 
da restauración sólo llega a concretarse porque es objeto de una convergen· 
cia de las reivindicaciones democráticas y de las aspiraciones de importan· 
tes capas de la burguesía frustradas por el régimen autoritario y su modelo 
de desarroUo. Es decir, que la correlación de fuerzas que ha cond"cido al 
retomo al Estado de derecho sólo se ha establecido a favor de una suerte 
de equivoco acerca del sentido y las virtudes de este último. ¿Es ésta la 
única fonna de organización política apta, en la fase aCbJal, para renovar la 
legitimidad gravemente alterada de una sociedad de clases a la cual es pre­
ciso restituir su carácter operativo de acuerdo con los criterios de la lógica 
capitalista, o bien una fonna de las relaciones sociales que garantiza (me­
diante el desarrollo consecuente de las ideas de igualdad, libertad y demo­
cracia) una profunda transfonnación del modo de, producción y reputi· 
ción de las riquezas? 

Este equívoco se traduce también a nivel teórico. Es cierto que existe 
un consenso acerca de una definición m.ínima del Estado de derecho, como 
aquel que se somete al derecho, es decir, aquel Estado cuya administra· 
ción, pero tamhién cuyo órgano legislador se hallan ohligados a respetar las 
leyes y la Constitución, en particular en cuanto este cuerpo de nOnIlas pro· 
porciona garantías individuales a los ciudadanos21 • Pero se sabe también 
que al oponer la "legislación" al ¡'derecho" para proclamar a este último 
(en cuanto conviene a una libertad que es, principal sino exclusivamente, la 

19 C.A. PLASTINO. op. cit., pp. 100·102. 
20 Op. cit., pp. 102 et s. 
21 Fácil es advertir que ésta es la concepción desarrollada por R. Carré de Mal­

berg, quien en su Contribution ti la theone generale de l'Etat (1929) explicaba esta 
sumisión del Estado al derecho media'nte la idea de autolimitación. 

- -------- - -------¡r--
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libertad del comercio y de la industria) como anterior y superior a aquéIJa, 
una doctrina neoliberal pone en duda que un orden jurídico estatal que va­
ya más allá de la garantía de la no coerción para imponer restricciones a los 
sujetos económicamente dominantes, pueda ser el orden de un auténtico 
Estado de derecho. Al buscar una falaz legitimidad en una idea de justicia 
social que no sería más que ilusión22 , el Estado intervencionista no podría 
constituir, en opinión de estos neoliberales, un verdadero Estado de dere­
cho, ya que éste no podría avenirse al reconocimiento de derechos econó­
micos y sociales un tanto significativos, y con mayor razón aún, a la am­
pliación de una democracia que no podría, sin desnaturalizarse, desbordar 
el campo de los procedimientos de designación de los gobernantes y del 
voto de las leyes. Sin embargo, está pennitido pensar, en contra de 108 par­
tidarios de esta doctrina, que la lógica del Estado de derecho consiste en 
tender a someter todo poder, ya sea estatal o privado, a normas cuyo do­
minio le escapa, y a la impugnación legítima a través de la expresión de los 
intereses de quienes son objeto del ejercicio de sus poderes. Concepción 
tanto más plausible, cuanto qutda voluntad de aplicar en la práctica los dog­
mas de esta doctrina neoliberal, tan presta para denunciar la "reglamenta­
ción ", se ha avenido perfectamente a que se pusieren en entredicho las ga­
ratías democráticas por parte de los poderes autoritarios, dictatoriales, que 
desde no hace mucho se han ¡dado a la tarea de imponer a su pueblo una 
política económica confonne a estos dogmas ... ¡con el éxito que todos 
conocemos! 

Esta ambigüedad confinna, en primer lugar, que "el derecho" no es 
uno ni "sin historia". Nos sugiere, sobre todoJ que concibamos las virtudm 
de un Estado de derecho benéfico para los pueblos, como resultantes de 
una combinación de la mediación jurídica de las relaciones conflictivas 
y de dispositivos jurídicos tendientes simultáneamente a limitar los distin­
tos poderes estatales y privados y a favorecer la expresión y negociación 
de los intereses. Posiblemente sea este modelo del Estado de derecho el 
que tenga alguna probabilidad de servir como vector para cierta democra· 
tización de la sociedad. 

11. La figura del Estado de Derecho como modelo para una 
Democratización de la Sociedad 

Como hemos subrayado desde la introducción del presente estudio, el cam­
bio político ocunido en mayo-junio de 1981 en Francia ha abierto paso a 
una clara voluntad de democratizar la sociedad para ir mucho más allá de 
la simple democracia política, es decir, de un sistema constitucional basado 
en la separación de poderes) el sufragio universal) las elecciones libres y la 
libre acción de los partidos políticos. Esta voluntad, muy viva hasta 1984 
por lo menoS1 se tradujo en una intensa actividad de refonna legislativa, 
que afectó principalmente a la organización de la economía (nacionaliJ, ... -

22 F.A. HAKEY, Droit, légi8lotion et liberté, Tome 1 Régles et ordres (P.ll.F., 
París 1980), Tome 2 Le mirage de la justice sociale (P.U.F., París 1982). 
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ción de la banca y de las sociedades matrices de los más importantes gru­
pos industriales, democratización det sector público así ampliado, reforma 
de la planificación), de la administración (descentralización, perfecciona­
miento de los derechos de los usuarios ante la administración), pero tam­
bién la justicia penal, y principalmente las relaciones laborales. Sin embar­
go, no podc:rnos contentarnos con una comprobación cuantitativa de esta 
impresionante producción de nuevos textos. En efecto, conviene observar 
que estas reformas no se han concretado a modificar las relaciones jurídi­
cas en los distintos campos de la vida socioeconómica, en particular al 
ampliar los· derechos de los trabajadores, de los administrados, de los ciu­
dadanos; con este fin, las reformas han modificado con frecuencia el lugar 
ocupado por la regla de derecho dentro de las relaciones sociales a refor­
mar, para que los sujetos sometidos a los distintos poderes públicos y pri­
vados accedan a aqueHo que el discurso de la nueva mayoría política deno­
mina una "nueva ciudadanía", ampliada, enriquecida y oponible a todos 
estos poderes. 

La autenticidad -o simplemente la credibilidad- de la sumisión de 
un poder al derecho, requiere que este poder no pueda fácilmente modifi­
car las reglas en {~llyo marco se desarrolla supuestamente su acción, que es­
tas reglas sean lo suficientemente conocidas, públicas, y que los motivos de 
los actos que adopta confonne a estas normas sean revelados. Implica, asi­
mismo, que tanto los motivos como los propios actos puedan criticarse 
útilmente, y por tanto deferirse ante un jue:r., y que las decisiones criticarse 
último que censuren algunos de estos actos surtan su efecto practico. Tra· 
tándosf! del poder del Estado y de su administración, es innegable que va­
rias de las refonnas adoptadas desde 1981 van en tal sentido, aunque en 
honor a la verdad debe subrayarse que algunas de ellas prolongan reformas 
realizadas por el anterior poder político en nombre del "liberalismo avan­
zado ". Tal es el caso de las disposiciones que de ahora en adelante rigen las 
relaciones entre la administración y los usuarios, en cuanto facilitan el 
acceso a los documentos administrativos, imponen la motivación de las de­
cisiones administrativas, o asignan a esta administración distintas obligacio­
nes muy concretas derivadas del principio de igualdad de los ciudadanos 
(pero también de los extranjeros) ante la ley. 

Si podemos legítimamente analizar estas innovaciones jurídicas como 
un reforzamiento del Estado de derecho, es en la medida en que la sumi­
siólt del Estado y sus servicios a reglas de derecho tiene tanto más sentido 
cuanto que los !'lUjetos de su poder Be ven dotados de amplias facultades 
para prevalecersc de estas regias y para reclamar su respeto a los órganos' 
del poder, incluso demandándolos en juicio. Pero me parece que se alcanza 
un grado mayor de autenticidad del Estado de derecho, cuando algunos de 
los intereses de estos sujetos son erigidos en prerrogativas jurídicas especí­
ficas, es decir, en derpchos subjetivos o en libertades jurídicamente garanti­
zadas. En este caso su calidad de "ciudadanos ", que en su origen no concer­
nía sino al disfrute de derechos civiles y a la aptitud para participar en los 
procedimientos constitucionales de la designación de los gobernantes, ad­
quiere un suplemento de sentido y de alcance. De hecho, por primera vez 
en la historia jurídica francesa varias leyes acaban de consagrar "derechos" 
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reconocidos a todos, relativos a la satisfacción de ciertos intereses que 
una democracia moderna se ve obligada a garantizar para afianzar su legi­
timidad, o relativos a ciertas necesidades de la vida cotidiana: "derecho a 
una comunicación audiovisual libre y pluralista ", "derecho a la vivienda", 
"derecho al transporte", etc. Cierto es que los juristas tienden lógicamente 
a acoger tales innovaciones con ironía, pues a priori no se ve muy clara­
mente en qué consiste la sustancia concreta de tales "derechos", ni a qué 
son oponibles, y es de sobra conocido cuán vano resultó el pretendido "de­
recho al empleo" explícitamente proclamado en el Preámbulo constitucio­
nal de 1946. No obstante ello, si reconocemos que en un sistema social 
donde la mediación jurídica funciona efectivamente y donde es importante 
la aplicación contenciosa del derecho, el sentido y la utilidad de las propo­
siciones enunciadas en el lenguaje del derecho están llamados a evolucionar 
bajo la influencia de la retórica desarrollada para la defensa de los intereses 
que se enfrentan, podemos admitir legítimamente que tales proclamaciones, 
a primera vista muy simbólicas e irrisorias, afectan con todo al marco jurí­
dico de la vida política, social, económica. Sin pretender negar que estas 
leyes obedecen en parte a preocupaciones oportunistas y a la grandilocuen­
cia del discurso político, cabe tomar en cuenta las enseñanzas de un pasa­
do reciente donde vemos que algunas fónnulas legales desprovistas aparen­
temente de significado muy preciso, pueden en ocasiones fundamentar 
ciertas soluciones jurídicas concretas, modelas ciertas situaciones jurídicas, 
y en definitiva garantizar muy concretamente la realización de ciertos inte­
reses23 . 

Estas distintas contribuciones a la sofisticación del régimen del Estado 
de derecho, son indudablemente coherentes con el proyecto de perfeccio­
namiento de la democracia que las fuerzas de izquierda pretendían promo­
ver. Pero si bien enriquecen ia panoplia de los "derechos económicos y 
sociales" consagrados por el orden jurídico francés y suministran algunoEl 
medios suplementarios para limitar la acción del aparato estatal o para lo· 
grar el reconocimiento de ciertos intereses en este espacio de controversiaEl 
con objetivos prácticos que constituye el campo jurídico, dichas contribu­
ciones no cuestionan el dominio de los medios de producción de las rique­
zas, ni alteran) en realidad, la naturaleza misma de este Estado. Para evaluar 
la ampJitud de la labor de democratización, conviene tomar en cuenta y 
analizar estas refonnas cardinales que son, aparentemente, la descentrali- .. 
zación, y sobre todo, el conjunto de las modificaciones más o menos espec-

23 Ilustrativo es a este respecto un fallo emitido en 1978 por el Consejo de Es­
tado: debiendo pronunciarse acerca de la legalidad de un decreto que suspendía la 
irunigración familiar, es decir, la facultad para los miembros de la familia de un traba­
jador irunigrante, de reunirse con él en Francia, esta alta jurisdicción administrativa 
anuló, para sorpresa general, dicho acto reglamentario gracias a una proposición sibi· 
lina del Preámbulo constitucional a la cual hizo surtir efecto nonnativo y de la cua: 
dedujo la positividad, en el sistema jurídico francés, de un "derecho a llevar una vida 
familiar nonnal" reconocido tanto a los extranjeros como a los naturales. Lo cual 
comprueba, una vez más, que la interpretación en materia jurídica no es menos asun­
to político que técnico. 
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taculares que las famosas "leyes Auroux" y otras leyes u ordenanz8slegis­
lativas de los afi os 1982-83 han impreso al derecho laboral. 

Sólo haremos aquí breve mención de la descentralización, anunciada 
repetidas veces por los gobiernos anteriores, pero por fin realizada por una 
izquierda socialista que la tenía inscrita desde hacía mucho tiempo en su 
programa, en conexión con la necesaria ampliación de la democracia y, 
más recientemente, con la idea de la "autogestión". Tratóse, concretamen­
te, de la transferencia de distintas competencias del Estddo a las "colecti­
vidades territoriales" (región, departamento, municipio), de la institución 
de ejecutivos locales independientes de los representantes locales del 
Estado, y de la supresión de las tutelas ejercidas por estos últimos. Dicha 
descentralización traduce indudablemente la voluntad de acercar los cen­
tros de decisión a los ciudadanos, e ilustra a su vez la extensión del modelo 
del Estado de derecho, en cuanto mediante esta supresión de las tutelas 
el control de la legalidad de los actos de los órganos de las colectividades 
territoriales es transferido de los representantes estatales a las jurisdicciones 
administrativas, convirtiéndose así en un control a posteriori. Sin embargo, 
lo cierto es que al cambiar de escala el procedimiento de la democracia par­
lamentaria, esta descentralización conlleva ante todo el peligro de reforzar 
la influencia de los notables locales. 

En cambio, conviene prestar mayor atencióri a la vasta refonna del 
derecho de las relaciones laborales, sobre la cual ha arrojado luz un "dis­
curso del legislador" muy rico y significativo, representado principalmente 
por un infonne del ministro del trabajo, de septiembre de 1981, consagra­
do a los "nuevos derechos de los trabajadores", que los textos legislativos 
posteriores se han esforzado por introducir en el derecho positiv024 . Este 
informe exponía, en efecto, el proyecto tendiente a hacer de los trabajado­
res "ciudadanos de pleno derecho en el seno de la empresa"25, y a erigir 
esta empresa en un "nuevo espacio de la democracia", con el fin de asegu­
rar una "democracia viva" destinada a "tener su sitio normal ante todo en 
el centro de trabajo". La singularidad de la refonna consiste precisamente 
en concernir esencialmente a las relaciones en el seno de la empresa, a la 
organización de la misma, y no solamente a la actividad sindical en general 
o a las relaciones entre las organizaciones empresariales, los sindicatos 
obreros y el Estado. En esto, llega el derecho francés un poco más allá de 

.esta especie de derecho laboral mínimo de un país democrático: libertad 
sindical, libertad de negociación colectiva, protección individual de los asa­
lariados en la empresa y garantías sociales. A este respecto es muy revela­
dor el lenguaje del discurso del legislador. El cual, por lo demás, ha sido 
objeto de vivas críticas por parte de los empresarios y los adversarios políti-

24 El texto de este informe, así como de las leyes y ordenanzas adoptadas, ha 
sido publicado en castellano por el Ministerio español del Trabajo: Informe Auroux. 
La reforma socialista de hu relaciones laborales en Francia, Servicio de Publicaciones, 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Madrid, 1983 (que incluye comentarios ge­
nerales de los profesores L.E. DE LA VILLA et A.J. SAGARDOY). 

2S "Ciudadanos en la ciudad, los trabajadores deben serlo también en su empre­
sa", proclaman las primeras líneas del informe. 

-----,." r~ ~ 
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cos del gobierno, quienes han denunciado como absurda la transposición 
de nociones más familiares a la ciencia ó la filosofía política para caracteri· 
zar a las relaciones a instaurar en el seno de empresas que, a sus ojos, no 
pueden poseer como lógica más que aquella de la máxima rentabilidad, ni 
como referencia más que el afán de ganancia: "Hablar de ciudadanía de 
empresa es un contrasentido. Hablar de democracia económica es un abuso 
de lenguaje ", porque "en la empresa el pueblo lo constituyen los consumi­
dores, no el personal,,2 6. 

A decir verdad, la tenninologÍa por cierto grandilocuente de un discur­
so del legislador destinado a situar ideológicamente las innovaciones juri­
dicas, a otorgarles un alcance histórico a los ojos de los trabajadores, a ha­
cerlas aparecer a la vez como naturales y necesarias (a "legitim arIas ') ante 
el conjunto del cuerpo social, no está, a mi juicio, desprovista de sentid027 . 
En primer lugar, porque las refonnas han pretendido asegurar a los asalaria­
dos la continuidad de su calidad de ciudadanos de la sociedad estatal de de­
mocracia liberal, limitando las alteraciones mayores hasta entonces impues­
tas por la subordinación característica del sistema salarial, en el centro del 
trabajo, a los derechos y libertades inherentes a esta ciudadanía. Cierto es 
que la empresa sigue siendo, en lo fundamental, un ámbito de trabajo, de 
producción, antes bien que un espacio de expresión y de debate. No obs­
tante ello, varias disposiciones jurídicas nuevas tienden a garantizar, mejor 
que antes, las libertades individuales y colectivas de los trabajadores dentro 
de la empresa, en particular frente a la organización y la disciplina. Sin em­
bargo, además de garatizar mejor los derechos de los ciudadanos-trabajado­
res en la empresa, la reforma se ha preocupado también por constituir a los 
asalariados, como tales, en "ciudadanos" de esta sociedad infraestatal que 
constituye la empresa, al reconocerles dentro de este marco específico de­
rechos y libertades originales o al perfeccionar sus derechos de organiza­
ción colectiva frente al poder de la dirección, tanto en la empresa pública 
como en la empresa privada. Es mediante la constitución de estos "espacios 
de libertad" y la ampliación de estos medios para hacer valer ciertos inte­
reses de los trabajadores en los sitios mismos en que se manifiesta de modo 
más concreto la relación entre capital y trabajo asalariado, cómo la acción 
refonnista del poder de izquierda se ha esforzado por instituir en este ni­
vel un esquema de relaciones jurídicas supeditadas al ideal democrático, 
o cuando menos situadas en un movimiento de democratización. 

En efecto, si nos atenemos a la comprensión elemental del ténnino 
"democracia" - "el gobierno del pueblo por el pueblo ", lo cual excluye en 
todo caso al poder de toda autoridad no considerada como procedente 
de este mismo pueblo- está claro que las recientes refonnas al régimen ju­
rídico de las relaciones laborales no han transfonnado las nonnas de devo­
lución del poder de gestión, y que ni siquiera han distribuido fonnalmente 
su ejercicio entre los funcionarios del capital y los trabajadores o sus repre-

26 Palabras pronunciadas por representantes de organizaciones empresariales. 
27 A. JEAMMAUD, "Refonnas laborales y democracia industrial en Francia", 

Relaciones laborales (Madrid), 4/1985, p. 604. 
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sen tan tes. Los derechos ampliados de los sindicatos dentro de la empresa, 
de las instituciones representativas elegidas del personal, los derechos indi­
viduales enriquecidos de los asalariados, siguen siendo facultades de infor­
mación, de consulta, de impugnación de las decisiones del poder empresa­
rial, y de negociación con este último; en ningún caso autorizan a los traba­
jadores organizados para tener a este poder de dirección en jaque o para 
pasar a ocupar su lugar. La ley de democratización del sector público, de 
julio de 1983, es por cierto muy importante, ya que ha venido a imponer 
la presencia de representantes elegidos de los asalariados en 108 consejos de 
administración de más de 600 empresas (entre las cuales figuran la mayor 
parte de las grandes empresas del país) que dan empleo a 6,000.000 de 
trabajadores aproximadamente. Sin embargo, estos elegidos continúan 
siendo minoritarios, en particular frente a los representantes del Estado u 
otras personas jurídicas con capital público, motivo por el cual resulta im­
posible advertir en esta fónnula aplicación alguna de la idea de autoges­
tión28 , y menos aún si tomamos en cuenta que la autonomía de gestión 
de las empresas públicas, vigorosamente proclamada, sigue siendo, con to­
do, tributaria de la política económica del Estado. Sin embargo, no me pa­
rece absurdo hablar, a propósito del conjunto de las refonnas relativas a las 
empresas, tanto privadas como públicas, de un proceso de democratizacfón 
a través de la ley, en la medida en que los nuevos textos crean una variante 
francesa de aquello que, en otros países europeos, suelen llamarse "demo­
cracia industrial". Es verdad que esta noción de origen escandinavo es muy 
comprensiva; pero la "democracia económica" (ésta es la expresión que 
más gusta de usar el discurso del legislador), de la cual estas recientes re­
fonnas han pretendido crear los marcos jurídicos, constituye indiscutible­
mente una aplicación de esta concepción grata a la socialdemocracia más 
consecuente. 

El derecho laboral renovado realiza este nuevo orden jurídico al desa­
rrollar los marcos, los medios y los procedimientos de expresión de los 
intereses de los trabajadores, de su enfrentamiento con los intereses encar­
nados por los representantes del capital público o privado, quienes deten­
tan el poder de decisión económica, y al perfeccionar los marcos de la 
negociación entre estos protagonistas de las relaciones profesionales en la 
empresa. Insistiremos particulannente aquí en el hecho de que esta exten­
sión de la ciudadanía y el establecimiento de los mecanismos jurídicos de 
una democracia industrial,~ se han operado, de alguna manera, mediante 
un mayor acercamiento de esta microsociedad que es la empresa (capita­
lista) al modelo del Estado de derecho. En tal sentido puede afinnarse que 
esa figura algo mítica sirve de referencia para un movimiento de extensión 
de la democracia en el seno de la sociedad francesa, confonne a la voluntad 
de la izquierda socialista de restablecer en todo su prestigio esta idea del 
Estado de derecho como valor mayor de una ideología republicana renova­
da. 

28 A. JEAMMAUD, "La démocratisation du secteur public", Actualité fun di­
que-Droit administratif 1983, p. 563 et suiv. 
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Si de ahora en adelante la idea de "ciudadanía de los trahajadores en 
la empresa\' parece apta para dar cuenla (con el mínimo de credihilidad 
requerida por la eficiencia ideoiógico-práetica de I"stc tipo de representa­
ción de lo real) de la organización de las relaciones entre "sujeto empresa­
rio" y "sujetos trabajadorc¡;;" en el seno dp. la empresa francesa captada en 
su imagen jurídica, esto se dehe en primer lugar a qne el orden interno de 
está última se ha alejado definitivamente del modelo estrictamente dis­
ciplinario: al igual que en un Estado de derecho, en la empresa el poder ins­
tituido queda sometido ahora a nomlas de Índole jurídica euyo dominio, 
además; le escapa. En materia de géstión de la mano dp_ obra, por ejemplo, 
el empresario está obligado a respetar las nuevas reglas de: Códii!0 de Tra­
bajo que limitan con bastante rigor la posihilidad de conLralaren una forma 
que uo será la del contrato por tiempo indeterminado, así como a re~petar 
la normas que pretenden garanti7.ar una más concreta igualdad de las {'on·· 
diciones impuestas a los homhres y las mujeres. Las leyes, re¡!lamentoi-i ~' 
convenios colectivos ciñen. asimismo, dentro de una red normativa muy 

densa, las decisiones empresariales en materia de organización dd tiempo de 
trabajo: organi7.ación de las condiciones físicas o pl":icoló~icas del trabajo, e 
incluso en materia de política de las remuneraciones. Las direceiollcs que 
deseen gozar de mayor tlexibilidad (en materia de organi;;,aci:m del tiempo 
de trabajo, en particular) deben someterse a la negociación colectiva con 
los sindicatos. Se ha impuesto, incluso, la obligación de nepü~iar anualmen­
te 108 salarios y la dura~ión del trabajo: con el fin de estimular la práctica 
contractual en detrimento del poder unilateral. Por último, en el terreno 
de la organización de la disciplina necesaria para la produc-,ciim, los ÍI~xtos 
de 1982 han introducido un cambio muy notahlt: <:on respecto a la tradi­
ción francesa: el acta de legislación interna que es d re~larnf'''lto interno de 
la empresa, elaborada por el jefe de esta emprt:sa, está regh~meHtada rigu­
rosamente por el Código, quedando ffiljeta de esta manera el la legalidad del 
Estado, lo cual pennite garantizar, en el seno mismo de la empresa, un má­
x:imo de libertades individuales y colectivas Gonstitucionalnwnte rf'conoci­
das a los asalariados como ciudadanGs de la sociedad política. l\lientras que 
las sanciones disciplinarias susceptibles de ser pronunciadas en contra de 
un asalariado, son limitadas, previstas por el reglamento interno (sistema 
de la "legalidad de las penas'), y sujetas a un procedimiento intemo que 
garantice al interesado la posibilidad de defenderse de las aC1l.saeiones (lue 
se le dirijan. Hecho más importante aún, estas sanciones están expuestas a 
un recurso ante el juez estatal, y este re('urso puede condueir a la anula­
ción de las misrn3$ si resultan injustificadas o desproporcionadas. 

Sin embargo\ la noción de Estado de derecho no se refiere únicamente 
a la sumisión del ejercicio del poder a reglas de tipo jurídico, es decir, re­
glas susceptibles de dar lugar a una causa, a un debate contradictorio, acer­
ca de su ~i_gnificado o de talo cual aplicación concreta de las mismas. Se 
refiere, asimismo, a mi parecer, a la posibilidad para los sujetos df' hacer 
valer ciertos derechos propios frente a este podet. De he<::ho, la sumisión 
del poder empresarial a un marco jurídico constituido por toda la panoplia 
de reglas que acabamos de mencionar, va a la par de la atribución a los asa­
lariados, en fomla individual o colectiva, de prerrop:ativas jllrirliects más 
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ampl'¡as, que la ley les permite oponer a la dirección de la empresa, y que 
trascienden la facultad elemental de apelar a un tribunal para impugar un 
acto irregular del empresario. Entre los derechos creados o ampliados por 
las reformas de los años 1982 y siguientes, deben señalarse en particular el 
derecho de expresión directa acerca de las condiciones de trabajo, que co­
rresponde personalmente a cada asalariado (aunque se ejerza en un marco 
colectivo, en el sena de "grupos de expresión" o de "consejos de talleres''), 
y el derecho de retirarse de una situación de trabajo peligrosa, que autoriza 
a todo trabajador expuesto a un peligro para su salud, para sustraerse por 
iniciativa propia del puesto que le ha asignado la organización del trabajo. 
Pero sobre todo no debe pasarse por alto que las libertades de acción y 108 

derechos de negociación de los sindicatos representativos, así como los de­
rechos de las instituciones representativas del personal (comité de empresa, 
delegados del personal) a ser infonnadas o consultadas en los numerosÍsi­
mos casos previstos por la ley, constituyen otros tantos derechos de los 
sujetos oponibles a los titulares del poder de dirección de las empresas. 

Estas pocas y rápidas indicaciones dan una idea del volumen de las 
refonnas realizadas desde hace casi cuatro años en el orden jurídico fran­
cés, en particular en lo concerni"{mte a las relaciones con la administración 
y las relaciones del trabajo asalariado. Sin embargo, no basta tomar nota de 
un cambio nonnativo, por más impresionante que sea en cuanto a su 
amplitud, ya que siguen siendo objeto de discusión tanto la aptitud de esta 
vasta renovación jurídica para modificar concretamente las relaciones so­
ciales, como el sentido de tal modificación. 

III. ¿Transfonnación social, acción simbólica o legislación~8pectáculo? 

Una tradición ilustrada hace poco en Francia por el gran civilista G. Ripert, 
proporcionaba una respuesta brutal al interrogante acerca del sentido de la 
evolución representada por la producción a un ritmo cada vez más acelera­
do de textos legislativos preocupados por reformar el derecho vigente: el 
régimen democrático que abre paso a la influencia de los grupos organizados 
y a la demagogia, combinado con la creciente "socialización" de las rique­
zas y la limitación de los poderes "naturales ", desarrolladas bajo esta in­
fluencia nefasta, condenarían irremediablemente el derecho a la decaden­
cia y la economía a la ineficiencia29 

. 

La doctrina neolibetal pretende ser más radical aún, pues postula la 
antinomia de la "legislación" y del ("verdadero ') "derecho ", para no ad­
vertir en la producción de nonnas por el "Estado providencia" sino una ca­
tastrófica subversión de este "derecho" por una "regulación legislativa de 
la economía !l. Así, lo que puede aparecer como imitación extensiva del 
modelo del Estado de derecho tendiente a controlar el poder ejercido sobre 
otras personas por el simple hecho del dominio de los medios de produc-

29 Le régime démocratique et de dorit civil moderne, L.G.D.J., Paris 1936; Le 
déclin du droit, L.G.DJ., Paris 1949; Les forces créatrices du droit, L.G.DJ. Paris 
1955. 

l. f 
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ción, suscitaría un análisis exactamente inverso por parte de los adeptos 
de una doctrina neoliberal, análisis por lo menos tan pesadamente "ideo­
lógico" como aquellos de los que pretende librarnos: ilustración suple­
mentaria de las ambigüedades de la noción de Estado de derecho. Por lo me­
nos esta doctrina debería apreciar positivamente todo lo que pueda concu­
rrir a contener la acción de la administración, aunque las libertades de los 
sujetos lo interesen esencialmente en la medida en que son las libertades de 
los empresarios, a quienes considera como únicos creadores de las rique­
zas. En todo caso, vilipendia como nuevo exceso de intervencionsimo la 
reestructuración de las reglas que rigen las relaciones laborales, tan natural 
e indiscutiblemente benéfico le parece el ejercicio del poder fundado en la 
posesión de los medios de producción y de intercambio. 

En suma, de acuerdo con esta doctrina la limitación mediante el dere­
cho, que vale para el poder de Estado, no puede valer para los poderes eco­
nómicos privados, desde el momento en que el Estado legislador intervie­
ne en la realización de este control nonnativo. En cuanto a1 procedimiento 
de la negociación, éste perdería sus virtudes desde el momento en que se 
vería favorecido por la ley para pennitir que los representantes legítimos 
de los intereses de los trabajadores (los sindicatos) contribuyan a esta limi­
tación del poder empresarial mediante su participación en la producción de 
nonnas que se impongan a los actos de este poder. 

Pero la fecundidad del legislador en estos últimos años puede inspirar 
también una crítica de otra índole, que sólo coincide en algunos puntos 
con las tesis de los paladines del "laissez faire": cualquiera que sea su conte­
nido y por más loables que sean las intenciones que lo inspiran, el creci­
miento cuantitativo de los textos jurídicos aceleraría esa "inflación legisla­
tiva" harto conocida en todas las sociedades industriales, y conduciría por 
este camino hacia "el fin del Estado de derecho". El afán de someter un 
número cada VgZ mayor de relaciones sociales y de aspectos de la vida de 
las sociedades modernas, al derecho -y por consiguiente a un derecho 
cada vez más complejo, diversificado, sofisticado -entrañaría el gennen de 
una ineluctable desvalorización de la regla de derecho, precisamente coex­
tensiva de esta expansión de los textos, porque las nuevas reglas jurídicas se­
rían necesariamente mal conocidas, insuficientemente efectivas, excesiva­
mente cambiantes, con harta frecuencia defraudadas o expuestas a la zapa 
de violaciones toleradas. Este enjuiciamiento de la inflación legislativa ha 
llegado a ser clásico, y es regularmente reactivado y actualizado. Si bien los 
más recientes desarrollos de esta crítica son anteriores a las refonnas rea­
lizadas por el poder socialista30 , no cabe duda de que estas refonnas la 
alimentan al ilustrar los distintos rasgos que atribuye al orden jurídico es­
tatal contemporáneo, y que no dejarán de suscitar tarde o temprano las 
acusaciones renovadas de los desmenuzadores del "demasiado derecho". 
Sin embargo, debe reconocerse que estos últimos distan mucho de ir des-

30 J.P. HENRY, "Vers la fin de I'-etat de droit?", Revue de droit public et de la 
science polifique 1977, p. 1207 et suiv.; N. NITSCH, "L'inflation juridiquc et ses 
conséquences", Archives de philosophie du droit, Tome 27, Sin'Y 1982, p. 161 et 
suiv. 
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caminados, aun cuando sea preciso reprocharles cierto simplicismo de 108 

conceptos teóricos a los que recurren (comenzando por los conceptos de 
"regla de derecho" y "efectividad del derecho'), así como un marcado 
idealism~ jurídico31 . Sin embargo, no entra aquí en mi propósito ni 
aprobar ni desaprobar a estos procuradores de la producción jurídica fran­
cesa; conviene, ante todo, recalcar que es posible un análisis muy distinto 
de fenómeno. 

En efecto, pue~e sostenerse que el Estado de derecho triunfa cuando 
se manifiesta hasta este grado la obsesión por concretar la acción guber­
namental mediante la adopción de una plétora de textos legales y regla­
mentarios, y por inscribir los objetivos de las políticas reformistas dentro 
de leyes, aunque sea a costa de una marcada modificación de la tecnología 
legislativa32 . No resulta indiferente, y de ningún modo incompatible con 
la idea de primacía del derecho, no sólo que las luchas políticas se expre­
sen en el lengurje del derecho (reivindicación del "derecho al empleo" o 
del "derecho a la diferencia", etc.), sino también que los textos recientes 
se complazcan en consagrar nuevos derechos, tales como el "derecho a la 
vivienda", el "derecho al transporte", el "derecho a una comunicación 
audiovisual libre y pluralista", etc., en los cuales no aparece el poder de 
exigir oponible a detenninados sujetos, que caracterizaba, según solía 
creerse, a esa categoría técnica fundamental del derecho moderno que es el 
derecho subjetivo. Tampoco carece de interés el que estajuridicización de 
las instituciones y de 108 debates políticos se traduzca, de ahora en adelante, 
en la impugnación poco más o menos sistemática de la constitucionalidad 
de las leyes recién votadas, a través de la incautación del Consejo Constitu­
cional por la minoría parlamentaria, y que la impugnación política de las 
refonnas se transfonne en impugnación de su regularidad jurídica. El que 
el reglamento de esta impugnación jurídica por la jurisdicción constitucio­
nal, cuya legitimidad a fin de cuentas casi ya no viene puesta en tela de 

31 No podemos menos que suscribir la siguiente observación de J. Ellul: "Para 
el ciudadano el derecho resulta tan abstruso, incomprensible, ininteligible, como en 
lu épocu bárbaru en que el derecho era un conjunto de conocimientos secretos de 
pontífices o de sabios. N i siquiera el especialista puede, materialmente, conoce la too 
talidad de las innumerables reglas de detalle, que son todas de derecho, pero que 
cambian con extrema rapidez" ("Le droit occidental en 1970,.i partir de l'expérience 
fran~aise" in Futuriblet, no. 840, p. 6) Observo, sin embargo, que losjuristan quienes 
esta proliferación del derecho impone tanta incomodidad como les confiere un suple. 
mento de legitimidad profesional. olvidan con frecuencia la parte de responsabilidad 
que les incumbe en un aspecto del fenómeno al cual suelen prestar demasiada poca 
atención: la sahlradón del medio jurídico (en Francia) por un sinfin de revistas em­
peñadas en publicar un número cada vez mayor de decisiones judiciales., que afanosos 
comentadores pretenden incorporar casi siempre en ese pesado corpu, llamado "jris. 
prudencia". 
denda". 

32 "Acto de voluntad de la representación nacional", la ley votada por el Par­
lamento ya no está consagrada únicamente a la promulgación de reglas. Su contenido 
consiste frecuentemente en decisiones, antes bien que en normasjurídicu; pero tam­
bién en previsiones, orientaciones. etc. cuyo modo de actuar en las relaciones y las 
prácticas a la regulación de las cuales contribuyen, no ha sido aún objeto de un aná~ 
lisis preciso. 
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juicio, posea aparentemente la virtud de desannar una parte de estas críti~ 
cae políticas, no carece tampoco de significado en cuanto a la eficacia 
propia del plan jurídico33 • Y la denuncia de la "legislación espectáculo ", a 
partir de la comprobación de que la elaboración de los dispositivos legisla­
tivos constituye un objetivo en sí para el poder político independiente~ 
mente de la preocupación por su suficiente aplicación, debe sin embargo 
conceder que esta pasión legisladora cumple, como elemento mismo del 
"espectáculo público ", una función social de no poca relevancia, al ates­
tiguar que ciertos problemas sí son encarados por el legislador y que ciertas 
refonnas, prometidas por los programas políticos, son llevadas a buen tér­
mino34 • Lo cual constituye una manera de localizar una eficiencia especí· 
fica del acto de legislación, antinómica -o cuando menos en parte- con 
respecto a la predicción del fin del Estado de derecho. 

Reprochar al Estado la proliferación y la inestabilidad de las leyes, só· 
lo parece realmente decisivo si se considera que al derecho corresponde la 
misión de garantizar la seguridad de las transacciones, la previsibilidad de 
las situaciones jurídicas y la posibilidad de calcular las probabilidades. No 
pretendo cuestionar el célebre análisis de Max Weber acerca del adveni· 
miento de la racionalidad formal en el derecho con relación al desarrollo 
de las relaciones mercantües. Sin embargo, advertir en el derecho una mera 
técnica para la dirección de las conductas mediante normas que tienen por 
objetos inmediatos determinados comportamientos, esto es, prescripciones, 
prohibiciones, autorizaciones, equivale en mi opinión a empobrecer consi­
derablemente la comprensión de los modos de actuar del derecho en las so­
ciedades contemporáneas35 . Ahora bien, si las nonnas sirven a menudo 
como modelos de referencia para determinar ciertas conductas, con fre­
cuencia están destinadas también a servir para la apreciación o interpreta­
ción a posteriori de a9tos, acciones o situaciones; el sentido de su conteni­
do, así como su alcance en los casos concretos, son casi siempre discutibles, 
lo cual hace de ellas algo muy di5tinto de estas órdenes unívocas ejecu to­
nas hic et nunc a las cuales con demasiada frecuencia suelen verse reduci­
das. La posibilidad de someter su aplicación a discusión, y de supeditar así 
la realización de sus efectos al curso imprevisible de una causa, acaba de ha-

33 Un politólogo observa que "La constitucion.a1ización de los debates políticos 
atestigua la creciente legitimidad del Estado de derecho", aunque evidencia al mismo 
tiempo cuán dependiente es la lectura de la constitución de las opciones partidarias 
del lector (O. DUHAMEL, "Juridisme et opportunisme", Le Monde, 25 décembre 
1984), ... lo cual no constituye realmente un descubrimiento. 

34 J.P. HENRY, op. cit., p. 1223 et suiv 
35 Afinnar que "la regla de derecho se expresa fundamentamente en el impera· 

tivo", que "entiende conseguir, mediante la prescripción, el mandamiento ~ la prohi­
bición, ciertos comportamientos por parte de los destinatarios", y que "la fucl"¿a 
obligatoria de la cual disfruta le confiere un irresistible poder de coacción" (J. CHE­
VALLIER, "L'ordre juridique", in Le droit en proces, P.U.F. 1983, p. 7 et suiv.), 
equivale indudablemente a desconocer la forma fenoménica de un derecho como el 
derecho como el derecho francés, y el estatuto del concepto de obligatoriedad aplica­
da la norma jurídica ... Pero esta concepción posee la inmensa ventaja de posibilitar 
teorizaciones tan brillantes como definitivas y apresuradas acerca del derecho como 
"orden de coerción", es decir, prácticamente como disciplina. 
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cer de este sistema nonnativo un procedimiento de definición, de organiza­
ción y de animación de un campo de expresión y enfrentamiento de los in­
tereses. Por lo tanto, la efectividad y las modalidades de la regulación social 
que este sistema opera, sólo pueden apreciarse por la aptitud del mismo, 
no solamente para dirigir de hecho 108 comportamientos y las relaciones 
entre 108 sujetos, sino también para servir de estímulo, de marco y de refe­
rencia legítima para esta expresión, este enfrentamiento, esta negociación 
de 108 intereses, y. de arbitraje entre ellos. Desde este punto de vista, la ex­
pansión cuantitativa de los litigios de toda Índole y de una negociación a la 
cual remiten un número cada vez mayor de dispositivoslegislativo8 recien­
tes, demuestra que aumentan y se diversifican las posibilidades teóricas de 
expresar estos interese! y de zanjar entre ellos en el terreno específico del 
derecho. En la medida en que el propio Estado se halla expuesto más am­
pliamente a la impugnación de sus actos por iniciativa de intereses que ape­
lan en contra de ellos, parece cuando menos aventurado hablar del "fin del 
Estado de derecho". 

En tales condiciones, es muy fuerte la tentación de advertir en la 
proliferacón del derecho, de las leyes, de los derechos, una degeneración 
de la forma jurídica y una pérdida histórica de credibilidad y legitimidad 
del derecho. De acuerdo con esta tesis, el Estado providencia habría dado 
muerte al Estado de derecho, en la medida en que el primero y su poder 
serían en realidad los principales beneficiarios del fenómeno, y en particu­
lar del desarrollo de los "derechos económicos y sociales"36 consistentes 
en derechos (más o menos precisos y exigibles mediante el ejercicio de re­
cursos jurídicos) a obtener ciertos servicios y prestaciones de la colectivi­
dad encamada por el Estado, antes bien que de oponer a este último espa­
cios de libertad individual37 . Es cierto que tal análisis posee el defecto de 
participar de una moda intelectnal, muy perceptible en el medio de la 
teoría y la sociología jurídica, consistente en no ver o suponer en el campo 
del derecho más que Hmutaciones históricas", de las cuales en verdad no se 
sabe muy bien a partir de qué situación anterior son diagnosticadas. Sin em­
bargo, no carece de una real pertinencia. En particular es innegable que este 
derecho exuberante, al pretender proteger a los más débiles y preocuparse 
por satisfacer las necesidades sociales y culturales de las poblaciones, al 
presentarse también como instrumento de una política económica a la vez 
que consagra solemnemente ciertos derechos (como si pretendiese alimen­
tar al derecho positivo con un derecho natural muy actualizado), refuerza 
objetivamente el poder del Estado, amplía cada vez más su campo de ac­
ción, pero también lo vuelve cada vez más legítimo. No es que el Estado 
de derecho, en lo que puede considerarse como su fonna inicial, no haya 
tenido también por razón de ser el confortar al poder estatal y el contri-

36 Derechos humanos de La segunda generación, como suele decirse, completa­
dos de ahora en adelante por los llamados "derechos de la tercera generación" o "de­
rechos de solidaridad", tales como el derecho al desarrollo o el derecho al medio am­
biente. En las leyes francesas recientes, conviene repetirlo, han aparecido. .. ¡un 
derecho a la vivienda y un derecho al transporte! 

37 D. LOSCHAK, op. cit., p. 77 

._-----~~ 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



45 

huir poderosamente a volverlo legítimo y aceptable, en particular al some­
ter sus aparatos a una legalidad que garantice las libertades individuales y 
colectivas frente al poder público. La originalidad de la nueva configura­
ción del orden jurídico con respecto al "viejo" Estado de derecho, consis­
tiría sin embargo en que las relaciones de los sujetos con el Estado, en este 
contexto de expansión y diversificación de sus intervenciones legitimadas 
en materia jurídica, se caracterizarían inevitablemente por un retroceso re­
lativo, aunque muy sensible) de la facultad de la que disponen los indivi­
duos para oponer libertades jurídicamente garantizadas a la acción del po­
der. 

Tal tesis puede parecer atractiva. Sin embargo, al examinar las cosas 
más de cerca -en el caso francés, obviamente-, advertiremos probable­
mente que este corpus nonnativo que padece de gigantismo y pretende re­
gentear todos los campos de la vida en sociedad, depara correlativamente 
algunas nuevas posibilidades para oponerse en el terreno del derecho a la 
acción del poder público, para apelar a la justicia en contra de sus actos. 
Pero antes que nada advertiremos que los dispositivos jurídicos recién in­
troducidos apuntan en particular -cabe recordarlo- a controlar más estric­
tamente el poder de los "funcionarios del capital" (público o..flrivado) so­
bre los asalariados de sus empresas, tanto a nivel individual como colectivo. 
Si bien esto no constituye sino la intensificación de un proceso secular -la 
fonnación de un derecho especifico para las relacioneslaborales-, impor­
ta observar que las recientes refonnas lo han proseguido al privilegiar la 
atribución de derechos a los trabajadores frente a este poder. 

Resulta imposible, a menos de incurrir fatalmente en el reduccionis­
mo, pasar por alto este movimiento del derecho orientado hacia una altera­
ción decisiva del carácter disciplinario de las relaciones en el seno de la 
empresa de tipo c;apitalista, y de la arbitrariedad de un poder que durante 
largo tiempo se ha ejercido al margen de los principios -vigorosamente 
proclamados- del Estado de derecho. Aun cuando se trate tan sólo de ra­
cionalizarlo, de volverlo más eficiente haciéndolo pasar por más legítimo a 
los ojos de quienes se hallan sometidos a él, y de volverlo más aceptable en 
sus manifestaciones concretas, este aspecto de la expansión del derecho 
en el periodo reciente no puede tratarse ni como evidente síntoma ni como 
causa indiscutible de la degeneración del Estado de derecho. Excepto) cla­
ro está, si razonamos desde el punto de vista del sujeto de derecho, del 
individuo abstracto, es decir) según los cánones gratos a la ideología jurí­
dica burguesa; queda entonces muy claro que las libertades de los dueños 
de los medios de producción en la gestión, el disfrute y la alienación de los 
mismos, han resultado un poco más mermadas por la intervención de un 
legislador preocupado por el "progreso social". Desde un punto de vista 
clasista como es éste) el Estado providencia ha reducido efectivamente 
ciertas libertades que suelen considerarse como inherentes al Estado de de­
recho. En cambio, si nos empeñamos en la interpretación científica de este 
fenómeno de cambio en el orden jurídico, observaremos más bien que éste 
ilustra a todas luces la vocación del derecho a operar la mediatización de 
las relaciones de producción a través de la mediación entre intereses anta­
gónicos) con vistas a pennitir,. en este caso concreto, que éstos se expresen 
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y se enfrenten más libremente ~e8 decir, dentro de un campo legal, ade­
cuadamente organizado-, con la esperanza de que lleguen en la mayoría 
de los casos si no a concordar, por lo menos a equilibrarse, garantizando 
de tal manera la perennización del orden establecido en una coyuntura de 
grandes trastornos tecnológicos, económicos y culturales. Si por consiguien­
te la extensión del control jurídico sobre la vida social no constituye tanto 
la extensión de prescripciones legales de conductas, como la institución de 
"espacios ", de procedimientos y de referencias enriquecidas para estos 
enfrentamientos de intereses cuya oposición está reconocida, los dispositi­
vos jurídicos recién instaurados no parecen ser realmente ajenos a la no­
ción de Estado de derecho. Y la proclamación del "legislador", de que 
tale! dispositivos van en el sentido de una más clara democratización en 
todos los niveles de la vida social, no carece de cierta credibilidad. 

Esta discusión confinna sin lugar a dudas cuán ambiguos resultan 
tanto esta noción de Estado de derecho, como la relación de la misma con 
la organización de la democracia O la democratización de la sociedad. Pero 
a fin de cuentas, el objeto del debate lo constituye la concepción misma 
de la democracia. hnportaría por tanto poder evaluar la democratización 
que el cambio del derecho ha pretendido realizar o favorecer. Para esto 
sería necesario más de un ensayo como éste. Suponemos que tales estudios 
pondrían de manifiesto el suplemento de legitimidad que la legalidad reno­
vada confiere a los poderes públicos y privados a los que somete y expone 
a una impugnación sensiblemente más abierta. También aparecería que la 
'democratización realizada en las relacioneslahorales mediante el reconoci­
miento de nuevos "espacios de libertad" para los trabajadores, de nuevos 
derechos o de nuevos medios de infonnación e intervención para ellos 
frente al poder empresarial, ha privilegiado el nivel de la empresa, cuidán­
dose mucho de no organizar un marco de democracia económica que per­
mitiese a los trabaj'adores, como tales, tener acceso al proceso de decisión 
macroeconómico38 • Dato, éste, que convendría relacionar con una tenden­
cia actualmente observada, a valorar el nivelloca~ en el cual las innovacio­
nes en las relaciones sociales serán más fáciles y útiles que en el nivel de la 
sociedad global, del Estado y de sus aparatos, para dejar sitio a cierta repre­
sentación de los intereses que se enfrentan directamente en las relaciones 
de producción. 

La refonna mediante la "democratización" de los procedimientos de 
regulación estatal de la sociedad francesa, encuentra en esto un límite evi­
dente. De ahí que la igualdad, aun jurídica, entre los 1rabajadores, resulte 
necesariamente afectada: la condición jurídica, la parte de derechos, garan­
tías y medios de intervención, de cada trabajador o de cada colectividad 
de trabajadores, depende de lo que pudo negociarse dentro de su empresa. 
El peso relativo del derecho estatal, factor de igualdad de los derechos, pa­
rece disminuir, a pesar de las recientes refonnas pero también gracias a ellas, 

38 Véase A. JEAMMAUD, "Refonnas laborales y democracia industrial en 
Francia", cit, así como las referencias a la obra de G. GARCIA-BECEDAS, Democra­
cia y relacione8laborales, AkalJU niversitaria. Madrid, 1982. 
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frente al peso del derecho negociado a nivel de la empresa. Tales desigual­
dades, fonnales, pero que no dejan de entrañar graves consecuencias para 
la vida concreta. resultan particularmente sensibles en lo concerniente a 
las garantías del empleo, de la capacitación y de los medios de reubicación 
en caso de supresión de empleos, garantías que se hallan más que nunca en 
el corazón del enfrentamiento y la negociación sociales, en un periodo en 
que la política económica del Estado opta por favorecer las grandes muta­
ciones industriales ( "la modernización" ). Dado que éstas requieren 
ahsolutamente de un "acompañamiento social ", los representantes institu­
cionales de los empresarios y de los trabajadores están siendo invitados a 
dejar (casi) libre curso a sus capacidades de innovación social. Desde nume­
rosos puntos de vista, la democracia que hasta hace poco se ambicionaba 
para las relaciones profesionales y lo "cotidiano de la sociedad", parece 
consistir en una práctica de la negociación entre representantes del capital 
y organizaciones sindicales, a las cuales los asalariados se adhieren cada vez 
menos y cuyas consignas siguen manifiestamente con menos entusiasmo en 
el momento mismo en que es preciso reconocerles la más amplia vocación 
para representar a estos asalariados. Pero ¿será posible establecer algún 
día una relación - ¿y de qué naturaleza? - entre el cambio ocurrido en el 
derecho con vistas a imponer a las reaciones laborales una configuración 
en mayor armonía con las ideas de Estado de derecho y de democracia, y 
las prácticas que observamos, que resultan tan novedosas (para Francia) co· 
rno difíciles de calificar? ¿Constituye esto tan sólo un "efecto perverso" 
suplementario de unajuridicización de las relaciones sociales, definitivamen­
te impotente para que advenga el cambio, cuyo proyecto le proveía sin 
emhargo los mejores títulos de legitimidad? 
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LA PROPIEDAD: TIPOLOGIA. AXIOLOGIA y POLITICA 
EN EL MARCO SOCIALISTA 

Jerzy WróbIewski Lodz • 

1. Introducción 
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Este trabajo fonnula los problemas de la propiedad desde una perspectiva 
del materialismo histórico en sentido amplio, y hace referencia a las insti­
tuciones jurídicas y sus premisas axiolqgic8s inherentes a los sistemas socia­
listas. Concretamente nos referiremos al Sistema Jurídico Polaco. 

Según el marco conceptual arriba mencionado, se debe distinguir entre 
el concepto de propiedad en el sentido económico, y en el sentido jurídico. 
La propiedad como categoría económica se refiere a cualquier forma de 
apropiación de las partes de la naturaleza por el hombre y es un fenómeno 
elemental de la existencia humana pasada, presente y futura. Son criterios 
funcional"" los que determinan quien posee una propiedad. En tal sentido 
la propiedad como categoría jurídica se remite a instituciones jurídicas; 
por lo tanto, aparece únicamente cuando hay derecho y estado, y funciona 
en un contexto socio-político de relaciones entre clases sociales. En la ter­
minología marxista, la propiedad jurídica es parte de una "superestructura". 
Cuando utilizo el ténnino "propiedad" sin ningún claificativo, me refiero 
a la propiedad en el sentido jurídico. 

2. Tipología de la propiedad 

Según el materialismo histórico, la propiedad de los medios de producción 
("propiedad productiva') es el factor que determina las estructuras básicas 
y las relaciones de poder de una sociedad, y por consiguiente, detennina 
las características esenciales de "estado" y "derecho". De ahí que la tipo­
logía de "propiedad" tenga importancia fundamental para la explicación 
de los diversos fenómenos sociales fundamentales de "estado" y "derecho". 
Hay muchas tipologías de "propiedad ", pero me limitaré a hacer un esbo-

* Universidad de Lodz, Polonia 
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zo de la tipología diacrónica y a presentar la tipología sincrónica para el 
sistema polaco. 

La tipología diacrónica se funda en la tesis de que el tipo de propiedad 
productiva determina el tipo de sociedad, estado y derecho. Así'. pues, la 
diferenciación entre tipos de propiedad esclavista, feudal, capitalista y so­
cialista se utiliza como categorización fundamental y básica de muchos fe­
nómenos sociales así como instrumento para presentarlos y darles explica­
ción. La relación entre el tipo de propiedad y los fenómenos explicados es 
de carácter funcional. El tipo de propiedad en cuestión es considerado co­
mo un tipo dominante de propiedad en una sociedad dada, lo cual es de 
e8peci~ importancia para cualquier análisis dinámico de la eocnomÍa com­
pleja y multisectorial de un sistema. 

La tipología diacrónica de la propiedad productiva presenta una regu­
laridad histórica en los cambios de sistema experimentados por la humani­
dad. De a(!uet'do con principios reconocidos, la propiedad de hienes de 
consumo ("propiedad de consumo", "propiedad personal ') se considera 
como un derivado de la propiedad productiva. Es un efecto de la disuibu· 
ción de los resultados de la producción y de algunos recursos existentes. 

La tipología sincrónica de propiedad productiva se presenta aquí con 
referencia al sistema polaco, que es un sistema compuesto por ulia econo­
mía multisectorial que resulta más complicado, que algunos otros sistemas 
de estados socialistas. En Polonia, la contribución de diversos sectores en el 
ingreso nacional es la signiente: del sector socializado participa en el 81.2% 
(de esta cifra, el sector estatal representa 71.8% y el cooperativista 9.1%) 
y el sector no socializado, aproximadamente con el 18.8% (datos de 1984). 

El ténnino "propiedad~' en el lenguaje jurídico polaco se utiliza en 
dos sentidos principales. En el sentido amplio, utilizado en la Constitu­
cion, "propiedad" significa derechos relativos a objetos materiales y de 
otro tipo, y se aproxima al concepto de propiedad económica (comparar 
arto 12, 15-18 Const.). En sentido restringido, el término en cuestión se 
utiliza especialmente en el código civil COmo sinónimo de "derecho de 
propiedad" y se refiere a la fonna básica y completa de apropiación de ob­
jetos materiales (comparar p. ej. arto 140 código civil). En este texto, a 
menos que se indique lo contrario, utilizo el ténnino "propiedad"', en su 
sentido restringido. 

En Polonia, como en casi todos los demás sistemas de derecho, hay 
una distinción entre el derecho ~sico de propiedad y las formas menos 
intensivas dc:aapropiación, como por ejemplo, el usufructo y algunos tipos 
de servidumbres. Trataré únicamente del primero; el segundo comprende 
aspectos bastante técnicos, demasiado detallados para ser discutidos aquí. 

La tipología sincrónica, con lasl'eservas ya mencionadas, combina dos 
criterios básicos: el objeto de propiedad (lo que se posee) y el sujeto de 
propiedad (quien posee). El primero sirve para distingnir entre la propie­
dad productiva y la de consumo; el segundo presenta una b"icotomía de 
propiedad de estado, de grupo e individual. La propiedad productiva se 
manifiesta bajo tres formas: propiedad estatal, propiedad de grupo, y pro­
piedad individual. La propiedad de consumo tiene un carácter derivado y 
ex hipothesi está restringida a individuos. 
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La propiedad del estado o socialista nacionalizada está" ... bajo la pro­
tección y el cuidado especial del estado y de todos los ciudadanos" (art. 
12 Consto en cursivas); ocupa Ulla posición privilegiada y es considerada 
como un elemento básico de todo el sistema político social, estrechamen­
te relacionado con los principios de la economía planificada y del centra­
lismo democrático. Esta propiedad es el resultado de una nacionalización, 
pero la nacionalización no es una instiblción exclusivamente socialista: el 
carácter socialista expresado en una calificación de esta propiedad como 
Íntegramente nacional, está determinado por el carácter del estado. La pro­
piedad del estado pertenece exclusivamente al estado (art. 128 del cód. 
civ.). Los objetos de esta propiedad son: recursos mineráles, fuentes básicas 
de energía, recursos hidrológicos, bosques del estado, minas; empresas in­
dustriales agrícolas y comerciales del estado; instalaciones comunales esta­
tales, bancos, conjuntos hahitacionales del estado; medios de transporte y 
comunicación estatales, la radio, televisión, cinematografía; instituciones 
sociales, culturales y científicas estatales (art. 12 Const.). 

La propiedad nacional del estado plantea tres conjuntos de problemas 
teóricos y prácticos. 

1. Si es o no necesario el concepto de Hacienda del estado en un sistema 
socialista (por ej. en Hungría y Checoslovaquia la respuesta es negativa) 
y cuando es utilizado, qué representa. En el sentido prevaleciente, Ha­
cienda, en un estado socialista, actúa como una entidad que dispone 
directamente de la propiedad estatal en toda relación de derecho civil. 
Existen además otros problemas respecto a las relaciones entre las acti­
vidades de Hacienda y el presupuesto, su relación con la planificación 
y con los grados de centralización y descentralización en varios niveles 
de la administración. 

2. ¿Cuales son los derechos (en caso de que los huhiera) de las empresas 
del estado respecto a la propiedad estatal que les ha sido asignada? 
Existen dos soluciones extremas (a, b) y una intermedia (e). (a) El 
principio de unidad de la propiedad estatal: El estado es el sujeto ex­
clusivo de esta propiedad y, por lo tanto, las empresas estatales no 
tienen ningún derecho de propiedad. (h) Las empresas estatales son 
personas jurídicas extraordinarias poseedoras de 108 derechos de la 
propiedad en cuestión. (e). Las soluciones intermedias Son muy varia­
das y quienes mantienen una posición· centralista tienden a inclinarse 
hacia la primera solución (a), y los de posición descentralista, hacia la 
segunda (h). Por norma general, las soluciones intennedias están rela­
cionadas con el concepto de administración operativa, tlue determina 
su ámbito de-posesión, uso y manejo de empresas estatales y asimismo 
define sus capacidades jurídicas, derechos y obligaciones en relaciones 
de derecho civil. 

3. ¿Cómo se resuelve el problema de responsabilidad civil del estado? 
Existen varias soluciones en los estados socialistas: el responsable es 
Hacienda (Polonia), o el Estado como tal (Checoslovaquia), u organis­
mos y organizaciones de estado (como en la Unión Soviética y Hun­
gría). 

• 
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La propiedad de grupo es una propiedad social y aparece en dos for­
mas principales: como propiedad cooperativa y como propiedad de grupo. 

Las características de la propiedad cooperativa están determinadas 
por todo el sistema socio-político en el cual opera. En el sistema socialista 
es considerada como propiedad de grado inferior de socialización al de la 
propiedad nacional del estado, pero como un paso hacia la socialización de 
la propiedad. 

Existen otras formas de propiedad de grupo, pertenecientes a diversas 
organiza~ione8. En Polonia, la más importante es la propiedad de "grupos 
cooperativos de campesinos", los cuales conforman un tipo de asociación 
flexible y son propietarios de sus propias máquinas, las cuales 80n utiliza­
das en las granjas de sus miembros. (La propiedad colectiva concierne a la 
maquinaria utilizada para cultivar la propiedad privada de los miembros de 
esa asociación). 

La propiedad individual de los medios de producción es una de las ca· 
racterísticas de la economía multisectorial propia delsistema,democrático 
de varios pueblos. El lenguaje jurídico polaco utiliza el ténnino "propiedad 
iIftlivídual", y no "propiedad privada" como en el c'aso de las constitucio­
nes de Bulgaria, Checoslovaquia o Hungría, probablemente con el fin de 
evitar significados políticos emotivos. Hay dos tipos de esta propiedad: la 
propiedad de pequeños productores y la propiedad capitalista. 

La porpiedad de pequeños productores cuya importancia es auténtica­
mente vital para Polonia, es la propiedad de los pequeños agricultores indi­
viduales, la cual comprende el 76.6% de la tierra utilizada para la agricultu· 
ra (1985). Hay un límite máximo para la granja individual (100 hectáreas 
con algunas diferencias según el uso de la tierra y la zona del territorio po­
laco), además de reglamentos especiales respecto a transaccciones de terre­
nos (contratos de venta, herencias, liquidaciones de co-propiedad) que fa­
vorecen la existencia de una agricultura sólida y eficiente. La propiedad de 
pequeños productores comprende también la producción artesanal. 

La propiedad capitalista se limita a'empresas que pueden emplear has­
ta 50 'trabajadores. En la práctica, este límite se alcanza muy esporádica­
mente. La producción basada en este tipo de propiedad es considerada 
como un suplemento de la eocnomÍa socializada que satisface las necesida­
des no cubiertas por la misma. Sus áreas principales son: la horticultura 
especializada, empresas químicas y la producción de instrumentos de pre­
cisión. 

La propiedad de consumo, se denomina, por lo general, en el lenguaje 
jurídico de los sistemas socialistas como "propiedad personal". El monto 
de esta propiedad .. determina sobre la ba .. del ingreso nacional y los prin. 
cipios de su distribución. La propiedad personal " ... es la propiedad de 
cosas destinadas a satisfacer las necesidades personales, tanto materiales 
como culturales, del propietario y sus dependientes". (art. 131 del cód. 
civ.). Esta propiedad comprende p. ej. casas unifamiliares y ciertos departa. 
mentoscon el equipo necesario para su uso, carros, etc.; se incluyen algunos 
edificios, inventario' y máquinas cuyo uso es necesario para el cultivo indi­
vidual de parcel .. por parte de trabajadores del estado o granjas colectivas 
(art. 133.135, cód. civ.). 
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3. Axiología de la Propiedad 

El concepto de propiedad como valor requiere de una determinación pre­
liminar de la tipología esencial de los juicios de valor I que por lo menos 
puntualice sus fórmulas básicas en las cuales X sea el objeto evaluado y V 
represente un predicado evaluativo. 

La fórmula de un juicio de valor no relativizado es "X es V". Cuando 
eete juicio deba ser justificado, especialmente en un caso contencioso, en­
tonces Be debe relativizar. Yo distingo dos tipos de relativizacibn: (a) la 
relativización sistémica de la cual establece que el valor de X esta determi­
nado por un sis!em axiológico S A (p. ej. moralidad, política): "X es V se· 
gún el sis!ema axiológico S A". (h) La relativización instrumental que esta· 
blece el valor de X como un medio para lograr el objetivo Y: "X es V co­
mo medio para la realización de Y". 

Existen tres tipos de juicios de valor referentes a la propiedad o tres 
tipos de valores de propiedad: "Propiedad P es un Valor"; "Propiedad P 
es un valor de acuerdo al sistema axiológico S A"; "Propiedad P es valor 
como un medio para Y." Puesto que la evaluación de propiedad es tema de 
controversia, la aserción de la primera de estas fórmulas, prácticamente no 
tiene fuerza persuasiva. La propiedad no es apreciada "en sí misma H sino 
de manera relativizada. 

El sistema axiológico determina el valor de cierta propiedad al precisar 
108 criterios que el objeto debe asumir para ser valioso. 

El sistema axiológico relativo a la propiedad bajo sistema socialista 
presupone que el objetivo final del desarrollo de una sociedad es la auto­
realización del hombre completamente socializado. La realización gradual 
de este objetivo es expresada por 108 conocidos principios de distribución 
de bienes en una sociedad socialista, pero también pueden ser contempla­
dos tal como se expresan en la relación de propiedad y determinados valo­
res. Para los propósitos presentes, es suficiente considerar esta relación en­
lazando la propiedad con la justicia, la igualdad y la lihertad. Cada uno de 
estos valores entraBa toda la filosofía social y jurídica, y por consecuencia, 
intento únicamente precisar los elementos esenciales necesarios para ubicar 
la propiedad a la luz de estos valores dentro del sistema socialista. 

Existen las siguientes formulaciones elementales de principiosl]lIe alu­
den a los valores enumerados. El principio de justicia formal: "Los hom­
bres pertenecientes a la misma categoría esencial deben ser tratados de la 
misma manera". El principio de justicia material determina 108 criterios de 
pertenencia de hombres a la misma categoría esencial. El principio de igual­
dad material formal: "Todos los hombres deben ser iguales ante la ley". 
Los principios de igualdad material determinan los parámetros de igualdad 
de hombres en su posición real y potencial en determinado contexto situa­
cional .. EI principio de "libertad de" plantea (fue los hombres deben ser li· 
berados de la indigf"TIcia, necesidad incertidumbre y otros valores negativos, 
así como de desigualdad (formal y material). El principio de "libertad 
para" plantea que los hombres deben ser libres para realizar los valores 
inherentes a determinado sistema axiológico. 

El esquema general de eetos principios puede ser transformado en la 
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formulación de valores corolarios. El contenido de estos principioll (valores) 
está delenninado por sistemas axiológicos concretos que precisan la jerar­
quía de valores, su interdependencia y -8 veces- su interdefinihilidad, así 
como los criterios para la creación de alternativas que posibiliten su reali­
zación. 

La posición filosófica y política fundamental respecto a 108 valores bá­
sicos primordiales detennina la- aceptación de un sistema axiológico. Sin 
embargo, la oposición de esos valores en sistemas axialógicos diferentes no 
excluye SU8 semejanzas en niveles inferiores. Las cuestiones empíricas tie­
nen que ver con la selección de medios para la realización de valores obje­
tivos, pero cuando estos objetivos se presentan como situaciones sociales 
complejas, la caracterización meramente descriptiva de los mismos y las 
técnicas conceptuales no evaluativas, utilizadas como medida de su reali­
zación, son un tanto dudosas. 

La tesis general de la axiología socialista consiste en que la realización 
de los valores de este sistema es únicamente posible dentro del sistema eco­
nómico basado en el predominio de la propiedad nacionalizada. Por lo 
consiguiente, el problema consiste en estructurar funcionalmente todos los 
tipos de propiedad dentro del sistema en cuestión de una manera 9ptima 
para la realización de los valoreA asumidos. 

El principio de justicia fonna! es fácilmente aceptado, pero no deter­
mina una nonna concreta de conductas pues no aporta criterios precisos 
que fijen categorías esenciales de hombres. Este es el alcance de los crite­
rios para formular categorías esenciales dehombres, el alcance del principio 
de justicia materiaL 

El principio de justicia meterial.en el ámbito socialista distingue cate­
gorías de homhres a partir del trabajo (fase inferior del socialismo) o según 
las necesidades de los individuos (fase superior del socialismo). Estos prin­
cipios se oponen al principio en el cual la riqueza, y especialmente la pro­
piedad de los medios de producción, son las bases de la categorización 
esencial. El principio material-socialista de justicia puede ser realizado en 
un sistema económico multiSectorial sobre la base de propiedad nacional. 
La propiedad .de grupo apoya este principio únicamente de manera parcial, 
dado a que no únicamente el trabajo es el criterio de organización esencial, 
sino también la pertenencia,a un grupo específico y el lugar dentro del mis­
mo. La categorización hasada en la propiedad individual depende de la pro­
piedad de producción y no del trabajo del propietario. Por lo tanto, hay 
una gradación axiológica de los valores de'propiedad con relación al prin­
cipio material de justicia donde la propiedad nacional del estado eotá en 
una posición superior, hasta llegar a la propiedad individual tolerada, en el 
lugar más hajo. 

"La iguladad fonnal" es el resultado progresivo de la revolución bur­
guesa, pero no satisface la demanda de un sistema axiológico socialista, 
porque puede ser relacionado con conceptos ,de justicia material rechaz8~ 
dos, y con desigualdades materiales manifie8las. La aspiración de igualdad 
material asume, cuando menOll, una tendencia a disminuir la distancia en­
tre loo niveles más altos y 108 más hajos en la escala que mide los grados de 
valores compartidos por los individos. La reaH2:ación de la igualdad material 
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requiere de una política social muy complicada; en términos relativos, el 
mejor instrumento para ésta, el! la propiedad estatal. La propiedad de gru­
po no es tan eficiente y puede tener como resultado algunas desigualdades 
entre los diversos grupos. La propiedad individual no lleva a la realización 
de i~ualdad material, aunque puede influir en el nivel económico promedio 
de vida. La sociedad socialista actual no es una sociedad opulenta y, por 
ende, los problemas de igualdad material tienen un peso especial. 

El principio de "libertad de" e. negativo y la realización de esa liber· 
tad tiene que ser lograda principalmente a través de la propiedad nacional. 
Esta propiedad tiene que proyectar las bases que aseguren la satisfaccción 
de necesidades materiales y culturales, así como la eliminación de las de­
sigualdades mencionadas anteriormente. 

La realización del principio "libertad para" dentro del sistema socialis­
ta es más compleja. Este principio, como valor, denota como objetivo últi­
mo la auto-realización de 108 potenciales humanos dentro del marco del 
sistema socialista. En el plano económico, la libertad que nos concierne no 
es la de áctividad económica que busca una maximización de ganancia ba­
sada en la propiedad individual. La iniciativa de los individuos está restrin­
gida a determinados límites, y esa libertad de grupos es promovida si sirve 
a la economía social. La "libertad para", íntegra, tiene el propósito de de­
sarrollar la propiedad nacional como el factor que determina la realización 
de todos 108 valores del .istema. 

Existen conflictos axiológicos sobresalientes que son ampliamente dis­
cntidos en el mundo contemporáneo; de estos conflictos hay tres aspectos 
principales que prevalecen. 

Primero, para cada sistema axiológico existe el problema de la deter­
minación de conceptos propios, de manera que se asegure la proporción 
óptima de realización de todos los valores pertenecientes a este sistema. 
Para el sistema socialista, este problema se manifiesta como la proporción 
de igualdad material y libertades; de centralización y descentralización, de 
planeación y di toma de decisiones respecto a la propiedad etc. 

Segundo, en la oposición de sistemas axiológicos competitivos, el pun­
to importante es definir los valores de cada uno de ellos a manera de evitar 
el error petitio principii. La notoria ambigüedad de los términos que deno­
tan valores y que se utilizan en la formulación de los principios que trata­
mos, funciona adecuadamente como elemento persuasivo en la argumen­
tación, pero presenta serias dificultades para un análisis. 

Tercero, al confrontar sistemas axiológicos opuestos, se debe tomar en 
cuenta dos niveles: el nivel del sistema axiológico con sus correspondientes 
instituciones jurídicas, y el nivel de los hechos, interpretados de acuerdo a 
determinado marco conceptual. En otras palabras, un análisiS de ideología 
debe ser verificado en el nivel de la realidad. 

4. Propiedad Y Política 

Las constituciones de los estados socialistas expresan explícitamente las ins­
tituciones esenciales de propiedad. 

La tipología de propiedad a la cual se hace referencia más arriba, está 
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basada en la constitución polaca. El reglamento de propiedad más detalla­
do está contenido en estatutos, especialmente en el código civil y en otros 
estatutos que tienen que ver con el manejo de ciertos tipos de propiedad 
(p. ej. ley financiera, ley administrativa)"y con su protección (ley penal, ley 
administrativa, ley civil). 

Uno de los principios del sistema socialista es el de la legalidad, consi­
derada en ténninos generales, como la observación estricta de cláusulas le­
galea. Sin embargo, este principio en cualquier sistema legal no elimina 
márgenes de decisión en la interpretación de la ley y en las alternativas in­
volucradas en la detenninación de consecuencias legales de hechos compro­
bados. 

Existen ciertos principios que gobiernan las deci!iones y gUlan las al­
ternativas dentro de estos márgenes. Para las decisiones de alto grado de 
generalidad está el contenido del código civil: allí se establece que al inter~ 
pretar y aplicar las provisiones del código civil, se debe tomar en cuenta 
" ... que la propiedad social, como hase de la Constitución de la República 
Popular de Polonia, está bajo la protección especial del Estado" (art. 129 
código civil); Se debe tomar en cuenta la protp.cciónde granjas individuales 
de trabajadores campesinos y de la propiedad personal al interpretar y apli. 
car las cláusulas de derecho civil (art. 131,139 cód. civil). Estos principios 
pueden ser tratados como concretización de la norma general: "Las dispo­
siciones del derecho civil deben ser interpretadas y aplicadas según los 
principios de la constitución y los objetivos de la República Popular de Po­
lonia (art. 4 cód. civil). 

Los fallos concernientes a la propiedad son guiados por dos cláusulas 
generales: Nadie puede utilizar su derecho de manera contradictoria a la 
destinación socio-económica de este derecho o de los principios de co­
existencia social en la República Popular de Polon~" (art. 5 cód. civil). De 
ahí que la determinación del derecho de propiedad se formule de la siguien­
te manera: "Dentro del sentido determinado por los estatutos y principios 
de la coexistencia social, el propietario, con la exclusión dettras personas, 
puede utilizar el objeto de acuerdo a la destinación socio-económica de su 
derecho ... " (art. 140 cód. civil). 

Los principios de co-existencia social son considerados como un me­
dio para introducir las evaluaciones de la moral socialista (o de los regla­
mentos basados en ésta) en la toma de decisiones jurídicas, pero su natura­
leza teórica es un tanto controvertible. Los postulados del sistema econó­
mico socialista están contenidos de manera explícita en la cláusula de des·­
tinación socio-económica de un derecho. 

L08 dictámenes relativos a 108 asuntos de propiedad son funcionalmen­
te políticos. Las tendencias de estos procesos han sido y son afectados por 
las fases de la vida política. Por lo tanto, los periodos de construcción de 
la economía socialista han afectado las formas de toma de decisión, espe­
cialmente en el área administrativa ~oncerniente a la agricultura. 

La propiedad nacional del e~, como tipo de propiedad dominante 
y determinante, es II'trolada por los medios propios del control político 
general. Todos los p~ Jhlemas generales de la democracia y la participación 

-- -¡r "J 
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en la toma de decisiones políticas están involucrados en este punto, a nivel 
de gobierno central y local. 

N o se puede enumerar siquiera en este trabajo todas las formas de tal 
control. Este control (ya sea formal o informal) es sumamente importante 
para la realización de los valores básicos mencionados anterionnente. El 
control aparece en la legislación, así como en la detenninación de desarro­
llo a largo plazo y en 108 planes anuales socio-económic08 del estado y de 
cada una de las dependencias económicas y administrativas particulares; de 
la misma manera se encuentra en la supervisión constante de la adaptación 
y la aplicación de las directrices establecidas. 

El control de otros tipos de propiedad tiene un campo más reducido. 
En est08 C88Q8 se da a través de 108 reglamentos estatutarios y administra­
tivos y de 108 elftatutos de cooperativas. El funcionamiento de la propiedad 
de grupo es controlado por 108 miembros de las organizaciones correspon­
dientes y por la. autoridades competentes del.estado. El problema burocrá­
tico de la maquinaria organizativa se resuelve según el grado de auténtico 
control democrático ejercido por 108 miembros de la organización al ser 
propietarios de la propiedad de grupo en cuestión.. Las cooperativas agríco­
las en especial, son promovidas por decisiones estatales, puesto que son 
con!idradas como 108 medios para elevar la efectividad de la producción 
agrícola y como un paso hacia la socialización de la apropiación. 

La posición especial de la propiedad individual capitalista se debe a los 
principios del sistoma. De ahí que este tipo de propiedad sea controlada de 
manera especial, su desarrollo está limitado por lineameintos estatutarios, 
y BU operación es estrictamente supervisada por diversos medios adminis­
trativos. 

5. Comentario. conclu,,;VQI 

En un sistema socialista multisectorial, el papel dominante de la propiedad­
nacional socialista tiende a crecer y es tratado como el factor decisivo en la 
realización de 108 valores fundamentales del sistema axiológico socialista. 
El principio de jueticia material que consiste en la distribución de los bie­
nes a partir de la neceeidad de los individuos, el! la meta de la evolución del 
sistema socialista. La idoneidad del sistema de propiedad como instrumen­
to de cambio tiene que ser demostrada a la larga a través de los efectos glo­
bales del sistema al confrontarlos con los efectos de otros sistemas co-exis­
tentes. 

La evolución de la propiedad de grupo como propiedad social parece 
apoyar el funcionamiento de la propiedad nacional, pero su papel depen. 
de de situaciones concretas. Lo mismo se puede decir de la propiedad indi­
vidual de pequeil08 productores. 

La co-existencia competitiva de sistemas de propiedad capitalistas y 
socialistas actuales resultará a la larga, en elecciones axiológicas que de­
penderán de loe efectos de estos sistemas. Por el momento, la necesidad 
de optar por la paz para asegurar la existencia de la humanidad no resuelve 
la discusión axiológica sobre los tem .. de propiedad. 

Los efectos presentes y futuros de la revolución tecnológica plantean 
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problemas existenciales. El reto de la tecnología moderna abre perspectivas, 
tanto de destrucción de condiciones ecológicas necesarias para la existen­
cia humana, como de posibilidad de satisfacer las necesidades humans, no 
únicamente en 108 nichos ecológicos féritles del planeta, sino para la huma­
nidad entera. 

Hay un problema de propiedad que se relaciona con los dilemas ecoló­
gicos con.temporáneos; el problema de las res nullíus, que no son propiedad 
de nadie sino que son una necesidad para todos: aire limpio, la no contami­
nación de 108 océanos, y algunos vestigios de medío ambiente natural. Evi­
dentemente, estas necesidades son res totius humanitatis y su apropiación 
para la humanidad completa, en términos de nuestros valores comunes de 
existencia, es una de las tareas que actualente encaramos al'pensar en pers­
pectiva de futuro. 

r 
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NORBERTO BOBBIO y EL POSITIVISMO JURIDICO 

Jorge E. Gutiérrez Chávez 

1. Es indudable que la sistematización y la objetivización de las diferentes 
formas que históricamente ha asumido el positivismo jurídico han encono 
trado su ,:,rigen justamente en "lo intolerablemente ambiguo de esta expre­
sión"l. Esta ambigüedad, como es ampliamente conocido, se ha manifes­
tado constantemente a través del uso poco preciso e indiscriminado de este 
término: baste mencionar que tanto para su defensa como para 8U crítica, 
una genéric'a caracterización del positivismo jurídico, lejos de ayudar a re· 
saltar sus virtudes o problemas conlleva sólo, en el primer caso, como bien 
dice Bobbio, "meter en un mismo saco"2 interpretaciones sobre el Dere­
cho que aún formando parte de esta corriente y teniendo concepciones 
que en ciertos aspectos están relacionadas, en su parte medular pueden di· 
ferir en manera por demás radical; y si por el contrario se trata de su crÍti­
ca, al argumentar la misma partiendo de la premisa de que el positivismo 
es un todo armónico y unitario, se corre el riesgo de realizar un análisis po­
co serio y riguroso ya que, como hemos mencionado, el mismo no puede 
ser caracterizado unívocamente sino que tiene que ser visto y estudiado si­
guiendo las varias tendencias por las cuales se ha desarrollado y haciendo 
énfasis en las peculiaridades tan disímiles que han expresado cada una de 
ellas. 

En este último sentido el antecedente quizás más fructífero lo ha 
constituido el ensayo del prof. Hart, publicado en el año de 19583 ; sin em­
bargo y no obstante la importancia del mismo, pensamos (I"e la preocupa-

1 G. CARRIO. Dworkin y el positivismo jurídico, cuadernos de crítica, UNAM, 
1981. p. 5. 

2 N. 808BIO, El problema del positivismo jurídico, editorial universitaria de 
Buenos Aires, 1965, p. 63. 

3 EN H. L. A. HART, Derecho y moral: contribuciones a su análisis. editorial 
Depahna, Buenos Aires, 1962, pp-1-64. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP

www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


60 

ción específica que Bohhio manifestó sobre el tema, coincide con un en~ 
cuentro celebrado en BeUahrio, Italia, en el año de 1960. Este encuentro, 
que tenía justamente como argumento "El Positivismo Jurídico", reunió 
un buen número de juristas de primera línea4 y dio como resultado diver-
80S trabajos sobre la temática ahí abordada. Dentro de estos trabajos sobre­
sale el ya famoso artículo de Norberto Bobbio intitulado "Sul positivismo 
giurídico"5, en el cual este autor ofrece, por primera vez, una caracteri­
zación detalhtda de los diferentes modos con 108 que, desde su punto de 
vista, históricamente se ha presentado' el positivismo jurídico. 

Es obvio que este ténnino había ya sido usado y analizado por el 
autor, pero parece que es sólo después del mencionado encuentro y fun­
damentalmente a raíz de un curso impartido entre los afios de 1960-1961 
que él "comienza a diseccionar los distintos significados del término ,,6 y 
que se propone, con mayor rigor, distinguir e ilustrar los, diferentes aspec­
tos preeentes en el positivismo jurídico así como, usando sus palabras, 
"demostrar cómo la aceptación de uno u otro puede dar lugar a signi­
ficados diversos e inconfundibles de la misma expresión", por lo que "sólo 
teniendo en cuenta estos diversos significados se puedé comenzar una dis­
cusión sobre lo muerto y vivo del positivismo jurídico"7 . 

n. En la obra citada, el prof. Bobbio no, habla de las tre, foOllas co­
mo históricamente, a 8U juicio, se ha presentado el positivismo jurídico: 

1. Como modo de acercarse al derecho (approach). 
2. Como una detenninada teoría o concepción del derecho. 
3. Como una detenninada ideología de la justicia. 

En esta estructuración, los tres aspectos del positivismo jurídico se 
encuentran, según Bobbio, en una relación de dependencia sucesiva, pero no 
de implicación recíproca: el modo de aproximación no implica ni la teoría 
ni la ideología positivillta!, la teoría no implica la ideología, pero sí presu­
pone el modo de aproximación y la ideología presupone la teoría. 

La delimitación sugerida y el objeto de este trabajo, nos obliga a des­
cribir por separado todos y cada uno de estos modos, así como dar el mis­
mo tratamiento a los demás temas propuestos por el autor y en la parte 
final, a manera de conclusión, buscar una confrontación entre algunas ideas 
nuestras y aquellas que nos proponemos revisar. 

Por lo que toca al "modo de acercarse al derecho" es claro que éste se 
refiere a la aplicación del método científico operada por el positivismo, 
lo que significa según Bobbio, que esta corriente se preocupa por realizar 
una delimitación precisa de su objeto de estudio distinguiendo el derecho 
real del derecho ideal, el derecho como hecho, del derecho como valor, o 

4 Al encuentro asistieron entre otros. ALESSANDRO PASSERIN D' ENTRE­
VES, HART, RENATO TREVES, BRIAN BARRY, SCARPELLI, M. CATTANEO. 
G. GA V AZZI, ALF ROSS y el propio BOBBIO. 

S N. BOBBIO, Op. Cit. 
6 A. RUIZ MIGUEL, FilO$ofía y derecho en Norberto Bobbio, Centro de 

Estudios Constitucionales, Madrid, 1983, p. 208. 
7 N. BOBBIO, Op. Cit. p. 39. 
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bien, con otras palabras, el derecho que "es" del derecho que "deLe 
ser". Esta orientación, que el autor juzga como científica, permite de8Cali­
ficar del objeto "derecho" toda consideración teleológica y por ende, lodo 
juicio de valor acerca del derecho: el jurista, en esta perspectiva científica, 
se propone como éticamente neutral para buscar la mayor objetividad en 
SIl análisis soLre el derecho. Sobre la base de ésto, el criterio para distinguir 
una norma jurídica de aquella que no lo es, debe apoyarse exclusivamente 
en datos verificables y no en la menor o mayor correspondencia con un 
dado sistema de valores: una norma será jurídica si ha emanado de ciertos 
órganos, bajo ciertos procedimientos y si es habitualmente obedecida por 
los ciudadanos y aplicada por los jueces 

Desde este punto de vista, el objeto de la ciencia jurídica no es otro 
que el llamado "derecho positivo"; sin embargo, este concepto, siguiendo 
a Bobbío, no engloba el ténnino genérico de derecho, ya que constatar que 
el objeto de estudio de la ciencia jurídica es el derecho positivo, "es algo 
diferente a afinnar que no existe otro derecho que el positivo "s. Esta do­
ble caracterización del derecho que parece poner en crisiela expresa asun­
ción que Bobbio, en algunos de sus escritos, hahía hecho de este "modo de 
acercarse al derecho" no es, sin embargo ajena a él: esta vacilación de no 
aceptar el derecho positivo como el único derecho, que más adelante se 
acentuará como una crítica a las limitaciones científicas de esta corriente, 
se deja sentir ya claramente en la introducción al texto que estamos ana­
lizando cuando afinna: "( ... ), la oposición entre jusnaturalismo y positi­
vismo jurídico se lleva a cabo dentro de cada uno de nosotros, entre nues­
tra vocación científica y nuestra conciencia moral, entre la profesión de 
científico y la misión como hombre ... En tanto científicos, nos sentimos 
continuamente tentados a defender algunM exigencias del positivismo con 
el mismo empeño y con la misma coherencia con las que defendemos las 
razones últimas del jUl!lnaturalismo en tanto hombres libres"9. 

El segundo aspecto que analiza Bobbio es el del positivismo como teo­
ría, y ésta no es sino aquella concepción que vincula el fenómeno jurídico 
con la fonnación de un poder soberano capaz de ejercitar la coacción: el 
Estado. Partiendo de esta premisa inicial, no es difícil calificar este aspecto 
como la teoría estatal del derecho y entender que la misma parte del dato 
histórico de que a la fonnación del estado moderno corresponde la mono­
polización de la producción jurídica por parte del mismo lo . Bobbio ve en 
la obra de Ehrlich (Die ]uristische Logic de 1918) la configuración más cla­
ra de este procedimiento y encuentra en ella tres principios que le parecen 
fundamentales: 

a) Toda decisión judicial presupone la existencia de los preceptos que 
aplica; 

8 N. BOBBIO, Op, Cit. p. 43. 
9 N. BOBBIO, Op. Cit. p. 9. 
lO Quizá no sea difícil introducir en esta consideración teórica los trabajos dt' 

Weber Economía y Sociedad, Cerroni La libertad de los modernos y el mismo Kelsen 
Teoría pura del derecho, ya que todos ellos ven en la fonnación del estado de derecho 
y en la monopolización, por parte de éste, de la coacción un elemento estructural 
para la deteripción y comprensión de el derecho y estado modernos. 
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h) Estos emanan siempre del Estado; 
e) El conjunto de estas regl8.8 constituyen una unidad. 
Este segundo aspecto denota claramente que el interés de sus seguido· 

res no el!! tanto la nonna como tal, sinQ el origen histórico-fáctico de la nor­
matividad moderna por lo que no es extraño que Bobbio relacione la esta­
talidad del derecho con otr&! teorÍéUI inmerMs dentro del mundo del positi­
vismo. Así por ejemplo: 1) por lo que se refiere a la definición del derecho, 
con la teoría de la coactividad que entiende por derecho un sistema de nor­
mas que se hacen valer por medio de la fuerza o que reglamentan el uso de 
ésta dentro de un conglomerado social; 2) por lo que concierne al concep­
to de norma jurídica, con la teoría imperativa para la cual las normas jurí­
dicas no son otra cosa que mandatos; 3) referente a las fuentes del dere­
cho, con la doctrina de las fuentes formales (Iue postula la supremacía de 
la legislación positiva sobre las otras fuentes; 4) acerca del orden jurídico 
como un todo, con la idea de que forma un sistema que posee una plenitud 
o ausencia de lagunas y que, en forma subordinada, es coherente y esta 
exento de toda antinomia; 5) respecto al método de la ciencia jurídica y 
al de la interpretación, con la consideración de que la actividad del jurista 
y del juez es una actividad esencialmente lógica y en manera especial, con 
la consideración de la ciencia del derecho Como simple hermenéutica (es-· 
cuela francesa de la exégesis) o como dogmática (escuela pandectista). 

A lo anteriormente expuesto, baste sólo hacer un breve señalamiento 
en cuanto que Bobbio, respecto al positivismo ~omo teoría, sugiere una di­
ferenciación entre una versión rígida: que defiende la definición del dere­
cho como un conjunto de normas coactivas, imperativas, coherentes y 
plenas en las que existe una supremacía de la ley y que se interpretan por 
métodos lógico-deductivos; y una versión amplia: que com prende única­
mente las tesis de la coactividad, de la.imperatividad y de la supremacía 
de la ley, pero no las de la plenitud y la coherencia normativas ni la del 10-
gismo interpretativo; de las dos nos parece que nuestro autor acepta sola­
mente la segunda versión 11. 

El tercer aspecto tratado por Bobbio es aquel tIue denomina el positi­
vismo jurídico como ideología de la justicia (lue no es otra cosa que el atri­
buir al derecho.(lue "es", por el sólo de existir, un valor positivo, prescin­
diendo de todo vínculo con elllamaflo derecho ideal. Esta atribución que 
en positivo se hace del derecho que "es", según el autor, se basa en dos ti­
pos de argumentación: 1) el derecho positivo, por el simple hecho de serlo 
o mejor dicho r)or emanar de la voluntad dominante, es justo. En este sen­
tido, lo justo o injusto de las leyes puede ser recabado del criterio adO[ltado 
para determinar la validez o invalidez de las mismas: justa será una ley pro­
mulgada conforme a un procedimiento previamente establecido y emanada 
de los órganos facultados para este fin, 2) el conjunto de normas creadas 
o impuestas por aquel poder (Iue detenta el monopolio de la fuerza en una 
dada sociedad, sirve, independientemente del valor moral de sus reglas, 
para la obtención de ciertos fines tales como el orden, la paz, la certeza y, 

11 Para un análisis más detallado sobre el tema, A. RUIZ MIGUEL, Op. Cit. p_ 
209y .ig •. 

• 
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en general, la justicia legal. Ambas concepciones, según el autor, nos indu­
cen a afinnar que las leyes deben ser obedecidas en sí mismas, sea porque 
lo legal es lo justo o por el criterio de conveniencia en que se hasa: el de­
recho positivo, con todo, conduce a la preservación de la paz, hecho que 
por sí mismo, justifica la obediencia hacia las nannas jurídicas. Por esta 
razón, concluye el autor: "la obediencia de las nOmIas jurídicas es un de­
ber moral, entendiéndose por deber moral una obligación interna o de con­
ciencia "12 • 

Aún cuando el autor se muestra bastante crítico respecto a este ca­
rácter ideológico del positivismo cuando sostiene que: "El paso de la teo­
ría a la ideología del positivismo o jurídico es el paso de la verificación de 
un hecho a la valoración positiva del mismo -y que- ( ... ). El efecto 
de este· paso es la transfonnación del positivismo jurídico de teoría del 
derecho en teoría de la justicia '\ existen evidencias de que, a pesar de sus 
críticas, él acepta aquella que cOl\sidera que la paz y el orden son valores 
defendibles que el derecho protege, pero que no se toman como los únicos 
ni supremos valores jurídicosl3 • Este nuevo titubeo nos pennite confinnar 
cómo su acercamiento o su pretendida asunción del positivismo (como mé­
todo) es bastante menos abierta de lo que pareció ser y, sin lugar a dudas, 
también nos da la pauta para entender sus posteriores opiniones sobre 
las limitaciones científicas del positivismo y sus implicaciones ideológicas, 
que expresara en el año de 1966. No obstante esto, y en razón de la línea 
seguida en este trabajo, quedémonos por el momento con su anterior posi­
ción diciendo que, si bien para él el positivismo como ideología no es otra 
cosa que la exaltación del Estado, ésto no significa que aquel positivista que 
utiliza el método de acercarse al derecho, por necesidad caiga en esta carac­
terización; y que "por honestidad científica se puede ser eatatistas, pero 
por convicciones morales, o políticas uno puede ser contrario almismo"14. 
Es claro gue aquí él utiliZa el criterio de que describir un sistema de nor­
mas surgido y puesto en acción por un detenninado orden político, no 
significa-aceptarlo ni menos exaltarlo, toda vez que la función del científi­
co del derecho es la de describir avalorativamente el derecho tal como "es" 
excluyendo toda opinión personal sobre el mismo. 

111. En otro apartado Bobbio nos proporciona los criterios para dis­
tinguir los tres aspectos del positivismo. 

Como fonoa de abocarse al estudio del derecho, el juicio sobre el que 
se apoya el positivismo es de conveniencia y de oportunidad que el autor 
fonnula así: "partir del derecho tal como es, y no del derecho que debe 
ser, sirve mejor al fin principal de la ciencia jurídica que es el de proporcio­
nar esquemas de decisión a la jurisprudencia y elaborar un sistema de de­
recho vigente"l s. Este criterio, como es lógico, se basa en un expediente 
empírico-verificable, es decir, que el derecho que aplican los tribunales es 

12 BOBBIO. op. eje p. 47. 
13 BOBBIO, El positivismo Giuridico Torino, Cooperativa Libraria Torinese, 

1961, pp. 312-316; también, aunque más implícitamente, en "Giusnaturali8l1lo e 
positivismo giuridico ", Rivista di diritto civile, VIII, No. 6, 1962. 

14 BOB8IO, El problema. .. Cit. pp. 48-49. 
IS BOBBIO, Op. Cit. p. 49. 
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un conjunto de reglas, cuya validez no es derivada de un derecho ideal, si­
no del hecho de que estas reglas son "puestas" por UDa detenninada auto­
ridad y aplicadas por quien tiene la facultad para hacerlo. 

Por lo que toca al derecho como teoría, el juicio o los juicios sobre 108 

que se apoya los resume el autor en la siguiente fónnula: "es fácticamente 
verdadero que el derecho vigente es un conjunto de reglas de conducta que 
directa o indirectamente son fonnuladas y aplicadas por el Estado"16. 

Por último la ideología del positivismo es resumida en estos ténninos: 
"El derecho, por la manera como es puesto y hecho valer o por el fin al 
que sirve, cualquiera que sea su contenido, tiene por sí un valor positivo 
y hay que prestar obediencia iricondicionada a sus prescripciones "17 . 

IV. Finalmente, después de haher analizado los modos que histórica­
mente ha asumido el positivismo jurídico, el.autor nos ofrece una defensa 
de todos y cada uno de ellos. 

El positivismo como ideología, n08 dice, ha sido, y sigue siendo, el 
blanco más atacado por los críticos de esta corriente y el ataque está basa­
do en la acusación de que este modo de positivismo es el responsable de 
algunos hechos trágicos generados por algunos regímenes totalitarios que, 
al amparo de esta corriente, han podido legitimar las acciones más reproba­
bles: en la base de este razonamiento está el hecho de que este tipo de 
positivismo exige un deber ético de prestar obediencia incondicional a las 
leyes vigentes. Frente a tal acusación, el autor, inmediatamente reaccio. 
na afirmando que si en alguna teoría existe el deber ético de prestar obe· 
diencia a las leyes es en el llamado jU811aturalismo tradicional y no en el po. 
sitivismo jurídico; asimismo, continuando con su defensa, vuelve una vez 
más a la distinción entre la doctrina positivista que sostiene la justicia en sí 
misma de las leyes positivistas y aquella que sostiene que la obligación de 
obedecer a las leyes impuestas está en función de que las mismas tiendan 
a la realización de ciertosvalores como la paz, el orden, etc. Respecto de la 
primera, no encuentra ningún positiviBtaque en-alguna ocasión hayasosteni­
do semejante cosa; por 10 que toca a la segunda, nos dice que la obligación 
moral de obedecer a las leyes tiene una doble condición a saher: por un lado, 
que las leyes sean lID medio para obtener un fin que les es propio, y por el otro, 
que lo valores garantizados por el derecho no entren en conflicto con otros 
valores -como la vida, la libertad o la dignidad humana- que la conciencia 
moral juzga luperiorel. Por último, también niega la relación entre ¡deolo. 
gía del positivismo y dictadura fundando BU afirmación en el hecho de que 
los antecedentes históricos delliheralismo, de Montesquieu a Kant, mues­
tran que la legalidad se postuló como un freno al despotismo, como defen­
sa de la libertad individual y como una garantía de trato frente a 108 privi­
legios18. Esta constatación le da pié para sostener que "La ideología del 
positivismo jurídico no es ni mejor ni peor que otra -y que- no conduce 
a la dictadura más de lo que conduce al estado de libertad "19 . Lo anterior-

,. BOBBIO, Op. Cit. p. 50. 
17 BOBBIO,Op. Cit p.51. 
18 Para un análisis más detallado sobre el tema, N. BOBBIO, Diritto e ,tato nel 

pen.iero di Emanuele Kant, Giappichelli Editori, Torino. 1969. 
19 N. BOBBIO,Elproblema. .. Cit, p. 54 
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mente expuesto, visto en otra perspectiva, podría entenderse como que tan 
malo es postular la obediencia como la desobediencia absoluta de las leyes 
positivas. 

Para encuadrar su defensa del positivismo como teoría, Bobbio distin­
gue los ataques dirigidos a ésta respecto de aquellos que se le hacen al posi­
tivismo como ideología, diciendo que si éstos, por lo que toca a la ideolo­
gía positivista, pueden ser entendidos como una crítica de los "horrores", 
los referidos al positivismo como teoría pueden ser definidos como la 
crítica de los "errores", En este orden de COBaS, el autor encuentra nueva­
mente en la citada obra de Ehrlich el ejemplo más claro de esta segunda 
posición crítica: el ataque se centrará ahora en el argumento de que las 
nociones de derecho, de la función del jurista y la del juez expresadas por 
el positivismo, son erróneas. 

Estas críticas a los "errores" del positivismo, siguiendo al autor, muestran 
por un lado, el avance de la teoría sociológica y por el otro, hay que decir­
lo, han sido asimiladas en diferentes fonnas por los seguidores de esta co­
rriente: 

a) Negando los errores y acusando a sus adversarios de incomprensión. 
Esta orientación encuentra, en el debate sobre la plenitud de orden jurídi­
co, BU ejemplo más típico: con el surgimiento de la Teoría del espacio va­
cío (Berghohh y Romano), se so,tiene que "el caso no regulado por las leyes 
positivas no es una laguna del orden, sino un hecho jurídico irrelevante ~'20 ; 
y con la teoría de la norma jurídica exclusiva (Zitehnann y Donati) se afir­
ma que un caso no regulado por la nonna especial entra dentro de los 
límites de la norma general, la cual excluye de la reglamentación de la 
nonna especial todos los casos posibles que no entren en ella. 

b) Modificando las propias tesis para poder hacerse cargo de las críticas 
sin abandonar sus principios. El ejemplo más esclarecedor de esta segunda 
respuesta, siguiendo a Bobbio, nos lo da la polémica en torno a la impera­
tividad: este concepto, con todo, ya no es visto como esencial para el posi­
tivismo al grado de que ha sido substituido por la noción más genérica de 
"prescripción '\ de la cual el mandato es sólo una especie21 o, en el lengua­
je de R088, por el término de "directiva"22. 

c) Reconociendo abiertamente el error y adaptando la teoría de tal ma­
nera que pueda incluir las tesis adversarias. Esta aceptación se hace eviden-

20 N. BOBBIO, Op_ Cit., p. 56. 
21 "Las normas j\ltídicas ( ... ) según su sentido, son mandatos y, en cuanto ta­

les, órdenes, imperativus; pero no sólo mandamientos, sino también permisiones y 
autorizaciones ( ... ) el derecho pennite, ordena, faculta; no infonna". "Pero la den­
cia del derecho solo puede 'describir' algo", H. KELSEN, Teoría pura d,J derecho, 
UNAM, 1983, p.p.84 y 86. 

22 "La interpretación de que el derecho está constituido por reglas respaldadas 
por la fuena no es admisible", "Las normas jurídicas son directivas"; "Una regla de 
ajedrez es vigente, significa que dentro de una comunidad detenninada esta regla reCl­
be adhesión efectiva, porque los jugadores se sienten socialmente obligados por las 
'directivas' contenidas en ella"; "No hay duda de que el propósito de esta discución 
sobre el ajedrez, ( ... ) apunta a que el concepto de 'nonna vigente' de ajedrez puede 
funcionar como modelo del concepto de 'derecho vigente' "ALF ROSS, Sobre el 
derecho y laju8tiCia, Editorial Universitaria de Buenos Aires, 1977, pp 51-38 y 18. 
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te en la teoría de las fuentes cuando el positivismo introduce una modifi. 
cación a sus postulados anteriores: si antes se reconocía como la única 
fuente productora de normas jurídicas a la legislación, ahora es común~ 
mente aceptado que también el juez crea derecho, a pesar de la supremacía 
de la ley y de la obligación de decidir confonne a reglas previamente esta­
blecidas_ 

Estas refonnulaciones, como bien dice Bobbio para apuntalar su defen­
S8, no niegan que la fuente principal siga siendo la legislación; lo que se ha 
hecho aquí es un simple ajuste que opera donde la institución del proce­
dente es obligatoria y aún más: "Esta creación del derecho por parte del 
juez, más que ser una exigencia que podría conducir a la modificación del 
sistema, es una realidad dentro del sistema mismo, contra lo cual se estre­
llan los argumentos éticos como flechas conb'a una muralla"23. De lo an­
tes dicho se puede desprender que esta particular fonna de producción de 
nonnas jurídicas, lejos de realizarse fuera del sistema, encuentra justamen­
te en éste su capacidad productora: la calificación que, de jurídicas, reci­
ben estas nonnas, no está basada en la libre actuación del juez o en la coin­
cidencia de su decisión con ciertos valores, sino más bien en la autorización 
o facultamiento que recibe el juzgador del sistema mismo, para, en deter­
minados casos, producir normas jurídicas individuales o generales. 

La última defensa que hace Bobbio se refiere al "approoch" positivista 
del derecho. En la misma nos dice que si como "'teoría" el positivismo ge­
nera una confrontación con el realismo jurídico, como "modo de acercar­
se al derecho" estas dos corrientes concuerdan y forman un frente común 
contra el jusnaturalismo. Este deslinde inicial lo lleva a refutar categórica­
mente la tesis de la "insuficiencia del método positivista" pregonada por 
algunos seguiJores del jusnaturalismo, la cual puede ser resumida como si­
gue: las consideraciones fácticas, base de los postulados positivistas, resul­
tan "insuficientes" para dar una justificación del derecho ya que éstas, lejos 
de dar una descripción global del derecho, reducen al mismo a la simple 
fuerza. 

La respuesta que ofrece Bobbio y que él mismo califica como severa, 
está dividida en dos argumentos diferentes, pero, según nosostors, unirlos 
enfre sí: el primero se refiere a que a una investigación fáctica sobre el 
derecho no se le puede exigir una justificación ética sobre los hechos en 
cuestión, es decir, que a la descripción hecha por el científico del derecho 
no deben sobreponérsele criterios valorativos ya que los mismos, lejos de 
ayudar, provocan una pérdida de la objetividad y de rigor en el análisis; el 
segundo, que está en relación a que el positivismo reduce el derecho a la 
simple fuerza, es el siguiente: el positivismo, como conocimiento cienti'fico 
sobre el ~recho, no tiene como objeto, primario o secundario, el consti­
tuirse como una teoría acerca de la justificación del derecho, razón por la 

23 Al respecto, Kelsen confinna esta tesis cuando nos dice: "Un tribunal espe­
cial, un tribunal de última instancia, puede estar facultado no sólo pata producir con 
sus sentencias nonnas obligatorias individuales, válidas para el caso presente, sino 
también normas generales. Así pasa cuando la sentencia judicial cre;¡ un llamado pre­
cedente Es decir, cuando la solución judicial de un caso concreto se convierte en obli­
gatoria pata la resolución de casos iguales". KELSEN, cit. p. 258. 
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cual, es incorrecto atribuirle esta etiqueta, y más incorrecto aún afirmar 
que la misma justifica la fuerza como fundamento último del derecho; el 
hecho de que el positivismo considere aquellas reglas que son efectivamen­
te obedecidas y aplicadas como base de su investigación, no autoriza a afir­
mar que la eficacia de las normas se base únicamente en la fuerza ejercida 
por 108 órganos del poder, ya que ésta puede derivarse de una adhesión 
espontánea; y en la misma forma, el acto de fuerza no necesariamente debe 
ser calificado de arbitrario, dado que él mismo pudo haber obtenido su 
legitimidad del consenso. En base a estas premisas Bobbio sostiene que en­
tre "el principio de efectividad y la reducción del derecho a la fuerza, hay 
una gran diferencia: uno establece el ámbito de la ciencia jurídica e indica 
aquello que es oportuno considerar como derecho a los fines de una inves­
tigación científica; el otro, es una de tantas tentativas, más o menos intdi-

d ' 'f' 11 d .d4 gentes, e ]USUICar aque o que suce e . 

V_ Después de haber hecho una descripción, espero, detallada de las 
diferentes formas que históricamente, según BobLio, ha adoptado el posi­
tivismo jurídico, pienso que estamos en posición de sacar algunas conclu­
siones y emitir algunos comentarios críticos al respecto: 

Creo que inicialmente y en base.a las consideraciones que el autor nos 
da sobre los diferentes modos de positivismo es posible constatar que él, 
por lo menos en esta etapa, asume el modo positivista de acercarse al dere­
cho, ya que el método cientifico que utiliza pennite dar cuenta, con mayor 
objetividad, del derecho; acepta la versión amplia del positivismo como 
teoría, es decir, aquella que comprende únicamente las tesis de coactividad, 
de imperatividad y de supremacía de la ley, rechazando la plenitud y la 
coherencia nonnativa; y está de acuerdo con la versión moderada del posi­
tivismo como ideología, vale decir, la que considera que la paz y el orden 
son valores defendibles que el derecho protege, pero que no son lo únicos 
ni supremos valores jurídicos. 

Visto lo anterior, trataremos de analizar si sus caracterizaciones son del 
todo precisas o si es posible hacerle ~lgunas objeciones introduciendo, 
por honestidad, algunas ideas que el autor posterionnente ha vertido so­
bre el mismo tema. Por lo que respecta al derecho como ideología, se pue­
de advertir, en las opiniones de Bobbío, una clara contradición cuanto 
afinna que de la valoración positiva del derecho como "es", reali:;r;ada por 
las dos tendencias (nosotros utilizamos el ténnino argumento) se puede de­
ducir que para ambas, las nonnas jurídicas deben ser obedecidas por sí 
mismas y que, por lo tanto, esta obediencia es un deber moral, entendiendo 
por éste una obligación interna o de conciencia, lo que significa en otros 
ténninos: "que la obligación debida por respeto a las leyes, está en contr? 
posición a aquella obligación externa o por temor a la sanción"2 5; sin 
embargo, cuando nos ofrece su aefensa de este modo positivista, sostiene que 

24 N, BOBBJO, Op, Cit, p, 57 
2S N. BOBBJO. Op. Cit. p. 47 
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este deber ético de obediencia a las leyes se debe a un criterio jusnaturalis­
ta tradicional más que a uno positivista y al continuar, se retracta de 
ambos diciendo que el mismo "no es ni jusnaturalista ni positivista, porque 
deriva de la verificación, vieja como la fIlosofía del derecho, de que ningún 
orden jurídico puede sostenerse confiando únicamente en una obedienca 
basada en el temor de la sanción "26. Dejando a un lado estas opiniones tan 
encontradas y basándonos en la versión moderada que él acepta, es posible 
advertir que su caracterización y defensa del positivismo como ideología, 
más que sostenerse en argumentos positivistas, nos conduce a relacionar 
su defensa con la tesis kantiana de las dos legislaciones cuando ésta nos di­
ce que: "La legislación que de una acción hace un deber, y que al mismo 
tiempo da este deber por motivo, es la legislación laboraL Pero la que 
no hace entrar el motivo en la ley, que por consiguiente permite otro 
motivo que la idea del deber mismo, es la legislación jurÍdica,,2 7 _ Ahora 
bien, si el deber de acatar la nonna no surge del dato naturalístico de 
la sanción y por ende no puede tampoco apoyarse en un expediente le­
gal, dado que las nonnas creadas por el legislador o el juez no necesariamente 
conducen a la paz o al orden, entonces el deber de que nos habla Bobbio no 
es otro que aquel moral, con lo cual el derecho positivo y sus obligaciones 
vendria a ser subsumido por la eticidad misma, criterio que difícilmente 
podria ser aceptado por un positivista. Por otro lado, es cierto, y estamos 
totalmente de acuerdo, que la eficacia de las nonnas no se basa en el temor 
a la sanción, ya que ésta responde a menudo a razonefl-completamente dis­
tintas; pero no podemos contentarnos con la tesis de Bobbio toda vez que 
ésta, más que apoyarse en un análisis positivista parece coincidir y dar ra­
zón a un tip') de jusnaruralism028 

_ Para confinnar que este pretendido 
deslinde del positivismo como ideología no es más que una velada formu­
lación jusnaturalista, Bobbio, en un artículo del año de 1962 nos dará un 
argumento por demás claro cuando sostiene que: "manteniendo su defen­
sa del modo de aproximación al derecho, se declaraba ideológicamente 
jusnaturalista y teóricamente ni positivista ni jusnablIalista "29. 

La cita arriba referida nos silVe para retomar el tema del positivismo 
como teoría y repetir que Bohbio, por lo menos, en el año de la publicación 
del texto, de las dos versiones que él nos da, acepta la versión amplia por 
medio de la cual se enlaza el fenómeno jurídico a la formación de un po­
der soberano que ejerce el monopolio de la función coactiva, integrando 
en ésa, la imperatividad y la supremacía de la ley, aún cuanto también re-

26 N. BOBBJO, Op. Cit. p. 52 
27 1. KANT, Principios metafísicos de la doctrina del derecho, nuestros Clasicos 

No. 33, UNAM, 1978, pp. 17·18; 
28 Comentando la parte del texto que estamos analizando, M')ynes dice: "Pero 

esto, comentamos nosotros, demuestra la necesidad de poner en conexión el valor de 
la obediencia con la bondad de lo que se obedece o, en otras palabras,la falsedad del 
aserto de que los preceptos legales, deben ser acatados porque emanan de los órganos 
del poder público, o porque vinculan a sus destinatarios sea cualfuere su contenido". 
"Positivismo jurídico, realismo socioló;rico y jusnaturalismo". UNAM, 1977, pp. 20·21. 

29 A. Ruíz, Miguel. Op. cit. p. 210. 
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conoce la función creadora de nonnas que el realismo atribuye a los jueces. 
Al respecto sólo una pregunta: ¿es el derecho, necesariamente, derecho de 
estado? Si se contesta afinnativamente, para poder caracterizar como dere­
cho aquel internacional, tendríamos que aceptar a la ONU como un estado 
supremo respecto de 108 demás, pero tendríamos también que aceptar que 
la coacción no es una de las características de esta regulación jurídica. 

Sin embargo, como se desprende de lo dicho en 1962, parece que Bo­
bbio no comparte más, creemos que ni en sentido amplio, la tesis del posi­
tivismo como teoría y aSÍ, analizando esta teoría y la jusn:J.turalista, dirá 
que éstas no agotan el campo de las teorías posibles, sino que representan 
"108 dos polos extremos entre los que hay lugar para teorías intermedias ,,3 O. 

Los cuestionamientos que hace Bobbio al positivismo como teoría en el 
año de 1962, pensamos, desbordarán los límites de éste para transformarse 
en una aguda crítica al positivismo como que expondrá en el año de 1966, 
(Iue es señalado Como el año clave de la crisis del positivismo jurídico en 
Italia. 

No es una simple coincidencia que hayamos dejado para la parte final 
el replanteamiento crítico del positivismo como modo de acercarse al de­
recho, ésto obedece fundamentalmente a que en la caracterización del mismo 
hecha por Bobbio, encontramos algunos puntos con los cuales no estamos 
de acuerdo; que este tipo de positivismo es el que el autor defiende con 
mayor encomio; y que finalmente el autor lo ha abandonado en lo que al­
gunos llaman, su época de madurez. 

Si bien estamos de acuerdo que la aplicación del método científico en 
el positivismo tiene como finalidad el deteminar con mayor precisión y ri­
gor su objeto de estudio, no podemos coincidir Con Bobbio cuando afinna 
que esta determinación tiene por objetivo distinguir el derecho real del de­
recho ideal o en otras palabras, el derecho como hecho, del derecho como 
valor. Aceptando la primera destinción, tendríamos que aceptar también 
que existen dos tipos de derechos, cosa que pensamos no corresponde a 
lo postulado por el positivismo en su fonna metódica: sin embargo, tratan­
do de seguir a Bobbio, se podría ajustar este criterio dicendo que aquel de­
nominado "ideal" no es en estricto sentido derecho, es decir, que no es un 
verdadero derecho en ténninos positivos. Ahora bien, si éste, en estricto 
sentido, no es derecho, ¿por qué llamarlo asr si no lo es, resulta que en 
realidad sólo hay un derecho qu no es más que aquél positivo, con lo cual 
la distinción aludida sería poco precisa y es más, contrdictoria. Pensamos 
que el criterio más correcto al respecto podría ser aquel que alude a que el 
derecho positivo no es el único orden nonnativo que regula la conducta de 
los individuos en sociedad, sino que existen otros ordenes nonnativos, que 
sin tener las características de aquél, también sirven para regular la conduc­
ta de los individuos: nos referimos a la moral o a la religión. Pero, en nin­
gun sentido,podríamos denominar estos ordenes como derechD desde el 

30 N. BOBBIO, Giusnaturalismo e positivismo giortdko, Mt1ano, Edl:lióni di 
comuni.ta, 1965, p. 141. 
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punto de vista del positivismo como método31 . Por lo que toca a los ténni­
nos de derecho como hecho y derecho como valor, tampoco podemos 
asentir con Bobbio que el primero pueda caracterizar el objeto de estudio 
del positivismo como ciencia: por más que las conductas humanas, enten­
das como hechos, sean el contenido de las nonnas jurídicas, éstas no son 
en sentido estricto hechos, sino una significación del real 0, dicho en otras 
palabras, un valor que positivizado se relativiza; o en ténninos de la Teoría 
Pura: "La norma objetivamente válida, ( ... ), constituye un valor positivo o 
negativo -y estas nonnas- establecidas por los hombres, r no por una au­
toridad sobrehumana, constituyen sólo valores relativos3 

• Y aún más, si 
aceptamos su distinción entre derecho que "es" y derecho que "debe ser", 
nos veríamos obligados a aceptar la existencia de dos derechos y a perder 
de vista que la relación "ser" y "deber" ser, que por lo menos en Kelsen, 
no se refiere a la existencia de dos ordenes normativos, sino a la relación, 
ya bastante discutida, entre validez y eficacia. Visto lo anterior, podemos 
constatar que la existencia de otro derecho, fuera del derecho positivo, 
como parece hacer entender Bobbio, más que concordar con la teoría posi­
tivista, la tergiversa. 

Por lo que respecta a su defensa de la "insuficiencia" del método posi­
tivista, aún cuando sobre la misma han modificado substancialmente susjui­
cios, estamos totalmente de acuerdo en que un estudio científico del dere­
cho debe, en razón de este carácter, dejar a un lado toda justificación ética 
sobre el mismo: sin embargo, olvidándonos de esta crítica de corte jusna­
turaista, y utilizando el mismo método científico, se podría constatar que, 
por lo menos en la perspectiva de Kelsen, la pureza metódica utilizada no 
soporta el confinar la naturaleza misma del derecho a la pura nonnatividad 
subsumiendo el hecho productor de nonnas en una ficticia nonna hipoté­
tica. Esta subsunción, sin ninguna mediación, del hecho como norma, pre­
supone, sin lugar a dudas, aceptar que la positividad de las nonnas tienen 
como único y último fundamento la simple fuerza. La ace~tación expresa 
de Kelsen respecto de lo ficticio de la nonna fundamental 3 y la revisión 
constante de los postulados metódicos del positivismo, influirán decisiva­
mente, pienso, en la nueva actitud de Bobbio respecto a la defendida cien­
tificidad del positivismo. Esta nueva actitud la deja nitidamente acentada 
en la Mesa Redonda sobre el Positivismo Jurídico celebrada en Pavía en 

31-"Que una morma que se refiere a la conducta de un hombre valga significa 
que obliga, que el hombre debe comportase de la manera determinada por la nonna 
( ... ) Según la Índole del fundamento de validez cabe distinguir de sistemas de nor­
mas: uno estático y uno dinámico". El primero por ejemplo, puede corresponder a un 
sistema moral y el segundo corresponde a un sistema jurídico, Kelsen, Teoría. .. Op. 
Cit., pp. 201, 203 y 205. 

32 H. KELSEN. Op, Cit, pp. 30·31. 
33 "( ... ) Tengo que modificar mi teoría de la norma fundamental y su repre­

sentación correspondiente. No puede haber una monna puramente pensada, es decir, 
nonnas que no son el sentido de actos de voluntad, sino que son el sentido de actos 
de pensamiento.Lo que se piensa con la norma fundamental es la ficción de una vo­
luntad que en realidad no existe", citado en Ulises Slunill y Roberto J. Vemengo, 
Pureza metódica y racionalidad en la teoría del derecho. UNAM, 1984, p. 36. 
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Mayo de 1966: "Tomo nota de que el positivismo jurídico está en crisis,no 
sólo como ideología y como teoría, como por lo demás yo mismo había ya 
admitido, sino también como modo de aproximación al estudio del dere· 
cho. He comenzado diciendo que el positivismo jurídico .nació como elec· 
ción científica, pero me sea pennitido reconocer ahora que detrás de la 
elección científica hahía una exigencia política. Políticamente, el positi­
vismo jurídico es la aceptación del status quo. En tanto tal, está sujeto, a 
",frir los altos y bajos de la historia ( ... ). Puesto que la concepción positi­
vista del derecho implica la aceptación del status quo, es buena o mala se­
gún se considere buena o malla situación a consenrar .. 3 4 . 

La revisión hecha deja claro, para Bobhío, la insuficiencia del método 
científico positivista y el carácter ideológico subyacente en este modo de 
acercarse al derecho, pero también parece constatar que la fuerza es a la 
vez el origen de muchos sistemas jurídicos, si no el5 que el de todos, y el 
in~trumento típico del derecho, opinión que no compartimos, pero que se 
acentúa claramente en Bobbio en una conceptualización del derecho que 
merece ser transcrita en fonna Íntegra a manera de conclusión: "conjunto 
de nonnas de conducta y de organización, que constituyen una unidad, 
que tienen por contenido la reglamentación de las relaciones fundamenta­
les de convivencia y la supervivencia del grupo social, como son las relacio­
nes familiares, las relaciones económicas, las relaciones superiores de poder 
(o relaciones políticas), además de la reglamentación de los modos y formas 
COn los que el grupo social reacciona contra la violación de la.s normas de 
primer grado, o institucionalización de la sanción, y que tiene como fin 
mínimo el impedimento de las acciones más destructivas del tejido social, 
la solución de los conflictos que de no ser resueltos amenazan con hacer 
imposible la subsistencia misma del grupo, en suma la obtención y el man­
tenimiento del orden o de la paz social. Si además se añade, según la direc­
ción predominante de la teoría del Derecho, que el carácter específico del 
ordenamiento nonnativo del Derecho respecto de las demás fonnas de 
oordenamiento nonnativos (como son la moral social, las costumbres, los 
juego!, los deportes, etc.) consiste en el hecho de que el Derecho recurre 
en última instancia a la fuerza física para obtener el respeto de la~ nonnas, 
para -como suele decirse- hacer efectivo o eficaz el ordenamiento en su 
conjunto, la conexión entre derecho (entendido como ordenamiento nor­
mativo coactivo) y política se hace tan el5trecha que obliga a considerar al 
derecho como el principal instrumento a través del cual las fuerzas políticas 
que poseen el poder domínate en una detenninada sociedad ejercen su 
propio dominio "35. 

A manera de una segunda conclusión, podríamos válidamente afinnar 
que si Bobbío en su madurez encuentra a la fuerza como el único y real 
sustento del Derecho, tendrá que hacer valer la conciencia moral como el 

34 N. BOBBIO, "Risposta di Norberto Bobbio", en AA.VV., "Tavola rotonda 
sul positivismo giuridico", 11 politico, XXXI, N. 3, 1966, p. 73. 

35 N. BOBBIO, "Diritto", en Dizionari di Politica, Torino, Unione Tipografico­
Editrice Torinese, 1976, p. 320. 
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instrumento más eficaz para regular, en última instancia,las posibles arbi­
trariedades que puedan sucederse por una mala administración del poder y 
en este momento se confinnarÍa que su presunto alejamiento del jusnatura­
lismo se transfonna en una 8mncÍón plena del mismo. El drculo, en este 
caso, quedaría completamente cerrado. Esta última conclusión que quizá 
sea tomada como demasiado arbitraria, pero que en ningún modo quiero 
que sea entendida peyorativamente, puede fundarse en la parte final de uno 
de sus discursos pronunciados en el año de 1971 en el que había comenza­
do por preguntarse: .¿Qué justicia?; la respuesta última era ésta: 

"Cuando la preocupación principal de quienes están encargados de la 
tutela jurídica y del mantenimiento del orden, cuando la ideología de la 
magistratura se convierte, como se ha dicho, en 'la ideología del orden', o, 
aún más propiamente, en la ideología de la seguridad pública, entonces la 
libertad, o , más precisamente, las concretas libertades cuya garantía es 
la esencia del Estado de Derecho, tienen los días contados.36 

36 N. Bobbio, "Quale giustizia, quale legge, quale guidice", Qualegiultizia, 11, 
n. 8,1971, pp. 273-274. 

• 
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TEORIA SOCIOLOGICA DEL DERECHO Y SOCIOLOGIAJURIDICA 
DPARTE 

Osear Correas* 

6. Modelo IOcioeconómico y sistema jurídico positivo ¿Apología o crítica? 

Como se sabe, el modelo de modo de producción capitalista diseñado por 
Marx en El Capital, contempla exclusivamente el movimiento de las mer­
cancías y del capital; pero no formula en cambio un sistema o modelo jurí­
dico del que pudiera decirse que es apropiado 0, como dice Cerroni, funcio­
nal al capitalismo. Por lo tanto, "Modo de Producción", en Marx, se redu­
ce a las relaciones de producción. No obstante, no cabe duda de que es 
necesario completar el modelo incluyendo en el mismo la normatividad. 

El modelo, por definición, tiene como función el proporcionar las ca· 
tegorías del análisis económico de la formación social. Y de hecho, ésto es 
lo que hacen los sociólogos y economistas inspirados en el pensamien to de 
Marx. 

Modelo 
socioeconómico 
(El Capirol) 

análisis de los 

• 
economistas y sociólogos 

"Realidad 'lO F orma­
ción económico­

social 

Tratándose del derecho, si aceptamos el postulado marxista de que las 
normas se explican a partir de las "relaciones sociales", tenemos que acep­
tar que el sistema jurídico -su contenido- de un estado determinado, de­
be explicarse a partir de la realidad socioeconómica del mismo. 

*Universidad Autónoma de Puebla 
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Relación de expli. 
cación 

Sistema Jurídico 
Mexicano 

f 
Relaciones de Produc­

ción Mexicanas 

Formación Socioeco­
nómica Mexicana 

Sin embargo esta estructura explicativa conduce precisamente a lo 
contrario de lo postulado por el marxismo; conduce a la apolog{a del 
sistema jurídico de que se trata: lo contrario de su crítica. En efecto, si 
el contenido de las normas de un país se explican como resultado histórico 
de las relaciones sociales dadas en ese país ¿no concluiremos acaso con la 
afirmación de que tales normas son "apropiadas" para ese país, que es preci­
samente lo que necesita ese país, etcétera, etcétera, o sea todo el discurso 
propio del eSThdo contemporáneo? Y si esto es abonado con el discurso se­
gún el cual el que critica esas nonnas está criticando a su país, descono­
ciendo su historia, etcétera, la crítica jurídica ¿no resultará ignorancia 
cuando no subversión y traición a la patria? 

El tipo de pensamiento según el cual "el derecho es un producto "so­
cial ", esto es, un producto de la historia, conduce a la apología del capita­
lismo, y puede ser denominado sociologismo vulgar o historicismo. 

La única manera de producir la crítica de una sociead dada, es instalarse en un 
punto de vista que coloque al estudioso en un "afuera" de esa sociedad. La crítica del 
capitalismo sólo pudo hacerla Marx instalándose fuera del capitalismo; en el punto de 
vista de lo otro del capital, que es la clase obrera. Este tema ha sido profusamente 
tratado. Ahora bien, en la dinámica de la crítica contemporánea al marxismo, a menudo 
tenninan siendo sospechosos hasta los elementos centrales como el de cla$e obrera. 
Una cierta y saludable tendencia a dejar de lado una jerga a veces deplorable, suele 
llegar a incluir a los obreros entre lo descartable, a veces recurriendo a la difusa cate­
goría de "nuevos sujetos". La sociedad capitalista actual, que a mostrado que la clase 
obrera no es mayoritaria y que no sólo los proletarios son "lo otro" del capitalismo, 
principalmente en América Latina, hace olvidar a veces que lo numérico no es lo deci­
sivo aquí, y que los "nuevos sujetos" que irrumpieron bulliciosamente en la historia 
contemporánea del capitalismo, son "lo otro", pero en un sentido diferente. Lo 
otro, como lo opuesto al capital, es el proletariado. Aquí sí vale el rescate de la dia­
léctica: el capital no puede circular ---que es 8ll "función" - sin generar su opuesto 
que es el obrero. Opuesto en el sentido fuerte: aquél a quien explota y que se resiste. 
En este sentido es "lo otro" que sigue proporcionando el punto de vista crítico. 
Porque los otros "otros" también critican. Pero sus reivindicaciones, con ser antica­
pitalistas -a veces-, n~ atacan al capital en su razón de ser, que es la plusvalía. Por lo 
tanto su otredad proporciona otros puntos de vista, pero no los esenciales. Por eso es 
que el marxismo sigue siendo la crítica que apunta al corazón de la sociedad capita­
lista. 

La concepción del derecho como "producto social" sólo es aceptable, 
desde el marxismo, si el análisis se instala en un afuera de la lógica del capi­
tal. Y eso es precisamente lo que hace Man,lo que debe hacer una Socio­
logía del Derecho inspirada en el marxismo, y que le falta al historicismo o 
sociologismo vulgar. 

---- ----,.,-
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lIay dos niveles del "afuera". Por una parte, lVlarx se sitúa fuera situán­
dose en el punto de vista de la clase obrera. Por eso resulta un modelo teó­
rico que es al mismo tiempo la crítica del capitalismo. Por otra parte, para 
nosotros, interesados en la Sociología Jurídica, el afuera es además un 
afuera de la historia concreta. Porque desde dentro del movimiento históri­
co de un país, su sistema jurídico aparece como lo "mejor", lo que "debió 
ser así'\ el resultado de la lucha de clases. Esto quiere decir que, por una 
parte, aceptamos el "afuera" del análisis marxiano, y por otra parte postu­
lamos el "afuera" de la historia concreta del país cuyo sistema jurídico he­
mos de analizar. 

Desde luego, estas precisiones metodológicas no implican desinterés 
científico por la historia concreta. AJ contrario, se trata precisamente de 
incorporarla, pero críticamente, para que el estudio del derecho positivo 
no resulte apologético. Estudiar críticamente la historia, significa hacerlo, 
también, desde una teoría crítica, como el marxismo, que procede a la 
construcción de modelos. 

La construcción del modelo teórico tendría por objeto proporcionar 
precisamente un criterio objetivo -en el sentido de situarnos '"fuera" de la 
historia de un país- desde donde analizar el sistema jurídico positivo. 
Aceptando que la Sociología Jurídica tiene por objeto el estudio dc un sis­
tema jurídico nacional, y que éste encuen tra su explicación en la formación 
socioeconómica que lo genera, esta ciencia utlizaría categorías e hipótesis 
proporcionadas por la Teoría Sociológica del Derecho y no por la Historia 
del Derecho de ese país. Por el contrario, será esta historia jurídica la que 
deberá aparecer explicada, constituyendo tal explicación una de las posi­
bles verificaciones de las hipótesis sociológicas. 

Por lo tanto, evitar la sociología apologética o sociologismo vulgar, im­
plica la construcción de un modelo teórico, que· llamaremos indistintamen­
te "modelo jurídico capitalista ", "burgués" o "moderno". 

7. Modelo jurídico y sistema jurídico nacional. Teoría Sociológica del 
Derecho y Sociología Jurídica. 

Habiendo aceptado el marxismo, aunque sea limitadamente, como punto 
de partida, no resultará extraño ni criticable aceptar también la idea de que 
el derecho es la forma normativa de las relaciones sociales. Se trata de una 
afirmación teórica que debe ser confirmada, precisamen te por la actividad 
científica, y por ello es una hipótesis de trabajo. 

A su vez, la aceptación de ese sector del pensamiento de Marx, signifi­
ca la aceptación de que la suya es una acertada descripción de las relacío· 
nes de producción propias del modo de producción capitalista. 

Por lo tanto, deberá haber unas formas nonnativas correspondientes a 
-o cuya explicación se encuentra en- esas relaciones de producción. Esto 
es, deberá ser posible describir un conjunto de normas que constituyan un 
modelo jurídico capitalista. 

Dicho de otra manera, la Teoría Crítica de la Sociedad Capitalista, que 
no otra cosa es el marxismo, produjo un modelo socioeconómico de esa 
sociedad, llamado .liJado de Producción Capitalista. Esta teoría no produjo 
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un modelo jurídico apropiado o correlativo. Hacerlo, sería la tarea de la 
Teoría Sociológica del Derecho inspirada en aquella teoría crítica general. 

Este modelo jurídico estaría constituido por las categorías que, utili­
zadas por la Sociologfa ]urldica, permitirán explicar, críticamente, un sis-­
tema jurídico nacional, el cual, por su parte, no sería sino la forma nonna­
tiva de la formación socioeconómica de que se trate. En un esquema, 

Modelo Jurídico • Capitalista 

Tarea de la Teoría Socioló-
glca del ¡DerechO 

Modelo Socioeconómico 
Capitalista 

t 
Teoría Crítica de la So­
ciedad Capitaliota 

Sociología • Jurídica 
Sistema Jurídico 

Nacional (mexicano 
por ejemplo) 

Fonn8ción Socio­
económica (mexica­

na por ejemplo) 

Si se tratara de jerarquizar estas disciplinas y objeto de estudio partien­
do de lo más general, habría que hacerlo así: 

Teoría Crítica de la So­
ciedad capitalista 

Teoría Sociológica del 
Derecho 

Sociología Jurídica 

Modelo Socioeconómico Capita­
lista (Modo de Producción Ca­

pitalista) 

Modelo Jurídico Capitalista 
(o burgués o capitalista) 

Sistema Jurídico nacional 

Me parece leer en el siguiente texto una concepción similar: 

" ... el probl~ma de las relaciones entre la teoría sociológica general 
y las teoría8 sociológicas especiales, entre las cuales se encuentra la 
teoría de la sociología del derecho, debe ser profundizada, como al 
menos respecto de la sociología del derecho no ha sido hecho aún su­
ficientemente, con un examen analítico de la posibilidad de dedu­
cir principios e8peciales y proposiciones post y pre-visionales en las 
disciplinas especiales de los principios de la teoría sociológica gene­
ral, y así, de verificar o falsificar la teoría sociológica ~eneral a tra­
vé! de las investigaciones de las sociologías especiales". s 

Aparecen aquí tres disciplinas: Teoría Sociológica General, Teoría 
Sociológica del Derecho y Sociología del Derecho, creo que equiparables 

28 U. ScarpeLlí, Ob. cit., p. 272. 
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a las mencionadas antes, si hien ScarpeUi no habla aquí de filiaciones teó­
ricas. Pero las ha admitido en el texto que inició este escrito. 

Esta propuesta de Sociología Jurídica, podría ser, desde un cierto marxismo, 
tildada de "positivista"; podría reprochársele desnaturalización del marxismo, por 
aceptar ciertos cánones que, para la ciencia, han desarrollado los positivistas. No 
interesa aquí una discusión epistemológica -no sé si en Marx hay una epistemología 
clara, aunque me inclino por negarlo-; acepto que, en efecto, el marxismo podría 
considerarse de otra manera, y que en csta propuesta que hago no está considerarlo el 
problema de "la revolución". Acepto que esta Sociología Jurídica no le apuntaría al 
estudio de lo jurídico en la oportunidad de una fractura abrupta del capitalismo. Lo 
que pasa es que no creo que en América Latina habrá próximamente una revolución 
en el sentido clásico de la palabra. Creo que la gran tarea es la construcción de la 
democracia, y ciertos avances en la redistribución de la riqueza, qúe podría llamarse 
una "tarea socialista ", Pero no creo que el capitalismo será derrocado, cuando menos 
en los países latinoamericanos de mayor desarrollo capitalista, y esto no porque no 
pudiera preferirse otra cosa, sino porque creo simplemente, que el siglo XX lennina 
con la derrota de los proyectos revolucionarios en América Latina ~con excep­
ción de un par de países cuya experiencia se demostró que no puede generalizarse. De 
tal manera que, en efecto, esta Sociología Jurídica tendría por objetivo la crítica del 
derecho positivo, pero no en vistas a una desaparición inminente del mismo. Simple­
mente deede el marxiemo, la crítica ha de ser permanente. Y, por otro lado, esta 
Sociología Jurídica se plantea estudios empíricos que servirían a los sectores demo­
cráticos de nuestros países, en su cotidiana lucha con las fuerzas autoritarias de 
nuestros países. Una Sociología Jurídica, en fin, cuyo estudios empíricos tenderían a 
promover reformas democráticas y, de ser posible ~e80 depende de la política-, refor­
mas en la situación de los sectores más desfavorecidos, con un gran sabor socialde­
mócrata. Claro, mientras más lejos se llegue en esto, mejor. Y ya sabemos que los 
socialdemócratas están siempre dispuestos a ser muy prudentes ... Pero eso, repito, 
depende de la política. Por lo demás, si el panorama cambiara, el sentido de los 
estudios jurídicos cambiaría también. Esperemos que así sea. Mientras tanto, me 
parece sensato aceptar que la sociología no marxista -positivista o weberiana - está 
políticamente mejor planteada que la marxista, para una situación como la actual. 
Aceptemos que el positivismo tiene razón cuando menos en esto: los estudios empíri­
cos son los únicos que ofrecen garantías de eficacia; y entiendo por eso, su utilización 
política. Si de lo que se trata es de la lucha parlamentaria, es decir, diseusiónjurídiea 
por excelencia, la única Sociología Jurídica interesante será una que esté al servicio 
de una Política Jurídica, que consiste, hoy, en proponer y ganar refonnas en un 
estado de derecho. Y ¿qué refonnas podría proponer que no sean las que se demues­
tre como empíricamente necesarias y viables? ¿Cuál será el programa de Política 
Jurídica de una fuerza democrática si no es uno apoyado en sólidos y muy positivis­
tas estudios empíricos? A mi juicio, el sociólogo que, aquí y ahora en América 
Latina desprecie los estudios empíricos, de indudable sabor positivista, es un sociólo­
go que renuncia a la eficacia política de su ciencia. Y no hay nada menos marxista 
que eso. 

8. Modo de producción, modelo jurídico y sistema jurídico nacional. 
¿Apología o crítica? Un ejemplo. 

Si por hipótesis un sistema jurídico nacional debe explicarse a partir de las 
relaciones sociales existentes en la fonnación socioeconómica de que se 
trate, si las relaciones sociales de dos fonnaciones socioeconómicas respon­
den dominantemente al concepto de un mismo modo de producción, si éste, 
a su vez, necesita y explica un modelo jurídico, ¿no sería de esperar que 
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los dos sistemas jurídicos nacionales fueran iguales? Por ejemplo, si México 
y Argentina 80n igualmente formaciones sociales en las que las relaciones 
sociales 80n dominantemente coincidentes con las descriptas en el modo de 
producción capitalista; si éste, a su vez, requiere una forma normativa co­
rrelativa, que hemos llamado modelo jurídico burgués ¿no será de esperar 
que los sistemas jurídicos mexicano y argentino sean iguales? 

En efecto, cabría esperar, como hipótesis, que ambos países, capitalis­
tas sin lugar a dudas, tuvieran similares sistemas jurídicos ¿Los tienen? 
Como cualquiera sabe, la respuesta no es fácil. Y basta para probarlo, remi­
tirse a la experiencia de cualquier abogado: sin duda un jurista mexicano se 
sentirá en terreno conocido si se trata del derecho civil argentino, y vice­
versa. Pero existen sectores jurídicos en aparentemente flagrante contra­
dicción. Por ejemplo, estos dos artículos de ambas constituciones: 

Art. 17 Arg. "La propiedad es inviolable. y ningún hábitante de la Nación pue­
de ser privado de ella sino en virtud de sentencia fundada en ley". 
Art. 27 Méx.: '1..a Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la 
propiedad privada las modalidades que dicte el interés público ... En conse­
cuencia, se dictarán las medidas necesarias .... para el fraccionamiento de los 
latifundios;. .. " 

La constitución mexicana es clara: no se trata de una facultad, sino 
que impone a los órganos competentes la obligación de dictar nonnas para 
fraccionar los latifundios ¿Por qué la diferencia? ¿No son acaso ambos paí­
ses capitalistas, y por lo tanto protectores de la propiedad privada? 

Una Teoría Sociológica del Derecho que proveyera categorías para 
explicar el sistema jurídico de un solo país, a no dudarlo, sería una pobre 
teoría. Una Sociología Jurídica que se limitara a estudiar la eficacia de una 
-y otra- nonna constitucional, renunciando a explicarla, sería una ciencia 
coja, como hemos visto. Una Teoría Sociológica del Derecho que preten­
diera proporcionar categorías para explicar todas las normas de todos los 
sistemas jurídicos nacionales sería tan imposible como impropia una Socio­
logía Jurídica que no utilizara categorías generales para estudiar institucio­
nes particulares. En suma, la Teoría Sociológica del Derecho debe propor­
cionar categorías para estudiar cualquier sistema jurídico de cualquier país 
capitalista, y una Sociología Jurídica debe poder explicar normas individua­
les a partir de categorías generales, 80 pena de caer en la apología del de­
recho tal cual es. 

A primera vista, la explicación de la diferencia entre ambas constitu­
ciones, es simple: en México hubo una revolución y en Argentina no. La 
tentación -la franca tendencia- a creer que una respuesta de esta natura­
leza es la propia de una Sociología Jurídica, inclusive de tintes marxistas, 
hace necesario construir cuidadosamente categorías de análisis aptas para 
evitar el sociologismo vulgar y la apología del derecho tal cual es. Incluso, 
me atrevo a decir que éste es unO de los problemas más peliagudos para 
una Teoría Sociológica del Derecho inspirada en el marxismo. 

Si aceptáramos, lisa y llanamente, que ambas constituciones son un 
"producto social ", que ese derecho es el resultado de la lucha de clases o 
de las condiciones históricas, n08 instalaríamos en el discurso conservador 

---.-rr- 1" 
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de cualquier justificador profesional del sistema vigente. Papel que, lamen­
tablemente y tristemente, es el que se nos enseña que debemos cumplir 
los abogados: decir por doquier, y en todos los tonos y ocasiones, que el 
derecho plasma nonnativamente la "voluntad" de la nación o del pueblo, 
su sentir occidental y cristiano, la correlación de fuerzas en la lucha de cla­
ses, o que es expresión o reflejo de las relaciones sociales, u otras formas de 
apología cttya función ideológica es clara: descalificar cualquier intento 
de crítica o reforma. 

No es necesario argumentar demasiado para decir la perogrullada de 
que quien tiene el poder, pretende que su derecho es el apropiado. Pero, si 
además, recibe el apoyo sociológico de quienes sostienen que el derecho es, 
sin más, producto social, tanto mejor. Yeso es lo que, finalmente, resulta 
de las explicaciones que remiten la causa de las nonnas a las situaciones 
históricas antecedentes al momento de su edicción. 

Una Sociología Jurídica inspirada en el marxismo, por el contrario, no 
puede no ser crítica de la sociedad capitalista. Y su carácter de tal, no pue­
de sino provenir de la Teoría Sociológica del Derecho que la inspira. Y es 
en esta última, que la categoría "propiedad" aparecería como en¡.vanaje de 
un conjunto de categorías cuyo ensamble y funcionamiento constituirían 
la forma normativa que pennite la reproducción del sistema capitalista de 
producción de mercancías. Y esta categoría, "propiedad", utilizada para el 
estudio de las normas constitucionales citadas, arrojará como resultado que 
ambas fórmulas son igualmente apropiadas para un sistema capitalista, pues­
to que no es el tamaño del predio lo que hace "más" o "menos" capitalista 
un sistema económico. Ni el hecho de im ponerse a la propiedad privada 
"las modalidades que dicte el interés público" hace de ésta una institución 
no-capitalista. Más bien lo contrario. La fónnula argentina es, por anticua­
da, la que resulta menos.funcional para un desarrollo capitalista. 

Desde esta perspectiva, la revolución que, como antecedente histórico, 
explica la fórmula mexicana, no queda convertida en justificación del siste­
majurídico, sino en lo que es: origen hi!!tórico. 

De la misma manera, si de lo que se tratara fuese de explicar la decla­
ración de derecho de 1789, no será, ni el "espíritu liberal" -la ideología 
ni la sublevación del pueblo parisino la "causa" explicadora, sino las nece­
sidades estructurales del sistema capitalista naciente. Al contrario, serán ~l 
"espíritu liberal" y la sublevación popular las que necesitan explicación 
-que ya no será tarea de la Sociología Jurídica. 

Así también la revolución cesa de ser justificación del posterior dere­
cho mexicano, para constituir el origen de las técnicas jurídicas concretas 
utilizadas para fonnular, de esa manera especial, una categoría, "propie­
dad", que de todos modos era necesaria para el funcionamiento de un sis­
tema capitalista. 

No debiera ser necesario aclarar que así, "crítica ", no es necesariamen­
te inconformidad, como si de lo que se tratase fuese de derrocar la fórmula 
constitucional. No necesariamente es así, además de que eso corresponde­
ría a la lucha de los partidos políticos y no a la ciencia. 
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9. Los ternas de una Teoría Sociológica del Derecho 

Las tareas de esta disciplina serán la de construir, como hemos dicho, un 
modelo jurídico a partir del modelo socioeconómico, que sería el modelo 
proporcionado por Marx en El Capital. Por hipótesis, el derecho es la foro 
ma nonnativa de las relaciones sociales.19 

Por lo ~anto, el modelo jurídico comtan. de enunciados descriptivos 
de 108 movimientos humanos -conductas- n~sario8 para la -reproducción 
del modelo 8ocioeconómico. Para conStruirlo hay que preguntarse cuáles 
son las conductas que no pueden dejar de producirse para el mantenimien­
to del modelo 8OcÍoeconómico. Por ejemplo, se puede decir que para el 
mantenimiento del capitalismo es necesario que ciertos hombres entreguen 
8U fuerza de trabajo a cambio del equivalente necesario para obtener 108 

medios de subsistencia. Se podrá decir entonces que el sistema jurídico ca­
pitalista debe regular este intercambio a través de unas instituciones -de­
recho laboral, digamos- que lo garanticen. 

a- El modelo jurídico capitalista consistirá en el conjunto de enuncia­
dos descriptivos de las conductas cuya repetición es necesaria para la re­
producción del modelo socioeconómico capitalista. La descripción de tales 
conductas serán luego modalizadas por el verbo deber -en sus acepciones 
de pennitir, prohibir y obligar-, para obtener 1 .. nonnas que no podrían 
faltar en ningún sistema jurídico nacional que pretenda regular una fonua­
ción socioeconómica capitalista. 

Ciertamente que no todas las nonnas pertenecientes a un sistema ju­
rídico nacional responderán al -o serán la formulación históricamente de­
tenninada del- modelo jurídico capitalista. La SociologÚl Jurídica, como 
veremos, no pretenderá encontrar en cada una de las normas de un sistema 
jurídico nacional la expresión concreta de alguna de las conductas necesa­
rias para la reproducción del modelo socioeconómico. Un estado nacional 
-México, por ejemplo- produce muchas más nonnas que las que resulta­
rían necesarias para regular un sistema capitalista a nivel de modelo. Yeso 
precisamente por que un país es mucho más que un modelo. De manera 
que habrá muchos -tal vez la mayoría- nonuas que deberán ser explica­
das de otra forma. Tal vez echando mano de otros modelos -precapitalis­
tas, por ejemplo-, tal vez echando manos de avatares de la historia del país. 
Sin embargo, como vimos, las conductas necesarias para la reproducción, 
modalizadas nonnativamente, encuentran su explicación en la estructura 
socioeconómica, aunque tengan origen en la historia del país. 

b- Los enunciados que describen las conductas necesarias, moda1izadas 
nonnativamente, deberán mostrar su racionalidad. Es decir, deberá racio­
nalmente hacerse evidente que, sin la repetición de tales conductas, el mo­
delo socioeconómico no podría reproducirse. Esta "evidencia racional" re­
mite a la intersubjetividad de la tarea intelectual: la necesidad de tales con· 

29 La exposición de una concepción materialista del derecho no cabe aquí, por 
obvias razones de espacio. 
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ductas deberá ser razonablemente convincente para cualquier sociólogo, 
según los cánones normalmente aceptados en ciencias sociales. (Desde 
luego, cualquier sociólogo con aspiraciones no apologéticas del derecho 
tal cual es). 

Esta evidencia, desde luego, no podrá ser empírica puesto que estamos hablando 
de modelos y no de hechos. Es la Sociología Jurídica la que podrá remitirse a eviden­
cias empíricas. Pero cabe preguntarse si la necesidad de tales conductas para la repro­
ducción del sistema económico puede fundarse IÓgicamente.30 Pareciera, a primera 
vista, que no podría haber deducción lógica a partir del sistema económico, puesto 
que no hay paso entre el ser y el deber ser. Este problema debe ser discutido en otro 
lugar, COffiQ respuesta al reproche que ha hecho Kelsen al marxismo, en el sentido de 
que éste constituye unjusnaturalismo al suponer, precisamente, que del análisis socio­
lógico puede extraerse el deber ser: del hecho de que algo sea no puede deducirse 
que, además, deba ser. Dejemos dicho aquí solamente que de la descripción de un sis­
tema social, efectivamente, no puede deducirse que sea bueno o malo, y que por tan­
to deba o no deha mantenerse. Como del hecho de que el pez grande coma al chico 
no puede deducirse que además debe ser así, en sentido moral o jurídico. Eso sí sería 
jusnaturalismo. Pero si puede decirse que debe ser así -en el sentido dc que es nece­
sario que eso suceda- si el pez grande ha de *revivir o reproducirse como especie. 
Es en este último sentido del uso de la idea de "deber" (con sentido de "necesidad ") 
que hablamos aquí de "evidencia razonable" de que ciertos movimientos "deben" 
producirse, es "necesario" que se repitan, si es que el sistema ha de reproducirse. Me 
inclino por decir que estamos frente a una correspondencia a nivel conceptual porque 
hablamos de "modelos". Por hipótesis, se trata de un modelo que tiene cierto funcio· 
namiento, que le pennite reproducirse. Este funcionamiento no puede describirse 
sino como un conjunto de conductaB cuya producción es aquello en que consiste la 
reproducción del modelo. En cambio si hablamos, no de modelos, sino de sistemas 
jurídicos nacionales y fonnaciones socioeconómicas, la cuestión tiene otro aspecto. 
Es perfectamente disputable sostener que las actuales nonoas válidas en Argentina 
son necesarias para la reproducción del capitalismo argentino. Podrían ser otras, y tal 
vez ese capitalismo podría tener otro sesgo. Sin embargo la pretensión de una Teoría 
Sociológica del Derecho sería descifrar las normas que no podrían faltar en un siste­
ma capitalista, cualquiera que éste sea, y cualquiera sea su sesgo. Es decir, habría un 
minimum normativo necesario ¿Cuál sería el carácter de esta necesidad? Diría que, 
para la clase dominante, sería políticamente necesario la eficacia de ese mínimum 
nonnativo; en el sentido fuerte: si la burguesía argentina pretende seguir apropián­
dose de la plusvalía producida por los obreros argentinos, debe co~guir que los 
órganos estatales garanticen la eficacia de, digamos, el derecho laboral argentino (pero 
también de muchas otras nonnas, desde luego ). 

c- El modelo jurídico que se llegue a describir responderá a la regla, 
aceptada en toda metodología científica, de la economía de conceptos. 
Habrá que arribar a la descripción de un modelo jurídico utilizando el me­
nor número posible de conceptos teóricos. No será aceptable, entonces, 
deecribir todas la~ conductas imaginables como necesarias para la repro­
ducción de cada ell':mento del sistema. Si se trata, por ejemplo, de describir 
las conductas que necesariamente deben producirse para pennitir el in ter­
cabmio de equivalentes, pueden imaginarse innumerables conductas que 

30 Esta observación -y otras que también le agradezco- me fueron formuladas 
por Jerzi Wróblewski, en estos ténoinos: si el derecho es fonoa necesaria de la re­
producción del sistema ¿cuál es el carácter de esta necesidad? ¿Económica, existen­
cial (como en S. Cotta), conceptual o analítica? 
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sería necesario prohibir para que el intercambio suceda. Matar a los sujetos 
del intercambio por ejemplo, sería una conducta que habría que prohibir. 
Sin embargo, el modelo contendrá solamente, para cada elemento del siste­
ma, una descripción de las conductas necesarias, de tal manera que no sea 
posible reducir el modelo a la descripción de un número menor de conduc­
tas. ASÍ, no matar es una conducta exigible para el conjunto del sistema, de 
modo que la descripción del elemento "intercambio" de ese sistema puede 
prescindir de incluir esa prohibición como necesaria para la reproducción 
del intercambio. . 

d- El modelo no consistirá exclusivamente en una lista de conductas 
modalizadas nonnativamente. Seguramente será necesario hacer, tanto re­
ducciones, reagrupamientos, clasificaciones, como producir conceptos 
auxiliares que permitan tales operaciones, etcétera. Será necesario proceder 
como en toda disciplina científica: inventar, producir, innovar. 

e- La Teoría Sociológica del Derecho no podrá limitarse a describir 
conductas necesarias. Si el derf'cho es un medio de co.ntrol social, y si el 
ocultamiento de las relaciones sociales es una fonna de control que el dere­
cho pennite, esta disciplina deberá también mostrar cómo deben ser las 
normas que, promoviendo las conductas necesarias para reproducir las rela­
ciones sociales, al mismo tiempo las enmascaran o desfiguran. Principalmente 
las distintas ciencias del lenguaje serán las disciplinas que no podrán dejar 
de integrarse a una Teor{a Sociológica del Derecho. 31 

10. Las ta ...... de la Sociología Jurídica 

El objeto material de conocimiento, para la Sociología Jurídica lo propor­
ciona la Jurisprudencia Normativa, que no es otra que la ciencia de la que 
habla Kelsen cuando dice que es posible la existencia de una ciencia que des­
criba las nonnas vigentes en un país detenninado. El contenido de ese con­
junto de nonoas descriptas por esa ciencia, constituye el material de trabajo 
de la Sociología Jurídica, cuyo objetivo sería explicar por qué se permiten, 
ordenan o prohiben tales conductas y no cualesquiera otras. 

La Sociología Jurídica, en su tarea de explicación del contenido de las 
normas válidas, es una disciplina empírica, tanto como empiria pueden 
ser las normas. En efecto, alguien podría decir que las normas no son 
objeto de aprehensión por los sentidos, lo cual es cierto. Sin embargo, 
tampoco el sentido subjetivo de la acción social según Max Weber es un 
fenómeno aprehensible por J08 sentidos, y no por ello se le ha ocurrido a 

31 Si el derecho es la fonna normativa de la existencia de las relaciones sociales 
¿cómo es que las enmascara? Esta dificultad, que también me hiw notar Wróblew~i, 
me obliga a dejar el tema para otra ocasión, por razones de espacio. En efecto, mos­
trar cómo las normas promueven conductas necesarias para la reproducción de rela­
ciones sociales, que al mismo tiempo han de ocultarse o desfigurarse, requiere una 
argumentación que daría a este trabajo una extensión incompatible con su carácter 
de artículo. 

------- ---------,,--

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



83 

nadie decir que la de Weber no es sociología. Por lo demás, ese estrecho 
concepto de empiria no es sostenible. 

La Sociología Jurídica no se demoraría en argumentar que México o 
Argentina son países capitalistas. No parece cuestión disputable. Ahora 
bien; si eso es verdad, podrá avanzarse, como hipótesis, que el estudio de 
sus sistemas jurídicos arrojará como resultado la existencia de normas 
que promueven las conductas que la Teoría Sociológica del Derecho en~ 
contró cOmo necesarias para la reproducción de la sociedad capitalista. Es 
decir, el resultado de la Teoría funciona ahora como hipótesis. y puede 
avanzarse que, si no se encuentran tales nonuas, entonces ese país no es 
capitalista confonne a la descripción que de capitalismo se haya fonnula­
do. La primera tarea, entonces, de la Sociología Jurídica así planteada, se­
ría la confrontación de las hipótesis con la "realidad", en este caso con las 
normas del sistema jurídico concreto. 

El resultado de esta contrastación puede ser variado. En términos 
generales, debemos esperar que los sistemas jurídicos latinoamericanos no 
correspondan exactamente al modelo jurídico capitalista. Lo cual permiti­
ría hablar de un primer resultado exitoso de la metodología expuesta: en 
efecto, la contrastación permitiría un primer acercamiento que pennitiría 
una primera evaluación del conjunto de normas en estudio: se trataría de 
un sistema jurídico que en ciertos sectores no coincidiría con el modelo, lo 
cual arrojaría nuevas preguntas: ¿qué explicacion~ pueden darse de estas 
no correspondencias? 

La constrastación empírica de las hipótesis planteadas por la Teoría 
Sociológica del Derecho arrojaría como reeultado una "racionalización" 
del sistema jurídico nacionaL Este dejará de aparecer como "sistema" por 
el solo hecho de haber sido todas sus nonnas producidas por los mismos 
órganos, para aparecer como "sistema" en otro sentido: en el sentido de 
que su racionalidad consiste en que reproduce nonnativamente el sistema 
socioeconómico. El carácter sistemático es ahora dado "materialmente" y 
no formalmente como en el caso de la Jurisprudencia Normativa. Esto en 
relación con el sistema en su conjunto. Pero la contrastación mostrará nor­
mas "desviadas", diferentes de lo esperado, y nonnas "indiferentes ~', no 
necesarias para la reproducción según la Teoría. 

Esto implica una segunda tarea para la Sociología Jurídica: explicar 
la preeencia de estas nonnas a primera vista irracionales respecto dellogos 
del modelo, o no funcionales en relación con el sistema socioeconómico. 

Es en este momento en que ingresa a la consideración sociológica la 
historia concreta y la ideología jurídica. Es ahora, no antes, cuando el ori­
gen se convierte en causa. Ahora resulta interesante recurrir a la historia de 
cada país para explicar la distinta regulación de la propiedad en México y 
Argentina. Y entonces es posible que la revolución se constituya en la cau­
sa de esa variación con respecto a casi todos los sistemas jurÍ dicos vecinos. 

Del mismo modo, la ideología personal del legislador puede ingresar a 
la explicación sociológica para explicar, sobre todo, las normas "indiferen­
tes". O también las nonnas de los códigos .viles a veces aprobados "a libro 
cerrado" por los congresos, haciendo "fe" de los juristas, como fue el caso 
argentino; única manera de explicar por qué ese código civil es aún más 
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"retrasado" que el francés en lo que respecta a la autonomía de la volun­
tad: se aprobó sin di!Cusión, tal cual había salido de la cabeza de V élez Sárs­
field y de sus no muy amplias lecturas personales. 

Esta confrontación teoría-realidad pennitiría, además, separar la fun­
ción de las nonnas, del objetivo del legislador, que bien pueden no coinci­
dir. El modelo jurídico debe ofrecer la posibilidad de establecer cuáles son 
las nonnas que promueven la reproducción de las distintas partes delsiste­
ma 8ocioeconómico. Por ejemplo, que el capítulo de las obligaciones del 
derecho civil promueven la reproducción del intercambio mercantil. Esto 
constituiría la función de las nonnas. Pues bien: las obligaciones del código 
civil cumplirán tales funciones, al margen de lo que crea el legislador coo­
creto. El jurista puede creer que legislando la prohibición del enriqueci­
miento sin causa protege a los débiles; pero eso no obsta para que el soció­
logo comprenda que su función consiste en garantizar la equivalencia en 
los intercambios. Esto significa que la confrontación teoría-realidad permi­
te separar la función objetiva de las nonnas, de la intención subjetiva del 
legislador, o, lo que es lo mismo, la crítica de la ideología jurídica justifica­
toria del derecho tal cual es. Permite, además, un criterio objetivo para me­
dir la eficacia de las normas, como veremos. 

Cabe decir que las tareas de una Sociología Jurídica son inagotables: 
no sería posible estudiar todas las nonnas de un sistema jurídico nacional, 
aunque más no sea porque mucho antes de la mitad de lajomada, las nor­
mas habrán cambiado. 

No deja de ser atendible una dificultad que, entre otras con relación a 
las propuestas de este ensayo, me fué advertida por Antoine ]eammaud: 
sociología jurídica, al menos en Europa no es una actividad de investiga­
ción acerca oel contenido de las nonnas, sino una que "toma por objeto las 
prácticas (las 'conductas) que se desarrollan en el campo jurídico, inten­
tando analizarlas y comprenderlas". La cuestión es, más que el porqué, el 
cómo el derecho ejecuta la dominación. Lo que propongo como parte de 
las tareas de la Sociología Jurídica sería más Lien una "teorización mate­
rialista del derecho" que una sociología. 

Esta concepción de Sociología Jurídica me parece coincidente con ésta 
otra: 

"Partiendo de una crítica cada vez más fuerte al tratamiento judicial de los 
conflictos socialee, la sociología del derecho ha convertido el tema de nuestro 
estudio en el central de su investigación, y ha profundizado y ampliado mu­
chos aspectos del mismo. Aquí se pueden mencionar cuatro puntos claves en la 
discusión: el acceso al derecho y a los tribunales, la diferenciación de los pro­
cedimientos jurisdiccionales, las alternativas dadas por los tribunales y en 
general el problema de la importancia y vigencia social del derecho en las 
sociedades modernas". 3 2 

La dificultad lo es, porque, en efecto, averiguar la "causa" de las nor­
mas implica trabajar sobre esas nonnas. A primera vista al menos, como ya 

• 
32 Volkmar Gessner, Los conflictos sociales y la admini8tración de Julticia en 

México, UNAM,1986, p. III. 

-- - - --- - --- ------rr. 
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vimos que dice Kelsen, la Sociología Jurídica estudiaría hechos - ··conciue· 
tas reales", para ser exacto8- y no nonnas. Desde este punto de vista, la 
objeción es razonable. 

A esta dificultad podría contestarse de varias maneras. En primer lugar, 
podría..rlecirse que a nosotros, americanos, no tiene por qué limitarnos el 
uso que los europeos hagan de la expresión ¡¡Sociología Jurídica". Sin 
embargo, una respuesta así no pasaría de ser un ex--abrupto y una descor­
tesía inútil e inconveniente. Y es inconveniente, porque la Sociología Jurí­
dica, como cualquier otra ciencia, aunque muy joven, posee ya sus tradicio­
nes, sus congresos, sus revistas, sus organizaciones internacionales y sus 
cuItores, y colocarnos fuera de ello sería la mejor manera de impedir su 
desarrollo entre nosotros. 

La dificultad propuesta, más bien debe conducirnos a esta pregunta: 
¿a qué se debe esta tendencia nuestra, que suele asombrar a los colegas 
europeos, al "teoricismo''? Se asombran, cierto, de nuestra preocupación 
por debatir teorías europeas y norteamericans, y de olvidar ~dicen~ el es­
tudio concreto de nuestros países. Y en efecto, parecemos pecar de teori­
cismo infecundo y despreciar la investigación empírica ¿Se trata solamente 
de una forma "premoderna" de nuestra cultura que parece inepta para la 
práctica eficaz? ¿Se trata solamente de la proverLial infecundidad de nues­
tras izquierdas o nuestro marxismo? Algo de esto hay; parece que todos 
queremos ser filósofos, crear teorías, y dejar el trabajo empírico para "otros "; 
como con la manía del generalato: muchos generales y pocos soldados. 
Esquema que se repite en las universidades: muchos investigadores y pocos 
auxiliares; lo cual no se explica solamente por falta de presupuesto. 

No hay duda de que parte de la explicación puede asentarse en el sub­
desarrollo generalizado. Sin embargo, esta respuesta no deja tampoco de 
&er simplista. Además de eso, es necesario considerar los objetivos que nos 
planteamos, que sí son muy distintos de los qu~ se plantean los estudiosos 
europeos y norteamericanos. Para nosotros, la cuestión de la transforma­
ción social está en el centro de toda ciencia social. Europeos y norteameri­
canos no tienen frente a sí perspectivas de cambios fundamentales. En 
cambio nosotros no podemos intentar la ciencia social sino en un contexto 
que se impone con hrutalidad: vivimos un mundo con un 40% de hahitan­
tes en la pobreza absoluta y un 60% de desnutrición generalizada. En este 
contexto, ninguna reflexión sobre la sociedad puede dejar de plantearse su 
transformación: yeso requiere, ineludiblemente, teorías acertadas, que 
aún discutimos. 

Para nosotros, el trabajo experimental se nos aparece corno el traLajo 
de los dominadores, como el trabajo no apoyado por teorías críticas de 
nuestras sociedades. Lo cual constituye un doble error, es cierto. Primero, 
porque efectivamente abandonamos el uabajo experimental; segundo, por· 
que no es cierto que el trabajo de los dominadores no esté fundado en teo­
rías. Si los detentadores del poder propician el tipo de investigaciones em­
píricas, propias de los países desarrollados, mientras que los sectores con­
testatarios parecen limitarse a las teorías, no es porque aquellos no las ten­
gan: sí las tienen. Están constituídas por el discurso oficial y más en gene­
ral por la cultura política que han logrado desarrollar hasta hacerla domi-
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nante. Sus teorías tal vez no están en libros, porque están en los medios 
masivos de comunicación, precisamente porque es cultura "dominante"; 
porque no precisa ser expresa. Su visión del mundo americano ya ha sido 
creada y la investigación empírica sólo tiende a confinnarla o mejorarla. 
L08 sectores contestarías, por el contrario, deben oponer otra visión del 
mundo, crítica, trallBformadora, sin la cual la investigación empírica el5 
sólo apología. 

Desde este punto de vista, el teorici!mo es, más que un producto del 
subdesarrollo generalizado, una necesidad política: la contra-teoría-cultura 
se revela como necesaria para la investigación empírica, y es en eso en lo 
que estamos. L08 europeos y los norteamericanos posiblemente no tienen 
ese problema. Entre ellos la cueetión está muy clara: qué sean sus socieda­
des altamente industrializadas, cómo sean sus democracias, sus perspectivas 
de desarrollo, apenas requiere del desarrollo de teorías ya construí das. Para 
nosotro!, en cambio, qué son nuestras sociedades, los aparatos estatale!, las 
posibilidades de desarrollo, es cuestión aún de agrias discusiones. 

Cómo son, qué son y por qué son así nuestros sistemas jurídicos, for­
ma parte de eea inquietud que conduce a incorporar esos problemas en el 
marco de la Sociolog{a del Derecho, y que tal vez no tienen interés en otros 
contextos. Y ello implica trabajar sobre el contenido de las nonnas; saber 
porqué ordenan, permiten o prohiben eso y no otra cosa, implica: a-el es­
tudio del contenido de las nonnM, y b-el estudio de las estructuras que lo 
hacen necesario. Y en efecto, estos estudios no recaen exactamente sobre 
"hechos", sobre la historia concreta anterior a la edicción de las normas, o, 
más bien, no únicamente sobre ello. 

Ahora bien~ ¿por qué no es esta una actividad definible como "teori­
zación materialista del derecho"? Porque hay que diferenciar dos activida­
des: la teoría del derecho moderno -que a su vez es distinto que Teoría 
General del Derecho-, y el estudio concreto de si!temas jurídicos naciona­
le!. La primera actividad sí puede llamarse Teoría Materialista del Derecho, 
aunque aquí ha sido designada como Teoría Sociológica del Derecho. Pero 
la segunda, es una actividad emp{rica, tanto como "empiria" puede ser un 
sietemajuridico nacional. 

Finalmente, la objeción cOrulistente en que la Sociología estudia "he­
chO!" y las nonnas no son tales, puede ser contestada diciendo que la So­
ciología, desde siempre, se ha propuesto el estudio de fenómenos que pue­
den no ser considerados como "hechos", como el conocimiento, la ideolo­
gía, la literatura, más en general el arte, la religión, etcétera. Si ee legítima 
una Sociolog(a de la Religión o del Arte, no veo por qué no ha de ser 
legítima una Sociología que estudie nonnae:, que carecen de la calidad de 
facticidad tanto como la ideología, la literatura o la religión. Y, como vi­
mos, el propio Kelsen, de quien nadie podrá negar su actitud positivista, 
proponía una Sociología de la Idea de J ustici4. 

Por lo demás, pennítaseme citar aquí a Hart y su opinión acerca de su 
propio libro El Concepto de Derecho: 

. -

"A pesar de su preocupación por el análisis. el libro puede también ser consi· 
derado un ensayo de sociología descriptiva; porque la sugestión de que las 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



• 

87 

investigaciones sobre los significarlos de las palabras implemente arrojan luz 
sobre éstas, es falsa. Muchas distinciones importantes, que no son inmediata­
mente obvias, entre tipos de situación social, o relaciones, pueden ser esdare. 
cidas mejor mediante un examen de 108 usos típicos de las expresiones relevan­
tes y de la manera en que éstas dependen de un contexto social que a menudo 
no se expresa".33 

Si el libro de Hart, obviamente teórico, puede ser calificado de texto 
sociológico, con mayor razón será Sociología Jurídica el' estudio del con­
tenido de las normas de un metema jurídico nacional, siempre que ese conte­
nido normativo sea considerado, como dice Hart, "expresión relevante" de 
situaciones o relaciones sociales. 

11. Categorías y técnicas jurídicas 

Las conductas cuya producción es necesaria para la reproducción de las re· 
laciones sociales, 80n primero descriptas y luego modalizadas nonnativa­
mente, de una cierta manera, utilizando ciertas palabras, a lo cual denomi­
naremos "técnica jurídica". De manera que las técnicas jurídicas constitu­
yen el material de trabajo de la Soci%gia Juridica. Por ejemplo, las fórmu· 
las constitucionales argentina y mexicana sobre la propiedad que citamos 
anterionnente, constituyen técnicas jurídicas concretas; las formas que 
adquirieron en cada país, la figura de la propiedad que de todos modos de­
bía aparecer en ambos sistemas jurídicos. 

Por el contrario, denominaremos aquí "categorías jurídicas" a los 
enunciados formulados por la Teoría Sociológica del Derecho, enunciados 
que describen primero, y modalizan luego nonnativamente, las conductas 
conceptualmente necesarias para la reproducción del modelo socioeconó­
mico de que se trate. Por ejemplo, la "propiedad" es una figura que, para 
un modelo capitalista, consta de ciertas conductas que necesariamente de­
ben suceder si el capitalismo ha de reproducirse. La descripción de esas 
conductas, modalizadas. nonnativamente, constituiría la categoría jurídica 
"propiedad", que luego, si Argentina y México son países capitalistas, de­
beríamos encontrar en sus sistemas jurídicos, bajo cierta forma concreta o 
"técnica jurídica" utilizada por el legislador concreto en cada caso. 

12. Técnicas Jur.ídicas 

En la conciencia de sus actores, las relaciones sociales aparecen bajo dife­
rentes formas; una de ellas es la forma normativa. Esta forma es puesta a 
punto por los juristas, esos personajes del drama del poder encargados de re­
dactar las leyes, enmascarar los hechos, interpretar y aplicar el derecho; eso 
siempre firmes y jamás defeccÍonantes soldados del estado moderno, que 
han producido la inextrincable maraña de procedimientos y artificios que 
permiten controlar a los ciudadanos con su propio consentimiento. La pala· 

33 H.L.A. Hart. "Prefacio a la Edición Inglesa" de El concepto de Derecho, 
Ed. Nacional, Méx. 1980, p. XI. 
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bra "técnica" es la más apropiada para designar este fenómeno, puesto que 
implica la idea de un instrumento cuyo uso conviene, es útil. 

Ahora bien, es posible hablar de "técnicas" en varios sentidos: 

a- La técllica juridica formal. La norma, en tanto que enunciado hipo­
tético de deber, siguiendo a Kelsen, es la técnica específica del derecho. 
Dicho de otra manera, constituye la estructura lingüística específica del 
derecho. Más aún, es aquello en que consiste el derecho. Que el derecho es 
una técnica de control social, quiere decir que esta técnica, la nonna, per­
mite el control de 108 individuos. La descripción, y en general el estudio de 
la noona en tanto que ténica, ha constituido la preocupación central del 
positivismo jurídico, del que no se puede negar que ha fundado la moderna 
Teoría General del Derecho. A este respecto, el marxismo no tiene nada qué 
decír. 

b- La técnica jurúlica materiaL Las normas tienen un cierto contenido; és­
te está constituido por la conducta que, siendo obligatoria, es la que se quiere 
que produzcan los ciudadanos, en talo cual país en concreto. Esta conduc­
ta requerida, constituye el objeto de estudio de esta parte de la Sociología 
Jurídica, que se pregunta por qué en cierto país se exige de los ciudadanos 
tales y no cuales conductas. Como hemos visto, la simple observación ~la 
simple lectura de los textos legales- muestra que las conductas requeridas 
no son las mismas, aún cuando se trate de formaciones socioeconómicas 
que responden dominantemente al mismo modelo socieconómico, como 
vimos en el ejemplo de los textos constitucionales sobre la propiedad. Lo 
que debe explicar la Sociología Jurídica es esa técnica material concreta. 
Debe explicar porqué se eligió esa ténica para expresar la categoría "propie­
dad". Y si esta Sociología J ur(dica se inspira en el marxismo, deberá in­
tentar la explicación a partir, tanto de la formación socioeconómica con­
creta, como del estudio brindado por la Teoría Sociológica del Derecho, 
que procede, teóricamente, a fonnular un modelo jurídico que supone, por 
hipótesis, apropiado para estudiar el sistema jurídico concreto. En el caso 
del ejemplo que hemos utilizado, deberá intentar explicar cómo ambos tex­
tos jurídicos -técnicas- expresan la misma categoría "propiedad", de ma­
nera distinta. 

c- Desde un otro punto de vista puede decirse que hay técnicaslingüís­
ticas. O bien, decir que hay una/orma lingüística de las técnicas jurídicas. 
Es dccir, las técnicas jurídicas existen en el lenguaje. 

Ahora bien, como se sabe, el lenguaje tiene sus astucisas y el lenguaje 
jurídico es uno de los más astutos. Por ejemplo, el análisis lingüístico mo­
derno ha demostrado que los enunciados nonnativos son intercambiables: 
puede ordenarse una conducta tanto como prohibirse la contraria. Las ló­
gicas jurídicas se han ocupado del asunto. 

y precisamente, las conclusiones a las cuales conduce la práctica de las 
lógicas deónticas, demuestra más claramente que nunca que las expresiones 
extravagantes utilizadas por los juristas no son sólo un coto cerrado para la 
actividad de una capa social -los juristas-, sino que constituyen mensajes 
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rigurosamente codificados cuyo objetivo no es otro que la dominación. La 
lógica consigue separar la conducta requerida del resto del mensaje) lo cual 
constituye un otro objeto de estudio para la crítica jurídica. Y digo "críti­
ca jurídica" porque me parece muy difícil saber si esta actividad es la pro­
pia de una Sociología Jurídica o la de una Semiología Jurídica. Es muy 
posible que para este tipo de análisis, haya que ser jurista 1 sociólogo y se­
miotista. Piénsese por ejemplo en la técnica jurídica que ordena al funciona· 
rio recibir la "queja" del "consumidor" contra el "prestador" de ~'servicios"; 
esta técnica despliega el derecho en dos momentos: el de la conducta obli­
gatoria, y el del mensaje vehiculizado en términos como "queja ", "consu­
midor", "prestador" o "servicio", Pero podría decirse tambieÍl sin cambiar 
para nada la conducta requerida, utilizando otra técnica lingüística, "de­
manda", "ciudadano ", "vendedor" y "mercancía ", si el mensaje a trans­
mitir fuera otro. 

d- En fin, para mostrar solamente otra de las múltiples posibilidades de 
utilizar el ténnino "técnicas jurídicas", piénsese en el problema del dere­
cho subjetivo: ¿acaso e8 otra cosa que una técnica específica del derecho 
burgués~ Se sabe, por las investigaciones coincidentes de Marx, Kelsen, 
Pashukanis, Villey, que el sujeto de derecho liberado de todo lazo con los 
otros individ.los, y por tanto aislado frente al estado, y que se relaciona 
políticamente con los conciudadanos sólo a través de ese estado, es una 
creación propia del mundo capitalista. Es, dice Kelsen, una técnica de la 
cual se sirve el derecho, pero de la cual no necesariamente tiene que servirse. 

13. Categorías jurídicas 

Las categorías jurídicas son el resultado al que arriban los esfuerzsos téori­
cos de la Teoría Sociológica del Derecho. Se trata de construcciones teóricas 
que fonnan el conjunto del modelo nonnativo que el jurista sociólogo de­
be obtener del modelo socioeconómico. 

Las categorías jurídicas son enunciados que describen las conductas 
necesarias para la reproducción de las relaciones sociales fundamentales. 
Pero también enunciados que definen ciertos objetos que permiten articu­
lar las conductas; por ejemplo, la definición de "cosa". 

Las categorías jurídicas funcionarán como hipótesis teóricas que debe­
rán ser puestas a prueba contrastándolas con las técnicas jurídicas. Las con­
ductas descriptas por los enunciados nonnativos hipotéticos ~que deberán 
ser racionalmente compatibles con la descripción de los movimientos nece­
sarios para la reproducción del modelo socioeconómico- serán confron­
tados con la "realidad", es decir, con las normas del sistema jurídico 
nacional. Si las normas del sistema nacional coincidieran con las categorías 
jurídicas, podría decirse que se trata de un sistema estrictamente capitalis­
ta, donde "estrictamente" querría decir esa coincidencia entre modelo y 
realidad, lo cual, sabemos, no es esperable. No obstante, aún cuando no 
esperaremos tal coincidencia, el sistema jurídico nacional aparecerá "racio­
nalización de las técnicas jurfdicas. 

Las técnicas jurídicas, así analizadas, perderán su carácter o su aparien-
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cia contractual o arbitraria, por quedar al descubierto su lazo con las es­
tructuras profundas de la sociedad. Esto implicará el descubrimiento de lo 
ocultado por el discurso jurídico; quedará al descubierto la función de' la 
norma, fluedará ésta separada del discurso justificador del derecho tal cual 
es. Se abrirá en ese momento el campo para los estudios semiológicos del 
derecho, cuyo material estará constituido por ese discurso mistificador. 

Esto en relación con las técnicas jurídicas que mostrarán su racionali­
dad respecto· del modelo proporcionado por la Teoría Sociológica del De­
recho. Pero, como hemos dicho, debemos esperar la existencia de técnicas 
jurídicas "irracionales" o "no-funcionales" respecto de ese modelo, sólo 
parcialmente funcionales o racionales, o incluso racionahnente contradic­
torias con el modelo. Se abrirá entonces la parte más importante de una 
Sociología Jurídica, especialmente en nuestros países. Aquella parte que 
contribuirá más fecundamente con el conocimiento de nuestros sistemas 
jurídicos, y por tanto del funcionamiento global de nuestras sociedades. 

Cualquier jurista sabe que tratándose de derecho civil, su racionali­
dad coincidirá casi totalmente con el modelo que puede construirse a par­
tir de la circulación mercantil. Y cualquier jurista sabe que, en otros 
sectores, encontrará técnicas jurídicas no funcionales a un modelo puro de 
capitalismo, como es el ca.so de la propiedad agraria en México. E incluso 
en países altamente desarrollados se encuentran nonnas que supuestamen­
te no deberían existir, como por ejemplo las de expulsión de extranjeros 
a pesar de que debería esperarse lo contrario ya que abaratan el costo de la 
fuerza de trabajo. 

Es ahora, precisamente, cuando se abre el campo de la explicación a la 
política; a la correlación de fuerzas entre clases y sectores sociales; a la 
ideología; al papel de los individuos, de los partidos políticos, de los inte­
lectuales en general. Y es a partir de esto que adquiere importancia el estu­
dio de los operadores jurídicos, abogados, jueces y funcionarios, de su edu­
cación, su extracción social, ~tcétera. 

Después de todo, el estudio de la eficacia, de los efectos de las nOnDas, 
no interesa sino como un segundo capítulo en relación con el estudio del 
porqué de las normas. De lo contrario, esa sociología no pasa de ser apolo­
gía o cuando más, intentos de "mejorar" la sociedad tal cual es. 

Esta noción de "categorías 'jurídicas" es, pues, el instrumento teórico 
que permitiría cubrir el espacio entre las relaciones sociales y sus formas 
normativas; el instrumento teórico específico de una Sociologfa Jurídica 
que pretende explicar porqué, en cierto país, las normas que componen 
el sistema jurídico son ésas y no otras. 

14. Lo. efecto. de 1 .. Bonnas 

El otro sector de preocupaciones de la Sociología Jurídica está compuesto 
por lo que, en términos generales, puede denominarse eficacia del derecho; 
o también "efectos" de las noonas en la conducta de los ciudadanos. Todo 
lo que hemos visto que, no siendo la causa o fuentes materiales del dere­
cho, se ha propuesto como objeto de esta disciplina, puede suLsumil'8e en 
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el concepto de "eficacia", si es que el mismo se refiere a la conducta de 
quienes aplican u obedecen --o no-, la ley. 

A primera vista, gran partr de lo que se lee sobre estudios empíricos de Socio­
logía Jurídica, está dominado por lo que podría llamarse -así ha sido Ilamado­
"ingeniería social", El objetivo de tales estudios., parece no ser otro que lograr el 
mejoramiento de la sociedad moderna. tal cual es. Dicho de otro modo, lograr el 
perfeccionamiento de la sociedad capitalista. La diferencia central con una Socio­
logÍa Jurídica como la que se plantea en este ensayo. inspirada en algunos sectores 
del pensamiento de Marx y en el marco de la concepción kelseniana del derecho, 
consiste en que, aún en un contexto no revolucionario como el que atravesamos 
en América Latina, al menos en 108 países de economías -y deudas- más volu­
minosas., esta disciplina entre una y otra prácticas sociológicas, están dadas por los 
contextos sociales. Es cierto, no podemos plantearnos transformaciones radicales 
como las que. parecían posibles en los '60 y los primeros '70. Pero tampoco esta­
mos para planteamos simples "mejorías" en la eficacia del derecho. No es éste 
el lugar para alargar esta cuestión, pero, finalmente, será la práctica científica, 
que podemos esperar que se desarrolle en los próximos años de manera más 
acentuada que hasta hoy, lo que marcará las pautas y confirmará o no la existencia 
de esta diferencia que mc parece puede observarse entre las inquietudes en uno 
y otro contexto. 

Podría parecer que todo lo propuesto más arriba no se relaciona con 
esta otra parte de la Sociología Jurídica. En efecto, averiguar si tales nor­
mas son o no eficaces podría ser visto como una cuestión fáctica, que se 
estudia a través de los métodos desarrollados para la sociología por el posi­
tivismo. Bien podría pensarse que el marxismo no tiene nada de específico 
que decir. Sin embargo no es así. Los juristas y los sociólogos ya han des­
tacado que el concepto de "eficacia" no tiene nada de simple. En lo que 
sigue mostraremos algunos problemas de los cuales resultará evidente que 
en ciertos casos, lo que hemos llamado Teoría Sociológica del Derecho, 
proporciona elementos para las tareas de esta parte de la Sociología Jurídica. 

15. Eficacia y efectividad" 

Las traducciones de Kelsen al castellano, como vimos en el texto de Ver­
nengo citado más arriba,3s han utilizado el ténnino "eficacia"para refe­
rirse al hecho de que los ciudadanos producen las conductas requeridas por 
las nonnas. No obstante la aparente sencillez de la cuestión, se ha hecho ya 
notar la necesidad de desplegar la idea por lo menos en dos conceptos: 
"eficacia" y "efectividad". Para Jearnmaud "el concepto de eficacia, a 
diferencia del de efectividad, sugiere una referencia necesaria a los fines de 
la autoridad legisladora ", mientras que efectividad de una norma se refiere 
a "la relación de confonnidad (o al menos de no contrariedad) con ella, de 
las situaciones o comportamientos que se hallan en su ámbito de compe­
tencia. De modo que la efectividad jurídica se concibe como la aplicación 

34 Tomo ambos ténninos de Antoine Jeammaud, "En torno al problema de la 
efectividad del derecho", Cn'tica Jurídica núm. 1 (Cfr. Juan-Ramón Capella, El dere­
cho como lenguaje, Ed. Ariel, Barcelona 1968, pp. 104.y Ss,). 

35 Cfr. nota 12, supra. 
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efectiva, real, de' las reglas vigentes en los casos concretos que regulan ".36 

Veremos que en Kelsen hay también dos sentidos de "eficacia" cuando 
menos, asimilables a este despliegue del concepto. En adelante, usaremos 
"efectividad" donde hablemos de obediencia o cumplimiento de normas. 

Resumiendo, efectividad hace referencia al hecho de que los obligados 
producen las conductas que evitan las sanciones, mientras que eficacia dice 
relación con las "intenciones" del legislador. Estos dos conceptos pueden 
desplegarse aún más con el objeto de precisar mejor los posibles objetos de 
investigación, y sobre todo para advertir su significado político. Penníta­
seme el siguiente cuadro sinóptico: 

a. Por consenso 
1. En el cumpliuúento 

b. Por temor 
A. Efectividad 

{ 
{ a. Formal 

b. Material 
TI. En la aplicación 

I. Subjetiva 

B. Eficacia { n. Objetiva 

16. Despliegue del concepto de efectividad 

Si efectividad consiste en la producción de las conductas requeridas, con 
claridad se advierte que esto puede suceder de dos maneras, si es cierto lo 
que Kelsen ha dicho repetidamente: 

La "consecuencia establecida como debida en el precepto jurídico 
positivo, no estatuye la conducta de un hombre, sino que debe ca· 
racterizar cuando menos la de do!: aquél contra el que se dirige el 
acto coactivo ... y aquel otro que debe aplicar al primero el acto 
coactivo", 37 

E. decir, 1 .. conductas requerid .. pueden ser la del obligado a produ­
cirlas, o las de los órganos obligados a aplicar las sanciones. Hablaremos 

36 A. Jearnmaud, ob. cit •• p. 6. En el milll1lo sentido, Juan·Ram6n eapella, loe. 
cit. 

37 Hans Kelsen, "La idea del derecho natural", en Idem, Ed. Naco, México 
1974, p. 22. 
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entonces de efectividad en el cumplimiento u obediencia, y de efectividad 
en la aplicación. Desde luego, también es posible ver la aplicación de la ley 
como obediencia del funcionario hacia la misma. Sin embargo tiene muy 
distinto significado establecer que ciertas normas son "obedecidas" y cier­
tas otras "aplicadas ", como veremos. 

1. Efectividad en el cumplimien to u obediencia de las norrna& por los 
ciudadanos. Esto puede suceder, o bien por convencimiento, y entonces 
hablemos de consenso, o bien por temor a la sanción. Y si bien establecer 
en los hechos si cierta nonna es obedecida por convencimiento o por te­
mor puede ser muy difícil, la cuestión tendría importancia si de lo que se 
tratara fuera, por ejemplo, de establecer el grado y la forma de la hegemo­
nía ejercida por el sector social encaramado en la cúpula del Estado. 

"Convencimiento" y "temor" remiten a subjetividades difíciles de 
establecer. Sin embargo creo que puede decirse que la "acción con senti­
do" de Weber tiene aquí un excelente ejemplo. Y resulta de la mayor 
importancia, para ejercer el poder, conocer las subjetividades de los ciuda­
danos, tanto como resulte menos subversivo el ciudadano convencido, que 
el que sólo espera la oportunidad para producir las conductas prohibidas. 
Pensemos en lo que significa en la toma de decisiones, supongamos que 
respecto de un organigrama militar, conocer si los campesinos se abstienen 
de invadir latifundios porque creen en los organismos de la refomla agraria, 
o porque temen al ejército acantonado en el territorio. Esto desde el punto 
de vista del poder. Pero pensemos en un partido político socialista que se 
disponga a tener una política en relación con cierta organización sindical 
¿No sería mejor conocer si los obreros se abstienen de hacer huelgas si­
guiendo los estatutos del sindicato, supongamos, porque están convencidos 
de que son buenos, o si esta conducta apegada a la ley tiene como razón el 
temor a la policía o a los burócratas sindicales? 

n. Efectividad en la aplicación de 1m normas por parte de los órganos 
del Estado. Los encargados de "aplicar" la ley, en el sentido de imponer y 
efectivizar las sanciones, son los tribunales y el aparato adminisb'ativo 
(pensemos tanto en los jueces penales como en funcionarios de Hacienda 
o Comercio encargados de establecer y perseguir el cobro de multas). 

La efectividad en la aplicación de las nomras, aún más que en el caso 
de la obediencia, ha demostrado ser, a la hora de iniciar estudios empíri­
cos, un concepto difícil de precisar. En efecto, si "aplicar" es, ni más ni 
menos, crear derecho ¿como sabremos que tal creación constituye la efec­
tivización de la ley general? Este problema remite al de la interpretación de 
la ley, con todos los problemas que, por su parte, ya ha demostrado tener. 

a. Efectividad formnl en la aplicación de las normas. 3 9 Podemos consi. 
derar que una nonna es efectiva sólo formalmente, si ha sido producida la 

38 Tomo la distinción también de A. Jcammaud, ob. cit., p. 12. 
39 J eammaud, de quien tomo los conceptos, habla de efectividad jurídica y 

efectividad material. (ob. cit., p. 12). 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



94 

norma individual que interpreta o actualiza aquella, pero no se ha produ­
cido la conducta requerida por la norma general. Pensemos en la declara­
ción de ilegalidad de una huelga y su consecuente orden de desalojo 'de la 
fábrica en poder de 108 obreros. Incluso puede pernsarse en la orden de la 
autoridad dirigida a los obreros para que procedan al desalojo. Por muchas 
razones tal or,den puede no ser efectivizada. Por ejemplo, el poder ejecu­
tivo puede dar la orden al jefe de policía de que se abstenga de usar l. 
violencia. O bien los obreros pueden desalojar las instalaciones antes de 
la llegada de la orden, o incluso antes de conocer el sentido de la sentencia. 

Resulta obvio el distinto significado de ambas situaciones, y por lo 
tanto el interés científico de la distinción conceptual_ Que los obreros des­
alojen voluntariamente significa algo, o bien respecto de su respeto a los 
tribunales del trabajo, o bien respecto de la confianza hacia sus dirigentes 
que lo proponen, u otros significados posibles. Y que el gobernador decida 
no usar la violencia, significa también algo, por ejemplo respecto al poder 
de la clase obrera, o de sus aliados, a su temor de un estallido social mayor, 
etcétera. 

En relación con el ejemplo de la orden de no reprimir, podemos pen­
sar que esta orden implica una suspensión de la ejecución, y que ésta puede 
ser jurídica o antijurídica, según que tenga o no esa facultad el titular del 
ejecutivo. También en este caso la significación es distinta. En el caso de 
que sea una 8llspensión antijurídica, se trataría de inefectividad formal 
cuyo origen puede ser de gran trascendencia, por ejemplo si de lo que se 
trata es de estudiar las relaciones entre ejecutivo y judicial o legislativo, o 
bien el carácter de un gobierno dispuesto a ejercer el poder por encima de 
la ley_ 

Es conveniente también, advertir que el concepto de efectividad for­
mal se relativiza tan pronto como nos damos cuenta de que puede ser usa­
do para analizar cada una de las nonnas de la cascada que va de la norma 
general a la última orden de ejecución. Por ejemplo, la decisión del ejecu­
tivo de no usar la violencia, puede ser vista como inefectividad de la nonna 
que constituye la sentencia. Mientras que el desalojo voluntario puede ser 
visto como un caso de efectividad por obediencia, y puede suceder por 
consenso -aceptación de la juricidad- o por temor a la policía, en el caso 
del desalojo anterior a la llegada del funcionario que notifica la sentencia 
o intima a BU cumplimiento. 

Como veremos, todas estas distinciones adquieren toda su relevancia 
científica y política. cuando se ponen en contacto con los conceptos de 
hegemonía y dominación. 

b. Efectividad material en la aplicación de las normas. Este caso 8llce­
de cuando se produce la conducta requerida por la norma, sea la del obli­
gado, sea la del ejecutor_ Pensemos en el desalojo de la fábrica en el mo­
mento en que la policía despliega sus artes represivas, o pensemos en el 
desalojo violentu merced a la acostumbrada brutalidad policial_ En el pri­
mer caso hay efectividad material generada por el temor. Pero a diferencia 
del caso de la obediencia por temor, aquí el temor ha sido generado por el 
despliegue represeivo. Y es obviamente distinto el significado de ambos 

" 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



95 

temores, si de lo que se tratara fuese, por ejemplo, de averiguar el grado de 
consenso de las nonuas: distinto será si la obediencia sucede por consenso, 
por temor "preventivo" -digamos- o por temor a una represión cuya in­
minencia está ante los ojos. No hay dudas de la pertinencia de la pregunta 
por lo que el gobierno necesita prever según sea la disposición de los súbdi­
tos a obedecer: no es lo mismo confiar en el temor preventivo que resolver 
sobre los gastos destinados a la represión cuando la Sociología Jurídica 
establece que la efectividad de ciertas nonuas se logra únicamente con la 
aplicación material a través de la fuen8. 

Pero también la cuestión es interesante para las fuerzas contestarias: 
no es lo mismo luchar contra un gobierno cuyas nonuas 80n obedecidas 
espontáneamente, que contra uno que está obligado a recurrir a la violen· 
cia reiteradamente. 

17. Relaciones entre efectividad en el cumplimiento y efectividad en la 
aplicación 

Respecto de una misma nonna puede pensarse en diversos grados de efec­
tividad en el cumplimiento -u obediencia- yen la aplicación, a su vez con 
distintas variables dentro de cada una de estas divisiones. Puede haber efec­
tividad en el cumplimiento pero no en la aplicación y viceversa. Por ejem. 
plo, si un estudio arrojara como resultado que en el 90% de los casos, los 
pequeños propietarios rurales -pensemos en los ejidatarios mexicanos- de 
cierto distrito, son respetados en sus derechos de propiedad, pero que, 
cuando en el 10% restante, son despojados, los tribunales no les acuerdan 
protección. Sería un caso en que la ler es obedecida pero no aplicada. A su 
vez, es posible que, en el 90% de casos de obediencia, en un 70% se deba 
al temor de los terratenientes a la acción de los inspectores de la reforma 
agraria, y que en el otro 30% la actitud de los grandes propietarios se deba 
a la convicción de que es justo pennitir la fonna de la pequeña propiedad. 
(Aunque sepamos que a ningún terrateniente eso le parece "justo ", sino 
que, en el mejor de los casos, acepta que, en caso contrario, una rebelión 
campesina puede resultarle muy peligrosa. Sigamos que eso es "consenso" 
o "justicia" para ese tipo de sectores sociales.) 

El caso contrario se daría si un estudio sociológico arrojara como re­
sultado que en el 90% de los casos los patrones no pagan a los obreros des­
pedidos indemnización por antigüedad, mientras que en el 100% de los 
casos en que tales obreros --supongamos que un 80% de aquel 90% - recu­
rren a la justicia, los tribunales obligan a los patrones al pago de tales adeu­
dos. Tendríamos entonces inefectividad en el cumplimiento pero efectivi· 
dad en la aplicación. Pero bien podría ser que en el 90% de los casos en 
que los tribunales condenan a los patrones a pagar, se trate de una efectivi­
dad sólo fonnal porque, por ejemplo, los patrones se hayan declarado en 
quiebra con anterioridad a la condena, lo que configuraría un caso de 
efectividad sólo fonnal por suspensión antijundica. 

También es posible una inefectividad absoluta, tanto en el cumpli­
miento como en la aplicación, como fue el caso de Argentina durante la 
dictadura 76-83 -tratándose de Argentina es recomendable fechar las dic· 
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taduras-, en que los militares desobedecieron en el 100% de los casos la 
norma que prohibe la tortura de los prisioneros, mienb:'aa que los jueces 
no aplicaron las sanciones en el 100% de 108 casos denunciados. 

En todos estos casos, y muchas combinaciones más que pueden imagi­
narse, resulta obvio que cada combinación posible tiene significado distin­
to para el conocimiento del modo de ejercer el poder por parte de un Es­
tado. Cada estudio empírico, al iniciarse, deberá definir con precisión 108 

límites del estudio; y el tipo de efectividad a eamdiar. Además, todos estos 
casos demuestran, con toda evidencia, que la Sociolog(a Jurídica no puede 
ser una ciencia inocente. 

18. La efectMdad y 1 .. jerarquía. en el interior del 
aparato estatal 

Una gran cantidad de leyes del estado moderno deben cumplirse y/o apli. 
carse únicamente en el interior del aparato estatal; es decir, regulan el 
comportamiento de los funcionarios u órganos del Estado. Por lo tanto, la 
pregunta por la efectividad en el cumplimiento u obediencia, no se refiere 
a ciudadanos, sino a la conducta de burócratas. En tales casos, la jerarquía 
de los funcionarios está constituida por las autorizaciones-obligaciones de 
dictar órdenes de un funcionario a otro. Se trata entonces de una cascada 
nonnativa constituida por órdenes legítimas. 

Este tipo de leyes son efectivas o inefectivas en distinta medida según 
el nivel jerárquico de los funcionarios. Ningún esmdio empírico arrojará 
como resultado que la ley que organiza determinada secretaría de Estado 
es efectiva o ¡nefectiva. Cualquier estudio acerca del funcionamiento del 
aparato estatal, deberá atender el problema que presenta el hecho de que 
cada artículo de la ley puede ser o no efectivo sin que ello signifique nece· 
sanamente que el artículo siguiente lo sea o no. Pongamos como ejemplo 
una ordenanza municipal que reglamentase la construcción de edificios en 
zonas sísmicas. Habrá alguna norma que obligue a cierto funcionario a 
ordenar peritajes antes de aprobar la finalización de la obra. Supongamos 
que un estudio sociológico arroja como resultado que en el 100% de los 
casos analizados, el funcionario ordenó al perito la verificación del cumpli. 
miento de las especificaciones técnicas por parte de la empresa construc· 
tora. Y supongamos que en el 90% de los casos resulta que el perito no 
concurrió personalmente -caso clásico de los médicos forenses-, o bien 
provee infonnación falsa, por cohecho por ejemplo ¿diremos que es una 
legislación ¡nefectiva en su conjunto? 

Pero también se dan frecuentemente los casos en que no son los fun. 
cionarios menores los que se abstienen de producir las conductas obligato. 
rias, sino los órganos de mayor jerarquía, como en el caso del presidente de 
una empresa estatal que ordena -por cohecho, caso tan frecuente- la 
compra de aviones o barcos en perjuicio de la economía estatal. En tal 
caso, la inefectividad de la ley se instala en la cúpula estatal, pero el resto 
de la cascada normativa revela efectividad en el cumplimiento de la ley, 
porque todas las órdenes que cumplen el trámite de la compra, son ajus. 
tadas a derecho. 

-- -- -------------,.-- '~ 
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Este tipo de estudios adquiere relevancia políti~a de primer orden, 
cuando la ineficacia involucra la conducta de sectores sociales numerosos, 
COmO es el caso de los ministerios de trabajo, de educación o de reforma 
agraria. En tales casos, la inefectividad puede provocar movimientos socia­
les importantes, yeso es lo que hace que la detección científica del escalón 
donde se instala la inefectividad, sea una cuestión de la mayor importancia 
política. Y esto tanto para el poder como para SUB contestadores. 

19. Efectividad y pluralismo jurídico 

El estudio de la efectividad de las nannaa se vuelve particulannente com­
plicado en los casos en que subsisten, o bien distintos sistemas jurídicos en. 
el mismo territorio, o bien nonnas que, perteneciendo a un mismo sistema 
jurídico, se enfrentan con nanuas contradictorias provenientes de distintas 
autoridades. O bien cuando el derecho escrito se enfrenta al consu~tudina­
rio. En efecto, ¿en qué casos se hablará de efectividad o ¡nefectividad, y 
respecto de cuáles de las noanas? El tema merece un estudio especial, 
particularmente en nuestros países, donde tenemos fenómenos que van 
desde la existencia de amplios territorios gobernados por fuerzas guerrille­
ras que son delincuentes para el orro sistema jurídico, hasta comunidades 
indígenas que reclaman respeto a sus costumbres ancestrales, que a veces 
constituyen delitos para el sistema dominante. Es el conocido caso del uso 
de hongos alucinógenos en amplias comunidades mexicanas. 

20. La eficacia del derecho 

Este concepto no tiene nada de simple. La remisión a las intenciones del 
legislador, que aparece como la primera idea tendiente a su definición, 
resulta precisamente lo más cuestionable. En efecto ¿a qué remite la 
"intensión" de los sujetos? ¿A la voluntad? ¿A la exposición de motivos 
de la ley? ¿A las '''funciones'' del derecho? La respuesta no es simple, aun­
que algunos ejemplos puedan hacerlo aparecer así. 

" ... la eficacia puede definirse como la realización de los objetivos de la ley. 
Una ley puede ser eficiente pero no eficaz. Un primer ejemplo sancionando 
a todos los drogadictos sin lograr disminuir el tráfico de drogas; un segundo 
ejemplo: facilitar el acceso a los tribunales sin disminuir la desigualdad de las 
partes en el juicio "',"O 

En este ejemplo, muy didáctico,la idea es clara: la prevención de los drogadictos 
no puede tener otro objetivo que combatir la drogadicción y sus secuelas de narcotrá­
fico. Sin embargo,lasleyeslaborales ¿tienen como "intención" proteger los intereses 
del proletariado? ¿Cuál es el objetivo de las leyes norteamericanas contra los indocu­
mentados mexicanos? ¿Proteger a los obreros locales o presionar a México para que 
abandone su política internacional respecto a Centroamérica? 

40 Volkmar Gessner, "Eljursita-sociólogo frente a las políticas legislativas" cn 
Actualidad de la Sociología del Derecho, Ed. Uníversidad del Pllis, Vasco, Bilbao 
1986, p. 111. 
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El problema de la eficacia de la ley tiene que ser abordado, antes que 
nada, desde la perspectiva de distinguir entre el discurso expreso de la ley 
y/o el legislador, y las funciones que cumplen las nonnas de que se trate. 
Diremos que habrá eficacia subjetiva cuando se compruebe que se cum­
plen, total o parcialmente, las expectativas explicitadas por la ley y/o el 
legislador. Y diremos que habrá, eficacia objetiva cuando se cumplen las 
funciones de las nonuas de que se trate, confonne a un erite,rÍo indepen­
diente del discurso explícito de la ley y/o el legislador. 

Puede decirse también, que la eficacia consiste en la producción, por 
los ciudadanos o los órganos estatales, de unas conductas que no son las 
pennitidas, prohibidas u obligatorias. En efecto, la producción de estas 
conductas constituye la efectividad de las nonnas, mientras que su eficacia 
tiene que consistir en otras conductas, pues de lo contrario no habría dife­
rencia entre efectividad y eficacia. Por lo tanto, ya sabemos algo: la efica­
cia de una nonna consiste en la producción de unas conductas que no son 
las descritas en la ley. La tarea sociológica es, ent~nces, llegar a la descrip­
ción de esas conductas que se esperan o deberían esperarse si la ley ha de 
cumplir SU función. 

21. Eficacia 8Ubjetiva 

Toda edicción de leyes tiene un objetivo político, en el sentido amplio de 
la palabra: intenta "dominar", esto es, que los ciudadanos produzcan cier­
tas conductas. Que. esto suceda o no, es motivo de que la ley se califique 
o no de efectiva, como hemos visto. 

Pero la producción de esas con~ctas constituye sólo un efecto inme­
diato., mientrc:.s que lo que se espera es otra cosa: o una modificación, o 
una solidificación de las relaciones sociales existentes. En el ejemplo de la 
represión de drogadictos, el efecto inmediato --efectividad- es la aplica­
cÍón de condenas a los consumidores finales de estupefacientes; pero lo 
que se persigue es una modificación de la situación, retirándolos de circu­
lación y por lo tanto dejar a los narcotraficantes sin mercado. La modifi­
cación consiste entonces en la supresión de una mercancía. La legislación 
que regula la creación y el funcionamiento de los sindicatos es eficaz si los 
miembros sindicalizados producen las conductas establecidas por la ley 
para crear priinero, y para hacer funcionar después, esas organizaciones. 
Pero éste es el efecto inmediato -efectividad-, mientras que lo que se 
espera es fijar, consolidar, ciertas conductas de los obreros, que estos 
producían con anterioridad a la ley, unificándolas ahora en un sistema de 
pautas que, objetivo no confeso, permitan el control de sus actividades. 

Diremos, por lo tanto, que la "intención" o las expectativas del edic­
tor de las nonoas, consisten en la representación de cierta modificación o 
consolidación de relaciones sociales. Usaremos "modificación" como 
incluyente de "consolidación". Esta "representación", por 811 parte, existe 
en el discurso del legislador y de la ley misma. En concreto, en los debates 
públicos, periodísticos o legislativos, y en el texto de la ley, ya sea en la 
expOBición de motivos, ya sea en el articulado mismo. 

Esto quiere decir que las expectativeu del legislador sólo pueden inves-

--- -----.. ----------rr--
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tigarse COmo análisis del discurso. Pareciera una tarea de la Semiología 
Jurídica. En cambio investigar la eficacia -subjetiva- es una tarea socio­
lógica, que consiste en contrastar los "hechos" -relaciones 8ociales- con 
las "expectativas" explicitadas por el legislador. 

El primer problemas que ahora salta a la vista, es el que consiste en la 
conocida diferencia entre lo que el legislador dice y lo que calla. 

El segundo problema es establecer quién es el legislador para saber 
dónde hay que buscar las "expectativas", 

El tercer problema es establecer si este análisis es semiológico o ,odo. 
lógico. 

El cuarto problema consiste en saber si hay diferencias con la investi­
gación sobre 188 causas de la ley. 

1. Respecto de lo primero, lo que en realidad está planteado es cono­
cer la '\rerdadera intención" de quien legisla. Esto, desde luego, puede ser 
una discusión infinita y transida de posiciones políticas, que sólo podría 
zanjarse con la aceptación -creo que impOBible de conseguir- de un crite­
rio objetivo, que no podría ser otro que el de la función de las normas, que 
nos remitiría a la eficacia objetiva y a la Teoría Sociológica del Derecho. 

Es decir que una ley sería eficaz, subjetivamente, si se produjeran las 
modificaciones esperadas en las relaciones sociales. Pero ¿dónde hahrÍa 
que huscar lo "esperado"? En el discurso del legislador. Pero lo esperado 
¿es lo dicho o lo no dicho? Pienso que una investigación de este tipo sería 
apasionante, aunque no creo que pudiera arrihar a resultados universal­
mente aceptables. Lo cual, por otra parte, no le quita legitimidad. 

2. Esta investigación acerca de las expectativas, en segundo lugar, tra­
tándose de un discurso, requiere una definición del emi,or. ¿En el texto 
emanado de quién hay que huscar las expectativa,? Porque tratándose de 
una investigación empírica no valdría hablar de "cl~es sociales" por ejem­
plo. Y una investigación exhaustiva tampoco podría quedarse en el discur­
so oficial de un partido político, sino que debería arribar al estudio del 
discurso de individuos concretos. Nuevamente, se trata de una cuestión 
que deberá decidir el investigador en cada caso concreto. Y tal decisión 
dependería de los objetivos que se planteara. Si se tratara, por ejemplo, 
de criticar al partido hegemónico, bastaría con remitirse al discurso de su 
legislador o a las resoluciones de su comité central, para mostrar una even­
tual disparidad entre las expectativas y las modificaciones realmente pro· 
ducidas. Pero si se tratara de criticar a la línea hegemónica del partido, 
habría que recurrir a 108 individuos en concreto. 

3. Si, finalmente, la eficacia subjetiva no puede establecerse sino a 
partir del análisis del discurso, ¿se trata de un trabajo de semiólogos o uno 
de sociólogos? Sin duda que la tarea de investigación en las conductas _3 

propia de sociólogos. Pero ¿lo es también la investigación acerca de los 
discursos? En realidad se trata de una colaboración, y del aporte que a la 
Sociología Jurídica pued. hacerse desde estas nuevas disciplinas que recia· 
man al discurso como su objeto propio. Lo cierto es que la comprobación 
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de la eficacia subjetiva consiste en la con1ratación en1re las expectativas y 
las modificaciones comprobables en las relaciones sociales. 

4. ¿Qué diferencia habría en1re investigar por qué la ley dice eso, e 
investigar las expectativas del legislador? Desde un punto de vista, ninguna. 
Pero podría decirse que la investigación sobre la eficacia subjetiva de una 
ley, requiere investigar las expectativas en el discurso en sí mismo; sería 
una investigación inmanente. En cambio la investigación propiamente 
sociológica sobre la causa de la ley, requiere el estudio de su texto pero no 
para saber qué es lo que dice, sino para saber por qué lo dice. Como el 
estudio sociológico de cualquier ideología o discurso. Podría decirse que 
la semiologia está más interesada en lo que no aparece en lo dicho, en la 
producción de sentidos no inmediatamente explícitos. Mientras que los 
estudios sociológicos de la causa de la ley tendrían que explicar tanto 
por qué está dicho lo aparente, como por qué está oculto lo no explícito. 

Creo que esto muestra dos cosas: primero, la necesidad, para los estu· 
dios jurídicos, de atender muy cuidadosamente a las propuestas fonnula­
das desde estas ciencias del lenguaje. Y segundo, que la investigación sobre 
la eficacia de la ley no puede limitarse a la "intención" del legislador, 
como hemos visto que se ha sostenido. 

22. Eficacia objetiva 

En cada vez mayor número de países se dictan leyes de protección a los 
conEUmidores. ¿Cuándo diremos que son objetivamente eficaces? En pri­
mer lugar, corresponderá el análisis de su efectividad; y diríamos que son 
efectivas si ka comerciantes no engaf'l.an al público -obediencia- y si los 
órganos de aplicación imponen las multas a los infractores y reparan los 
perjuicios. Pero la eficacia no puede consistir en la producción de esas 
conductas, sino en otras modificaciones sociales. En el caso, habría que 
decir que esa legislación sería eficaz si produjera un ordenamiento tal en la 
circulación mercantil, que implicara que las mercancías se venden por un 
precio equivalente a su valor. 41 · 

Para llegar a esta conclusión, hemos razonado a partir de un modelo 
de circulación mercantil, en el cual las mercancías circulan en un sentido, 
mien.tras que el dinero lo hace en el sentido contrario en un monto igual 
al valor de aquellas. Aceptado que esto es lo "debido" según el modelo 
teórico, hemos supuesto que en la fonnación socioeconómica de que se 
trata, funciona un circuito mercantil que se comporta como el del modelo, 
pero en el que se detecta gran número de desviaciones. Hemos supueSto 
luego, que la amenaza de sanciones contra los eventuales infractores pro· 
ducirÍa una modificación de sus conductas corrigiendo el funcionamiento 
del circuito mercantil. Esta sería la funci6n de tal legislación, que es inde. 
pendiente de cualesquiera expresiones formuladas por el iegislador en su 

41 La explicación acerca de la relación entre contratos mercantiles y "valor" 
como categoría económica, no puede darse aquÍ. 
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discurso. Luego hemos supuesto que una investigación empírica muestra 
que en un 90% de los casos estudiados, las mercancías se vendieron por su 
valor, es decir, las conductas reales estudiadas coincidieron con las coo­
ductas que el modelo de circulación mercantil requería para que éste se 
reprodujera. 

Dicho de otra manera, de toda ley se espera un resuJtado que consiste 
en alguna modificación del "mundo", esto es, de las relaciones sociales 
existentes. Lo que "se espera ", constituye la funcion de una norma, Pero 
decirlo de manera impersonal -"se" espera-, remite a una racionalidad 
inmanente, estructural, de la formación económica de que se trata. Ahora 
bien, como hemos visto, en verdad no hay una racionalidad inmanente en 
la realidad, sino que ésta, las relaciones sociales reales, adquieren racionali­
dad -o irracionalidad- al ser comparadas con un modelo teórico previa­
mente construido. Lo que nos au toriza a decir que el circuito mercantil 
mexicano, por ejemplo, funciona "normalmente", o con "muchas irregula­
ridades", es su comparación con un modelo teórico propuesto como "co­
rrecto ", esto, que contiene, él sí, una "racionalidad inmanente ". Podemos 
decir entonces, que la producción constante de ciertas conductas, es algo 
necesario para la reproducción del modelo. En relación con la formación 
socioeconómica concreta si por hipótesis suponemos que funciona como 
el modelo, podemos decir que una norma que sanciona las conductas 
opuestas a las requeridas por el modelo, tiene como función promover las 
conductas requeridas por éste. Por lo tanto, si la eficacia objetiva consiste 
en el cumplimiento de la función de la ley, la habrá si se comprueba que 
tales conductas realmente son producidas por los portadores de mercan­
cías. 

La racionalidad objetiva, como hemos visto, sólo puede ser proporcio­
nada por una Teoría Sociológica que fonnule modelos, y de la cual forma 
parte la que hemos denominado Teoría Sociológica del Derecho: que una 
norma de un sÍBtema jurídico nacional fuera eficaz, objetivamente, querría 
decir que se ha comprobado la modificación que "debía" esperarse de su 
eff'Ctividad. Lo que "debía esperarse'\ por su parte, no puede obtenerse 
sino de un análisis racional de la estructura de un modelo teórico, y de su 
comparación con la formación económico-social de que se trate. El modelo 
deberá proporcionar elementos para predecir el resultado de la introduc­
ción de una nonna en la fonnación socioeconómica concreta. 

El es1lldio de la eficacia objetiva conforme al método propuesto, tam­
poco deja de ofrecer aspectos dudosos. En primer lugar, porque, como 
hemos dicho, la Teoría Sociológica del Derecho sólo ofrece un criterio 
objetivo' para juzgar acerca de aquellas conductas necesarias para la repro­
ducción del sistema, mientras que es posible que la mayor parte de las 
nonnas no tengan relación, al menos necesaria, con el modelo. Por ejem­
plo, ¿cuál será la eficacia objetiva de la ley que au torizó el divorcio en 
Argentina en 1987? Es obvio que la autorización del divorcio no guarda 
relación directa con el desarrollo del capitalismo. ¿Cómo juzgar entonces 
sobre su eficacia conforme al método propuesto? Desde el punto de vista 
subjetivo, podría decirse que será eficaz si, como se dijo en los debates, 
ello permite la "regularización" de un gran número de parejas que hasta 
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entonces eran concubinos. Pero ¿cuál sería el cr;.terio objetivo? No sería 
descabellado decir que la eficacia de esta ley consistiría en una disminución 
real del poder de la iglesia católica en ese país, o tal vez un avance de la 
ideología liberal que perjudica a la ideología dominante en el ejército. 
Pero, como se ve, esto no tiene nada que ver con la reproducción del capi­
talismo en Argentina. Este problema, otra vez, no puede ser resuelto sino 
en concreto, por el investigador, que habrá de establecer el criterio obje­
tivo que le pennitirá e! eatudio de la eficacia de la ley. En este punto, difí­
cilmente el marxismo tendrá algo mejor qué decir que otras teorías. Pienso 
en el concepto de "'sistema social ", que pennite establecer modelos y sub­
modelos más o menos independientes entre sí, y que podrían brindar 
criterios objetivos. Podría hablarse, en el caso del divorcio, de "sistema 
familiar", y pensar que un modelo del mismo es la pareja monogámica 
reconocida por el estado. Podemos pensar en un "sistema universitario", 
cuyo modelo consistiría, por ejemplo, en la -organización democrática de 
las cátedras, que podría proporcionar un criterio objetivo para juzgar de la 
eficacia de una ley de refonna universitaria. 

Otra dificultad que 'presenta el estudio de la eficacia de la ley , consiste 
precisamente en la relatividad de este concepto, que ha sido puesto de ma­
nifiesto en este intento de razonar acerca del mismo. Lo que hemos llama­
do eficacia subjetiva presentaba graves problemas para establecer las "in­
tenciones" del legislador. Y lo que llamamos eficacÜJ objetiva, por au parte, 
presenta el insalvable problema de que para hahlar de ello, es necesario 
aceptar un marco teórico de -ninguna manera universalmente aceptado, 
además de que el marco teórico aquí propuesto brinda criterios para estu­
diar sólo una pequeña parte de las nonnas de un sistema jurídico moderno. 
Pienso que esta dificultades estarán siempre presentes; y sin embargo no 
parece que ellas vayan a arredrar a los sociólogos interesados en estos es­
tudios. 

23. La eficacia en Keben 

Me parece que el principal incentivo para estos estudiosos, es la tozuda 
insistencia con que Kelsen ha dicho y repetido que la eficacia -un ''míni­
mo" a veces, "general" otras veces- es condición de la valide~ de las nor­
mas jurídicas. Vistas las dificultades del tema, ¿cuál es el concepto de 
eficacÜJ al que Kelsen hace jugar tan importante pape! en su sistema? 

Creo posible sostener que en Kelsen hay dos conceptos de eficacia:, 

a) Una norma es válida si es eficaz 
b) Una nonna es válida si pertenece a un sistema jurídico eficaz "en 

general" o "mínimamente". 

a) La eficacia de una nonna como condición de su validez: 

"Una norma jurídica IlÓlo es considerada como objetivamente válida ruando 
el comportamiento humano que ella regula se le adecua en los hechos, por lo 
menos hasta cierto grado. Una norma que en ningún lugar y nunca es aplica-
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, 
da y obedecida. es decir, una norma que -como se suele decir- no alcanza 
cierto grado de eficacia, no es considerada como una norma jurídica válida. 
Un mínimo de la llamada 'efectividad' esuna condición de su validez".42 

En este texto aparecen las palabras "eficacia" y "efectividad" como 
sinónimos. Pero conforme a nuestra nomenclatura, no hay dudas de que 
Kelsen se refiere a la efectividad, tanto en el cumplimiento como en la 
aplicación. Es de notar el uso impersonal, que se repite en todo este libro, 
pero en muchos otros también, del pronombre "se"; "se" considera ... ; 
y de la forma pasiva, también impersonal, "es considerada", Además, es 
notable que nunca haya ahondado más en ténninos tan imprecisos como 
"cierto grado" o "mínimo". ¿Cuál grado y cuánto de "mínimo"? Kelsen 
deja esta tarea, creo, a los sociólogos del derecho. 

b) La eficacia del sistema como condición de validez de sus nonnas: 

" ... aquellas normas (las de un orden jurídico positivo, a.c.) solamente tie­
nen validez cuando (es decir, mientras) ese orden jurídico sea eficaz".43 

Es decir, para cada norma es verdadero decir que vale si pertenece a un 
orden jurídico eficaz. Obsérvese que esto significa que la validez de una 
nonna depende de la eficacia del orden general. Pero también dice unos 
renglones más abajo, que 

"Un orden jurídico es considerado válido, cuando 8I.IS normas, en términos 
generales y a grandes rasgos, son eficaces, es decir, son fácticamente acatadas 
y aplicadas". 

Esto es, la validez de una norma depende de la eficacia del orden, pero 
la validez puede predicarse de éste sólo cuando BUS normas son eficaces. 
Parece, a primera vista, una petición de principios. Pero creo que no lo es. 

Pienso que hay una clara diferencia entre ambos sentidos del concepto 
de eficacia. En el caso a, se trata, claramente, de la que hemos llamado 
efectividad de las nonnas. Pero en el caso b, se trata de otra cosa; se trata 
de una característica del orden en su conjunto, es decir, según su conocido 
monismo, del estado: porque en Kelsen, "estado" es igual que "orden 
jurídico". Por lo tanto, en el segundo sentido, se trata de un predicado, 
"eficaz ", que se aplica al Estado y no a nOmIas individuales. 

¿Y qué puede querer decir que un Estado es eficaz? Solamente, y sen­
cillamente, que "alguien" ejerce el poder a través de ese orden jurídico o 
estado. Eficacia quiere decir ejercicio del poder. 10 dice el propio Kelsen 
en la página siguiente: 

"Si en lugar del concepto de realidad -como eficacia del orden jurídico- se 
recurre al concepto del poder, el problema de la relación entre validez y efi 

42 Hans Ke1sen, Teoría Pum del Derecho, p. 24. Cfr .• idem, pp. 219 a 225. 
43 Ibídem, p. 224. 
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cacia del orden jurídico, pasa a coincidir con el mucho más corriente de la 
relación entre derecho y poder. Y la solución aquí intentada no es más que 
la formulación ... de la vieja verdad: el derecho, por cierto, no puede darse 
sin poder, pero, con todo, no es idéntico al poder. Es, en el sentido de la 
teoría aquí desarrollada, un detenninado orden (u organización) del poder", 

Es decir, 

eficacia 
~ 

validez 

poder 
l 

derecho 

? 
l 

Estado 

donde la validez depende de la eficacia como el derecho depende del po­
der. Y si el derecho "depende" del poder, ¿de quién "depende" el estado? 
Kelsen siempre ha insistido en que las nonnas son el sentido de un acto de 
voluntad; por lo tanto, también el conjllnto de las normas, que es para él lo 
mismo que el estado, es el producto de una "voluntad".44 

Es decir, "eficacia" y "poder" son ideas parejas de una "voluntad", 
Pero ¿de quién? Me parece que la mejor respuesta es una inspirada en 
Gramsci: del· bloque en el poder. Esto querría decir que estamos frente a 
un "-bloque~" que dispone del "poder", eato-eB,_que consigue la "eficaciaH 

de SU derecho. y me parece que esto es la hegemon{a de Gramsci. O sea 
que lo que en Kelsen es eficacia, en Gramsci es hegemon{a. 0, lo que es lo 
mismo, que la SociologÚl furMica tiene por objeto el estudio de l. hege­
monía_ En lo que sigue trataré de desarrollar esta idea, con el objeto de 
resaltar el interés del tipo de estudios a que está llamada esta ciencia. 

24_ Hegemonía y efic""ia del derecho 

Desde luego que este tema merece un estudio más amplio que c.ste primer 
esbozo. Ahora sólo desarrollaré algunos aspectos de la cuestión. 

En Gramsci la "hegemonía" se construye, y consiste, no en una 
"capacidad" como si fuera una potencia, sino en el hecho de obtener de 
la sociedad en su conjutno, la adhesión a una política, esto es, al conjunto 
de conductas necesarias para producir y reproducir un "bloque histórico ", 
concepto muy próximo al de formación socioeconómica qlie hemos usado 
en este trabajo. Tiene la hegemonía quien conduce o "dirige" una socie­
dad, en el lenguaje de Gramsci. Pero ',dirigir" no es otra cosa que estable­
cer nonuas y conseguir que las conductas de los ciudadanos y los funciona­
rios respondan a ellas. 

En efecto, ¿qué se dice efectivamente cuando se afirma que mediante el. 
derecho ~mediante normas jurídicas- se lleva a cabo o se realiza determina­
da política? ¿Acaso postular o llevar a cabo una política es una actividad dis­
tinta de producir normas jurídicas que expresan esa política? Supongamos 
que el político resuelve llevar a cabo una obra pública. Diríamos ingenua-

44 Sobre la dificultad de este concepto kelseniano, Roberto J. Vernengo, "Fun­
ciones normativas y voluntad de signo" en Crítica, nÚm. 44, p. 27 Y 88. 
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mente, que la oIra realizada es el cumplimiento efectivo de la meta política 
estahlecida. Pero su realización por el político no consiste sino en lograr que 
un conjunto de normas sean promulgadas y aplicadas. En otros términos, 
que la conducta de ciertos hombres se ajuste a las precisiones que se van 
estatuyendo".4s 

"El político" o "el quién" ejerce la hegemonía, es, en Gramsci, un 
sujeto colectivo, aun cuando la emisión concreta de la nonoa esté a cargo 
de un au tócrata unipersonal. La hegemonía implica, entre otros, a los in te· 
lectuale6 que elaboran una filosoffa que Se convierte en "sentido común" 
introyectada en la conciencia de los individuos. Aquí, nuevamente el 
derecho: las nonnas constituyen el elemento más importante en la cons~ 
trucción de la hegemonía, puesto que es la fonoa que la "filosofía" ad­
quiere, en concreto, en la conciencia de los hombres; se trata de lo que 
deben o no deben hacer. Por lo tanto, investigar si lo hacen o no es inves­
tigar si se ha construido o no, si está en crisis o no, la hegemonía de ese 
"alguien" o bloque o grupo en el poder, sobre los otros grupos. Y en eso, 
como hemos visto, consiste la SociologÚl Jurídica: en investigar si las con­
ductas de los hombres se ajustan o no a las nonnas. Dicho de otro modo, la 
hegemonía es el ohjeto propio de la Sociología Jurídica. 

Esto es plenamente coincidente con la posrura ética de Kelsen, quien 
parece decir: quien quiera justificar su ejercicio del poder -su hegemonía, 
diríase con Gramsci-, que no recurra ni a la ciencia ni a la naruraleza (de­
recho natural); que husque la eficacia de su derecho, esto es, el consenso; 
no hay ningún otro título para ejercer el poder. De allí la centralidad de 
la idea de democracia en Kelsen: finalmente, la democracia es la forma ju~ 
rídica del consenso; o de la hegemonía, digamos ahora. 

La idea de hegemonía implica un concepto, si no contrario, al menos 
diverso, que es el de fuerza o represión. Quien ejerce la hegemonía no usa 
la fuerza sino como último recurso. Podría decirse por lo tanto, que hay 
una diferencia fundamental entre hegemonía y eficacia, ya que este último 
concepto incluye lallftplicación de la ley por la fuerza. Esto, si es cierto, lo 
es sólo en parte. En primer lugar, porque la aplicación de la ley por la fuer­
za es efectividad y no eficacia. Corresponde al primer concepto de eficacia 
en Kelsen: al concepto de eficacia de las nonnas individuales. 

En segundo lugar, porque la eficacia en sentido propio ---el segundo 
sentido en Kelsen, el que se refiere al Estado u orden jurídico en su COD­

junto-, implica precisamente el conse1l$O otorgado por los ciudadanos a 
la aplicación de la ley por la fuerza. De lo contrario, hay dictadura o auto­
cracia, yeso constituye crisis de la hegemonía. Quien tiene que recurrir 
a una fuerza que es rechazada, resistida o solamente repudiada por los 
ciudadanos, ha visto entrar en crisis su hegemonía; debe reconstruirla, 
construir otra, o bien está condenado a dejar de ejercer el poder. 

De manera que puede afinnarse, al menos como primera aproxima­
ción, la similitud, si no la identidad, entre la eficacia de Kelsen y la hege-

4S Roberto J. Vernengo, "Derecho, política y moral", ponencia del III Colo­
quio Nacional de Filosofía, Puebla 1979. mimeo, p. 10. 
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manía de Gramsci. Si esto fuese así, tendría que ser posible decir que en 
Kelsen las nonnas de un sistemB: jurídico son válidas, esto es, que deben 
ser ohedecidas46 y aplicadas las nannas establecidas por un legislador47 

si éste tiene la hegemonía en una sociedad. Y me parece que sí puede de­
cirse. Y que esta es la interpretación correcta de lo que podríamos llamar 
"teoría de la revolución H en Kelsen.48 

De la misma manera, tendría que ser posible decir acertadamente, que, 
en Gramsci, el bloque en el poder construye la eficacia de un sistema 
nonnativo que ordena las conductas de los miembros de la sociedad; es 
decir, que 108 dirige. Y creo que sí es posible decir que esto no tergiversa' 
a Gramsci. Si todo esto es así, los estudios de la Sociología Jurídica sobre 
los efectos de las nonuas son el- tipo de estudios políticos que penniten 
fonnular proposiciones científicas acerca del ejercicio del poder en un país 
concreto. De allí que Scarpelli se preguntara si la Sociología J urfdica no es 
una parte, importante parte, de la Sociologr'a Política. 

Pongamos algunos ejemplos con el objeto de mostrar el tipo de estu~ 
dios y de conclusiones que implicaría aceptar una tal concepción de la 
Sociología Jurídica. 

46 Este "deber ser" pertenece a la ciencia jurídica, no a la ética o a la fil080~ 
fía. Kelsen nunca ha dicho, como se creído leer, que el derecho debe ser obedecido 
por el s610 hecho de serlo. Lo que sí dijo es que 108 juristlU aceptan que deben apli­
carse las normas válidas. Y Kelsen precuamente lo que hace es combatir esa actitud. 
Lo que Kelsen dice es que 108 juristas, por el hecho de conocer las normas que deben 
aplicarse, además, quieren decirnos que son buenas., que "deben ser", saltando su~ 
brepticiamente de la ciencia a la política. No hay que confundir el significado ético­
político dc lo debido, con su significado simplemente jurídico. 

47 Por "un legislador" entendemos aquí el "alguien" que de intento ha quedado 
fuera de las consideraciones de este trabajo. Detenninar quién ejerce el poder, quién 
tiene la hegemonía, no es objeto de una SociolOgÍa Jurídica, si bien los resultados de 
ésta bien podrían ser los que sirvan para saber quién tiene eyegemonía. 

48 En esto que denomino "la teoría de la revolución" de Kelsen (véase Teoría 
Pura del Derecho, ed. cit., pp. 60 y 217 y 88.), es donde adquiere completa inteligibili­
dad esa casi enigmática y casi siempre incomprendida doctrina de la eficacia como 
condición sine qua non (no per quam) de la validez. Kelsen, con ésta, no hace sino 
describir el hecho de que "se" -siempre impersonal para dar cabida al problema que 
Gramsci llamó "hegemonía" e "intelecbJales", juristas en el caso- considera que 
quien puede hacer cumplir su derecho es quien "tiene derecho" a legislar. Los meca­
nismos sociales o aparoto8 de hegemonía se encargan de la legitimación del poder. y 
los grupos revolucionarios, como las clásicas guerrillas latinoamericanas, lo que inten­
tan cs hacer obedecer sus normas, por ejemplo, reprimiendo a quienes desobedecen 
un boicot por ellas decretado al transporte, como ha sivo varías veces el caso del 
FMNL dc El Salvador. O como es el intento de Reagan con la contra nicaragüense: 
ejercer el poder, es decir, obtener la eficacia, en un pequeño sector nicaragilense, para 
justificar un reconocimiento diplomático y un irunediato tratado de "ayuda mutua" 
con el pretexto de que hay allí un estado-derecho eficaz, en el lenguaje de Kelsen. 
y lo que el gobierno nicaragilense intenta, es decir, impedir el asentamiento de la' 
contra, es la mejor confirmación de lo acertado de la descrÍpción de Kelsen: puede 
reclamar la validez de su derecho aquel que consigue su eficacia. Que es lo mismo, 
creo, que dice Cramsci con lag ideas de "guerra de posiciones", "hegemonía", "inte­
lectuales", "bloque en el poder", "crisis de hegemonía", "aparatos de hegemonía", 
etcétera. 
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Supongamos que nos encontramos en un periodo de alza en la lucha 
de clases, y que sucede una ola de tomas ilegales de fábricas en demanda 
de aumento, generalizado, de ,alario,. ¿En qué medida es e,to peligro,o 
para el gobierno? La re'pue,ta ,ería distinta según que un e,tudio de 
Sociología ]urtdica demostrara que en un 90% de 108 casos se desalojaron 
las fábricas obedeciendo la orden del juez, o por temor al despliegue poli. 
ciaco, o finalmente por acción directa del ejéreito y la policía. Y la res­
puesta ,ería di,tinta ,i fue por acción de ,ólo la policía, o de ésta y el ejér­
cito, 0, finalmente, si hubo que recurrir a éste exclusivamente, y distinta 
si se recurrió a las ametralladoras o no. 

Si el desalojo se produjo en el 90% de los casos por obediencia al juez, 
habría que decir que la hegemonía está casi intacta cuando el gobierno 
mantiene el consenso necesario para que se respeten estos aparatos de he­
gemon ía que son 108 tribunales. Pero habría que decir, por el con traria, 
que BU hegemonía ha hecho crisis si ha tenido que recurrí al ejército para 
el desalojo. Se habría tratado, éste, de un estudio de Sociología Jurídica 
sobre la efectividad de las normas, con conclusiones sobre la hegemonía, 
de gran significación política. 

Si un estudio de Sociología Jurídica mostrara fraudes en un 60% de 
casillas electorales, implicaría un grado importante de crisis de hegemo. 
nía, pero no tanto si sólo en un 20% de los casos hubo protestas violentas 
y en d resto de los casos la conducta de los ciudadanos Se ajustó a los pro· 
cedimientos legales de apelación. Y mucho menor es la crisis de hegemonía 
si un estudio de Sociología Jurídica muestra que en el 90% de los casos en 
que los tribunales rechazaron la apdación, los ciudadanos aceptaron los 
fallos sin producir conductas violentas. 

No obstante la similitud entre las ideas de eficacia y hegemonía, pue· 
den hacerse algunas precisiones. En primer lugar, que la eficacia o inefiea· 
cia del sistema jurídico constituiría el "hecho" más importante para hablar 
de hegemonía en concreto. Porque la hegemonía es un concepto teórico 
aplicado al hecho de ejercer el poder. Pero ¿cuándo sabremos que un 
grupo lo ejerce? Sin duda, la eficacia del sistema jurídico es un dato de la 
realidad que pennitiría comprobarlo, e incluso pueden imaginarse artificios 
técnicos para "medir" la hegemonía. Si esto es así, la ciencia política no 
podría prescindir de esta rama que es la Sociología }ur{dica. 

En segundo lugar, la hegemonía, ¿es efectividad o eficacia? ¿Cuál de 
éstas? ¿Objetiva o subjetiva? En realidad, todos eatos datos hablan de 
hegemonía. Un estudio de la efectividad de nonnas aisladas, es un eshldio 
de eficacia del sistema, ya que éste es eficaz, como vimos, si sus nonuas se 
cumplen. Pero un estudio sobre la eficacia subjetiva, es decir, si las expec· 
tativas explícitas en el discurso del legislador, producen las modificaciones 
esperadas, se trata también de un estudio acerca de la hegemonía, suponga· 
moS del partido al que pertenece el legislador. Lo mismo puede decirse de 
un estudio de la eficacia objetiva. Si un esmillo demuestra que una ley pro· 
duce las modificaciones que racionalmente podían esperarse, si por lo 
tanto esa ley cumple su funci6n, podemos hablar de hegemonía del grupo 
en el poder, por cuan!?, en última instancia, lafunci6n de la leyes promo· 
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ver las conductas necesarias para la reproducción de la formación social, y, 
desde luego, reproducción incluye la permanencia del bloque en el poder. 

Al ténnino de este recorrido, iniciado con el despliegue del concepto 
de eficacia, nos encontramos, con que el concepto gramsciano de hegemo­
nía ha mostrado muchos e interesantes objetos de estudio de la Sociolog(a 
Jurídica, al mismo tiempo que ha permitido también mostrar el núcleo 
''unizador'' de 108 distintos sentidos de la efectividad: la eficacia. Si bien su 
despliegue resulta necesario para orientar las investigaciones, generalmente 
la Sociología Jurídica habla de una sola cosa: el ejercicio del poder. 
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KELSEN y PASUKANIS EN ... 
"UN VALS SOBRE EL PLANETA" 

Teresa MartÍDez Terán * 

El sobre del título va en su sentido más literal, físico, digamos. No se trata 
sólo del "a propósito de ... H o del "acerca de ... ", sino de eso, ,obre: enci­
ma. O en todo caso y en honor a la precisión ¡sobres! como se dice acá. 
Expresión traducible a ¡al ataque!, i8 la carga! Caérle encima a alguien o 
a algo. En este caso el algo es el planeta o el territorio mundial con sus 
océanos. Esto también está dicho en su sentido más directo o denotativo y 
no sólo en tanto que temas de la reflexión académica. La nota aclaratoria 
es pertinente puesto que $e trata justamente de eso: Kelsen y Pasukanis 
a la conquista teórica del espacio mundial, con todo lo que la teoría puede 
tener de pretensiones transformadoras para la práctica. Ah bueno, y la 
danza es la danza. 

Una palabra más. Estas páginas no se inscriben en la polémica de las 
"altas esferas" kelsenianas y marxistas, tal vez porque, como se verá, lo 
que las anima son las bajas. Aunque se puede confesar que esas célebres 
disertaciones acerca de la ideología en Marx y en Kelsen, o los empeños de 
saber cuál de estas dos teorías es la más científica, son algo más que intere~ 
santes, son divertidas ... y a veces temibles. Gajes del matrimonio: cambios 
de golpes semánticos y reconciliaciones candorosas. ¿Y hasta que la muer~ 
te los separe? Que lo diga el avance de la totalización. La empresa es la 
misma: expansión con centralización. Sólo que aquí, tan importante es lle· 
gar primero como-saber llegar. De allí la discusión, el enfrentamiento de un 
proyecto contra el otro, la cooperación mutua en la medida en que un in· 
teréslos aproxima: la implantación del Estado mundial. 

Ante las ampliaciones de los "cercos" capitalista y socialista, va una 
mirada real sobre la "bella totalidad occidental" y una palabra sobre quie~ 
Des, jurídicamente, la justifican. 

* Universidad Autónoma de Puebla 
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1. Kelaen: "una ley sin territorio" 

En Kelsen la ley se revela como lo arbitrario. Es la voluntad de organizar 
socialmente la fuerza en que se funda para aplicarla en forma legal de coer­
ción. ¿En que se apoya el edificio del derechQ? En una suposición. Es de­
cir, nada. Nada de concreto. Nada que la autorice realmente. Una nada 
conforme a la eU,al la legislación de un Estado es considerada válida para 
todos sus ciudadanos. Basta con que los "órganos" de ese Estado juzguen 
que es válida y sean capaces de hacerla obedecer en cierta, medida. ¿Quié­
nes son esos órganos? Los rep~esentantes de la comunidad; no importa 
aquí sí alguien piensa, aprovechando la ambigüedad de Kelsen, que 80n la 
comunidad, pon¡ue para el caso da lo mismo. La misma desfachatez kelse­
niana denuncia la representación como una gran farsa. ¿Y qué es la comu­
nidad? Otra ficción: criatura de la ley. Kelsen se cansa de decirlo en textos 
que, por insignificantes o poco científicos, casi no son tomados en cuenta 
por la kelsenianidad. Formalmente la ley queda fundada. La teoría pura 
del derecho describe esa "realidad " lui generis. Del resto se enaargara el 
garrote. 

Detrás de la ley, la ley. Ninguna otra razón. Ninguna voluntad divina ni 
general. Ningún bien común a realizar por medio de la legislación. ¿ Ylas fanw 
tasÍas ilustradas? ¿El pacto social, la soberanía, el territorio, la población? 
Eso. Personajes. Máscaras. Farándula y carnaval que caracterizan lo polí­
tico. La representación una farsa. La paz una ficción. La comunidad y la 
soberanía, mentiras piadosas. La democracia, el parlamentarismo: hipótesis 
y sofismao. ¿Cómo se llamó raobra? El laberinto de la sociedad. 

Cómo entender entonces que, paralelamente a este teatro cruel -que 
se descubre por sí mismo y del que Kelsen toma nota-, se elabore la Teo w 

ría pura del derecho, texto serio, sistemático, científico; que se porpone 
destruir y superar a sus antepasados, que desdefta lo anterior y desafía 'el 
porvenir sin leyes augurado por el marxismo. Texto que termina propo­
niendo, valientemente, una justificación más para el derecho "único", sólo 
que ahora por oráculo y báculo de la ciencia. Una de dos: o Kelsen se di· 
vierte cuando percibe la oquedad tras la ley, o se resigna frente al derecho 
que considera perenne e inventa una alternativa entre las dictaduras que se 
escurren por esa su primera época. ¿Por qué no las dos cosas? 

Sea COmo sea, la propuesta de Kelsen es una propuesta racionalista 
que apunta a la unificación teórica de lo jurídico y espera que esa unificaw 
ción contribuya a la unidad política del mundo ya la centralización del 
derecho y del poder. En alguna parte él dice que la esencia del Estado es el 
poder, y en todas partes insiste en que Estado y derecho son lo mismo. Su 
cinismo, que pudo haber seducido a unos y escandalizado a otros, tiene 
-en mi muy marginal opinión- un tono extracientífico. Kelsen, no éste 
o el otro, no el primero ni el segundo, sino el único, no es al final tan per­
verso como para hacer correr a los conservadores, ni tan maquiave1ico 
como para servir por siempre a los liberales, ni tan formalista como para 
merecer la furia de todos los marxismos. Un hombre en cuyas manos el 
derecho se vuelve un juego inevitable y, por ello, legitimado. Vía moderna 

------~--
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hacia la concentración del poder valiéndose de los recursos justificativos 
que ofrece la retórica jurídica. Veamos. 

¿Hacia el Estado mundial? 

La nonna jurídica se basta a sí misma. Engloba la condición y la sanción. 
Ueva la pena hasta la hipotética libertad jurídica. Y la Teoría pura del 
derecho advierte: ambas, condición y sanción, están unidas por un lazo 
artificial llamado deber ser. Es sabido que en Kelsen, este deber ser no 
tiene ni pizca de valor ético o religioso. Se trata de una fórmula lógica, 
racional, que en su teoría desempeña un rol cognoscitivo; ayuda a descriLir 
las normas. El deber ser jundico es también un valor relativo y no significa 
ni lo bueno ni lo justo. Habría que deslindarlo de la connotación moral 
que arrastra la palabra deber que sugiere que tal o cual conducta, se esta­
blece porque es la justa o la mejor. En conceptología kelseniana no hay 
buenos códigos ni malos códigos: hay derecho yeso es más que suficiente. 
El código, apoyado en la "coerción socialmente organizada ", se puede dar 
el lujo de despreciar la validez moral universal, mientras pueda convertirse, 
por vía netamente jurídica, en derecho universalmente válido. Lo demás 
vendrá por añadidura: la coerción, actuando física y psíquicamente, con~ 
vencerá a 108 ciudadanos de que, obedecer la ley, si no es mejor, si puede 
resultar más cómodo. Obediencia y transgresión, quedan así encerradas en 
el sacrosanto círculo de la ley. 

Pero sería aventurado deducir de ahí que en Kelsen la nonna jurídica 
está en el aire; que no tiene historia, explicación, o relación con el poder, 
El derecho no está para contarnos sus aventuras pero las tiene. Y Kelsen, 
no afecto a las definiciones funcionalistas del derecho, acepta que la norma 
cumple una función política al definirla como "técnica de control social", 
Lo dice, además: "Todo derecho es político desde que pennite a los suje­
tos que participen-en la voluntad estatal". El derecho no es neutro. Sosla­
yar su función de polizonte es tener parte en la danza. 

Los que como Kelsen saben qué cosa es la "voluntad estatal", no nece­
sitan grandes explicaciones. Rasta leer lo que dice de la representación: el 
uso científico de la ficcíón es correcto a condición de qUf' no se la tome 
en serio: pensar que ahí donde un parlamento es elegido por el pueblo, las 
leyes emanan del pueblo, sería completamente erróneo. Y ni siquiera en la 
la esfera del derecho civil existe la autonomía (T. p. del D. 1960). Lihertad 
y voluntad son conceptos necesarios a la maquinaria jurídica. Sin ellas no 
hay posibilidad de imputar legítimamente la sanción. Detenninismo y libre 
arbitrio, naipes útiles 1 indispensables. cartas que Kelsen juega a lo largo de 
su investigación. Ninguna excluye a la otra, al contrario, se presuponen. 
Una norma no tendría sentido si al mismo tiempo no se inventara a un 
hombre libre, capaz de obedecerla o no; y si junto a eso, no pretendiera 
convertirse en el motivo de su acción. Abstraer la "voluntad" y moldearla 
es tarea de filósofos y teóricos del derecho, y es esa "voluntad" la que jU8~ 
tifica la existencia de la ley y la aplicación de la pena. 

Luego, la invención de una "voluntad colectiva" convertirá al hombre 
en ciudadano y a su soberanía en la soberanía del Estado. ;,Por qué no 
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pensar entonces en una comunidad internacional, cuya voluntad reúna las 
voluntades particulares de los Estados, que legitime el ejercicio de un dere­
cho central y la existencia de un Estado mundial? Kelsen lo piensa. Lo me­
dita. Lo expresa. Lo reitera. Dice que la primacía del derecho internacional 
sobre el nacional es un sofisma que no puede apoyarse en SU ciencia, sin 
embargo lo propone como la solución más afín al pacifismo. Y esto a pesar 
de que sabe, como pocos, que derecho no es sinónimo de paz. ¿Entonces, 
Kelsen valora? El lo. reconoce antes que los kelsenianos. Suei\a, sin preocu· 
parse por ocultarlo, con el Estado mundial. Con esa instancia que engloba­
ría todo el territorio; que asumiría la soberanía universal; que se encargaría 
de dictar y aplicar el derecho en todo el orbe. ¿No será este 8U oscuro ob­
jeto del deseo el que le da sentido a su cientificidad? ¿Se explicaría así su 
ataque furioso a la soberanía nacional? ¿Saldría a flote el móvil del parrici­
dio que comete contra el Estado-nación? ¿Su denuncia de los dogmas jus­
naturalistas de territorio, población, voluntad general, como pésimas fic­
ciones? Atacando este andamiaje por inservible en el mundo moderno, 
Kelsen debilita al Estado nacional y desbroza el terreno para la centraliza· 
ción. Su teoría, que arrancÓ de un supuesto: la norma hipotética funda­
mental, es coronada con un valor: el Estado mundial. Centro absoluto. Ley 
de validez universal. Dogma para profanos cuando la "moral y la religión 
pierden su capacidad de control y de homogeneización. -

"En la misma medida en que el derecho internacional penetre en 
los dominios reservados hasta ahora a los órdenes jurídicos naciona­
les, reforzará su tendencia a regular directamente la conducta de los 
individuos ... se irán formando órganos centrales encargados de la 
creación y aplicación de las normas jurídicas ... Como ocurrió con 
los órganos jurídicos nacionales, la centralización se producirá en 
primer ténnino en el ámbito de la jurisdicción". (1'. p. del D. pág. 
203.) 

y contra mi gusto, unas citas más en consideración a los que no pierden 8ll 

tiempo remitiéndose a las obras: 

"Si la técnica jurídica ,evoluciona en el sentido recién esbozado •.. 
Oa) centralización creciente desembocará en una comunidad jurí­
dica organizada que se extenderá a todo el orbe y constituirá un 
Estado mundial; pero actualmente tal Estado no existe y puede que 
no exista nunca. Solamente desde un punto de vista teórico pode­
mos hablar de un sistema jurídico único que abarque el derecho 
internacional y los órdenes jurídicos". (1'. p. del D. pág. 204. Ed. 
1934.). 
"Sus posibles efectos en el ámbito de la política no le quitan BU 

carácter de teoría pura ... En este 'sentido se puede afinnar que al 
relativizar la noción de Estado y al establecer la unidad teórica de 
todo lo jurídico, la Teoría pura del derecho crea una condición 
esencial para lograr la unidad política del mundo con una organiza­
ciónjurídica centralizada". (1'. p. del D. pág. 224. Ed. 1934.) 

-----:r 
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La misma idea se repite en muchos otros de sus textos, aparece en la 
Teoría comunista del derecho (1955), y no falta en la edición de 1960 de 
la Teoría pura del derecho. Por referencias no paramos. Kelsen deseaba 
la centralización jurídica del mundo. Aceptarlo sólo es problema para 
aquellos que piensan que la cientificidad se práctica fuera del hombre y 
a salvo de toda ideología o estructura deseante. 

Para desilusionarse, si, entusiasmados con el cinismo kelseniano se 
pensó qu~ allí estaba la deconstrucción de todos 108 valores, el desmantela­
miento de toda justificación del derecho. Buen tiro de Kelsen, sutil, afortu­
nado, que por último podría merecer la envidia del sínodo marxista. La 
posición de Kelsen es ventajosa con relación a la de Pasukanis que no podrá 
abordar la centralización con la misma franqueza. El problema, tal como 
se pinta, puede ser explorado en el sentido que se quiera. En las "bajas 
esferas" de mi preocupación, lo que interesa es esto: cómo se ligan ese ata­
que al Estado nacional, la primacía del derecho internacional, la propuesta 
del Estado mundial, y el territorio. 

Otra Ve'Z por l. pirámide ... 

Suponemos que los lectores (si los hay) saben que existe una pirámide kel­
seniana. Que algunos han ido allí para hacer arqueología y otros a pasearse 
por sus alrededores. Que es sabido que esa pirámide se construye con toda 
la legislación y que remata en la nOnna hipotética fundamental. Que con­
fonne a esta nonna, la Constitución política de un Estado se da por válida 
y con ella todo el edificio jurídico. Que se sabe que la eficacia del derecho 
tiene algo que ver con su validez. Que se conocen el aspecto estático (con­
junto de nonuas) y el aspecto dinámico (actos creadores y aplicadores del 
derecho) de esta visitada construcción y ... por último ... que la aclaración 
o supercomplicación de estos temas nutre las dicusiones y los estómagos 
de muchos teóricos en Europa y sus sucursales. 

La función de esta norma hipotética, en tanto que asentada por la teo­
ría, es una función epistemológica. Queda más o menos claro con las dabo­
raciones que Kelsen hace en 1960, porque en el 34 la realidad y la ficción 
en Kelsen se daban la mano con más frecuencia: "Pero eso no significa que 
la ciencia del derecho afinoe la validez de la nonoa fundamental: ella se 
limita a declarar, que si la norma fundamental es supuesta válida, el esta­
blecimiento de la primera constitución y los actos realizados conforme a 
ella, tienen la significación de noonas válidas". ¿Cómo interpretar la rela­
ción de esta hipótesis con la realidad política?- Sé que eso queda fuera de la 
ciencia del derecho y que Kelsen así lo señalaba; no obstante, aclara que 
la teoría presupone la norma, y que el poder político la impone. Aclara­
ción que invita a pensar en cierta relación: políticamente, quien detenta el 
poder, apoyado en la fuerza, funda la ley. La Ciencia traduce esa situación 
en ténninos. epistemológicos como una hipótesis, puesto que Kelsen quiere 
evitar la contaminación del deber ser jurídico con el ser político. De ahí 
arranca la descripción científica del derecho. ¿Qué importa la forma de 
gobierno? Nada. Democrático o fascista, de masas o dictatorial, todo Es'­
tado es un Estado de derecho. De monopolio de la coerción y de ejercicio 
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del poder a través de normas. No es el Estado, como si fuera un dios, un 
ser sobrenatural, ese minotauro del que Kelsen habla en Dios y Estado, el 
que dicta el derecho y se somete a él; el Estado es ya el resultado de una 
actitud normativista. Así como no había derecho bueno y derecho malo, 
tampoco hay Estado mejor o peor, pero, para efectos jurídicos, con que 
haya Estado es más que suficiente. 

Esa norma hipotética da Sentido a lo jurídico. El resto, lo empírico o 

sensible, no tiene importancia a menos de que forme parte del contenido 
de las normas jurídicas. ¿Y que sentido tendría el derecho si sus telas de 
araña no eshIvieran destinadas a envolver a la naturaleza (hombre inclui­
do)? Ninguno. En Kelsen, el ~'antihegeliano", el espacio es justamente eso, 
material empírico que deviene territorio cuando es organizado e interpre­
tado de acuerdo con la ley. 

Se trata de una visión nonnativista del espacio físico en el que no hay 
lugar para el punto de vista histórico. Es una respuesta técnica a las dificul­
tades de unidad y de coherencia que presentan los Estados modernos una 
vez rebasado el momento de su constibJción y frente al colonialismo que 
persiste. No hay más "tierra de nadie", sin embargo, los problemas de ex­
pansión, de pérdida de territorio, de colonialismo (interno y externo), de 
invasiones, de pueblos que reclaman la autonomía sobre su espacio geográ­
fico, de migraciones y despojos, no tenninan ... Desde el punto de vista 
jurídico es importante determinar qué ley va a valer en cuál lugar. La teo­
ría resuelve y justifica. Kelsen dice: el territorio llega hasta donde llega la 
ley. Es decir, el territorio de un país se extiende tanto como su capacidad 
de aplicar sus leyes. Cuestión de fuerza, nada más. 

Es verdad, la tesis kelseniana arruinaba de un golpe ''la annonÍa clási­
ca, según la cual, el grupo humano que está en la hase del Estado, la na­
ción, tiene necesidad de ser fijada sobre un territorio detenninado para 
políticamente existir" (P. Allies, Li.nventión du te"itoire). Pero, casual­
mente, también arruina las acusaciones dirigidas en su contra de que des­
politiza el territorio al considerar que el espacio territorial donde la admi­
nistración se ejerce, es un espacio neutro en el cual lo político habría ce­
dido su lugar a la técnica. Kelsen no distingue entre gobierno y administra­
ción; y en él la tecnificación es una forma de hacer política. Al revés, 
critica de Pasukanis que no acabe de darle juricidad al derecho adminis­
b"ativo. En la Teoría del derecho leemos: La esfera administrativa, COn el 
gobierno a su cabeza .. , es una actividad "de igual naturaleza que la legisla­
ción y la jurisdicción: es función jurídica en sentido estricto ... Entre una 
ley administrativa que, e~tableciendo sanciones obliga a los sujetos de dere­
cho a seguir una cierta conducta .. , y una ley penal o civil, no hay -desde 
el punto de vista de la técnica jurídica ninguna diferencia", El derecho, 
como el rey Midas (para echar mano de una historia que le gustaba a Kel­
sen), vuelve coerción todo lo que toca. En consecuencill, en este terreno 
no hay nada que escape a la aplicación de la fuerza. 

Con Kelsen estarnos en una época en la que Dios ha dejado de regalar 
tierras. El suelo, los continentes enteros, no pueden ser más un regalo de 
los Dioses. Las teorías de las "fronteras naturales" no sacan al Estado mo­
derno de sus apuros. Kelsen fue claro: es la ley la que instituye, define, y 
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da unidad jurídica al territorio. Y este puede ampliarse. o reducirse según 
sea el tamaño del garrote que respalda a la ley. ¿Quién sino ella, con su 
fantasmal presencia, puede unir las tierras y los pueblos que están separa­
dos por océanos y por culturas? ¿Quién más puede separar de un trazo a 
las gentes que hablan una misma lengua y que vienen de una misma raíz? 
La tesis de Kelsen puede no ser siempre útil. Su descaro es un exceso en 
tiempos en los que t04avía es necesaria una justificación más que científica 
de la expansión. ¿Testigos? La doctrina del "destino manifiesto'~ y últimos 
ardides de EVA, la tranBÍonnación de las colonias en departamentos, fir­
ma: Francia, la piratería inglesa en todos los continentes; la construcción 
del "cerco" socialista, y las ciudades africanas de España el pariente venido 
a menos. 

Kelsen da una respuesta técnica, lo que no quiere decir que sea apolí­
tica. El hecho mismo de que este personaje llamado territorio salte al esce­
nario de las realidades jurídicas, tiene que ver con un proceso de agota­
miento de la superficie terrestre, de extinción del suelo apropiable por vía 
de conquista y bajo pretexto de evangelización y de civilización. ¿Cómo 
justificar la propiedad sobre los territorios de ultramar? ¿Cómo legitimar 
las nuevas embestidas? Del lado del capitalismo los adalides de la democra. 
cia están dispuestos a defenderla en el universo entero. Del lado socialista 
están listos a brindar ayuda fraternal dondequiera que el proletariado esté 
en peligro. Y en cualquier caso ... la colonia. 

¿Qué le espera al Estado nacional -ya de por sí un embuste- en me­
dio de ese vals de Occidente? La centralización avanza, Kelsen la diseña 
jurÍdicamente: los Estados que no sean capaces de imponerse por la fuerza, 
no tienen derecho a existir. Y los que existen, deben subordinarse a la ley 
internacional, a la voluntad de "los grandes". Kelsen mismo da un signifi­
cativo ejemplo de la desigualdad que existe en el plano de la internaciona­
lidad: el derecho de veto conferido a las cinco grandes potencias por la 
Carta de las Naciones Unidas. 

y es por el derecho de veto que hoy, todavía, las grandes potencias 
objetan las decisiones de los organismos internacionales que las afectan: 
¿Ejemplo? EUA. Haciendo pedazos la integridad territorial de Nicaragua 
y violando los acuerdos de la Corte Internacional de Justicia de la Haya. 
El vals continúa. Pliegues y repliegues de la batalla: ese sacrificio humano 
permanente al que los europeos y los norteamericanos son tan afectos, y ni 
siquiera con la mística de mantener vivo al sol. . 

El relativismo centralizado de Keben 

¿Lo anterior justificaría un título como el de "Kelsen: una ley sin territo­
rio?" En mi opinión, eso y lo que viene; puesto que el sistema piramidal 
kelseniano se estructura en la subordinación. Cierto que sería absurdo 
imaginar una norma jurídica sin espacio en donde instalar su vigencia. Los 
órganos internacionales no cuentan con un territorio específico, pero ac­
túan sobre los territorios y los individuos particulares. Lo que se presenta 
es dos sistemas de leyes válidas sobre un mismo espacio sin que a ninguno 
se le pueda negar el carácter de jurídico. ¿Pluralismo? ¿Coexistencia de 
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varios órdenes jurídicos? Nada de eso. Sometimiento de la turba al centro. 
La Teoría pura del derecho describe lo que se sabe: las provincias o depar­
tamentos están subordinados a la federación o Estado nacional; y éste gira 
subordinadamente o no (dependiendo de BU fuerza), en la órbita de la 
"comunidad internacional". Es obvio que las negociaciones políticas, fi­
nancieras, etcétera, ~ntre los Estados, tiene que ver con lo que hoy se lla­
ma, muy elegantemente, "asimetría del poder". Las naciones débiles y sus 
ciudadanos, sujetos al eufemismo de la "comunidad internacional", sufren 
las disposiciones de un organismo o de un país que no tiene ningún dere­
cho de propiedad sobre su suelo natural concreto. Kelsen, en un magistral 
ejercicio de lógica, compara la naturaleza humana con la de los peces y dice: 
en la sociedad, como en la naturaleza, el pez grande se come al chico (Qué 
es la justicia). O lo que es lo mismo pero en términos mexicanos (y de 
Elvia): ya encarrerado el gato, que chingue a su madre el ratón. 

La operación es jurídicamente explicable. Y aun cuando Kelsen no 
cree en la honestidad del juego, va a mostrarnos dos cartas para tal justifi~ 
cación. Advirtamos que, se juegue una o la otra, el albur está perdido; con 
el agravante de que no se tiene el derecho de no jugar. Primera posibilidad: 
el Estado se subordina voluntariamente. En este caso cede su soberanía a la 
instancia internacional. Golpe legítimo, puesto que, jurídicamente el 
Estado tiene capacidad para decidir si se subordina o no . Segunda posibili~ 
dad: haciendo uso de 6U soberanía, y conservándola, el Estado incorpora, 
como parte de su legislación, las normas del derecho internacional; las 
impone al interior de su territorio. En ambos casos el derecho intemacio~ 
nal legisla en muchos aspectos el comportamiento de los Estados. Y en 
ambos casos, puro juego de ficciones. La partida es de Kelsen, que nunca 
negó su sueño de que el" derecho internacional llegara a centralizarse en el 
mismo grado que los órdenes jurídicos nacionales. 

"Sólo entonces el derecho internacional habrá rebasado su estado 
primitivo y el Estado mundial saltará de la teoría a la realidad: el 
fin último de la evolución del derecho va hacia la centralización, 
hacia la unidad orgánica de una comunidad universal y mundial 
fundada sobre un orden jurídico. O en otros términos, hacia la 
fonnación de un Estado mundial". (f. p. del D. Edición 1960.) 

Lo dijo en 1934, lo reiteró en muchos de sus textos y en 1960 todavía 
lo sostiene. Es verdad que Kelsen califica la primacía del derecho interna~ 
cional sobre el nacional .de falacia; sofisma equivalente al dogma de la 
soberanía nacional; pero siempre considera, sin probarlo, que es una falacia 
favorable al pacifismo y a la tolerancia. Digamos que, frente a la resistencia 
de la URSS y de otros Estados nacionales, Kelsen tiene el cuidado de no 
exponer su deseo como una conclusión científica. Sin embargo, fonnal­
mente, el Estado mundial es el resultado lógico de su sistema jerárquico y 
unificador (una vez eliminados los dualismos tradicionales de la teoría del 
derecho) que, Kelsen lo confiesa, habrá de saltar de la teoría a la realidad. 
Kelsen, relativista en valores, desconstructor de los absolutos, crítico del 
imperativo categórico kantiano, piensa finalmente en una ley jurídica 

r "OC 
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universalmente válida. Puede discutirse si el Estado mundial se funda o no 
en su sistema y si constituye su punto final. Lo que me parece incuestio­
nable es que lo corona y que corre paralelo con su preocupación de unifi­
car teóricamente el objeto de la ciencia jurídica, con la que, curiosamente, 
coincide en todo momento. Para Kelsen era cosa de vida o muerte: de la 
elección enb'e el proyecto capitalista o socialista, básicamente diferentes, 
dependería quizá la suerte de la humanidad (Teoría comuni3ta del dere­
cho, p. 272). 

Kelsen no arranca la soberanía al Estado nacional para depositarla en 
el derecho; conociendo su tesis de la identidad enue el Estado y el dere­
cho, la soberanía quedaría de cualquier modo en familia. Se trata más bien 
de que el Estado nacional ceda la soberanía a la instancia internacional. 
Queda por saber si esa es la solución a la peste expansienista. Recordemos: 
derecho no es sinónimo de paz, y los renvÍos que Kelsen nos impone hasta 
Heráclito para subrayar la relación del derecho y de la guerra, no son 
anotaciones gratuitas. El parlamento no es verdaderamente representativo. 
La democracia, en el sentido de la participación de todos en la elaboración 
de la ley, no es más que una ficción jurídica. La concentración de la fuerza 
es la relativa solución de los conflictos por la legalización de su aplicación, 
no por la igualdad y la justicia. Kelsen, que sabía tanto de leyes como 
Rousseau, esperaba que su teoría tuviera efectos en lo político, ¿y por qué 
no al revés? Inocentarlo es hacerle poca justicia a su brillante inteligencia 
que intenta elevar el pacto social al tamaño del universo. 

No hay contradicción entre el Kelsen que conoce la farsa que es el 
derecho y el Kelsen que propone una ciencia jurídica que describa esa 
farsa. El colonialismo en Kelsen es un problema nacional y no un conflicto 
internacional. Pero también, si la descolonización arranca territorios, habrá 
que poner en práctica nuevas medidas de sometimiento, siempre por vía 
jurídica y sobre la base del "contrato". Ahí donde las fronteras se plantan 
tercamente y las leyes nacionales deben detenerse, no habrá nadie que 
impida el paso al derecho de la internacionalidad. ¿De dónde vendrá esta 
norma? ¿De qué divinidad? ¿Y el pluralismo? ¿Y el relativismo? Sí, 
podremos creer en Tezcatlipoca, en Buda, en Alá o en el vecino, mientras 
no nos neguemos marchar en la órbita económica y política de Occidente. 

Sobre la norma hipotética nacional, lú internacional. Toda una pirá­
mide para atraparnos en ella cOmo en una tumba. Y el hombre y la natu­
raleza, lo único real y concreto en esta pléyade de ficciones, quedan 
sepultados entre los cimientos. Quién les manda tener el carácter destruc­
tivo que Kelsen supone y con lo cual justifica la destructividad del dere­
cho, porque: la desaparición del derecho -dice- sólo es concebible con el 
asalto audaz a la utopía de una transfonnación radical de la naturaleza 
humana (Socialismo y Estado). Mientras tanto, que el Centro legisle, que 
garantice el orden, que imponga en esta esfera (la terrestre) los derechos y 
las obligaciones a los individuos y a los pueblos, que teorice. La unidad 
política del mundo ... y lo que está separado de muchas formas puede ser 
unido hasta el estallamiento bajo la violencia de la ley. Kelsen se burla. Y 
no hay trampa. Hay derecho y ahorrémonos los pleonasmos. 
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IL Pasukanis: '\ID territorio sin ley" 

En una teoría que no sólo privilegia los derechos privados, sino que los 
erige en la totalidad del derecho, no sorprende la ausencia de referencias 
explícitas al territorio. Menos aún que en las pocas ocasiones en las que 
sale a relucir la tierra, el discurso se muestre contradictorio y el tono 
vacilante. La tierra es algo que, habiendo devenido una mercancía para el 
intercambio, no se deja medir por el tiempo de trabajo socialmente nece~ 
sano invertido en la producción. Igual, con relación a la tierra, las leyes de 
la circulación de mercancías nO andan muy coherentemente, la tierra 
rompe notoriamente la equivalencia del cambio. Y cuando, ya animados, 
saltamos de la tierra al territorio, es sólo para encontramos allí con el 
estado todavía más lamentable que exhibe la "voluntad", pretendida base 
de todo contrato. 

Ni el hombre que endomingado asiste al tianguis, ni el pueblo al que se 
le obliga a ceder su territorio, podrían avalar a carta caballa idea de que el 
contrato es un acuerdo de voluntades. Kelsen lo sefiala cuando denuncia la 
"autonomí," como una figura meramente juridica, y cuando, al hablar de 
la representación política, la sefiala como una ficción científica que no se 
responsabiliza de la realidad. Sin embargo Marx, Engels y por supuesto, su 
seguidor a muerte Pa8llkanis, hablan de que la libertad, la igualdad y la 
voluntad jurídicas son, por lo menos fonnalment.e, reales, y que corres­
ponden a la liberalidad del modo de producción capitalista. Según esto, 
por lo que respecta a la esfera de la circulación, no hay transa sino cambio 
de mercancías de igual valor voluntariamente aceptado. La acción de 
cambiar habría anulado en BU abstracción, los valores de uso de las cosas y 
las diferencias nalllrales entre sus portadores. 

Pero si esto es ya problemático tratándose de las mercancías que son 
producto del 'trabajo, lo es más si queremos aplicarlo a la tierra. Y en 
Pasukanis, la ambigüedad persiste; porque si, como se sabe, niega que el 
derecho público sea un verdadero derecho, hay momentos en La teoría 
general del derecho y el marxúmo, en los que ve las actividades del Estado 
como proyección de los mismos intereses y conflictos privados. Así el 
territorio podría verse como algo totalmente ajeno al derecho, o bien 
como una prolongación del derecho privado. Si fuera lo último, el terri­
torio sería una mercancía tan enajenable como cualquier otra: explicación 
racional de las transacciones internacionales. Más fácil resultaría ilustrar 
esta teoría con ejemplos: la historia está sembrada de escrituraciones terri­
toriales: desde las hulas papales que regalaban continentes enteros y las 
herencias de los reyes, hasta los tratados internacionales que legalizan las 
invasiones. 

Pero Pasukanis no quiere ir tan lejos. La esfera de la territorialidad 
internacional, es una esfera en donde campea al desnudo la violencia. in­
terpretarla conforme al derecho sería poner en evidencia lo que hay de 
arbitrario y de coactivo en las famosas libertad e igualdad jurídicas. Ciertc 
que los pillajes colonialistas de ayer de hoy y de siempre se sellan con UI 

tratado que constituye su punto final y legal. Pero no es menos cierto qw 
ese acuerdo justificativo va precedido de guerra y de resistencia, de presio 
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Des müitares 0, cuando menos, de negociaciones. Tanto en el caso del dere­
cho privado coma en el del público, la formalidad que legitima es la mis· 
ma. Aún así, para Pasukanis, resulta difícil conciliar la violencia tan evi­
dente entre los Estados que se arrebatan territorios, COn la idea de que el 
derecho privado -y único posible, según él- excluye la violencia. 

Lo dice: la expansión responde al principio de oportunidad pura y 
simple: es el reino de la llamada razón de Estado. "El Estado, en tanto que 
organización de la dominación de clase y en tanto que organización desti­
nada a llevar las guerras con el exterior, no n~esita interpretación juridica 
e incluso sustancialmente no la pennite H (T. Gral. d. D. Y el Marxismo, p. 
117). Está claro. Según esta teoría la expansión no es un acto jurídico, 
sino de prepotencia. Y las dudas surgen. 

¿Se opone el derecho al abuso del poder? Pa8Ukanis estaba tan ocu­
pado blandiendo sus silogismos contra el enemigo imperialista, que no 
podía dejar de atacar la política exterior del capitalismo. El Estado es la 
prepotencia a secas., al fin que en el proyecto social que él vislumbraba para 
el mundo comunista, no habría Estado. Toda la furia entonces contra el 
expansionisIDo burgués. 1924 no era todavía 1931, el año de la afinnación 
oficial del Estado y del derecho soviéticos. Aquel año no era todavía el de 
las agresiones exteriores de la URSS y de sus "ayudas fraternales", de to­
dos modos, el problema interno involucraba decididamente al Estado y su 
territorio. Y Pasukanis) empeñado en la extinción paulatina del derecho 
y del Estado, ir~istía en negarle juridicidad a la esfera de las actividades 
_públicas. Se explica. El encarna una contradicción. El debe combatir en 
el campo enemigo lo que en su propio campo no puede desaparecer. Fin 
de una utopía. Pasukanis busca una solución y elabora una propuesta: 
combatir al derecho y al Estado del capitalismo y asilarlos, con otro nom­
bre, en el mundo socialista. El derecho queda así reducido al terreno del 
intercambio privado y como siendo propio del modo de producción mer­
cantil desarrollado. 

¿Desviación economicista? ¿Fidelidad a Marx? O simple previsión 
científica: situado el derecho en el campo de las relaciones económicas de 
intercambio capitalista, desaparecidas éstas, desaparecerá el derecho y se 
realizaría así una de las tesis más caras al marxismo. ¿Y el Estado? ¿Qué 
hacer con el temible Leviatán? Pasukanis, que se ha lanzado a fondo contra 
los teóricos burgueses, que, fiel a Marx y a Engels embiste contra el Estado 
explotador y garante de los intereses de una clase, no puede, así en segui­
da, sin más ni más, pasar a su terreno de "transición al comunismo" y pen­
sar ahí la problemática jurídica sin introducir algunos matices: profunda~ 
mente engelsiano, se pronuncia por que el gobierno sobre las personas 
devenga administración sobre las cosas; y las nonoas jurídicas serán en 
adelante re~as técnicas y administrativas; las prácticas penales no serán más 
un castigo, sino reglas de corrección psiquiátrica y pedagógica. Conclusión 
del silogismo dialéctico: nada por un lado, nada por el otro: el Estado y el 
derecho han desaparecido. Ha quedado rebasado "el estrecho horizonte del 
derecho burgués)l. Pero la realidad apremia, y por muy mágico o moderno 
que suene el proyecto pasukaniáno, no va a satisfacer a Stalin. Por muy mar­
xista que parezca la propuesta, y por más autocríticas que se haga Pasuka~ 
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nis, será decretado su fusilamiento. Ningún tiempo presente es tiempo para 
realización de utopías. 

La desaparición del Estado y del derecho se diferirán indefinidamente 
y hasta nuevo aviso. La URSS tiene leyes, y tiene Estado, y tiene necesidad 
de afIrmar su autoridad con toda la fuerza de su milicia. Pasukanis es uno 
de 108 que pagan los platos rotos de un sueño que llega a su fin. 1931 
marca en la Unión Soviética la hora de la verdad: y lo que KeIsen llamó 
anarquía marxista contradictoria con la economía planificada, se defme. 
La mística del trabajo y de la productividad, requieren disciplina, obedien­
cia, efectividad. El colectivismo y la planificación se nutren de la libertad 
individual. El antiestalinismo marxista queda como una bandera hecha 
jirones. El "reino de la libertad", un paraíso a habitar en la última reencar­
nación. La promesa de igualdad, oración consentida de los redentores, es 
el opio del presente. Plomo al ingenuo de Pasukanis. 

¿Se opone el derecho al abuso del poder? ¿No es el derecho violento 
y destructivo por vocación? Pero Pasukanis prefiere decir que He} robo a 
mano annada sólo se encuentra al origen del comercio". Plomo y que 
aprenda. Hay bromas que no están pennitidas y cosas con las que no se 
juega. Si Pasukanis es nihilista, como dice Norbert Reich, lo es no por· 
que niegue el derecho y el Estado, sino porque al proponer una nonnativi. 
dad coactiva "no-jurídica ", niega la vida. se opone a la pluralidad, destruye 
toda posibilidad de ser en la diferencia y ... ¿existe otra? 

Derecho y violencia 

La suerte de Pasukanis se enreda con la de los acontecimientos. Yen la de 
éstos está el territorio. Antes, algunos afios antes de que lo obligaran a re­
conocer sus propias tesis como un "disparate oportunista", él expone su 
concepto de derecho: el derecho son las mismas relaciones de intercambio: 
la alienación libre de productos equivalentes. "El reconocimiento mu tuo 
entre los propietarios de mercancías sustituye el despliegue de fuerzas 
personales que caracterizó la apropiación privada natural, orgánica, em­
brionaria ... en el origen". De acuerdo con esto, la violencia se encuentra 
en el origen y si queda algo de ella, ese algo se halla en la esfera de la. 
relaciones públicas, Abandonemos entonces el territorio y vamos a '10 
jurÍdico" para ver allí que pasa con la tierra: "La lucha de clases ha fre­
cuentemente provocado en la historia una redistribución de la propiedad 
así como la expropiación de los usureros y de los grandes propietarios 
terratenientes", Y en ese momento Pasukanis llama a Engels para que ven­
ga en su ayuda: "Tan es así ... que desde hace tres mil afios no ha podido 
mantenerse la propiedad sino es por medio de la violación de la propie­
dad". ¿Y las leyes del mercado? ¿Y el intercambio pacífico de esta mer. 
cancÍa llamada tierra? 

Aun así, frente a la idea de que el derecho excluye la violencia, la 
actitud de Pasukanis no es tan enfática como la de algunos marxistas que 
lo han seguido. Las contradicciones le obligan a bajar el tono de su afirma. 
ciúu. El dk~ ··.-,llte, que la relación jurídica no presupone por naturale-
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za un estado de paz. Y no es casual, que cuando lo menciona sea el derecho 
internacional (que no era estrictamente derecho) el que viene a colación: 

"El derecho y lo arbitrario, estos dos conceptos aparentemente 
opuestos, están ligados en realidad muy estrechamente ... El dere­
cho internacional moderno comprende una muy buena parte de 
arbitrario (represiones, represalias, guerra, etcétera ... ). No es una 
paradoja, puesto que el derecho es, como el intercambio. un medio 
de comunicación entre los elementos sociales disociados" (T. Gral. 
del Der. y el Marxismo, p. 115). 

Si hacemos por ahora abstracción de la contradicción no resuelta en 
estos párrafos respecto a, si el derecho internacional es o no derecho, y si 
el derecho privado, a pesar de ser coactivo, es o no arbitrario, queda una 
peligrosa aproximación entre Kelsen y Pasukanis cuando éste admite que, 
el orden jurídico artificialmente creado es lo único capaz de ligar a los 
productores aislados (r. Gral. del Der. y el Marxismo, p. 97). Pero tam­
poco habría que exagerar esta similitud mientras Pasukanis diga que esa 
disociación entre los individuos, puede ser superada con la economía 
planificada y racional del modo de producción comunista. 

Según esta teoría, antes de la burguesía no había propiamente hablan­
do derecho. Después de ella, increíblemente menos. El momento jurídico 
queda constituido por las relaciones de producción mercantil-capitalista. 
Es este momen~o económico el que vuelve posible la universalización de 
las formas de valor y jurídica al grado de abrazar objetos que no son 
productos del trabajo. ¿Un ejemplo? La tierra. Y hay otros, de peor gusto, 
como la compra-venta de esclavos, que pese a la periodización marxista de 
la historia, subsistió en pleno siglo XIX. Pero no se tra ta de eso, Pasu­
ka rus habla sólo de la tierra y de la trata de secretos militares, y no 
tiene empacho para decir que aunque estas cosas no sean producto del 
trabajo, se miden con el mismo criterio de valor que las demás mercan­
cías. Pero. . . ¿con la ayuda de qué vara se va a medir el valor de la tie­
rra? ¿Qué cantidad de trabajo nos va a dar el precio del territorio? ¿Pen­
saremos nosotros, como Platón y Aristóteles, que la guerra como la agri­
cultura son ocupaciones honestas y un arte de la adquisición?, Entonces 
podemos ponernos de acuerdo: que la tierra y el territorio valgan lo que el 
trabajo invertido en su despojo más las costas y gastos de la operación 
comercial que la legaliza. 

¿Ahsurdo? Totalmente de acuerdo. Y yo empezaría por desterrar 
aquello de que "el robo a mano annada sólo se encuentra al origen del 
comercio". Y encima, después de establecer esas brillantes periodizaciones 
y de darle a cada época las categorías conceptuales que les corresponden, 
se niega, a nombre de la epistemología, el derecho de yuxtaponer prácti­
cas y ténninos que han quedado tan bien delimitados por la teoría marxis­
ta de la historia. Sí, seguramente es cama alguien ha dicho, que el salvaje 
se distinguía del hombre civilizado en que éste intercambia productos y 
aquél se los apropiaba, los detentaba -sin ser propietario. Argumento origi­
nal: sirvió a los intereses de la conquista, esruvo presente en las elucubra· 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



122 

ciones de Salamanca, justificó el saqueo, legitimó el despojo de continen­
tes, legalizó la reducción de pueblos a la esclavitud, al cristianismo y a 
la muerte. Negar 108 derechos a 108 pobladores originarios, primer impera­
tivo ideológico para la entrada política de la "civilización" y del otor­
gamiento jurídico de 108 '~jUst08 títulos". Entrada que inaugura las eras 
jurídicas, verdaderamente jurídicas de los europeos. No, esto no 6S vio­
lar la epistemología, esto es violar el alma y el cuerpo de millones de' 
seres con la aplicación" etnocéntrica de un garrote en todo el orbe. 

Pero, E4 a pesar de todo, derecho y fuerza no respetan ningún periodo 
histórico, y si pese a 108 "contratos" socialista y capitalista, derecho y 
fuerza no sólo se yuxtaponen sino que no se abandonan nunca, cabe sos­
pechar, en plan de legítima ofensa, de todos aquellos que han justificado 
la coerción legal, e incluso o con más razón, de 108 que sin decir que el 
derecho es hueno o justo, lo han plantado como necesario, como "mal 
menor", Primero: porque no se prueba que el derecho sea el remedio a la 
destructividad y al ahuso de la fuerza; segundo: porque olvidan decir que 
el derecho es un "mal menor" para algunos pero un mal infinitamente 
mayor para millones de otros. Un montón de genocidios, juridicamente 
ejecutados, 10 garantizan. 

En Kelsen, l. expoliación invadía tanto la esfera del derecho público 
como la del derecho privado. Todo derecho es coerción y todo derecho 
es político en la medida en que permite o niega la participación en la 
voluntad estatal. Nada de eso se oculta. En Pasukanis la subordinación 
se encuentra en la relación laboral que se da en el terreno de la producción 
y en la arbitrariedad de las relaciones públicas. Ello vuelve todo el derecho 
privado capitalista pura igualdad, cierto que defectuosa, puesto que es la 
igualdad para conquistar la desigualdad, pero igualdad de todos modos. 
La magia dialéctica reauelve cualquier problema: por su apariencia formal 
de igualdad, el derecho burgués es injusto, por su esencia de igualdad, el 
derecho burgués es el único que ha existido, existe y existirá sobre la tierra. 
Cómo no recordar aquí la ironía de Sala-Molins: "Solamente a la sombra 
de los pretores de la sociedad burguesa capitalista, se realiza plenamente la 
normativización de todas las Cosas. Antes tú podías jugar al ante-derecho, 
contra el derecho y había salidas: la adecuación, si entiendo bien, entre 
nonna y aparato nonnativo~egislanre (código) tiene fecha de ayer en l. 
mañana" (La ley, ¿con qué derecho?). 

El esquema pasukaniano ha puesto a muchos otros marxistas ante la 
misma dificultad: ¡Cómo interpretar las relaciones precapitalistas? ¿Es con 
el derecho moderno que aparece el derecho de propiedad porque él garan­
tiza la libre circulación de los bienes? ¿Qué había antes? ¿Qué decir de la 
relación del hombre con las cosas y con otros hombres? ¿Y los esclavos? 
De ahí esas largas disertaciones sobre la mancipatio y la in jure ce$sio de 
los romanos; el escabroso problema de la esclavitud; la tentativa de saber 
si había antes menos "voluntad" que ahora en las operaciones de cambio; 
el discurso sobre la apropiación real y la propiedad jurídica; las reflexiones 
sobre lo que es originario y lo que es derivado ... Toda una cruzada para 
llegar a decirnos que es sólo con el reconocimiento mutuo entre los propie-
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tarios que nace el derecho "jurídico" de propiedad. Finalmente se tiene 
razón cuando se dice que si se pisa la tierra, se pisa terreno resbaladizo. 

Pero eso no es todo. Sabemos que la reducción de lo jurídico al dere­
cho privado capitalista hace decir a Pasukanis que el Estado no necesita 
interpretación jurídica y que incluso no la pennite. Es el dominio de la 
razón de Estado, la conformidad pura y simple con el fin. La conquista, el 
llamado derecho de guerra, la invasión de territorios, son los mismos inte­
reses privados capitalistas y exclusividad del imperialismo burgués. Sin 
embargo, encontramos que al mismo ti.empo no 80n derecho, han asumido 
la fonna de intereses generales que se desligan de 108 intereses particulares 
y se les oponen. 

Intentamos superar la complicación anterior imaginando el propósito 
de Pasukanis: no pennitir la identificacjón de las funciones administrativas 
y directivas con el derecho. ¿No es esa una premisa indispensable en el 
silogismo que él quiere concluir? ¿No hay que suponer eso para poder afir­
mar la extinción paulatina del derecho y del Estado en la sociedad comu­
nista? ¿No había que dejar de pie la función social y nonnativa de direc­
ción, no-jurídica, evidentemente? Veamos lo que el mismo Pasukanis dice: 

'Toda tentativa que pretenda presentar la función social por lo que 
ella es, es decir simplemente como regla organizativa, significa la 
muerte de la fonna jurídica. La condición real de una tal supresión 
de la fonna jurídica es un estado social donde la contradicción en­
tre el interés individual y el interés social ha sido superada" (T. G. 
del D. y el M., p. 86). 

ABí, lo que en el sistema capitalista es explotación y expansión territo­
rial que expresa intereses antagónicos, se llama dirección técnica y adminis­
trativa de los intereses colectivos en el mundo socialista. 

Pasukanis continúa: el derecho no debe ser identificado con el orden 
establecido de autoridad, puesto que el momento fundamental y decisivo 
de lo jurídico queda consti:b.Iido por los individuos aislados cuyos intereses 
se encuentran en el mercado. Es allí que ellos entran en relación por medio 
del derecho. Se llega tranquilamente a la conclusión del silogismo. Desapa. 
recido el aislamiento y la oposición entre individuos, desaparecerá el dere­
cho. Se habrá superado el estrecho horizonte del derecho hurgués. L .. con· 
tradicciones habrán quedado atrás, y con ellas, todas las categorías jurídi. 
cas burguesas, recordemos que no había otras. Pero en efecto, quedarán 
la administración técnica, las reglas directivas de planificación, las prácticas 
psiquiátrica, y pedagógicas de corrección. ¿De qué preocuparse? Nada de 
eso era jurídico. Se nos argumentó con toda claridad y racionalidad que la 
actividad pública del Estado no podía recibir una interpretación jurídica. 

TieITa a la vista. .• 

¿Y qué pasará con el territorio? ¿Dentro de qué límites reinará este orden 
sin ley? ¿Al interior de qué superficie? Porque a estas alturas es imposible 
olvidar que: 
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''La perfección fonual de los conceptos de 'territorio nacional', de 
'población', de 'poder de El!tado', no refleja solamente una ideolo­
gía determinada, sino también la realidad objetiva de la formación 
de una esfera de dominación concentrada, y ante todo, la creación 
de una organización administrativa, financiera y militar real con un 
aparato humano y material correspondiente (Pasukanis: T. G. del 
D. y el M., p. 63). 

Sin ello el Estado no es nada Ni el territorio existiría. Y si el territa-­
no es U(1 concepto jurídico (y por lo tanto burgués, según Paaukanis), que 
serve a delimitar el espacio sobre el cual un orden y un poder se instalan, 
¿habría que decir, en consideración a la lógica, que la frase "territorio sin 
ley" encierra una contradicción en los ténninos? ¡Vaya problema! Stalin 
lo entiende tan bien como Pasukanisj que no se pongan de acuerdo en la 
línea a seguir es otra cosa. Estado o no Estado. Las discusiones están a 
la orden del día. Socialismo mundial o socialismo en un sólo país. Esto 
último, pero sin perder de vista lo primero. La construcción del ''reino de 
la libertad" hace necesario no solamente proteger las fronteras actuales y 
afinnar el territorio soviético, sino expandirse, romper el "cerco capitalis­
ta" e instaurar el "cerco comunista" (Stalin: Informe al XVIll Congreso 
del Partido Comunista de la URSS, 1939). Irse más, mucho más allá de 
donde la vista alcanza. El proletariado debe estar a la cabeza del mundo. 
El Estado socialista tiene que ser mundial. ¡Plomo al iluso de Pasukanis! 
¿Desaparecer el Estado, el derecho y el territorio? ¡Ni de chiste! Ni por 
estrategia teórica ... 

Se intuye. Estas dificultades no son resultado del azar. Aún suponien. 
do que al interior de una superficie donde reina un sistema de interrelacio­
nes personales hubiera desaparecido el derecho, restaría la imposibilidad 
lógica de que el territorio desapareciera. Mientras hubiera Estados vecinos 
los límites serían necesarios; y con las fronteras, criaruras de la ley, subsis­
tiría lo juridico. Si eso no es posible, el camino es otro: la desaparición de 
lo jurídico exige la homogeneización de los espacios; su unificación bajo 
un mismo orden, con lo cual, las fronteras podrán extinguirse en virtud 
de una centralización extrema. La universalización del orden podría, en 
todo caso, hacer desaparecer la categoría jurídica de territorio, pero esta­
ría lejos de garantizar la extinción de la coerción. El derecho va implícito 
en las instituciones de la colectividad, dellrabajo y de la productividad. De 
la colectividad, porque es la ley la que la constiruye; y del resto, porque, 
para decirlo con Jorge Juanes, se mira la libertad desde el trabajo y no el 
Irabajo desde la libertad. Y mientras el trabajo sea la base, la libertad se 
trepa al quinto cielo: imprescindible el código de la producción, imprescin. 
dible la justificación de los que saben: " •.• y si nos fijamos bien, las tablas 
del código y la dictadura de los que saben van siempre de la mano" (J ua­
nes: Los caprichos de Occidente). 

Pasukanis no sólo fue blanco para las balas. Recibió est6icamente las 
críticas de sus camaradas, las de sus enemigos esbirros de la burguesía, y las 
suyas propias. Se retractó, se autocriticó, viró. ¿Superó su "disparate opor­
tun~'":_il''7 Estaba por ver~A nuien"'l hoy crf>cn haber rebasado a Pasukanis, 

n--
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o corrigen y aumentan su versión original, o se adhieren a las mismas 
correcciones que Pasukanis, obligado, se hizo. Buen viraje. Era necesario 
conducir el barco a tierra finne. Era necesario abandonar de una huena 
vez el economicismo y adoptar la concepción nonnativista del derecho. 
Allí está Vishinsky, el teórico que deberá encargarse de limpiar de "anar­
quismo" el terreno y de poner en rota jurídico-científica a la "voluntad de 
todo el pueblo". Kelsen, como siempre, observa Este vasallo de Vishinsky 
le parece un servilista repugnante, su postración intelectual al dictador le 
empuja al vómito, pero sonríe triunfante. La nueva teoría del derecho y 
del Estado soviéticos ha tenninado por aceptar sus planteamientos. Pero es 
ahora que a Kelsen le parece que ha empezado el más descarado oportunis­
mo. Ahora que insostenible la extinción del derecho y del Estado yapunta­
lado su endurecimiento, se echa mano de una teoría que vaya bien con el 
control y la expa~sión. ¡Felices nupcias! 

Quedan, es cierto, algunos antiestatalistas que reniegan de la experien­
cia vivida en la URSS pero que, mantienen el código de la producción y del 
progreso, la mística del trabajo y el mito de la colectividad.. Estos recogen 
las ambiguas ocurrencias de los clásicos acerca de la desaparición del dere­
cho y del Estado y, juspositivistas en calidad de mientras, postulan la 
validez del derecho y sus dones curativos para los males que sufre la huma­
nidad. Cada quien sus dogmas. 

III. El vaho sobre el planeta 

La p"roblemática se va definiendo como siendo la misma en ambos mundos. 
La preocupación: extender cada vez más allá los "cercos capitalista o socia­
lista. Universalidad con unidad; con centro dador de sentido. Estado mun­
dial capitalista o Estado mundial socialista. Siempre Estado. Centralismo 
democrático o democracia centralizada, a escoger. Vals sin fin sobre el pla­
neta. La economía dictando las leyes o las leyes conduciendo la economía, 
o ambas cosas, por qué no. Dios cruzando las fronteras en busca de su 
totalidad. ¡Centralizar! j Unificar! Es el imperativo categórico de los que 
creyeron echarle tierra a Kant. Un derecho único. Un centro legislador 
único legislando con el voto de todos y cada uno de nosotros. ¿No sabrán 
ellos, los artífices de la ley, que el derecho se define por la coerción? ¿No 
han llenado con eso montafias de tratados? ¿Ignorarán que el derecho es la 
destrucción autorizada y ya? Ah no. El derecho es necesario. Dicen. Puede 
no ser bueno o justo, como hubieran querido los filósofos de antes, pero 
es. Y, muy racionalmente, deducen su existencia de una "naturaleza huma­
na" decretada de antemano: el derecho mete en cintura la agresividad y 
destructividad del hombre. Así de lógico. El abuso de poder queda otra vez 
legitimado. La ley, destructiva por vocación, se nos presenta como correc­
tora de la destructividad. Pero a estas alturas, siglo XX cambalache, qué 
importa si el derecho es bueno o no, basta con que pase por imprescindi­
ble: misión de la ciencia. 

De donde sacar la ingenuidad o el cinismo que hacen falta para creer 
que 108 mismos que ayer saquearon y mataron legalmente, y que hoy co­
hran la deuda externa jurídicamente, van mafiana a respetar la integridad, la 
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diferencia y la identidad cultural de los individuos y de los pueblos. Y en 
medio del escamoteo de la historia, ¿qué teórico del derecho pide que se 
restituya lo robado? ¿Quién dice que el cobro (y el pago) de la deuda ex­
terna es un crimen? ¿Quién propone que se respete la diversidad y se le 
deje a cada uno el derecho que tiene de autolegislarse? ¿Quién quiere ab .. 
tenerse de redimir y retirarse a sus habitaciones? Centro es centro. 

Tienen razón. Tienen toda la razón del mundo (Occidental) los que 
dicen que no es esto lo que está a discusión. Lo que se debate en las "altas 
esferas" de la juridicidad es una cosa de vida o muerte: cómo y quién salva 
a la humanidad del caos; porque de la elección del proyecto socialista o 
capitalista depende la suerte del universo. Kelsen lo dice con todas 1 .. le­
tras al final de la Teoría comunuta de' derech ... Y Pasukanis ... cargando 
con la misión histórica de transformar el mundo y liberar a la doliente 
humanidad ... ¿Qué se juega? La centralización. Y lo otro: ¿quién va a 
ocupar el hueco dejado por Dios y por la razón absoluta? Cómo y quién 
son aquí preguntas de tecnócratas. 

Modelo de lógica. Ejemplo de racionalidad. Pero, como se ha dicho, 
dar explicaciones fonnales y racionales es justificar y no probar. Y me 
temo que, aunque nuestro tiempo no sea tiempo de cruzadas, en asuntos 
de leyes, los silogismos siguen llevando "el estoque de la premisa mayor, 
el punal en la menor y no importa cuál bandidaje por conclusión" (Sala­
Molins: La phüosophie de "amonr chez &ymond LuUe). Sí, parados 
sobre los hombros de estos gigantes de la ley se ve más lejos, se aprehende 
el finnamento. ¿A qué hora se echan a la bolsa las estrell .. ? 

~~~~-_ .. _--- _ .... 
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RELACIONES DE TRABAJO Y PROPIEDAD EN EL EJIDO 
COLECTIVO 

jorge Luis !barra Mendivil * 

Introducción 

129 

En este trabajo nos ocuparemos del ejido colectivo, forma de organiza­
ción ejidal que se presenta en algunas partes del campo mexicano con 
características específicas, respecto a otros tipos de tenencia de la tierra. 
Hablar de ejido colectivo en general, significa referirse a una comunidad 
cuyos integrantes realizan las labores productivas en común, y de la misma 
forma detentan y usan los medios e instrumentos de trabajo. Si emhargo, 
la organización colectiva no tiene las mismas características en todos los 
lugares donde existe; a lo largo del país asume diferentes formas, aunque 
se define en lo general por los elementos anotados arriba. Así, encontra­
mos ejidos colectivizados después de haber existido un parcelamiento de 
su superficie, otros que lo son desde sus orígenes, algunos, lo menos, 
que se colectivizan por procesos naturales internos dados en la base ejidal, 
otros a 108 que se les impone esta organización desde arriba por una decisión 
estatal, así como aquéllos donde impera el caciquismo y la diferenciación 
interna, o hien donde no se presentan estos fenómenos, etcétera. 

Las experiencias de colectivización que ha conocido el autor son 
las que todavía se viven en el Valle del Yaqui, en el estado de Sonora, 
y que fueron iniciadas en noviembre de 1976, cuando por resolución 
del entonces presidente de la república, Luis Echeverría, se expropiaron 
38,0000000 hectáreas de riego y 60,0000000 de agostadero, constitu­
yéndose 82 ejidos colectivos en el Sur de Sonora, la mayoría de ellos 
agrícolas y los menos· dedicados a la ganadería; la experiencia se dio 
con los primeros. No nos referiremos aquí a la lucha agraria que const! 
tuye el antecedente de estos ejidos. 

Entrar al estudio de este proceso de colectivización en su conjunto 
presenta algunas dificultades, ya que si bien existen rasgos comunes en 

* Colegio de Sonora, México 
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todos los ejidos creados en la época señalada, tales como el haberse consti­
tuido por resoluciones presidenciales casi idénticas, ejecutadas el mismo 
día, en la misma zona agrícola, con cantidad y calidad de recursos más 
o menos uniformes, condiciones técnicas y crediticias iguales, etcétera, 
se presentan también elementos diferenciales en su composición humana 
que influyen en el interior del mismo. Así por ejemplo el hecho de que 
algunos se constituyen en su totalidad con jornaleros que provienen de 
los sectores más pohres del proletariado agÍ'Ícola, otros eH una proporción 
con auténticos trabajadores del campo y en otra con solicitantes de tierra 
que al momento de la dotación ya estaban dedicados a actividades no 
agrícolas, ya sea como profesores, empleados, taxistas, artesanos, etcétera, 
que en virtud del retraso de las resoluciones positivas tuvieron que em­
plearse en otras actividades diferentes a las del campo; o que teniéndolas 
desde el momento de la solicitud de tierras, resultaron beneficiados con 

. éstas por componendas con líderes campesinos y representantes de las 
autoridades agrarias. 

Tal disparidad de situaciones, presenta problemas para introducirse 
a un estudio global en el que se contemplen aspectos que se pretende 
sean material central de este estudio: el proceso de trabajo dentro del 
ejido, las formas de control de los medios de producción por los ejidata­
rios, relaciones estado-ejido etcétera. Teóricamente ello funcionaría en 
igualdad de circunstancias para todos los ejidos pero en la práctica no 
ocurre así. Tratando de llegar a una mayor aproximación a la reaiidad 
del ejido colectivo haremos una entrada cOnBiderando los rasgos máF 
generales detectables en eL ejido en México, los propios de los ejidm 
colectivos del Yaquí y Mayo en Sonora, y analizaremos un caso concreto, 
el del ejido Chinotahueca. 

• 
Antecedentes de la organización colectiva en 1iféxico 

Los antecedentes formales de la organización colectiva del ejido se encuen­
tran en la famosa .circular núm. 51 expedida por la Comisión Nacional 
Agraria el 11 de octubre de 1922, y en la cual ya se encontraban las bases 
de lo que se entiende ahora por ejido colectivo. Allí se estipulaba que el 
ejido debía organizarse de un modo cooperativo, sustentándose la organi­
zación en los principios siguientes: 
l. Los beneficios se repartirían en proporción al trabajo aportado. 
2. Igualdad de derechos de sus miembros. Todos tendrían un voto. 
3. Carácter revocable de los dirigentes del ejido. 
4.' La explotación sería dirigida por un Comité Ejecutivo de tres miem­

bros elegidos en asamblea, 108 cuales deberían informar anualmente 
de 8U gestión. 

5. Las utilidades del ejido serían distribuidos de la siguiente manera: 
85% para los ejidatarios; 10% para un fondo común y el 5% restante 
para el pago de impuestos, construcción de escuelas, etcétera. 1 

1 Manual Fabila, Cinco ligio. de legillación agraria, BANjIDAL, pp. 391-399, 
México,1941. 

II IV 
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En realidad la circular de referencia no tuvo el impacto propuesto 
y la forma de organización colectiva no prosperó, menos aún si tomamos 
en cuenta que en 1925, el19 de diciembre, bajo la presidencia de Plutarco 
Elías Calles, se expide la ley reglamentaria sobre repartición de tierras eji­
dales y Constitución del Patrimonio Parcelario Ejidal que ordenaba la par­
celación y la adjudicación individual de 108 terrenos de explotación agríco­
la a los ejidatarios. Posteriormente, el código agrario de, 1934 estableció la 
colectivización como una excepción autorizada por <JecretoR e:-;pecífic()~, 
privilegiando la explotación individual de la tierra. 

No fue sino en 1936 que, bajo la presidencia de Lázaro Cárdenas, 
Se impulsaron y crearon oficialmente los primeros ejidos colectivos en las 
regiones de La Laguna (eoahuila), Yucatán, Valle del Yaqui (Sonora), los 
Mochis (Sinaloa), Lombardía y Nueva Italia (Michoacán), precedidos casi 
todos ellos de grandes huelgas de miles de jornaleros agrícolas. Podrá 
observarse que las zonas donde se fonnaron ejidos colectivos eran y son 
primordialmente productoras de frutos agrícolas industrializables y de 
exportación (algodón, henequén, caña de azúcar, etcétera), que por 
razones técnicas hacían más conveniente este tipo de explotación. De 
allí que la experiencia colectivista del cardenismo se diera en forrna de 
enclaves, y no se generalizara en el resto del país. 

La colectivización impulsada por Cárdenas tuvo indudables éxitos en 
sus primeros años, elevándose las cifras de productividad y presentando 
un avance organizativo. Sin embargo, los regímenes posteriores de Avila 
Camacho y de Miguel Alemán, caracterizados por una política de apoyo 
sustancial a la propiedad privada de la tierra y por el poco o nulo apoyo a 
la explotación ejidal, se encargaron de dar al traste con aquel formidable 
impulso organizativo en el campo, que también se vio frustrado por sus 
contradicciones internas y el embate de una economía empresarial. 2 

El desarrollo desigual entre 'el sector ejidal y el privado en el campo, 
así como entre la agricultura y la industria y muchas otras razones 'Iue 
no víenen al caso señalar aquí, enfrentaron al país a una gran crisis agrícola 
de tal modo que a partir de 1965 se tuvieron que importar los alimentos 
básicos de consumo popular como el maíz, frijol, trigo, etcétera. Como 
respuesta, durante el sexenio de Luis Echeverría (1970~76), se impulsó 
una política oficial tendiente a convertir el ejido en unidad de producciqn 
rentable, que se organizara como verdadera "empresa~' con las técnicas 
avanzadas y donde se explotara al máximo y de la mejor fonna sus recur­
sos. Esta política se expresó en una serie de medidas legislativas entre las 
que destacan una nueva Ley Federal de Reforma Agraria (1971), y una 
nueva Ley de Crédito Rural (1975) que privile~ia el apoyo oficial a 
los ejidos colectivos.3 

El apoyo a la colectivización obedecía a razones principalmente técni-

a El proceso de desintegración dc los ejidos colectivos de esa epoca S('" pued{' 
conocer en el libro de Susana Glantz. El ejido colectivo de Nueva Italia Ed. Sep-Inah. 

3 Los magros resultados de la política colectivista del echcverrismo pueden 
verse en Arturo Warman, "La colectivización en el campo; una crítica'" en Ensayos 
sobre el campesinado Ed. Nueva Imagen, ~\léxico, 1980, p. 61. 
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cas, de modernización y productivistas, no teniendo nada que ver con ideas 
socializantes como querían hacerlo aparecer entonces los representantes 
más trasnochados de la derecha. Para convercerse de ello, sólo basta 
conocer las razones que esgrimen los técnicos oficiales en organización: 
"Es incuestionable también que las modernas técnicas de produc­
ción agropecuaria encuentrl:ID su mejor aplicación en extensiones de una 
magnitud relativamente grande ... Desde el ángulo económico se dan también 
una serie de ventajas vinculadás con las economías de escala, como 80n los 
gastos fijos, el diseño y empleo de unidades de maquinaria ~ícola, la 
compra de insumos para la producción ... la asistencia técnica yadministrati­
va... En el ángulo crediticio, que bien puede considerarse dentro 
económico, la confonnación de unidades económicas de producción ofrece 
la oportunidad de incrementar la capacidad de pago, al grado tal, que 
permite la absorción de financiamientos cuantiosos ... cuyos conceptos 
de inversión mejoren la infraestructura básica y, paralelamente, faciliten 
la capitalización del campo mexicano .... " 4 

M-arco jurídico del ejido colectivo 

El ejido colectivo se encuadra dentro de los lineamientos jurídicos dados 
para el sistema ejidal en general. El procedimiento para constituirlo es el 
mismo que para cualquier ejido; las autoridades internas son las mismas, 
lo que lo especifica respecto de. los ejidos parcelados en su organización y 
régimen interno de tenencia. Aquí no se adjudica ninguna porción de 
tierra a cada ejidatario para su uso y explotación personal (La Ley Federal 
de Reforma ·\graria (LFRA) autoriza hasta 2 00 00 has. por ejidatario 
para explotación de huertos familiares cuando se trata de explotación 
co~ectiva), sino que la tierra se explota en común y la maquinaria es, en 
principio, propiedad del núcleo agrario, pertenenciendo por tanto a todos 
los ejiditarios y a ninguno en particular. 

Jurídicamente, y de acuerdo con el artículo 51 de la LFRA, el núcleo 
de población ejidal es propietario de las tierras yaguas que la resolución 
presidencial constituyente del mismo le reconozca a partir de su publi­
cación. La resolución p~ede ordenar el fraccionamiento de los terrenos 
dotados y la adjudicación individual de parcelas a los ejidatarios, quienes 
conservan, en este caso, una especie de usufructo vitalicio de su parcela 
que pueden transmitir por herencia. Por el contrario, la resolución puede 
ordenar la explotación colectiva de los bienes ejidales, no existiendo en 
este caso fraccionamientos. 

La ley no reconoce razones ideológicas o políticas para ordenar la 
explotación colectiva sino fundalmentalmente las de naturaleza técnico­
económico. Ello se desprende del artículo 131 de la LFRA que establece 
los casos en que se determinará esta forma de explotación; a J3her: 

1. Cuando las tierras constituyan unidades de explotación que nO 
sea conveniente fraccionar ... 

~ La organización económica rural. Principios y procedimientos, Banco Nacio­
nal de Crédito Agropecuario, 1976 (mimeo). 

.---..--
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2. Cuando una explotación individual resulte anti-económica o menos 
conveniente por las condiciones topográficas y la calidad de 108 terrenos 
por el tipo de cultivo que se realice; por las exigencias en cuanto a maqui­
naria, implementos o inversiones de la explotación, o porque así lo deter­
mine el adecuado aprovechamiento de 108 recursos. 

3. Cuando se trate de ejidos que tengan cultivos cuyos productos están 
destinados a industrilizarse y que constituyen zonas productoras de las 
materias ptimas de una industria ... 

El presidente de la r~pública es la autoridad encargada de autorizar la 
explotación colectiva total de un ejido, ya sea al momento de constituir 
el ejido, o bien posteriormente, cuando un ejido parcelado decida explotar 
comúnmente sus recursos. 

El régimen legal de la propiedad ejidal, cualquiera que sea su forma de 
explotación, se caracteriza por ser inalienable, inembargable, imprescripti­
ble e intransmisible, por lo que no puede enajenarse, cederse, arrendarse, 
hipotecarse, ni gravarse todo o en parte. Las tierras que se adjudiquen 
individualmente a los ejidatarios seguirán siendo propiedad fonnal del 
núcleo y el aprovechamiento individual termina cuando se ordena y adopta 
la explotación colectiva. 

El beneficiado con la redistribución de la tierra por el procedimiento 
agrario debe dedicarse a las labores del campo y trabajar personalmente 
en ello como única manera de justificar el derecho a poseer una parcela 
o a ser miembro de un ejido colectivo. EL artículo 76 de la LFRA prohibe 
la celebración de "contratos de aparcería, arrendamiento o cualesquiera 
otros que impliquen la explotación indirecta por terceros o el empleo 
de trabajo asalariado" en la unidad de dotación, excepto en los casos 
fijados en el mismo artículo: mujer con familia a su cargo, menores de 
16 años, incapacitados etcétera ... Por otro lado, el artículo 77 sanciona 
a los ejidatarios que violen las disposiciones del artículo anterior, em­
pleando trabajo asalariado. La sanción aplicable será la pérdida de los 
frutos de la unidad de dotación, que quedarán en beneficio de los indivi­
duos que hayan trabajado personalmente. Todo como consecuencia de 
la terminante prohibición del artículo 55 de la ley respecto a la celebra­
ción de contratos de arrendamien to, aparcería y de cualquier otro acto 
jurídico que tienda a la explotación indirecta o por terceros de los terrenos 
ejidales y comunales (con las excepciones ya vistas). 

Por otra parte, el artículo 85 estipula como causal de pérdida de los 
derechos agrarios sobre la unidad de dotación y los que se tengan como 
miembro de un núcleo de población ejidal o comunal, el no trabajar la 
tierra personalmente o con la familia durante dos años consecutivos o 
más, o bien no realizar por el mismo lapso los trabajos a que se esté 
obligado cuando se trate de explotación colectiva. El artículo 87 señala 
que "la suspensión de los derechos de un ejidatario o comunero podrá 
decretarse cuando durante un año deje de cultivar la tierra o de ejecutar 
los trabajos de Índole comunal o aquellas que le correspondan dentro de 
una explotación colectiva, sin motivo justificado ... " 

Resulta claro que al ejidatario se le contempla y constituye como un 
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trabajador directo, a diferencia de otros propietarios o usufructuarios de 
la tierra, que pueden disfrutar esos derechos sin ninguna condición. 

La experiencia ha mostrado que no siempre se cumplen las disposicio~ 
nes que obligan al trabajo de la parcela por el ejidatario, ya sea porque se 
abandonen por improductivas, se arrienden debido a falta de apoyo 
económico o crediticio, o por sus desventajas respecto a la propiedad 
privada. También en algunas zonas del país, principalmente en las de 
riego, sectores minoritarios de ejidatariosllegan a convertirse en miembros 
de la mediana burguesía agraria, retirándose del trabajo directo de la tierra 
y contratando para ello a jornaleros libres. Esta situación, sin embargo, no 
siempre conduce a la aplicación de las sanciones previstas y menos en el 
caso de ejidatarios que han adquirido poder económico y político. 

Esta ineficacia de la ley no es tan fácil cuando se trata de ejidatarios 
de ejidos colectivos, puesto que aquí existe un mayor control, tanto de los 
ejidatarios entre sí, como de las autoridades ejidales sobre éstos, y de las 
instituciones oficiales sobre el ejido; de tal modo que quien no trabaja 
se expone a sanciones o no se beneficia de las utilidades del ejido, en tanto 
que el reparto de ellas se realiza fundamentalmente sobre la base del 
trabajo personal aportado a la explotación ejidal. Por eso en el ejido 
colectivo el ejidatario tiene que trabajar fOrLosamente si quiere henefi~ 
ciarse del mismo. 

El problema de la propiedad 

Un aspecto de capital importancia en el análisis de los ejidos y del colec­
tivo en particular, es el relativo a la propiedad y relaciones de producción 
en el mismo. Sobre este punto hemos señalado lo dispuesto jurídicamente; 
sin embargo creemos, cumo lo hemos dicho en otro trabajo, que lo impor­
tante no es tanto lo definido normativamente, sino lo que ocurre en las 
relaciones cotidianas para definir quién tiene el poder real de disponer 
sobre los medios de producción ejidales, es decir, la propiedad económica 
en el sentido de Balibar: "La propiedad económica de los medios de pro­
ducción no consiste tanto en el derecho sobre ellos como _en poder con­
sumirlos productivamente ... " s 

Acerca de la caracterización de la propiedad ejidal se han dado. dife­
rentes opiniones por los estudiosos de la cuestión agraria en México. 
Roger Bartra sostiene que '''en realidad el ejido es una fonna que entre­
mezcla varios tipos de propiedad estatal o' nacionalizada, corporativa, 
comunal y privada. El ejido es, en principio, propiedad de la nación, pero 
cedida a una comunidad de campesinos en usufructo; adquiere un carácter 
corporativo por la imposición de reglas de organización y 'control a la 
población del núcleo ejidal; pero la ley también establece una serie de 
normas que, cuando se han aplicado a tondo, han producido los llamados 
ejidos colectivos, adquiriendo así tintes de propiedad comunal; su carácter 
de propiedad privada campesina proviene del usufructo individual de la 

s Louis Althusser y E. Balibar, Para leer El Capital, Siglo XXI.16a. ed., México 
1978, pág. 253. 

-~~--~- - - -~~-
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parcela ejidal en la mayor parte de los casos y de las disposiciones que 
permiten la herencia de la tierra. Todo el conjunto de características 
produce en la realidad y en la mayor parte de los casos, una fonna dis­
frazada de pC(fueña propieood fNivada corporativizada. "6 

Sin entrar a polemizar desde el punto de vista de la fonnalidad jurí­
dica, sólo anotaremos que de lo anterior se desprende que para Bartra 
existen dos tipos de propiedad ejidal: la privada que se presenta cuando 
existe fraccionamiento, y la comunal que se expresa en 108 ejidos colec­
tivos. Ambas con la característica de propiedad corporativizada por la 
serie de mecanismos que permiten la interferencia estatal en las mismas. 

Gustavo Gordillo sostiene que el ejido no es sólo unidad económica 
de producción, sino también aparato político e ideológico de dominación.7 

Considera que la propiedad económica de la tierra ejidal corresponde al 
estado, aún cuando el resto de los medios de producción, dado el bajo 
desarrollo de las fuerzas productivas, sean de propiedad efectiva del eji. 
datario. 8 Gordillo hace una distinción entre los ejidos constituidos du­
rante el sexenio de Luis Echeverría, casi todos colectivizados, y los viejos 
ejidos parcelados: "En el primer caso, aunque la detentación de ciertos 
medios de producción la tienen los ejidatarios y aunque la propiedad 
jurídica de estos esté en el ejido, prácticamente todo el proceso de trabajo 
queda en manos del banco. En este caso estaríamos en una situación de 
creciente estatización del proceso productivo agrícola." En el caso de los 
ejidos parcelados, el control del banco se ejerce más que nada en la comer­
cialización y la relación con aquéllos es externa al proceso productivo, 
nos dice Gordillo. 9 

Otro estudioso de la cuestión agraria en ~'léxico, Armando Bartra, 
cuando analiza el plan Chontalpa, dirigido en Tabasco por un fideicomiso 
oficial, sostiene que éste se constituye en patrón de los campesinos, repre· 
sentando el papel de capitalista "en la medida en que dispone y administra 
los cuantiosos recursos finaD.cieros y tos medios de producción ... "loEn 
relación a los ejidos considera que estos constituyen "la fuerza laboral, 
no sólo porque son ellos principalmente los que aportan el trabajo vivo 
que requiere la producción, sino porque lo hacen desde una posición 
subordinada y bajo los lineamientos de planes que ellos no determinan 
ni controlan. Incluso el ingreso de 108 ejidatarios ha adoptado, en lo 
fundamental,. la forma de un salario cobrado por jornada o a destajo, 
independientemente de que en ténninos jurídicos y contables aparezca 
como un 'adelanto' sobre las ganancias de los supuestos copropietarios".ll 
Para Bartra es una ficción jurídica la copropiedad de los ejidatarios sobre 
la empresa . 

.6 Roger Bartra, E8tructura agraria y ClasfU 8ociale.f en México Ed. Era, México, 
1976 pág. 29. 

7 "Estado y sistema ejidal", Cuaderno8 político8 núm. 21. pág. 16. 
8 [bid, pág. 90·91. 
9 Ibid., pág. 22. 
10 "Colectivización o proletarización: el caso del Plan Chontalpa", Cuadernos 

agrarios, núm. pág. 83. 
11 [bid., pág. 84. 
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Las razones que encuentra Armando Bartra para afirmar que los ejida­
tacios del Plan Chontalpa son asalariados, se resumen en lo siguiente: a) no 
ejercen el control efectivo sobre los medios de producción; b) su ingreso 
independientemente de su denominación constituye el pago de su -fuerza 
de trabajo; e) la fuerza de trabajo de los ejidatarios se c,onsume confonne 
a las necesidades y posibilidades de los planes de producción del fideico­
miso; d) toda posibilidad de acumulación está excluida para los ejidatarios, 
por lo que su ingreso no es ganancia. 12 Para nuestro autor, el capitalismo 
de estado tendería, a través de la, colectivización, a expropiar y proleta­
rizar a los trabajadores ejidatarios, quienes tienen dificultades para auto­
reconocerse como asalariados.! 3 

Tanto Gordillo como Armando Bartra reconocen una gran influencia 
del estado en el proceso productivo de los ejidos colectivos, haciendo 
ambos una desmistificación de la propiedad ejidadl. El primero se refiere 
a los ejidos colectivos en general, reconociendo que el proceso de trabajo 
queda en gran parte bajo el control de la banca oficial, y el segundo 
trata una experiencia particular que hace más rico el análisis y puede 
tener validez para el caso ""pecífico de la Chontalpa. Los autores nos 
enfrentan a las cuestiones capitales sobre el ejido colectivo: ¿Quién con­
trola allí los medios de producción? ¿Quién dirige el proceso de trabajo? 
¿Existe la proletarización de los campesinos? ¿Existe una relación asa­
lariado-patrón entre los campesinos y el estado? 

Todo el mar de preguntas que surgen sobre estas cuestiones no se 
podrán responder de manera general, sino que dependerá del análisis de 
experiencias particulares, puesto que si bien es cierto que cada vez existe 
una mayor penetración y control estatal sobre el ejido y en especial sobre 
el colectivo, donde el Estado tiene intereses particulares en la producción, 
creemos que en el espacio constituido por.el aparato ejidal se da la lucha 
de clases y el mayor o menor control dependerá del nivel organizativo, 
de conciencia y, en definitiva, de la correlación de fuerzas entre éstos 
y el Estado. 

Con el fin de entrar a este terreno retomaremos, después de largo 
rodeo, aquello que nos propusim~ estudiar al principio: la experiencia de 
colectivización ejidal en el V ~lle del Yaqui en Sonora, dada a partir de 
1976, observando lo que ésta tenga de general, ilustrándola con un c~80 
particular que podría ser considerado como lo más representativo de lo 
que se ajusta al proyecto teórico de organización colectiva. 

El ejido Chinotahueca 

Este ejido se constituyó por resolución presidencial de fecha 18 de· no­
viembre de 1976 que fue ejecutada al día siguiente de su firma. Se dotó 
a 72 individuos, más el derecho que por ley le corresponde a la parcela 
Escolar y a la Unidad Agrícola e Industrial Para la Mujer, con 390-00-00 
hectárea~ de riego, ubic~das en el distrito de riego n6mero 42 del Valle 

12 [bid., pp. 90·91. 
13 [rud., p. 109. 

---- --- --cr -
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del Yaqui, dentro de lia· jurisdicción del municipio de Etchojoa, estado 
de Sonora. Los beneficiados son auténticos jornaleros agrícolas provenien­
tes de los sectoreS más pobres de los asalariados del campo y en su mayoría 
indígenas mayos. El grupo solicitante se formó en Navajoa, Sonora, desde 
el 17 de diciembre de 1954, por lo que tuvieron que esperarse 22 años 
para resultar beneficiados con la tierra. 

Al momento de ejecutarse la resolución presidencial se inicia su 
proceso organizativo, al igual que en todos 108 ejidos constituidos ese 
mismo día. La organización se impulsa tanto por la Delegación Agraria 
en el sur de Sonora, como por el Banco Nacional de Crédito Rural del 
Noroeste, con sede en Ciudad Obregón. Este proceso tuvo que ajustarse 
a lo dispuesto tanto por las leyes agrarias como por la resolución que 
ordena la explotación colectiva con base en el considerando tercero del 
Cuerpo Consultivo Agrario, que a la letra dice: " ... en la superficie que 
se concede puede constituirse una unidad de explotación que resulte 
inconveniente y antieconómico explotar en fonna individual, por las 
condiciones topográficas y por la calidad de las tierras, por lo que con 
fundamento en lo previsto por el artículo 131, fracción Il de la propia 
ley, es de decretarse la explotación colectiva de la misma ... ". En tal 
consideración se sustenta el resultado segundo de la resolución que esta­
blece: "en virtud de que los predios de referencia se ubican en un distrito 
de riego y son susceptibles de constituir unidades de explotación de alta 
redituabilidad e<!onómica, en atención a los cultivos que se podrían reali­
zar, resulta apropiado sujetarlos al régimen de explotación colectiva". 
Las razones técnico-económicas para ordenar la explotación colectiva 
parecen lógicas, pero detrás de la resolución también se encontraba el hecho 
de que el promedio de hectáreas por ejidatario no rebasaba el número 
de cinco, lo que haría imposible una racionalización de la producción 
si se parcelaba la tierra. Tal promedio conrraviene lo dispuesto tanto en 
el artículo 27 constitucional como en la Ley Federal de Reforma Agraria, 
donde se estipula que la unidad mínima de dotación, tratándose de terre­
nos de riego, será de diez hectáreas. 

A los tres meses tenninó el proceso de reglamentación, aprobándose 
el reglamento interno en asamhlea general de ejidatarios del 14 de fehrero 
de 1977. Allí se retogieron las principales disposiciones normativas que 
adopta el núcleo agrario para organizar el rrabajo, dirigir la producción 
y fijar los derechos y obligaciones de los ejidatarios. Quizá la mejor manera 
de enterarse, en lo general, del proceso de trabajo en el ejido, sea seguir 
lo previsto por este reglamento que en este caso se aplica con cierta norma­
lidad. 

En el artículo segundo del reglamento interno se asienta que "el 
ejido se organiza como una entidad socioeconómica de explotación colec­
tiva y bajo ésta única fonna de organización" y teniendo como objetivo 
las actividades siguientes: 1) programación de cultivos de riego; 2) progra­
mación y distribución del trabajo; 3) contratación de créditos y seguros; 
4) contratación de asistencia técnica; 5) compra y operación de maquinaria 
agrícola y de transporte; 6) venta de la producción agropecuaria. 

~--_._----_ .• 
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. Los ejidatarios tendrán) además de los derechos y obligaciones estable­
cidas en la LFRA, los estipulados en el artículo 8; a saber: "aportar su 
trabajo personal en cualquiera de las unidades de producción, devengando 
un anticipo de acuerdo a las cuotas autorizadas para cada tipo de labor". 
Se denomina "anticipo" al pago por día de frabajo, que es considerado 
como parte de las utilidades finales. Se estipula además que se pagará la 
misma cantidad por Jama! diario en cualquier tipo de trabajo que se 
desempeñe dentro del ejido. 

Otro derecho de los ejidata~os, según el inciso b del mismo artículo, 
consiste en "obtener las utilidades que le corresponda proporcionalmente 
de acuerdo a la ap.ortación de sus derechos agrarios y a las labores desem­
peñadas n. En el inciso e se obliga a asistir puntualmente a las asambleas 
y a las labores del ejido sin portar armas y sin el efecto de drogas, el 
inciso d obliga a denunciar ante el consejo de vigilancia o ante la asamblea 
general cualqllier anomalía observada en la administración del ejido. 

Todos los ejidatarios tienen la obligación de aportar trabajo personal 
al ejido según su grado de aptitud, capacidad y responsabilidad; sin em­
bargo, la misma asamblea de ejidatarios puede acordar o reconocer la 
la incapacidad de un ejidatario, sin que éste pierda sus derechos a las 
utilidades. En el ejido Chinotahueca, de acuerdo al artículo 9 del regla­
mento, se reconoce la incapacidad para el trabajo en los siguientes casos: 
a} ejidatarios que tengan más de. 60 años; b) ejidatarios que padezcan 
enfermedad o impedimento físico grave a juicio del médico de la Secre~ 
taría de Salubridad y Asistencia o del Seguro Social más cercano; e) ejida~ 
tarios privados de su libertad por resolución judicial, siempre y cuando 
no sea por sembrar marihuana, amapola o cualquiera otro estupefaciente 
y, d) ausencia justificada a juicio de la asamblea. 

La asamblea designa a la persona que deberá desempefiar los trabajos 
que le corresponden al ejidatario incapacitado, o bien é$te la podrá elegir. 
La mujer ejidataria podrá también nombrar a su representante para los 
trabajos que no pueda desem'peñar, escogiendo de preferencia a un 
familiar. 

En la reglamentación relativa al reparto de utilidades, así como en 
las sanciones impuestas a quien no asiste a trabajar, podemos constatar 
el propósito central de que el ejidatario del ejido colectivo no pierda su 
condición de trabaj<ldor, lo que nos sugiere pensar en la confonnación 
de una fuerza de trabajo a través de mecanismos coercitivos y autoim· 
!Juestos. 

De acuerdo al artículo 31 del Reglamento Interno, las utilidades se distri­
buyen de la manera siguientea) el 1 por ciento para la integración de un fondo 
de servívicios sociales; b) el resto se reparte proporcionalmente entre los 
ejidatarios, aplicando el 1 % a los derechos agrarios y el 99 por ciento 
a la aportación de trabajo al ejido. Véase cuadro 1). Se aprobaron además 
una serie de sanciones que tratan de preservar por un lado la estructura 
y marcha global del ejido y por el otro la existencia de una fuerza de trabajo 
segura. 

En el primer tipo de sanciones, de acuerdo al artículo 32 del regla­
mento, las faltas de los miembros del comisariado ejidal, consejo de 
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vigilancia y secretarios auxiliares a las juntas del comisariado, se penalizan 
del siguiente modo: con un día de salario y un jornal para el reparto de 
utilidades en la primera; con dos a la segunda; turnándose el caso a la 
SRA a la tercera. En el artículo 33 se establecen sanciones económicas 
a los ejidatarios que injustificadamente no asisten a la asamblea general. 
Se dispone en el artículo 35 que aquellos ejidatarios que no cumplan COn 

los acuerdos de la asamblea general o violen las disposiciones de la LFRA, 
del reglamento interno y demás normas vigentes, perderán el derecho al 
reparto de utilidades por un ciclo de producción. 

En el segundo caso se sancionarán las faltas injustificadas al desem­
peño del trabajo colectivo, en la forma dispuesta por el artículD 34: dos 
jornadas del reparto de utilidades a la primera inasistencia, cuatro a la 
segunda, ocho a la tercera. Cuando éstas son consecutivas se pierde total­
mente el derecho a cualquier utilidad por el ciclo agrícola en el que Se 

cometieron. 
En este ejido los miembros del comisariado ejidal, consejo de vigilan­

cia y secretarios auxiliares, deberán realizar además de sus trahajos admi­
nistrativos, labores directas en el campo. 

La dirección de la producción se atribuye a las juntas del cornisariado 
ejidal, que se integran con los tres miembros de éste, el presidente del 
consejo de vigilancia y todos los secretarios auxiliares. En estas juntas se 
elaboran los programas productivos del ejido, se conocen y discuten los 
infonnes de los técnicos y secretarios auxiliares, se determinan las medidas 
técnicas y administrativas para el mejor funcionamien to del ejido y se 
elabora el rol de trabajo (artículo 28). Los acuerdos se presentan para su 
ratificación a la asamblea general. 

Quien tiene acceso personal y directo para el control y vigilancia del 
proceso laboral es el secretario de trabajo elegido por el núcleo agrario y 
a quien se le han dado las siguientes funciones, entre otras: a} vigilar que 
los trabajos se realicen de acuerdo a las recomendaciones y orientaciones 
de los técnicos; b} reportar a los que no cumplan, pudiendo suspender 
de su trabajo a quien no lo haga correctamente; e} cuidar el etJuipo de 
trahajo, y d) reportar las jornadas trabajadas al comisariado ejidal. 

Lo que se ha descrito son disposiciones nonnativas, reglamen larias 
y complementarias de la ley, que plantean un deber ser o lo que se quisiera 
que fuese, y que en el ejido de referencia se cumplen con cierta normalidad. 

Tal descripción, por supuesto que no resuelve las :nterrogantes plan­
teadas con anterioridad, que siguen en pie y que trataremos de resolver 
en este caso concreto, viendo para ello algunos aspectos relativos a la 
propiedad de los medios de producción, relacionts de trabajo, reparto de 
utilidades, etcétera. Nos referimos a un caso particular de ejido homogéneo 
y con cierto grado de unidad e igualdad de condiciones económicas, cultu­
rales y educativas de sus miembros. 

Jl1edios de producción: su control 

Como decíamos al inicio del trabajo, el propietario jurídico de los bienes 
ejidales es el núcleo ejidal, beneficiado en este acaso con 390-00-00 hectáreas 
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de riego que se encuentran fuera del comercio y de las que el núcleo no 
podrá ser privado, salvo mediante expropiación por causa de utilidad pública. 
Pero la discusión aquí no se da en el' terreno formal de la definición 
jurídica del tipo de derecho que significa la propiedad ejidal, sino la 
definición económica del mismo, en el sentido de dominio real en su 
utilización productiva. Es indudable que la propiedad ejidal está sujeta 
a una reglamentación específica que pennite y legitima la, intervención 
estatal sobre la mioma y sobre la vida interna del ejido. (Véase "Ejido" 
y control estatal", en esta misma edición). El control surge de la forma 
misma de constitución del ejido ya que en tanto nace de una resolución 
presidencial, la propiedad aparece como creación del Estado igual que 
la calidad de ejidatario. 

Precisamente, por el hecho de que no son una propiedad gravable, 
los ejidos tenían que someterse al crédito oficial ya que la banca privada 
sólo operaba mediante garantía hipotecaria que asegurara el crédito. Aquí 
se encuentra una de las bases para la influencia estatal; sin embargo, la 
combatividad, múdad y organización de los ejidatarios pennite, en muchos 
casos, cierto dominio sobre sus propios recursos, encontrándose siempre 
presente la posibilidad de que l}1ediante la lucha y procesos democráticos 
internos logren decidir su organización, elegir sin interferencia a las autori­
dades internas del ejido, etcétera, dentro de los márgenes que dan y se 
pueden ganar a las leyes y a las instituciones burocráticas destinadas al 
campo. 

El ejido Chinotahueca, además de la superficie descrita, posee trac­
.tores, ~rados, rastras, sembradoras y demás maqUinaria agrícola cuyo valor 
a precios de 1977 ascendía a $2'420,387.00, obtenida con crédito oficial. 
Sobre estos instrumentos y su utilización productiva creo que hay un sufi­
ciente control del ejido, ya que a pesar de que el proceso productivo está 
en gran parte influido por el Banrural y la SARH, el núcleo tiene posibili­
dades de decidir sobre el mismo con relativa independencia, dentro de lo 
permitido por la política agrícola oficial que se aplica no sólo a los ejidos 
colectivos, sino también a los ejidos parcelados y pequefios porpietarios. 
Ello significa que si el Banrurul tiene sólo línea de crédito solamente podrá 
dicidir sembarar alguno de estos cultivos, que se establecen por diversas ra­
zones y que pueden ir desde la política agrícola hasta problemas de comer­
cialización, aclimatación de semillas, etcétera. Tambien se dan casos en que 
la SARH impone condiciones para la entrega del agua. A pesar de ello no 
deja de existir un juego de poder y dominio entre el ejido y el estado. Este 
trata de imponer sus criterios y'aquéllucha por hacer triunfar sus intereses 
y ganar espacios de autonomía, luchando, cohesionándose internamente y 
buscando alianzas con otros ejidos, sabiendo que tiene que llegar a acuer­
dos con el estado, sin llevar las diferencias al punto de ruptura en tanto 
que conoce de las limitaciones del sistema ejidal, y de su debilidad expresa­
da en el tipo de propiedad. 
En eota lucha por la independencia, gran parte de los ejidoo colectivos 
creados en 1976 en loo valles del Yaqui y Mayo han formado una coalición 
que surge fundamentalmente como organismo de defensa ante el estado. 
Sus primeras reivindicaciones consistieron en la oposición a un intento de 
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la banca oficial (logrado en parte) por cobrarles el costo de los trabajos 
de preparación de tierras que habían hecho los propietarios afectados al 
momento de entregarlas; posteriormente organizan un fondo de mutalidad 
constiblido por las cuotas de aseguramiento que anterionnente se pagaban 
a la aseguradora oficial; ahora han fonnado una unión de crédito ejidal que 
cubre gran parte del crédito de sus asociados. De otro lado, algunos ejidos, 
con el fin de liberarse del control oficial, empezaron a contratar crédito con 
la banca privada antes de que ésta se nacionalizara. Se busca, pues, por ta­
tas lasv~as posibles, un mayor control de sus pro pias organizaciones del pro­
ceso productivo, sin que ello implique un rompimiento definitivo con el 
estado, cosa que no hace hasta ahora ninguna organización importante de 
la sociedad civil mexicana. 

El proceso de trabajo 

Partiendo del principio de que todos deben trabajar se realiza en el eji~ 
do lo que se denomina la Balanza de la Fuerza de Trabajo que contiene el 
registro de los ejidatarios según su capacidad, edad y sexo, de tal modo que 
permita calibrar el monto y la calidad de fuerza de trabajo con que se cuenta. 
Se excluyen a los incapacitados, nombrandose un representante para que 
asista en su lugar, a fin de que no incurran en sanciones y puedan benefi. 
ciarse de las utilidades del ejido. 

Una vez registrada la fuerza de trabajo con que cuenta el ejidó, se hace 
un·rol de trabajo fundado a su vez en otro registro que contiene la superfi· 
cie programada para la siembra, detenninándose así la cantidad de jornadas 
manuales y mecanizadas que se requieren para el ciclo agrícola de acuerdo 
al tipo de cultivo. Así tenemos, que para el trigo se requieren aproximada­
mente 7 jornales por hectárea, la mayoría mecanizados, y para el algodón 
alrededor de 70, predominando los manuales. Además de ello se fijan las 
fechas aproximadas en que se realizarán los trabajos, con el fin de dejar en 
libertad a aquellos ejidatarios que quieran trabajar fuera del ejido en los 
días en que no haya trabajado en éste. 

Se distribuyen las labores según la aptitud de los ejidatarios, para así 
aprovecharlos en aquello que están mejor preparados (tractoristas, regado~ 
res, etcétera). Existen intentos de romper con la división del trabajo e im­
pulsar el conocimiento de las labores calificadas por todos los ejidatarios, 
aspiración que no siempre es alcanzable en razón del tiempo y del cuidado 
que debe tenerse con la maquinaria. Tomando en cuenta esto, el reglamen. 
to interno trata de evitar disparidades en los ingresos de los ejidatarios que 
pudieran fundarse en las distintas calificaciones, estableciendo el mismo 
pago por día trabajado sin importar el tipo de tarea que se realice, asignán. 
dole también el mismo valor para el reparto de utilidades. 

El rol de trabajo trata de dar las mismas oportunidades, con el propó. 
sito de que todos puedan beneficiarse de las utilidades; sin embargo, hay 
ocasiones en que se presentan disparidades en cuanto al número de jornales 

. aportados por los ejidatarios. Ello se da por ausencias, pero, principalmen­
te, en razón de que los cultivos que exigen mayor número de labores meca­
nizadas ocupan prioritariamente al personal especializado. Como respuesta 
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a esta situación se establece en ocasiones un tope o media dejomales8con. 
siderar para el reparto final de utilidades, que ayuda a que tod081os ejida­
tarios puedan acceder equitativamente a las mismas si cumplen con las ta­
reas asignadas. 

Por 011'0 lado, en ocasiones se requiere de alasariados "libres", princi­
palmente en la cosecha del algodón que no se puede levantar sólo con la 
mano de obra de 108 ejidatarios, contratándose en primer lugar a sus fami­
liares. Los ''libres H pereiben únicamente el salario diario, al igual que los 
representantes, sin tener derecho a utilidades. L08 días de trabajo de 108 

ejidatarios se controlan de dos maneras; una para el pago diario por jorna­
da, llamado por la Ley y el reglamento interno como "anticipo", y la otra 
para computarse en el reparto de utilidades. Si los últimos pasan de 108 

"topes" fijados, las labores excedentes no se contabilizan. El reparto de utili­
dades se realiza mediante un sencillo procedimiento. Al final de cada ciclo 
agrícola, una vez que se ha vendido la cosecha, el precio pagado por ésta se 
deposita en el banco acreditante, que descuenta, del monto total del valor 
de la cosecha, los créditos de avío y el correspondiente al refaccionario con­
forme a las tablas de amortización~ así como impuestos y descuentos pre­
vistos por la Ley, quedando una utilidad neta repartible que se distribuye de 
acuerdo al reglamento interno. La cantidad destinada a derechos agrarios 
se divide entre el número total de ejidatarios, incluyendo a la Parcela Esco­
lar ya la Unidad Agrícola e Industrial Para la Mujer. La cantidad repartible 
por' días trabajados se divide entre el número total de Jornales a considerar 
dando un detenninado valor por jornal, que se multiplica a su vez por los 
días que ha aportado cada ejidatario, obteniéndose así las utilidades que se 
recibirán individualmente. Si el ejidatario ha recibido préstamos del ejido o 
si ha sido sancionado, se descuenta el monto de éstos de las utilidades co­
rrespondientes. (V éanse cuadros 1 y 2)_ 

El carácter de las relaciones de trabajo 

Con esta explicación general del funcionamiento interno del ejido colectivo 
podemos aspirar a analizar el carácter de sus relaciones internas. Por ahora 
sólo nos interesan éstas, y no las múltiples relaciones que d ejidatario pue­
da tener fuera de aquél, ya que en el ejido Chinotahueca, por ejemplo, gran 
parte de los ejidatarios se contratan como jornaleros en las explotaciones 
privadas en los períodos en que no hay trabajo en el interior del núcleo 
agrario. Esto es muy común en los ejidos colectivos _de la zona, dado por la 
característica de los cultivos, el carácter cíclico de la agricultura y la super­
ficie promedio por ejidatario (5-00-00 has. que son insuficientes para repro­
ducir la fuerza de trabajo ejidal), se presentan períodos inactivos en el ejido 
que los ejidatarios aprovechan para buscar otros ingresos. Como ilustración 
de lo dicho basta considerar los resultadOA arrojado por un estudio elabora­
do por este autor y otros compañeros con datos de 1976-77 en 62 ejidos 
colectivos del valle del Yaqui_ Allí se consigna que el promedio de días de 
trabajo al año que ofrecían los cultivos de estos ejidos Uegaba a 73_ La si­
tuación no ha cambiado hasta ahora (1983). Según declaraciones del presi­
dente de la Coalición de ejidos del VaUe del Yaqui y Mayo, Leonel Reyes 

~---------- ------r--T 
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Leyva, el u.bajo agrícola en los ejidos colectivos de la región ocupa dc 70 
a 80 días al año a 108 ejidatarios.1 4 

Observando con cuidado las relaciones del ejido Chinotahueca con las 
instituciones oficiales y sus autoridades internas, concluimos que la influen­
cia de aquellos no es suficiente para considerarlas como directoras definiti­
vas del proceso productivo, ya que el ejido se mueve con relativa 3U tonomÍa. 
En asamblea se programan los cultivos, y su dirección, se realiza en la forma 
prevista por el reglamento interno. Las autoridades internas pueden ser re­
vocadas por las bases y no sólo porque la ley y el reglamento así lo cstahlez­
can, sino porque allí se realiza una practica democrática que ha conducido 
a que, cuando los ejidatarios dejen de confiar en un jefe de trabajo, por eje­
pIo, lo remuevan y nombren a otro. 

En el interior del ejido encontramos todos los elementos del proceso 
productivo: fuerza de trabajo, medios de trahajo, objeto sobre el que se tra­
baja; pero está ausente la figura del capitalista. Aquí el trabajo no se rcaliza 
bajo la dirección de un propietario de los medios de producción que dirija 
y comuma productivamente la fueIZa de trabajo con el fin de aprovechar 
su excednete en beneficio particular. Ocurre que los medios de producción 
(tierra, agua, maquinaria están en gran medida bajo el dominio y posesiún 
del núcleo, aún con las limitaciones e influencias del estado. La producci('JIl 
se org~iza en beneficio de todos y el producto se distribuye del mismo 
modo, sin que ignoremos los controles comerciales del banco que no se 
dan sólo en este tipo de ejidos, sino con relación a cualquier campesino. 
Para que haya relaciones sociales de producción típicamente capitalistas en 
el interior del ejido, tendríamos que considerar lo sustancial de ellas y que 
Marx define en los siguientes ténninos: "el obrero trabaja bajo el control 
del capitalista, a quien su trabajo pertenece. El capitalista se cuida de vigi­
lar que este trabajo se ejecute como es debido y que los medios ue producción 
se empleen convenientemente ... Pero hay algo más, y es que el prodltcto 
es propiedad del capitalista y no del productor directo, es dí:cir del ohnro. 
El capitalista paga, por ejemplo, el valor de un día de fuerza de trabajo. Es 
por tanto, dueño de utilizar como le convenga, durante un día, el uso de la 
fuerza de trabajo, ni más ni menos que el de otra mercancía cualquiera ... (. ) 
El uso de la mercancía pertenece a su comprador, y el poseedor de la fuer­
za de trabajo sólo puede entregar a éste el valor de uso que le ha vendido 
enuegándole su trabajo . .. ( . ) El proceso de uabajo es un proceso enue 
objetos comprados por el capitalista; entre objetos pertenecientes a éL 
y el producto de este proceso le pertenece, por tanto, a él, al capitalis­
ta ... ",15 

En el ejido colectivo Chinotahueca, el trahajadot no es un jornalero li­
bre que haya llegado allí a vender su fuerza de trabajo a un propietario ~Ie 
los medios de producción, sino que se trata de un grupo de ejidatarios que 
han recibido la tierra merced a un mecanismo de redistribución, consigna­
do en las leyes agrarias. En los ténnin08 en que se otorgó la tierra, se les 
condiciona a trabajar directamente la misma para poder conservarla, pero 

14 Periódico Información, 1. VI, 83. 
15 Karl Marx, El Capi~ • tomo 1, FCE, México, 1959, pág. 137. 
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el trabajo pertenece a! núcleo dentro de los límites queveremosmlÍsadelan­
te. Existe además la posibilidad jurídica del fraccionamiento y por tanto 
de un usufructo individua! de los ejidatarios. La utilización de la fueza de 
trabajo de 108 ejidatarios se re-~iza mediante acuerdos celebrados entre to­
dos 108 miembros del ejido, quienes establecen los ribn08, fechas y fonnaa . 
en que cada ejidatario llevará a cabo su trabajo, así com9 su aprovechamien­
to y gratificación. El proceso labora! no 8e da entre objetos comprados por 
un capitalista sino que intervienen medios de producC;ión que, dada su for­
ma de constitución, se comparten n su control con el estado, o bien están 
en el centro y terreno de lucha por su dominio. 

Observando las cosas a través de los lentes fonuales del derecho, encon­
tramos que no se dan aquí 108 supuestos previstos por el artículo 20 de la 
Ley Federa! del Trabajo, que a la letra dice: "Se entiende por relación de 
trabajo cualquiera que sea el acto que le de origen; la prestación de un 'tra­
bajo personal subordinado a una persona, mediante el pago de un salario. " 
¿A quién se suabordina el ejidatario en su proceso de trabajo directo? ¿Quién 
es la persona física o moral en cuyo beneficio trabaja el ejidatario? ¿A 
quién vende su fuen:a de trabajo? Creemos que aquí no se encuentran los 
supuestos de la relación jurídica de trabajo subordinado, en virrud del cual 
surja la potestad de un patrón para girar instrucciones, órdenes o direcm­
ces a! trabajador. ¿Se puede considerar como salario a los anticipos que re­
ciba el ejidatario? Creemos que fonnalmente no, en tanto no se dan los su­
puestos de la subordinación y por tanto de la compra-venta de la fuerza de 
trabajo; no encontramos al comprador directo de ésta. Surge entonces 
de ,nuevo la pregUnta: ¿Qué es entonces lo que el ejidatario recibe-COmo 
anticipo? Es indudable que existe un pago por día de trabajo, fijado de ma­
nera común por los ejidatarios, pero también es cierto que'se trabaja tanto 
por la búsqueda de este ingreso diario, como por la expectativa de la. utili­
dades que 8e obtendrán a! fin del ciclo agrícola. Allí está el meoIlo de la 
explotación colectiva; quien quiera participar en ella tiene que trabajar, 
quien quiera beneficiarse de sus utilidades tiene que aportar jornales al tra­
bajo común. 

Para algunos estudiosos esto significa la "proletarización" de los ejida­
tarios, pero si vemOS bien las cosas, ello estaría detenninado por la pérdida 
definitiva del control de 108 medios de producción o por la necesidad per­
manente de contratarse como asalariados fuera de sn propiedad, y no por 
el hecho de trabajar en la misma, que es rasgo característico de la explota­
ción campesina. Los anticipos asignados revisten, entonces, la fonna de cos­
tos de producción y adelantos necesarios para reproducir la fuerza de tra­
bajo ejidal, puesto que si los ejidatarios no los cobraran tendrían mayores 
utilidades a! final del ciclo, pero a su vez sucumbirían. OCUlTe lo mismo 
con un ejidatario o campesino parcelario que opera crediticiamente: tiene 
que asignarse parte del crédito para su subsistencia, ya sea que trabaje la 
tierra o no, y por supuesto que la cantidad destinada a su reproducción será 
considerada como costo de producción. En este caso no consideramos tal 
pago como salario. 

Si nos introducimos más al terreno juridico --formal del problema, en­
contraríamos que una serie de consideraciones analógicas y comparativas, 
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que se prolongarían ad infinitum, nos señalarían que en las relaciones que 
nos ocupan, no existen los elementos de las relaciones de producción que 
competen al modo de producción capitalista, y por tanto regulables por las 
leyes del trabajo ¿Se podría ejercer el derecho de huelga en el ejido colecti­
vo? ¿La contratación colectiva? ¿Las causales de suspensión, de despido? 
Lo que aquí tenemos es otro marco jurídico que define al ejido como una 
comunidad de productores de la que los ejiclatarios son miembros en virtud 
de un derecho otorgado por una resolución estatal constituyent~ del ejido. 
El ejidatario es una persona jurídica diferente a la del ejido, pero ayuda a 
su conformación por el hecho de resultar beneficiado en la resolución pre­
sidencial. La obligación de trabajar es una exigencia para conservarse como 
miembro del ejido, compartir lo que éste pueda proporcionarle en cuanto a 
utilidades y oaos beneficios, pero no nace la obligación por un contrato de 
compraventa de fuerza de trabajo, sino como condición para beneficiarse 
de una propiedad restringida. Si fuese una proletarización sin más la parti­
cipación en el ejido colectivo, ¿por qué entonces no lo abandonan los eji­
datarios? Habría muchas respuestas a e..o;ta pregunta: desde considerar el 
ejido ofrece una cierta seguridad que de trabajo, así como utilidadeii; 
creemos, sin embargo, que la más importante sería la que tomara en cuen­
ta que el ejido hace sentirse el ejidatario como participe de una propiedad 
común que, a pesar de sus limitaciones, le da perspectivas de decidir y me­
jorar sus condiciones de vida .. 

Ahora bien, el afirmar que no existe en el interior del ejido que anahza­
mas, relaciones asalariados-patrón, no significa soslayar la existencia de 
mecanismos deexplotación sobre el ejido colectivo, mecanismos que se ex­
presan de diferentes formas como lo son el intercambio desigual entre el 

Es indudable que el capital en su conjunto se beneficia de excedentes 
producidos en el ejido; basta ver para convercerse, los precios de los pro­
ductos agrícolas y los industriales que se consumen productivamente en la 
agrícultura (pesticidas, fungicidas, defoliantes, fertilizantes, semillas etcé· 
tera), y en consumo individual de los ejidatarios. En 1979, en el Valle del 
Yaqui, laPo ejidatarios vendían a 2.70 el kilo de trigo a los molinos harine­
ros que se encuentran a menos de cinco kilómetros de donde se levantaba 
este producto, y adquirían al menudeo a más de 6.00 igual cantidad de ha· 
rina. 

La necesidad de acumulación global de capital se aprovecha del proce· 
so productivo en el ejido, dejando su funcionamiento interno como el de 
una comunidad de productores, pero subsumiéndolo a la economía capita­
lista. En los ténninos de Marx " ... el capital se subsume determinado pro­
celo laboral, como por ejemplo el trabajo artesanal o el tipo de agricultura 
correspondiente a la pequeña economía campesina autonóma. Si en estos 
procesos de trabajo tradicionales que han quedado bajo la dirección del Ca~ 
pital se operan modificaciones, las mismas sólo pueden ser consecuencia 
paulatina de la previa subsunción de detenninados procesos laborales, tra­
dicionales en el capital".16 Estamos en el caso de la subsunción formal, 

lO Karl Marx, El Capi~ capítulo VI inédito, Siglo XXI, México 7a. edición, 
'j.l.Íg. 55. Trad. Pedro Scaron. 
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donde el productor o productores directos y su proceso de producción se 
conserva, no se transforma, pero se somete al capital por diferentes mecanis­
mos como el crediticio, el comercial etcétera, que benefician al capital in­
dustrial, comercial y financiero tanto por el traslado de excedentes como 
porque no corren el riesgo de la producción agrícola. 

Tal situación podría hacernos aparecer al sistema ejidal como un dise­
ño del estado al servicio del capital a fin de contar con una mano de obra 
ejidal cautiva, que 'trabaje directamente la tierra sin tener que encuadrarla 
jurídicamente como asalariada, haciéndola sentirse copropietaria o partici­
pante de una propiedad común. Estaríamos en el caso de una intervención 
estatal directamente destinada a la confonnación de específicas relaciones 
de producción que servirían a la reproducción y acumualción capitalista, y 
donde encontramos a lo jurídico.político con verdaderos efectos materia· 
les constitutivos de ciertas relaciones económicas. 

Sin negar este efecto de la intetvención estatal, creemOS que no se da 
por un mecanismo totalmente voluntario y consciente, sino que el estado, 
al ser presionado por las demandas y necesidades campesinas en su lucha 
por la tierra, fomenta la organización colectiva ejidal, cuyas relaciones, for­
mas de propiedad y trabajo, no obstante que se alejen de las que caracteri. 
zan en definitiva a las relaciones capitalistas estrictamente dominantes, 
cumplen una función en el proceso de acumulación de capital que a su vez 
influye y va detenninando relaciones del ejido colectivo, tanto hacia fuera 
comO hacia adentro del mismo, pero obedeciendo todo ello al funcionamien­
to de las Jeyes económicas. 

Por otro lado, la necesidad estatal de mantener el control político de 
la clase campesina, va acompañada y se cumple también con mecanismos 
económicos ~omo lo son el crédito oficial, la comercialización, la organiza­
ción, la asistencia técnica, etcétera, confundiéndose así, control político y 
"apoyo" económico. El Estado se ubica aquí en el centro de la cuestión, 
creando dispositivos, mecanismos y relaciones de poder que tienen el efec­
to de control político económico, que a su vez cumplen su papel en el pro. 
ceso global de acumulación de capital, beneficiando a los diferentes secto­
res de éste. 

Dentro de estas consideraciones generales, es importante sefialar que si 
bien el reparto de tierras y constitución de unidades ejidales obedece en 
parte a la presión de campesinos y jornaleros, una vez que se ha consuma­
do este reparto se abre también un espacio de lucha en el interior mismo 
del sistema ejidal y de los dispositivos que el estado confonna para su con­
trol. EI"ejido busca el mayor dominio de sus medios de producción, de sus 
procesos productivos y sus productos, así como la independencia y demo­
cracia interna. Quiere tomar sus propias decisiones y por ello aprovecha, en 
este juego de poder con el estado, tanto los apoyos con que pueda contar 
en el interior de la estructura estatal, como los que pueda conseguir en el 
exterior con otras clases sociales, a fin de agrandar sus espacios propios de 
influencia. Este es el caso de la coalición de ejidos colectivos del Yaqui y 
Mayo. 

Lo anterior quiere significar que la cuestión de las relaciones de apro­
piación y control de los procesos productivos, es decir de la propiedad, se 
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encuentran determinadas por las relaciones políticas y el desarrollo de la 
correlación de fuerzas entre 108 agentes productivos; correlación que pasa 
por los controles administrativos y de decisión. Tal situación nos revela 
que la propiedad no es un problema ni estrictamente jurídico ni económi­
co, sino sustancialmente de carácter político, de poder. Por tanto analizar 
la propiedad es ir más allá de su expresión jurídica y el proceso "exclusiva­
mente" económico en que está inmerso. 

Como última observación señalaremos que la apertura y sostenimiento 
de los espacios marcados, así COmo la organización misma del ejido colec­
tivo y su forma de propiedad, no entran en contradicción con las demandas 
obreras de socialización de los medios de producción, ni con fonnas supe­
riores de propiedad en el campo y la industria. Conforme avanzan en el 
desarrollo político por controlar su producción, los ejidatari08 entran en 
conflicto con el capital comercial, industrial y financiero, situación que los 
lleva a entender a la clase obrera. Por otro lado, las prácticas de trabajo co­
mún, personal y de reparto equitativo de 108 productos del trabajo, son bá­
sicos en una sociedad superior a la capitalista. 

( 
I 
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ANEXO 1 
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ANEXO 2 
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ANEXO 3 
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ANEXO 4 Cuadro de reparto de 
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LA CUESTION AGRARIA y LOS DERECHOS HUMANOS. 
APROXIMACION 

José Emilio R. Ordóñez Cifuentes 

"Con los orpimidos había que Meer causa común para afianzar el sis­
tema opuesto a los intere&es y hábitos de mando de los opresores . •. " 

I. INTRODUCCION 

José Martí 
(Nue.tra América) 

PENSANDO EN VOZ ALTA: EL ESTUDIO DE LACUESTION AGRARIA 
EN SU PERSPECTIVA JURIDICA. LIMITACIONES y POSIBILIDADES. 

Debemos precisar que no existe una ciencia o disciplina específica de 
108 problemas agrarios; y menos todavía un08 métodos e instrumentos de 
análisis específicos para su estudio. 

La cuestión agraria puede ser abordada desde un punto de vISta econó' 
mico con los instrumentos de análisis y medios propios de esta disciplina. 

También pueden ser tratados desde el punto de vista geográfico, sociológico, 
político, histórico, agronómico, y en cada ocasión con los instrumentos de 
conocimiento y las técnicas propias de estas disciplinas. 

L08 problemas agrarios constituyen pues un lugar geométrico al que se 
le aplican, en un estudio de disección métodos e instrumentos pertenecien­
tes a ciencias y disciplinas extremadamente diversas. 1 El análisis interdisci-

1 Gutelman, Michel. Structures et refonnes agraires. Petit collection, Maspero, 
Paria, 1978, pp. 15 Y siga. Déniz José y José Ordóñez Cifuentes, Doc. Talleres Agra­
rios, Ciencias Sociales, Mazatlán, Universidad Autónoma de Sinaloa, 1981. Mineo. 
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plinario en su estudio es lo acertado y en ese sentido el planteamiento del 
programa de este curso de actualización sobre temas agrarios, es innovador 
y merece nuestras alabanzas. 

Ahora bien) en el cam po del derecho agrari9, se hace menester superar 
su visión nonnativista: desterrar el fetichismo legal2 y reducir el fenómeno 
de estudio a la existencia sacrosanta del derecho positivo. (Recordemos los 
famosos métodos gramatical o filológico el dogmático o lógico sistematico, 
etc); 0, modernamente el método Kelseniano, de la teoría pura del derecho 
y del estado que lo divorcia de 19 socio-político, sin entender que el dere­
cho es una variable dependiente, que expresa intereses concretos de clase y 
que es fruto de condiciones económicas, sociales, políticas y culturales, es 
un tiempo y espacio detenninado, con modalidades específicas y que los 
conceptos de modo de producción y formación social nos permiten captarlo 
más ampliamente . .i 

La comprensión concreta de la cuestión agraria y sus expresiones jurí­
dicas no puede hacerse en fonna aislada, sin procurar una visión de conjun­
to nacional e internacional (Nuestra dependencia) en la que se esta inmerso 
y que sirve de referencia a estudios particularizados (Sinaloa, Puebla por 
ejemplo) y que hacen menester los es1udios de derecho comparado también. 
Por otro lado, (insistimos) las tareas dt: docencia, investigación y comuni­
cación a realizar deben ser consecuentemente orientadas a establecer los 
aspectos económico-sociales que se reflejan a través de las nonnas jurídi­
cas; por lo que lo jurídico solo puede ser entendido si conocemos primero 
nuestra estructura social pero sin caer en reduccionismos economicistas 
(manualísmo) sino procurando una más efectiva y acertada comprensión, 
que puntuahnente acepte en lo superestructuralsu autonomía relativa y la 
detenninación en 'ültima instancia" de lo económico. Aquí la posibilidad 
de la elaboración también de práctica educativas alternativas y contra-hege­
monicas.4 5 

Creemos que no se conoce por conocer, sino el servicio de un fin o fi­
nes. A su vez, se conoce en la actividad y se actua conociendo, siendo el 

2 Marx, Carlos. El Capital Tomo I. El fetichismo de la mercancía y su secreto. 
Varias ediciones. 

3 Véase Cañizares, Fernando. Teoría del Derecho y Teoría del Estado. Univer­
sidad de la Habana, 1971. Kelsen, Hans. Teoría Pura del Derecho, Eudeba, Buenos 
Aires, 1953, Treves Renato Introducción a La SocioLogía deL Derecho. Ed. Tauros, 
Barcelona- 1978. Correas. Osear. Introducción a la Crítica del Derecho Moderno (es­
bozo). UAP-UAG, México, 1982. Cardoso, Ciro F. S. y H. Pérez Brignoli. Los méto­
dos de la Historia. Ed. Grijalbo, México,1977. 

4 Ordóñez Cifuentes, J osé Proyecto para creación deL Departamento de Investi­
gaciones Socio-Jurídicas. Primer encuentro de Investigación y Postgrado. Tema. 2. 
Memorias. PUDo Universidad Autónoma de SinaLoa, 1982. p. 6. 

5 Marx. C. Contribución a la Crítica de la Economía Política. Ed. Cultural Po­
puLar, México, 1974. p. 12 Carta de Engels a José BLoch. Obras escogidas, Tomo 111. 
Ed. Progreso, Moscú, 1974. p. 514. Véase también sobre la autonomía relativa de la 
superestructura la carta dirigida a Conrand Schmidt, Londres 27 de octubre de 1890; 
La Subersión de Las ciencias por eL Señor E. Duhring y Lodwing Feurbach y el fin de 
la filosofía Clásica Alemana; de Marx, el 18 de Brumario de Luis Bonaparte, varias 
ediciones. 
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objeto de la actividad práctica (praxis) la naturaleza, la sociedad o los hom­
bres reales. En consecuencia, y en tanto que las relaciones sociales son rela­
ciones de clase, ningún conocimiento (por ende ningún proceso educativo 
y/o investigativo) escapa al dominio de clase. 

Por ello "Si se quiere conocer, se tiene que participar en la práctica 
transfonnadora de la realidad 'lÓ; de lo que se trata "Es de tranformar al 
mundo" se dirá en la undecima Tesis sobre F euerhach. 7 . 

En el proceso educativo debe darse la integraci6n de la teoría con la 
práctica, por cuanto El conocimiento teórico y la investigación práctica 
son dos aspectos de un mismo proceso. La enseñanza académica debe 
estar dirigida hacia la investigación, ésta debe ser el eje vertebrador en el 
proceso de conocimiento teórico-práctico. La investigación, como aspecto 
del proceso del conocimiento, debe comenzar junto Con el conocimiento 
teórico, intentado bajo la orientación del método enseñanza-aprendizaje 
que, en un proceso concreto, especifico, de investigación, se aprende a 
investigar. Es en este contexto, y no en abstracto, por otra parte, donde 
adquiere real significar el estudio de los métodos y técnicas de investi­
gación. 

EL PROBLEMA AGRARIO 

Históricamente la problemática agraria ha sido eje central de las sociedades 
humanas. No solo a escala mundial sino que, en el caso particular de Méxi­
co, vemos confinnado tal acierto general. En efecto, la evolución del país 
en sus distintos niveles peude ser procesado en su desarrollo siguiente pau­
tas determinantes de origen rural, visualizando a estos factores no unilate­
ralmente ro como un mundo desarticulado, sino conformando estructural­
mente el todo social. Así es como los distintos modelos de desarrollo que 
se implementan en la época contemporánea y que tienden a un proceso de 
industrialización, construyen sus proyectos sobre los cimientos de realida· 
des fundamentalmente agrarias (Doc. Talleres Agrarios. Ciencias Sociales, 
UASMZT). 

11. La cuestión agraria y los derechos humanos referente teórico. 

En la tradición jurídica cuando se habla de los derechos humanos y dere­
chos de los pueblos, se plantean tres tipos: los derechos civiles y políticos: 
los derechos económicos, sociales y culturales y los "nuevos" derechos hu­
manos. 

Los primeros contemplan el derecho a la vida, la libertad y la seguri­
dad de nuestras personas. No debemos vivir sometidos a la esclavitud, o ser 
castigados en fonna inhumana o degradante, o ser torturados, iguales ante 
la ley. Estos también incluyen las tan conocidas libertades fundamentales: 

6 Mao Tse Tung. Sobre la Práctica, en Cinco Tesis Filosóficas, Ed. Lenguas ex· 
tranjeras, Pekín. 1874. 

7 Marx, C. Tesis sobre Feuerbach. Obras Escogidas. Tomo 1. Ed. Progreso, Mos­
cú. 1873, p. 10. 
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de pensamiento, de conciencia y de religión, opinión y expresión, reunión, 
asociación con fines pacíficos, por ejemplo sindicatos, participación políti­
ca, optar cargos de elección, etc. Fueron 108 primeros que aparecen en la 
realidad política y en los sistemas jurídicos nacionales, y que también mu­
chos siglos después, fueron los que atrajeron originalmente la atención pri­
migenia del derecho internacional, supone en general una actitud pasiva o 
negativa del Estado, dirigida a respetar o no impedir y a garantizar el libre 
y no discriminatorio goce de esos derechos (En las Facultades de derecho 
les llaman garantías individuales, que titula el nombre de un curso). 

L08 segundos, llamados por algunos de la "Segunda generación", supo­
ne la consideración de las necesidades económicas, sociales y culturales de 
los individuos e implica una actitud positiva del estado para realizar accio­
nes dirigidas a satisfacer necesidades. Estos incluyen el derecho al trabajo, 
el de libre elección del trabajo, a condiciones de trabajo equitativas y satis­
factorias y a la protección contra el desempleo. Todo hombre y mujer ha 
de tener derecho a igual salario, si desempefia trabajo igual. Todos hemos 
de tener derecho al descanso y al tiempo libre. Otro de nuestros derechos 
es un nivel de vida adecuado, y esto significa suficiente alimentación, ves­
tido, vivienda, asistencia médica, servicios sociales, seguridad social. Las 
madres y sus hijos han de tener derecho a cuidados y asistencia especiales. 
Toda persona debe tener derecho a la educación, y derecho a panicipar 
libremente en la vida cultural de la comunidad.8 • 

Los "nuevos" Derechos Humanos. A estos derechos se adicionan hoy 
los llamados derechos también de solidaridad o derechos de la "tercera 
generación" que, como el derecho a la paz, al delllJ"ollo a la libre determi­
nación de los pueblos, ••• a un medio ambiente sano y ecO-lógicamente 
equilibmJo, a beneficiarse del patrimonio común de la hurrwmidaJ.,...w., 
son la consecuencia de las nuevas necesidades del hombre y de la colectivi­
dad humana en el actual grado de su desarrollo y evolución. 9 10. 

En principio podemos afirmar que 108 tres tipos de derechos son de 
interés de constatar en nuestra cruda realidad agraria; pero partamos pri­
mero con fos derechos económicos, sociales y culturales. 

DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES y CULTURALES 

Su génesis la encontramos, salvo opinión en contrario, en la Constitución 
Francesa del 4 de noviembre de l848, dictada en medio del favor popular 
por la "República social", en medio del cambio del sistema económico-li-

8 Ver: Gros Espíell, Héctor. Estudios sobre Derechos Humanos. Instituto Inter. 
americano de Derechos Humanos, San José Costa Rica, 1985. Pp. 10 Y Sigs. Naciones 
Unidas. 50 Preguntas y respuestas sobre Derechos Humanos y actividades de la ONU 
para promoverlas. Nueva York. S.F. pp. 3-5. Barreíro. Barreíro, Clara. Derechos Hu­
manos. Temas Claves. Ed. Sálvat, Barcelona, Espafia, 1980. pp. 42·49. 

9 Seguimos a Gros Espiell. Oh. Cit. pp. 12-13. 
10 Ver Vasak, Karel. "La lucha por los derechos humanos" Correo de la UNES­

ca. Noviembre, 1977. Peces Barba. Gregorios. Los Derechos Fundamentales. Tema 3. 
Clasificación. Ed. Latina Univesítaria, Espafia, 1980. pp. 91-105. 

- --------rr- ; -
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Leral burgués (un paso adelante al estado gendarme). Se insiste en los prin­
cipios de libertad igualdad y fraternidad, se avanza, que su fundamentación 
es la familia, el trabajo., la propiedad privada y el orden público. La Consti­
tución Francesa eleva la categoría del trabajo a una categoría del deber 
ciudadanoll Aquí un antecedente que reconoce no bondades sino la lucha 
de los trabajadores franceses y cambios en los planteamientos económico­
políticos del desarrollo del capitalismo. Pero sin duda, es )}léxico. de princi­
pios de siglo la revolución mexicana, las luchas del campesino mexicano 1 el 
ideario político de Zapata el que plasman los principios del llamado derecho 
social, desde el Plan de Ayala hasta su consagración constitucional en Que­
rétaro (Constitucionalismo Sociali 2 Estos principios son recogidos después 
en la Constitución de Weimar en 1919 (Alemania). Pero significativamente 
es producto de las reivindicaciones de un pueblo construídas en un proceso 
revolucionario, que aspira a la justicia social "Tierra y Libertad". Estos 
principios alteran drásticamente el concepto de propiedad burgués vigente 
y su sistema jurídico, así, la visión oligarquica, vía Junker, la legalidad de la 
acumulación originaria, va a la vía farmer o vía mexicana (Roger Bartra). 
Justo en el momento histórico narrado, surge otra concepción que tiene 
que ver con los derechos humanos, desde otra perspectiva política, se trata 
de la Revolución Rusa, que rompe el esquema y proclama la abolición de 
la propiedad privada y se plasma dentro de un orden constitucional también, 
recordemos el Preámbulo a la Constitución Rusa de 1919, redactado por 
Lenin, conocido como la Declaración del PueLlo Trabajador y Fxplotad-u. 1 3 

Pero volviendo a la Constitución T\'lexicana los especialistas coinciden 
que la nota más característica consiste en que fue la primera en incorporar 
normas de contenido social. Así nació el Constitucionalismo Social. La 
constitución Mexicana tuvo esa originalidad, que es desde entonces su sello 
distintivo 14 . En materia de derechos humanos, sin duda hay una ampliación 
del Catálogo. l5 

• 

11 Vazquez Carrizosa, Alfredo. Los Derechos como Normas L'nivcrsales ".!uris 
Gentium". En Derechos Humanos en las Américas, Homenaje a la memoria de Carlos 
A. Dunshee de Abranches. Comisión lnteramericana de Den,ellOs Humanos. OEA. 
Washigton,D.C.1984.p.l3. 

12 Sobre el constitucionalismo social ve.r los clásicos: Boris Mirkint'-Guehevitr. 
Modernas tendencias del derecho constitucional (Madrid, 1934) Carlos CarcÍa Ovieno, 
El constitucionalismo de postiguerra (Sevilla, 1931). La literatura sobre el tema es pro­
fusa. Entre otros.! ose Gascón y Marín. La Política Social en el derf·cho constituelonal, 
Información jurídica No. 59, Abril 1958 ... Citado por GarcÍa Laguardia Jorge \-Iario 
y Edmundo Vásquez Martínez. Constitución y Orden Democrático. lJIÚversidad de 
San Carlos, Guatemala, 1984. p. 70. 

13 Ordóñez Cifuentes, José. Et. Al. Digesto en materia de Derechos Humanos. 
Derecho·MZT, Universidad de Sinaloa, 1986, pp. 21·23. 

14 Carpizo, Jorge y Jorge Madrazo. Derecho Constitucional. Instituto d" Inves­
tigaciones jurídicas, UNAM, México, 1983. pp. 14-15. Carpizo, jorge. La COIJ,;titu­
ción Mexicana de 1917. UNAM, México, 1980. pp. 93·105. 

15 Rodríguez y Rodríguez, Jesús. Derechos Humanos. Instituto de Investigaeio­
nesJurídicas, UNAM, México, 1981. pp. 67-79. 
Ver también. Instituto de Investigaciones jurídicas. UNAM. Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos comentada. r..léxico, 1985. 
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DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 

La cuestión agraria también puede ser vista en el orden de los derechos ci­
viles y políticos en la medida de las limitaciones en la participación políti­
ca ciudadana; en las restricciones en el orden de la organización y vida SÍn­
dical y/o cooperativista; en las de~nciones ilegales; desapariciones forzo­
zas; incumplimiento de normas procesales, como el no ser citado, oído y 
vencido en juicio; en la dilación de 108 procesos en el orden civil, penal, 
agrario etc; en la venalidad, parcialidad y e imparcialidad de quienes son 
juzgadores, para citar algunos casos. Amnistía Internacional señala penna­
nentemente para América Latina, casos de esa naturaleza, además de des­
pojos de tierras comunales y de campesinos individuales (Hay informes al 
respecto sobre México). 

En ese orden represivo es importante conocer términos jurídicos, poco 
conocidos en nuestro medio universitario, incluso en nuestras facultades de 
derecho que aún sigue la huella de un derecho penal y criminología tradi­
cionales, casi de corte positivista. Tenemos por ejemplo el de "Preso Políti­
co" como cualquier persona, en cuyo encarcelamiento parezca existir mo­
tivación política por parte de las autoridades, o que esten privadas de liber­
tad por actos cuyo carácter o motivación parezca políticas. El ténnino 
"Preso de Conciencia" que se aplica a las personas que, a juicio de Amnis­
tía Internacional, han sido encarceladas en razón de sus creencias, color, 
sexq, origen étnico, idioma o religión y que no han hecho uso de la violen­
cia ni ahogado por ella. (Lenguaje de Amnistía). 16 • 

NORMACION INTERNACIONAL 

A nivel del derecho internacional, los derechos citados utsupra, tienen su 
expresión jurídica en la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(Paris, 1948); en el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales (Usa, 1966) en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (Usa, 1966); en el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (Usa, 1966); la Proclama de Teheran (Te­
heran, 1968) y la Convención América sohre los Derechos Humanos (Costa 
Rica, 1969).17. 

16 El trabajo de Amnistía Internacional está basado en La Declaración Universal 
de los Derechos Hwnanos y mantiene relaciones de trabajo con ECOSOC. UNESCO. 
EL CONSEJO DE EUROPA Y LA ORGANIZACION DE ESTADOS AMERICANOS. 
OEA. AministÍa Internacional recibió el Premio Nobel de la Paz en 1977 por su 
contribución al "Afianzamiento de la Libertad y la Justicia y', por ello, también de la 
paz en el mundo". 

17 OEA. Manual de nonnas vigentes en materia de Derechos Humanos en elsis­
tema Interamericano. Washington, 1985, ONU. Derechos Humanos (Declaración, Pac­
tos y Protocolo Facultativo). Nueva York, 1978. Cuadernos de Investigaciones Jurí­
dicas No. 1 Anexos. Instrumentos internacionales básicos sobre Derechos Humanos, 
UNAM, México, Enero-Abril, 1986. Ordóñez Cifuentes, José, Et. Al. Digesto en 
materia de los Derechos Humanos, Derecho-MZT, U AS, 1986. 

--- -------- . --_._--.~---
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Cuando se habla del derecho al desarrollo, como un derecho colectivo ina­
lienable que pertenece a todos los pueblos; se fundamentan en el artículo 
28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como el derecho 
humano de toda persona, individualmente o en entidades establecidas en 
virtud del derecho de asociación, a participar en el orden económico en el 
que pueden realizarse plenamente todos los derechos humanos establecidos 
en la Carta Internacional de derechos humanos, a contribuir a ese orden y 
a disfrutar de él. 18

. Sin duda estos aportes jurídicos, en materia agraria, 
tienen realidades en donde esos principios se tornan nugatorios, así: 

Es imposible la existencia de un "Derecho de desarrollo" en la me­
dida de la existencia de procesos de opresión, explotación y domi­
nio colonial y neocolonial. 
La existencia de un injusto orden económico in tcrnacional que 
divide a nuestros países en centrales y periféricos. 

- El derecho al desarrollo debe ser una expresión del derecho de los 
pueblos a la libre determinación en virtud del cual todos los pue­
blos determinen libremente su estatuo político y persigan libremen­
te su desarrollo económico social y cultural y puedan disponer para 
sus propios fines de su riqueza y recursos naturales. 
El crecimiento de las trasnacionales en la agricultura es importante, 
ya que este tipo de empresas representa una nueva fase del desarro­
llo imperialista que trasciende los límites nacionales y, en multiples 
fonnas ~ola la soberanía de los países donde operan los consorcios 
gigantes. Es así como la vieja fonnulación que "El capitalismo care­
ce de patria" adquiere una nueva significación 19. 

A lo anterior se agrega la internacionalización de la agricultura y la 
división del trabajo impuesta a los países periféricos. 
El progresivo agotamiento de los recursos naturales por su irracio­
nal explotación a lo que podemos sumar daños ecológicos irreversi­
bles. 
La preservación de 108 recursos no renovables, de la fauna en general 
y la riqueza icticola, ante la agresión y la voracidad de los centros 
dominantes de poder. 
La creciente incidencia de los grupos de presión en el seno de las 
comunidades 20. 

18 Chouraqui (Relator-Francia) Infonne del grupo de trabajo de expertos gu­
bernamentales sobre el derecho al desarrollo. ECOSüC-ONU. E./C.N.4./1983.11 Co­
mmón de Derechos Humanos. 39 Período de Sesiones. Del 31 de Enero alll de Mar 
zo de 1983. Original en Francés. 

19 Reiman Elizabeth y Fernando Rivas. Derechos Humanos. Realidad y Ficción. 
Akal-Editor, España,1979, pp. 43-62. Transnacionales. 

20 Seguimos a Goldemberg, Isidoro y Cayetano Pavolo. El Cambio Social y el 
Cambio Jurídico. La Nación, Buenos Aires, 22 de Noviembre de 1984. p. 4. 
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El desarrollo ha implicado groseramente políticas neo-maltnsania­
nas en el campo. En América Latina esta acción criminal ha sido 
realizada por los llam.ados Cuerpos de Paz. Sin olvidar la penetración 
ideológica imperialista que modifica prácticas agrarias comunitarias 
e introducen sectarismos ideológicos, a cargo de sectas fundamenta­
listas y el Instituto Lingüístico de Verano, reiteradamente denun­
ciados y expulsados de algunos países. 
Finalmente de que derechos humanos de la solidaridad podemos 
hablar frente a la impagable deuda externa de nuestros países al 
agio internacional. Quizás deolorosamente 108 abonos en pago apo­
calíptico, sean la explotación inicua en el campo de 30 millones de 
nmos en los cultivos de cafia de azúcar, café, algodón, etc., herma­
nos de los niños explotados en los videos pornográficos de 108 lla­
mados países desarrollados; de nuestros 9,000 nUioa que mueren 
diariamente de hambre en el uherrimo paisaje rurallatinoamericaM 
no; los miles de indios que no alcanzan la ciudadanía y son incleM 
mentes víctimas del genocidio y el etnocidio. Mientras tanto no 
podemos recurrir al milagro de la Santa Trinidad, pues la Santa 
Trinidad es la iniciativa privada, Gobierno y burocracia sindical 
conservadora. El bondadoso F.M.I. pide "cristianamente" reducir 
el gasto público para asegurar el pago de la deuda externa ___ 21 

Creemos conveniente advertir que en México, existen de parte de acaM 
démicos serios, reflexiones que desde las ciencias sociales apuntan hacia los 
derechos humanos pero lamentablemente dentro del mundo jurídico hay 
poca preocupación y magra productividad.22 

Sin embargo, esperamos que no quedará AD CALENDAS GRAECAS_ 
(Para I.s calendas griegas)_ 

nI. Los movimientos populares en el campo, sus reinndicaciones y el 
papel del jurista 

De manera descriptiva apoyado en estudios sobre reivindicaciones de 108 
movimientos populares en el campo, veamos cuales son las principales exiM 
gencias: 

Annando Bartra23 opina que se dan cinco tipos de movimientos (agro· 
mexicano). 

l. Luchas por las tierras, las formas de lucha variadas desde el trámite 
legal hasta las tomas de tierras. Los enemigos inmediatos son tanto finqueM 

21 Bair, Peter y Ed. Me. Caughan. México-Estados Unidos: Relaciones Econó­
micas y Lucha de Clases. Ed. Era, México, 1979. 

II Florescano, Enrique. (Coordinador) México en 500 libros Ed. Nueva Imagen. 
México 1980. Ver también catálogo de las editoriales: Siglo XXI, ERA, UNAM, COL­
MEX, Nuestro Tiempo, F.C.E., entre las principales. 

23 Montes, Carlos: "Elementos centrales de la interpretación de Annando BarM 
tra sobre el movimiento campesino" En aproximación al movimiento campesino en 
Puebla. Elementos para un marco de referencia. Cuadernos de Trabajo No. 39. Cen­
tro de Investigación y Comunicación. Economía U.A.P. S. F. pp. 54·56. 
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ros semifeudales y los latifundistas, ganaderos y los agricultores capitalistas 
en tanto duefios de la tierra. 

2. Luchas por las condiciones de producción y comercialización, las 
formas de luchas van desde la suspensión de entregas o la busqueda de vías 
alternativas de comercialización, etc. Los enemigos inmediatos desde los 
acaparadores y usureros locales hasta las compañías agrocomerciales y agro­
industriales, e incluso el Estado a través del Banco agrario, la aseguradora, 
la CONASUPO, INMECAFE, T ABAMEX, etc. 

3. Luchas por los ingresos monetarios de tipo salarial, sus condiciones 
organizativas extremadamente heterogéneas, pues va desde las escasas agru­
paciones de tipo sindical, hasta las organizaciones informales de heneque­
neros, cañeros, etc., una forma de lucha es el paro de labores. Los enemigos 
inmediatos son los agricultores capitalistas en tanto compradores de fuerza 
de trabajo. 

4. Luchas contra la imposición y el despotismo y por la democracia a 
nivel comunidad o de municipio. 

5. Luchas por los servicios como agua potable, caminos, asistencia mé­
dica, escuelas y demás. Las fonnas de lucha son las movilizaciones, las to­
mas de oficinas de las dependencias del Estado, etc. El enemigo inmediato 
el propio estado. 

Bonfil Batalla, en UTOPIA y REVOLUCION. El pensamiento políti­
co contemporáneo de los indios en América Latina, recogiendo las aspira­
ciones de las organizaciónes más reprtsentativas, estima que hay problemas 
en la mayoría de los documentos in ios, en torno a los cuales se plantean 
demandas y luchas siempre concreta. que pueden agruparse en los siguien­
tes capítulos mayores: 

l. La defensa y recuperación de t'a tierra. 
2. Reconocimiento de la especificidad étnico.cultural. 
3. La igualdad de derechos frente al estado. 
4. Contra la represión y la violencia. 
5. Contra la "Planificación Familiar". 
6. Turismo, artesanías y respecto a las expresiones culturales indias, la 

"folclorización" de las culturas indias se denuncia como un nuevo intento 
de penetración y explotación y como una muestra delracismoimperante.24 

Rodolfo Stavenhagen, en cuanto a las demandas de los movimientos 
indios dirigidos a los Gobiernos, a la comunidad en general y a sus propios 
pueblos, independiente de los derechos propiamente étnicos, ubica en pri­
mer lugar: 

"Defensa y recuperación de sus tierras. El vínculo con la tierra es un 
tema recurrente en el pensamiento indio,,2S 26 

24 Bonfil Batalla, Guillermo (compilador). Utopía y Revolución_ Ed. Nueva 
Imagen, México 1981. pp. 46-50. 

25 Stavenhagen, RodoUo, Los Movimientos étnicos indígenas y el Estado .Na­
cional en América Latina. En Civilización Configuraciones de la diversidad, CADAL. 
No. 2. México-Septiembre 1984. pp. 200-201. 

26 Sobre Derechos Humanos y Poblaciones Indias. Véase de Stavenhagen. Ro­
dolfo La Legislación Indígena y los Derechos Humanos de las Poblaciones Indígenas 
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Aquí cabe rescatar la validéz del pensamiento Mariáteguiniano, 27 que 
como precusror lucido del pensamiento agrario latinoaméricano~ señalará 
meridianamente el problema de la tierra, en sus 8úte EBltlyo.; lo anterior 
a partir de las reivindicaciones citadas, en las que incluimos las luchas indias 
frecuentemente reducidas a problemas del orden cultural en el funcionalis­
mo, negada por el reduccionismo economicista y vista racialmente por los 
sectores oligárquicos más atrazad08 de nuestros países. 

Pero en cuanto al mal llamado "Problema indigena" debemos de tener 
cuidado de no caer en u~a concepción que teRgO como universo solo lo 
indígena, sin observar la conexión que tiene con el universo nacional e in­
ternacional. 

Sin duda las reivindicaciones anotadas tienen en su oden que verse a 
partir de intereses de clases concretos, del proletariado, semiproletariado, 
ejidatarios, campesinos, grupos étnicos minoritarios y/o mayoritarios, etc., 
frente a las transnacionales, paraestatales en el campo, burguesa agraria, 
sectores oligárquicos, etc., en todo caso su lucha es común, como clases 
subalternas. 

En la relación México-Estados Unidos, resultan interesantes algunos 
esfuerzos de interpretación y propuestas en cuanto a la necesidad de la 
alianza de los braceros mexicanos y los propios trabajadores agrarios ame­
ricanos y también de los mexicanos en México y mexicanos y americanos 
en Estados Unidos, dado el fenómeno de la trasnacionalización de la agri­
cultura.28 • 

EL PAPEL DEL JURISTA EN L<\.CUESTION AGRARIA 
y LOS DERECHOS HUMANOS 

El derecho no puede permanecer neutro frente a la conflictiva realidad 
agraria, que exige una imperiosa respuesta jurídica en cuya elaboración 
debe confluir la tarea mancomunada del constitucionalistas, administrati­
vistas, civilistas, laboralistas, agraristas, procesalistas, etc. -en virtud de la . 
unidad del plexo jurídico-, junto con otros científicos sociales (Econo­
mistas, sociólogos, antropólogos, psicólogos, trabajadores sociales etc.). 

El ordenamiento jurídico debe constituir no un factor de inercia o de 
inmovilidad, sino un agente transformador que de una respuesta adecuada 
a las renovadas necesidades surgidas en el medio comunitario, teniendo en 
consideración el cambio radical operado en los comportamientos humanos 
por las modificaciones en el orden económico y social29 . 

También en sociedades como la nuestra es válida la comprobación de 

en América Latina. Curso Interdisciplinario de Derechos Humanos, ~nstituto Intera­
mericano de Derecho8Humanos~ Costa Rica, Agosto- Septiembre 1985. 

27 Mariátegui. José Carlos. Siete Ensayos de Interpretación de la Realidad Pe­
ruana. Ed. Amatua. Lima-Perú 1976. 

:tS Bair Peter y Ed. Me. Caughan. Ob. cit. 
29 Goldemberg, Isidoro y Pavolo. Ob. Cit. p. 4. 

- ---:-r- ---:- -
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Anatole France cuando ironiza sobre la igualdad de derechos del banquero 
y el vagabundo que le pennite donnir debajo de un puente o entre sedas.30 

Sin duda en materia del derecho social (Agrario, laboral, familiar y se· 
guridad social) pese a los avances y la necesidad de lograr algunas conquis­
tas estamos todavía frente a un derecho burgués, que como todo derecho 
presupone la desigualdad?31 32 Pero sin ortodoxias, reconociendolo como 
arama de dominación, debemos tener presente la celebre anécdota "carta 
de una madre a su hijo" hay que hacer con el fusil lo mismo que con el de­
recho: no rechazarlo, sino aprender a usarlo para volverlo contra el enemi­
go de clase.3 3 

Pero la práctica forense en su lucha en pro de las clases desposeídas 
(en el área del litigio, la enseñanza jurídico popular, la creatividad de la ley 
e investigación) no debe ser simplemente empírica, pues será como advier~ 
te Cerroni, retomando el pensamiento jurídico idealista (Kant) "Una doc­
trina del derecho puramente empírica es (como la cabeza de madera en las 
fábulas de Fedro) una cabeza que puede ser hermosa, pero que - ¡ay! care­
ce de sesos ,,34 

En conclusión el afianzamiento del estado del derecho demanda una 
práctica profesional del jurista comprometida que con lleve una permanen­
te defensa contra todas las formas autoritarismo o dominación política, so­
cial, económica, científica y cultural; el hombre del derecho debe velar por 
la vigencia de los derechos humanos aunque paradójicamente es una tarea 
muy delicada para quedar únicamente en manos de abogados, dado su 
compromiso generalizado y poco excepcionan te, de ser los encargados de 
mantener el status quO?5 

Así nuestro complicado mundo rural requiere de abogados sensibles y 
competentes que apoyan los r~querimientos de los sectores populares; re­
cordemos cuando Gramsci se refiere al monopolio de la superestructura 
por parte de los eclesiásticos que no estaban exentos de luchas y limitacio­
nes; por eso surgieron en variadas y concretas formas de investigación y es­
tudio otras categorías adecuadas y de mayor volumen, para reforzar el 
poder central del monarca hasta el absolutismo. Así comienza a formarse 

30 Weyl. Monique y Roland, Révolution et perspective du droit, Editions So­
ciales, París, 1974. p. 10. 

31 Ibidim. p_ 11. 
32 Ver Marx-Engels. Crítica de los Programas de Gotha y de Erfutr Obras Es­

cogidas, Tomo 111. Ed_ Progreso, Moscú, 1973. p.16. 
33 Citado por Weyl, Monique y Roland. Ob. Cit. p. 21. 
34 Cerroni, Umberto, Introducción a las Ciencias Sociales., Ed. Grijalbo, España, 

1977. p. 9l. 
35 Sobre la Práctica Jurídica y Compromiso Social véase: Unión de Universida­

des de América Latina. UDUAL. Memorial del VIII Conferencia de Facultades y Es­
cuela de Derecho en América Latina, San Pedro Macoris, República Dominicana, Oc­
tubre 1982. Memorial del I Encuentro Nacional de Abogados Democráticos. Chilpan­
cingo, Guerrero Julio de 1979. UAG. Tigar y Levy. El derecho y el ascenso del capi­
talismo. Siglo XXI, México, 1984. 
García Laguardia, Jorge Mario. La Universidad Latinoaméricana y la Formación del 
Jurista. Quderní Latinoamericam. Revista dell'Associaciones di Studi Latinoamerica­
ni, Firenze No. 1. Italia, 1976. 
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la aristocracia de la toga (los juristas y los abogados), con sus propios privi. 
legioa y jerarquías de administradores, etc., 36. 

Para nuestro caso, en ese mismo sentido Gramsciano, se trata de inte­
lectuales orgánicos al servicio de los sectores subalternos. 

36 Gramscir, Antonio. La Fonnación de los Intelectuales. Ed. Grijalbo, Colección 
70 No. 2. México 1967. pp. 23·24. 

_. r 
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LA FEDERACION DE SINDICATOS DE TRABAl ADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO: ORIGEN Y BALANCE 

DEL MOVIMIENTO BUROCRATlCO 

Mareela Bravo Ahuja* 
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La Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Eatado (FSTSE) 
es una de las agrupaciones de asalariados más importantes del país. Pese a 
ello, BU estudio sistemático ha sido mínimo. Buena parte de las inve8tiga~ 
ciones sobre el sindicalismo en México se han centrado en el movimiento 
obrero; de 108 empleados públicos y de SU sindicalismo peculiar muy poco 
se ha dicho. Una interpretación global sobre este tema aún está por reali­
zarse. 

En las pocas investigaciones que sobre el movimiento burocrático se 
han realizado, es posible advertir algunas constantes interpretativas. Se 
afirma, por ejemplo, que el sindicalismo burocrático surge en la época caI­
denista a instancias del propio gobierno, quien pone especial atención en 
su separación del sindicalismo obrero. Es así como se explica que la FSTSE 
se conforme al márgen de la CTM. Dentro de esta línea de interpretación, 
se llega a afirmar que los burócratas se han convertido, por lo mismo, en 
una fuerza conservadora aliada al Estado y cooptada por él (Lemer, 1986). 

En nuestra opinión, estas interpretaciones revelan algunas insuficien­
cias tanto históricas como teóricas, que impiden detectar la dinámica real 
de este sector dentro del sistema político, así como diferenciarlo del resto 
del movimiento obrero. La crítica exige fundamentación. En las siguientes 
páginas nos proponemos avanzar en el esclarecimiento de estos elementos 
en conflicto. 

I 

En primer lugar debemos señalar que la lucha de los empleados públicos no 
nace en 1938, sino que se remonta a los tiempos de la Colonia. Es impor-

*Centro de Estudios Políticos, UNAM. 
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tante considerar los diversos movimientos que desde entonces lleVaron a 
cabo los empleados públicos con vistas a la consolidación de una organiza. 
ción propia defensora de sus intereses, para poder juzgar lo que dichos mo­
vimientos perdieron o ganaron al confonnarse la FSTSE en los términos en 
que ello se llevó a cabo. 

Durante la Colonia había una tupida red de servidores públicos que 
luchaban cotidianamente contra los abusos de la autoridad. Si bien exis­
tían disposiciones en las Cédulas de las Reales Audiencias contra los fun­
cionarios que cometieran atropellos, dichas disposiciones planteaban algu. 
nos recursos extraordinarios y legales para estos casos. 

En 1761 se dió el primer gran logro a favor de los trabajadores que 
prestaban sus servicios al Virreinato: se crea un Montepío con el propósito 
de brindarles asistencia económica y social. En 1776 el Virrey Payo Enri· 
que de Rivera adiciona esta ley al incorporar a las viudas y huérfanos de 108 

empleados de los Ministros de Justicia de la Real Hacienda para que pudie­
ran disfrutar de pensión. 

El largo período de inestabilidad política que vivió el país de 1810 a 
1938. y que se refleja en guerras civiles, invasiones y multitud de cambios 
de gobierno, afectó, como es lógico, a los empleados públicos. A 10 largo 
de este período. los burocrátas carecieron de protección jurídica y sus 
problemas principales fueron la inseguridad en el cobro de sus salarios y el 
estar propensos a despidos debido, precisamente, a los constantes cambios 
de gobierno. 

Cabe mencionar que el Presidente Guadalupe Victoria tuvo particular 
conciencia de estos problemas, por lo que en 1825 propuso que se vigilara 
el pago puntual de los salarios a los funcionarios públicos. Ello dió lugar al 
refrán: "cuando los sueldos se pagan, las revoluciones se apagan". También 
durante estos años, el gobierno decidió liquidar a los montepíos por su intr 
ficacia y asumir la responsabilidad de otorgar las pensiones a los emplea­
dos. La medida se reglamentó posteriormente en la Constitución de 1854. 

Pero estos no eran los únicos problemas que aquejaban a los servidores 
públicos. Mediante movimientos todavía aislados y desorganizados, los bu­
rocratas lograron obtener algunas prerrogativas en materia escalafonaria y 
de movilidad. En 1846. por ejemplo, se estableció una Ordenanza de la 
Renta del Tabaco que estipulaba que para la otorgación de plazas vacantes 
se debía observar la escala, dando preferencia a la aptitud y al mérito cuan­
do esas cualidades fueran sobresalientes. Posteriornlente, en 1852, el Pre­
sidente Mariano Arista dispuso que los empleados de los oficios de la Fede­
ración fuesen inamovibles y que tuvieran derecho al empleo. Otra medida 
aislada pero significativa fue la aprobación de la Ley de Lares de 1853 que 
reglamentó la remuneración y la distribución de los empleos públicos y 
estableció un Tribunal de Justicia integrado por el Consejo de Ministros. 

Se sabe que con la Presidencia de J uárez empieza a consolidarse la ad­
ministración pública y con ello a crecer el número de burócratas. Este pe­
ríodo coincide además, con el del surgimiento de organizaciones, primp.­
ro mutualistas, luego de carácter cooperativo y fmalmente sindical, para 
luchar por los intereses de 108 trabajadores. Es así como, durante el gobier­
no de Lerdo de T~jada, se constituyó la primera Asociación Mutualista de 

--.--------- ----------- -------~~--
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Empleados Públicos, probablemente el antecedente más lejano de la orga­
nización formal del movimiento de los trabajadores al servicio del Estado. 

Dicha organización, como otras similares, hizo posible formas de rei­
vindicación económica, pero también funcionó como centro de debate y 
discusión ideológica, dando pie a divisiones y esciciones. Con estas carac­
terísticas, la Asociación operó hasta los primeros añ08 de la dictadura 
política instaurada con Porfirio DÍaz. Existen testimonios históricos de 
que en 1906 los sobrevivientes de esta sociedad mutualista se identifica­
ron con la corriente ideológica de 108 hermanos Flores Magón y en con­
tra de la dictadura. 

Al término de la revolución, la lucha de los empleados públicos cobró 
un carácter más concreto. En efecto, los burócratas fueron ignorados en el 
artículo 123 de la Constitución de 1917, lo que provocó que estos empe­
zaran a organizarse para reclamar SUB derechos. E.s así como en 1922 crea· 
ron 8118 primeros sindicatos y surgieron algunos movimientos de suma im­
portancia. Así, por ejemplo, los maestros del Puerto de Veracruz desen­
cadenaron la primera huelga del sector público. La razón: el pago de va­
rios meses de trabajo no remunerado. A diferencia de otros movimientos 
semejantes que por esas fechas se presentaron, el de los maestros huel­
guistas veracruzanos sí contó con el apoyo resue1.to de la clase obrera 
mexicana organizada en la CROMo Cuestión que propició que el movimien­
to repercutiera a nivel nacional. De hecho, la huelga fue dirigida por el 
propio Vicente Lombardo Toledano, líder de la CROM, y dió lugar a la 
fundación del Sindicato de Maestros Veracruzanos, organización que se 
afilia a la Confederación Regional Obrera Mexicana. 

Fueron dos los grandes triunfos de este movimiento: el que el Estado 
reconociera su carácter de patrón respecto de los servidores públicos, y el 
que los empleados del servicio público recurrieran a la huelga Como arma 
de lucha, empezando a exigir en todo el país la protección de sus dere­
chos. 

El camino había sido indicado y los diversos sectores de empleados 
públicos comenzaron a recorrerlo. En 1922, se integra el Sindicato de Tra­
bajadores de Limpia de la Ciudad de México, y a raíz de un cese masivo 
presenta una reclamación amenazando con ir a la huelga en caso de no ser 
atendido el pliego petitorio, el cual incluía demandas Como las siguientes: 
jornada diaria de trabajo de ocho horas, aumento de salarios, ascenso es­
calafonario y pago de salarios caídos. 

Las demandas de los trabajadores de limpia fueron satisfechas con re­
lativo éxito. Cuestión que motivó la organización sindical de otras depen­
dencias. Al sindicato de trabajadores de limpia le siguió el de trabajadores 
de aguas potables, también de la ciudad de México. Ambos fueron de ejem­
plar combatividad en defensa de los intereses de sus miembros, motivo por 
el cual fueron objeto de constantes ataqu~ institucionales que propiciaron 
su desaparición. 

Los trahajadores de parques y jardines y los de pavimentación y ba­
chea del Distrito Federal también se organizaron. En el caso de los segun­
dos, algunos de sus líderes ya proponen la creación de una federación de 
empleados y trabajadores del Distrito Federal. 
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En 1925 en correspondencia con la creciente intranquilidad de 108 tra­
bajadores públicos, el Presidente Calles creó la Dirección de Penaiones Civi­
les de Retiro, organismo que constituyó el antecedente inmediato del Insti~ 
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado_ Esta 
Dirección que perduró hasta 1947, constituyó el primer esfuerzo del régi­
men por dar seguridad a sus trabajadores, pero fracasó en su propósito ya 
que jamás logró confprmarse en un sistema integral de asistencia social, a 
lo sumo fue un esfuerzo aislado de poca eficacia_ De 1925 a 1930 se hicie­
ron diversaB modificaciones a la Ley de Pensiones pero no fueron suficien­
tes para contrarrestar el malestar de 108 empleados públicos, quienes siguie­
ron padeciendo problemas de pago y de ceses masivos. 

En consecuencia, las organizaciones clandestinas se multiplicaron poco 
a poco. Simultáneamente, la burocracia se va haciendo cada vez más sólida 
y fuerte, por lo que las presiones se hacen cada vez más frecuentes. Lo pri­
mero era establecer la nonnatividad de la relación entre los trabajadores 
públicos y el Estado. 

En 1931 el Presidente Ortíz Rubio aprobó la Ley Federal del Trabajo, 
la cual en ljIl artículo segundo estipulaba que las relaciones entre el Estado 
y sus servidores se regirían por las leyes del Servicio Civil que se expidie­
ran. Como ejemplo, §e expidió el Reglamento que fijaba el Estatuto del 
Personal de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y, poco después, 
siemlo presidente Abelardo Rodrigu .. , se estableció el Acuerdo sobre Or­
ganización y Funcionamiento del Servicio Civil. 

Así, contando ya con estos mecanismos, los empleados públicos co­
menzaron a abandonar la lucha clandestina; pero como 81.IS inquietudes si­
guieron aumentando, los problemas sólo Be agravaron_ Los trabajadores al 
servicio del Estado tenían la necesidad de asegurar su capacidad de lucha 
y de negociación, pues el aparato jurídico poHtico no daba resultados sa­
tisfactorios. 

Llegamos así a la etapa cardenista en la que, como hemos querido de­
mostrar, no comienza la lucha de los empleados públicos, sino que se or­
ganiza, lo cual es sustanciahnente distinto. No obstante, las preguntas 
siguen siendo pertinentes: ¿cómo es que los empleados públicos final­
mente se constituyeron durante el cardenismo en fuerza de apoyo al ré­
gimen? y ¿porqué y cómo SU lucha se institucionalizó al márgen de las 
luchas obreras? . 

La primera cuestión no admite duda .. Con el objetivo de obtener el 
apoyo de los trabajadores, el régimen cardenista consolidó el reconocimien­
to de sus derechos laborales postulados originalmente en la Constitución 
del 17_ Es así que Lázaro Cárdenas fomentó la organización poHtica de las 
masas a través de un sistema corporativo que fortalecía el poder del Esta­
do, al tiempo que los trabajadores obtenían beneficios concretos que am­
paraban el sentido de sus organizaciones, y legitimaban a sus Hderes_ 

El cardenizmo logró de esta manera incorporar a la estructura del par­
tido oficial tanto a los obreros y campesinos, Como a los trabajadores al 
servicio del Estado, que es el caso que aquí n08 interesa. 

En 1933, cuando Cárdenas era todavía candidato a la presidencia, al­
gunos dirigentes de empleados públicos se entrevistaron con éI_ En estas 

-------------r, 
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conversaciones Cárdenas los instó a que se organizaran cuanto antes en 
sindicatos para que pudieran exigir el cumplimiento de sus demandas. Va­
rios sindicatos de otras tantas dependencias empezaron a conformarse. 

Dichas agrupaciones carecieron en un principio de un programa co­
mún. Al~nas de ellas eran de absoluta extracción política: hahían sido 
creadas por altos funcionarios de las dependencias públicas para halagar 
al presidente Cárdenas y eran manejadas directamente por los oficiales 
mayores de las Secretarías de Estado o Departamentos. Las nacientes 
agrupaciones carecieron entonces de una orientación precisa en cuanto a 
sus fines, aunque coincidieron esencialmente en el reconocimiento de los 
derechos de los trabajadores al servicio del Estado: derecho a organizarse, 
el de inamovilidad en el puesto) el de mejores condiciones económicas) 
etcétera. 

En 1935 dichas uniones y sindicatos conformaron la Alianza de Orf!;a­
nizaciones de Trabajadores al Servicio del F.stado (AOTE). Este aconteci­
miento fue de gran relevancia) pues esta agrupación habría de convertirse, 
al cabo de unos cuantos meses) junto con otras uniones¡ alianzas y asucia­
ciones, en la Federación Nacional de Trabajadores del Estado (FNTE)) 
posteriormente FSTSE. 

Cabe destacar que la importancia de esta tendencia aglutinadora radi­
ca en el hecho de haber8e conformado por primera vez una fuerza única 
y poderosa representante de los intereses de prácticamente todos los ser­
vidores públicos. 

Ahora bien, fue precisamente dentro de la AOTE y de la FNTE donde 
se dió la lucha que culminó en la 8eparación del movimiento burocrático 
del movimiento obrero. 

En efecto, al principio de su gestión la AOTE sólo aceptaba en sus fi­
las a los trabajadores manuales) a los más desamparados y explotados. Su 
objetivo principal era el que se les reconociera sus derechos estipulados en 
el artículo 123 constitucional y se les incorporara a la Ley Federal del 
Trabajo. Por lo mismo, la Confederación de Trabajadores de México 
(CTM») ya constituida en la organización obrera más importante del país, 
tenía interés por organizar e integrar a los trabajadores al servicio del Es­
tado dentro de sus filas, interés Ilue queda expresado claramente cuando 
la FNTE se afilia a la central. 

Del lado de los empleados públicos existen evidencias de que ciertos 
trabajadores de base veían con buen agrado la invitación de organizarse 
y unificarse dentro de la CT!\-1. Sin embargo, los líderes sindicales apoya­
dos por los oficinistas y 108 trabajadores administrativos, que eran el grue­
so de la burocracia) y que fueron cobrando conciencia de SU8 intereses 
particulare8, terminaron inclinándose por la promulgación de un marco 
legal específico, y por la organización de los burócratas independiente­
mente de las centrales obreras. 

Esta posición coincidió con la del Presidente Lázaro Cárdenas, para 
quien la fusión representaba el fortalecimiento de las organizaciones de 
trabajadore8 frente a su autoridad. 

De esta suerte) entre los trabajadores al servicio del Estado prevaleció 
la inquietud fundamental de perfeccionar y ampliar el Acueruo sohre Oro 
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ganización y Funcionamiento del Servicio Civil que databa, como ya se 
mencionó, de 1934. Es así como la FNTE retomó la lucha por que se les 
reconociera a los empleados públicos personalidad jurídica, por que se les 
concediera el derecho de libre organización, por que se les otorgara el de­
recho de huelga y de contrato colectivo. Estabilidad laboral, escalafón, 
pensión, seguros por desoeu pación, accidente o muerte, prestaciones 
crediticias, médicas y de vivienda, y desde luego mejores sueldos, eran sus 
demandas. 

El Estado procuró un canal institucional a dichas demandas: propuso 
ex pedir no una simple ley del servicio civil como algunos querían, sino 
un Estatuto Jurídico que amparara a los trabajadores a su servicio. La 
FNTE misma colaboró en la elaboración del anteproyecto que tras mo­
dificaciones y estudios, fue aprobado por el Congreso de la Unión. Induda­
blemente, dicha aprobación fue el resultado de una gran presión por parte 
de la burocracia organizada. 

En efecto, el proyecto de ley fue sometido en la Cámara de Diputados 
a fuertes críticas dividiéndose las opiniones. Se llegó a atacar y a injuriar 
al empleado público. Se dijo que el Estatuto era contrario a la Constitu­
ción, que amenazaba al Estado y a la soberanía nacional y que la conducta 
de los líderes burócratas podía obstaculizar el despacho de los negocios pú­
blicos. Algunos opositores propusieron incluso la desaparición de toda 
norma jurídica que garantizara los derechos de los trabajadores, quienes 
deberían conformarse con recibir un salario y estar propensos a ser susti­
tuidos. 

En respuesta a estas oposiciones, la FNTE llevó a cabo varias manifes­
taciones, asimismo, retiró su cuota de 0.5% de sus salarios para el sosteni­
miento del Partido Revolucionario Mexicano. Cabe señalar que, paralela­
mente a este proceso legislativo, se había reestructurado el partido oficial 
conviertiéndose el Partido Nacional Revolucionario en el Partido Revolu­
cionario Mexicano. El nuevo partido dejó de ser de afiliación individual, 
para estructurarse por sectores, dado el grado de desarrollo que las organi­
zaciones de masas había alcanzado hasta el momento. De esta manera, 
el PRM rubricó la fuerza que el Estado hahía alcanzado gracias a las 
movilizaciones populares. 

En fin, tras presiones y modificaciones, el Estatuto Jurídico se aprobó 
en 1938. Este regía las relaciones entre los trabajadores federales y los 
poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, incluyendo territorios federales. 
ABimismo, la nueva ley establecía nonnas relativas a vacaciones, días de 
descanso, sueldos, ascenso, antigüedad, pensiones y el derecho de huelga. 
Por último, estipulaba la creación de un tribunal y varias juntas arbitrales 
para la resolución de las controversias sobre la materia. 

La reestructuración del partido oficial y la promulgación de dicho 
Estatuto Jurídico trajo Como consecuencia la inmediata organización de 
los trabajadores del Estado en sindicatos correspondientes a las Secretarías 
de Estado, Gobiernos Territoriales, Departamentos autónomos y Poderes 
Judicial y Legislativo. La consecuencia de todo esto fue la creación de la 
Federación de Sindicato, de Trabajadores al Servicio del Estado (FSTSE), 
en un congreso constituyente efectuado el 29 de octubre de 1938. La 
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FSTSE, una vez constituída, aprobó su ingreso al PRM al margen de 
la CTM. 

En conclusión, la FSTSE surgió como alumbrarla por el Estado, 
además con una estructura identificada con la administración pública. 
Es así como a los empleados públicos no les quedó más que organizarse 
sobre el propio aparato burocrático y no por tendencias o problemas 
comunes. Además a ello habría que añadir el que quedó igualmente 
estipulado que ninguna otra Federación de Trabajadores tendría recono­
cimiento. 

11 

En el inciso anterior se repaso la historia de la consolidación del organismo 
que representa hoy en día a uno de los grupos de trabajadores más impor­
tantes del país: la FSTSE. Al respecto, las siguientes cifras resultan elo­
cuentes: en 1983 la FSTSE albergaba a 75 sindicatos, o sea a más del doble 
de los sindicatos con los que se fundó que eran 29; asimismo, el número 
de trabajadores ha aumentado considerablemente, pues para 1983 había 
1,600,000 agremiados, contra 163,000 a la hora de su fundación. 

Según vimos, la confonnación de la FSTSE, a diferencia de lo que a 
veces se ha afirmado, no fue ni tan fácil ni tan rápida. Fue el resultado de 
un largo proceso. El Estado la apoyó pero no la sacó de la nada. La idea de 
que la FSTSE fue una creación del Estado, a nuestro juicio proviene de 
que se atiende únicamente al hecho de que, en comparación con el con­
junto de la clase trabajadora, la situación de los servidores públicos ha 
resultado más ventajosa, en tanto que estos han sido más beneficiados en 
prestaciones y salarios, y se concluye que para ellos todo ha sido más fácil 
y rápido, incluso la consolidación de sus sindicatos y la Federación que los 
representa. 

Paradójicamente, se critica el que hayan aceptado organizarse indepen­
dientemente del movimiento obrero, respondiendo a una política estatal 
que buscaba un equilibrio de fuerzas. Incluso se llega a decir que el propio 
cardenismo fue el que los organizó aparte. 

Sin embargo aquí pudimos apreciar que fue dentro de los propios 
sindicatos burocráticos, donde se fue gestando una lucha entre los tr aba­
jadores manuales al senricio del Estado y los trabajadores administrativos, 
propiamente denominados. Lucha interna que se inclinó del lado de los 
administrativos, quienes al ir reconociendo su capacidad de negociación 
y de lucha, así como sus problemas e intereses particulares, se fueron 
de alguna manera alejando del movimiento obrero. 

Pero de hecho sabemos que la lucha de los empleados públicos no está 
realmente separada de la lucha de la clase obrera. Si ese no fuera el caso 
¿cómo explicaríamos que tanto la FSTSE como la CTM, junto con otras 
organizaciones obreras, se encuentren unidas dentro del Congreso del 
Trabajo y, lo que es más, que formen parte del mismo partido? 

Recordemos que cuando surge el Bloque de Unidad Obrera, el BVO, 
en 1955, la FSTSE se integra a dicho organismo que agrupaba básicamente 
a organizaciones obreras como la CTM, la Confederación General de Tra-

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



180 

bajadores (CGT), la Confederación Regional Obrera Mexicana (CROM), 
la Federación de Trabajadores del Distrito Federal y los sindicatos de los 
ferrocarrileros, telefonistas, mineros y pe1l'oleros. Este proyecto de unifi· 
cación concluye en febrero de 1966, cuando el BVO, junto con la ConIe· 
deración Nacional de Trabajadores (CNT), acuerdan disolverse para crear 
una nueva organización que incluyera a sus respectivos integrantes y al 
resto de las agrupaciones obreras, naciendo así el Congreso del Trabajo. 

La FSTSE, por lo tanto, milita en el PRI, tanto a través del Congreso 
del Trabajo como a través de la Confederación Nacional de Organizaciones 
Populares (CNOP), la cual fue fundada en 1943 con el fin de aglutinar a 
amplios sectores de la población hasta entonces disgregados (sectores 
urbanos de diversas ocupaciones fundamentalmente). 

La CNOP ha logrado absorver a casi todas las organizaciones funcio­
nales de pequeños propietarios y de empleados de senricíos surgidas como 
consecuencia del crecimiento económico, y que por el tipo de BUS activi­
dades quedaron al márgen de las organizaciones obreras y campesinas. 
La FSTSE, por su tamaño y organización, se constituyó en la columna 
vertebral de la CNOP, mientras que ésta devino -según coinciden varios 
estudiosos- es uno de los principales apoyos del régimen dentro del 
partido oficial. En conclusión, gran parte de la importancia y del peso 
político de la CNOP se debe sin duda a la FSTSE, que ha funcionado 
comO elemento cohesionador de los distintos organismos que la componen. 

Tomando en cuenta estos antecedentes, no eS válido críticar, a nuestro 
juicio, el que la organización del movimiento burocrático se haya separado 
de la del movimiento obrero. De hecho, como se pudo advertir, con esta 
forma de organización, los empleados públicos han tenido mayor respuesta 
a sus demandas que otros grupos. ¿Cómo pretender entonces que dicho 
movimiento perdió fuerza al separarse? 

Por el contrario, la experiencia histórica del movimiento burocrático 
nos obliga a reconocer que ciertos sectores laborales, a pesar de ser igual­
mente asalariados que la clase obrera, merecen una consideración aparte. 
El que sus condiciones de trabajo sean distintas, lo mismo que sus proble­
mas laborales, no es motivo suficiente para considerar que su escisión y 
su organización independiente sean reaccionarias. 

Volveremos a este tema, antes debemos hacer algunas consideraciones 
sobre la estructura interna de la FSTSE y sobre el tipo de trabajadores que 
se sindicalizan a través de esta organización. 

La FSTSE aglutina a trabajadores al servicio del Estado, pero, según 
pudimos apreciar, no a todos los trabajadores de esta Índole. Dentro de 
la sociedad política podemos distinguir tres sectores: a) un sector econó. 
mico, propiamente dicho, que corresponde a las empresas nacionalizadas, 
en las cuales se producen de hecho bienes que aumentan la riqueza social; 
b) un sector administrativo donde aparecen fundamentalmente las Secre­
tarías de Estado y c) un sector represivo que comprende al ejército ya l. 
policía. De entre estos sectores la FST SE concentra al personal del sector 
administrativo, que es al que tradicionalmente se le ha denominado buro­
cracia, pero también a algunos trabajadores del primer sector, como 
pueden ser los de obras públicas_ En todo caso, la proporción de trabaja-
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dores de este sector ~s mínima, pues la mayoría de ellos tienen sus propias 
sindicatos, independientes de la FSTSE, como 80n los sindicatos petrolero 
y electricista. 

Con esto queda explicado el porqué nos hemos referido al movimiento 
de los trabajadores que concentra la FSTSE, como movimiento buro­
crático. 

Ahora hien, volviendo al prohlema planteado, resulta ilustrativo que 
buena parte de 108 análisis marxÍBtas de las clases sociales en los estados 
capitalistas contemporáneos, salvo algunas posiciones que podríamos 
denominar como ultraizquierdistas, no consideren que la burocracia forme 
masivamente parte de la clase obrera. 

Ernest Mandel (1971) es uno de los autores marxistas que se oponen 
a esta interpretación. A decir de Mandel, pese a las transformaciones que 
ha sufrido el sistema capitalista, sigue predominando como contradicción 
básica, la contradicción burguesía-proletariado, por lo que todo asalariado 
pertenece necesariamente a la clase obrera. 

Mandel señala además que si bien las características coyunturales de 
cada clase se han modificado profundamente, su estructura permanece 
invariable. En este sentido, la condición proletaria sigue siendo en lo fun­
damental la misma y corresponde a las capas de individuos que por no 
tener acceso a los medios de producción, se ven obligados a vender su 
fuerz;a de trabajo a cambio de un salario. La sociedad actual no ha resuelto 
en consecuencia, las contradicciones básicas del capitalismo: sigue exis­
tiendo una clase obrera tan enajenada como la del siglo XIX, aún siendo 
diferentes el valor de su fuerz;a de trabajo, o su nivel de consumo, o la 
intensidad de sus necesidades o la medida en que puede satisfacerlas. 

Siguiendo con esta interpretación, las condiciones de producción 
contemporáneas han provocado que nuevos sectores de. asalariados, los 
trabajadores no manuales, se integren a la clase obrera. En efecto, se deben 
reconocer varios hechos importantes: la reducción de las diferencias de 
retribución entre trabajadores de "cuello blanco" y trabajadores manuales, 
aunque en muchas ocasiones militan en organizaciones sindicales comunes; 
BU similitud creciente en el consumo, nivel y medio social, así como en 
las condiciones de trabajo; y por último, la igualación de las condiciones 
de reproducción de la mano de obra, especialmente de la mano de obra 
calificada y semicalificada. Pero además, la distinción entre la producción 
del trabajador manual productivo puro, la del trabajador de cuello hlan­
co improductivo-administrativo puro y la del trabajador reparador se­
miproductivo, se ha hecho más borrosa. En consecuencia según Mandel. 
se ha llegado a un crecimiento y a un fortalecimiento de la clase obrera 
que la mantine como la vanguardia de la lucha revolucionaria. 

La posición radical de Mandel ha sido cuestionada por otros marxistas 
que destacan el hecho de que los burócratas son trabajadores improduc­
tivos, y excluyen por ello de la categoría de trabajo asalariado, a la fuerJ:a 
de trabajo organizada dentro del aparato estatal. 

elau8 Offe (1980), por ejemplo, señala que el trahajo de 108 ejecu tiV08 
y empleados de la administración pública es un trabajo sin conexiones con 
la forma mercancia, vale decir. con la producción de plusvalor, por lo que 
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es utilizada socialmente en la forma de valor de uso y directamente absor­
bida por el consumo social. El trabajo burocrático es en consecuencia, 
trabajo concreto, no abstracto, que puede aumentar, y de hecho lo hace, 
la productividad de otros tipos de trabajo que generan valor de cambio, 
pero en sí mismo no es mercancia. 

Para Poulantzas (1977), por su parte, esta cualidad improductiva del 
trabajo de la burocracia, así como la del trabajo de muchas capas nuevas 
de asalariados que surgen en las sociedades capitalistas contemporáneas, 
perntite identificar la conformación de una nueva pequeña burguesía. La 
pequeña burguesía de esta manera definida, concentra al trabajo intelec­
tual versus el trabajo manual, por lo que incluye en su seno a ciertos tra­
bajadores productivos como son los ingenieros y los técnicos de las empre~ 
sas industriales. Por otro lado, es pequeña burguesía porque comparte con 

la pequeña burguesía tradicional (que comprende a la pequeña producción 
y a la pequeña propiedad) rasgos ideológicos análogos. 

Siguiendo pues a Poulantzas, ¿por qué habrÍa que sostenerse que una 
fracción de la pequeña burguesía se sindicalizarajunto con la clase obrera? 
El problema parece ser a todas luces más que un problema teórico, un 
problema de estrategia para la lucha de los trabajadores . .Mandel lo sabe; 
por eso si bien reconoce que los trabajadores que más tienden a aumentar 
son los de cuello blanco, afirma que también fonnan parte del proletariado 
en sentido amplio, y que éste no ha perdido la vanguardia de la lucha. 

Poulantzas aborda la problemática con mayor rigor, aunque se detie~ 
ne en el análisis de la capacidad de alianza entre la clase obrera y la peque­
ña burguesía (sobre todo aquellos grupos pequeñoburgueses proletari­
zados). En efecto, Poulantzas sabe que la nueva pequeña burguesía, tal 
y como él la concibe, comprende a sectores muy heterogéneos y de entre 
los cuales Poulantzas destaca a la masa subalterna de agentes, los cuales 
son progresivamente despojados del saber que los caracteriza y tienden 
a ser desplazados a la clase obrera, clase a la que, en algunos casos, perte­
necían sus padres o pertenecen sus hijos. Estos trabajadores pequeño­
burgueses tienen condiciones de trabajo y de vida que en mucho se ase­
mejan a los de dicha clase obrera. 

Esta problemática ha sido abordada también por Baudelot, Establet 
y Malemort (1974), para quienes la productividad del trabajo realizado 
no tiene nada que ver con la inclusión en una clase social detenninada. 
Para estos autores, en consecuencia, la pertenencia a la pequefia burguesía 
se caracteriza por la transferencia de plusvalía de la que se benefician sus 
miembros, caso claro tanto para la pequeña burguesía tradicional, o sea 
el pequeño comercio y los profesionisys independientes, como para los 
asalariados que son remunerados por ~ncima del valor de su fuerza de 
trabajo. 

En el caso de la burocracia, que es la que nos interesa, habría que 
entender, según esta posición, que los empleados de más baja jerarquía 
no forman parte de la pequeña burguesía, y que por el contrario, se en­
cuentran en igualdad de circunstancias y de explotación que 108 obreros, 
por haber sido privados no sólo de los medios de producción, sino de la 
maestría de su oficio. A la pequeña burguesía sólo pertenecen, en esta 

11 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



IBI 

perspectiva, 108 cuadros medios y 8Uperiores. Igualmente, se encuentran 
excluídoslos funcionarios de confianza de mayor nivel, o sea la ctÍpula de 
la política, por formar parte de los hombres de la burguesía. En este últi­
mo punto se coincide con Poulantzas o con el conjunto de autores que 
diferencian la burocracia subalterna de la éüte, compuesta por los hombres 
que gobiernan, es decir, que detentan el mando político. 

Contamos ahora con algunos elementos de juicio que nos pernLiten 
explicar el caso que nos ocupa. Si la FSTSE solo sindicaliza a trabajadores 
de base, no podemos pretender que sindicalice también a miembros de la 
burguesía. Pero igualmente podemos afirmar que no alberga en su seno a 
componentes típicos de la clase obrera. Así que si la FSTSE opera al rnár­
gen de las centrales obreras, y sí lo hace en la CNOP junto con otros 
sectores intermedios (de acuerdo a la clasificación de ciertas perspectivas 
teóricas más flexibles que las aludidas), no es más que resultado del reco­
nocimiento de la posición específica de clase de sus integrantes. 

Unir la lucha de los trabajadores de tipo manual y la de los trabaja­
dores con carácter más bien intelectual, puede resultar perjudicial para 
ambos. Aunque, si bien es cierto que una estrategia de izquierda debe dis­
tinguir claramente la lucha de la clase obrera de la lucha de los trabajadores 
con una pertenencia de clase más ambigüa, si es posible establecer alianzas 
que las robustezcan. 

Lo anterior resulta más interesante si se considera que buena parte de 
los asalariados que hemos integrado en la pequeña burguesia, para evitar el 
término confuso de clase o clases medias, han adquirido en el capitalismo 
contemporáneo una ideología de izquierda, propiamente dicha, según lo 
demuestran algunas investigaciones que intentan rebasar el carácter econo­
micista de los autores mencionados con anterioridad. Tal es el caso, en 
particular, de los asalariados del sector público, o sea de los empleados 
públicos. 

Según Bourdieu (citado por Grunherg, 1983) por ejemplo, la pel¡ueña 
burguesía se caracteriza esencialmente por una buena voluntad cultural 
que la hace defender una nueva moral o una nueva ética y que la asocia 
a una actitud liberal. Sobre esta base, Grunberg (1983) afirmar que los 
valores de dicho liberalismo cultural, han hecho síntesis con los valores 
de la izquierda tradicional, según lo demuestra el proceso electoral que 
llevó al Partido Socialista Francés al poder. Por liberalismo cultural, el 
autor entiende al conjunto de valores que, sin derivar de los valores anti­
capitalistas o de defensa colectiva de los intereses de los asalariados, y 
sin entrar en contradicción con ellos, se encuentran más bien centrados 
en las nociones de libertad y de realización individual. Este conjunto de 
valores antiautoritarios y hedonistas, inspiraron, en los últimos decenios, 
varios movimientos sociales y luchas peculiares, como las feministas, las 
estudiantiles, las antimilitares las ecolop,;stas y las de aut0frestiún. 

En síntesis, incorporando estas últimas observaciones, la constitl! 
ción de la FSTSE al márgen de las organizaciones obreras, y a la vez I'L 

alianza con ellas, fue desde todos los puntos correcta y no en petjui("j(, 
de la lucha que dichos trabajadores han Hevado a cabo en el seno de la .. , 
instituciones. 
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III 

Hay un último punto que es pertinente abordar con respecto a las críticas 
que se han realizado a la FSTSE y a su trayectoria. Como hemos podido 
apreciar, con la creación de la FSTSE se logró constituir un eficaz canal 
de negociación entre el Estado y sus trabajadores; cuestión que, salvo 
contados conflictos que han rebasado a la Federación (movimiento magis­
terial y movimiento de los telegrafistas de 1958 y el movimiento médico 
de 1964-65), ha permanecido como tal. La interpretación de este hecho 
ha sido simplista. Se afirma por ejemplo, que el movimiento burocrático 
se ha vuelto conservador; que al aliarse con el Estado, fue cooptado y 
perdió el carácter revolucionario de SUB orígenes (Lemer, 1986). 

A nuestro juicio, lejos de ser una organización cooptada, la FSTSE 
es más bien una organización disciplinada que se encuentra ligada al gobier­
no, por el hecho mismo de su pertenencia y del papel que juega en el 
partido oficial. Ello no dehe hacer suponer que la FSTSE carece de fuerza 
propia; por el contrario, como ya lo hemos dicho, se ha construído en uno 
de los organismos más importantes del sistema de apoyos del régimen. 

Si exclusivamente atendemos al volumen de los ingresos de la FSTSE 
y lo comparamos con los extraordinarios ingresos de otros sindicatos, 
como el de Petróleos Mexicanos, no podemos más que consentir en que la 
Federación tiene poca fuerza. La apreciación será opuesta si lo que adver­
timos es su extraordinaria capacidad de negociación y presión derivada del 
considerable número de trabajadores que aglutina y que puede movilizar. 

Michel Foucault (1983), no se equivoca cuando afirma que "Por poder 
hay que comprender primero la multiplicidad de las relaciones de fuerza 
inmanentes y propias del dominio en que se ejercen y que son constitu­
tivas de su organización; el juego que por medio de luchas y enfrenta­
mientos incesantes las transforma, las refuerza, las invierte; los apoyos 
que dichas relaciones de fuerza encuentran las unas en las otras de modo 
que formen cadena o sistemas, o, al contrario, los corrimientos, las contra­
dicciones que aislan a unas de otras; las estrategias, por último, que las 
tornan efectivas, y cuyo dibujo general o cristalización institucional toma 
forma en los aparatos estatales, en la fonnulación de la ley, en las hegemo­
nías sociales". 

En este orden de ideas, no es que la FSTSE sea una organización sin 
poder porque apoya al régimen, sino que usa su poder a través de una 
estrategia disciplinada de apoyos, mediante la cual obtiene mayores conce­
siones que las otorgadas a otros grupos de trabajadores. La FSTSE, por un 
lado, ha logrado para los empleados públicos muy buenas prestaciones 
y aumentos salariales; por el otro, ha sabido funcionar como platafonna 
política de muchos de sus líderes, quienes han llegado a ser desde dipu­
tados hasta gobernadores. Por último hay que mencionar que la FSTSE 
cuenta también, cada aexenio, con aproximadamente dos lugares en la 
Cámara de Senadores. Todavía más, con frecuencia se incorpora a la 
FSTSE a distintos planes de gobierno. Así por ejemplo, en 1956 se permitió 
la participación de los comités federales en la fonnación de los proyectos 

-------¡y-
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de presupuesto, yen 1970 se incorporó a la FSTSE en todos los programas 
de Refonna Administrativa. 

En suma, el conjunto de todas estas especificaciones nos ha hecho 
considerar que la investigación sobre la FSTSE debe abandonar las apre­
ciaciones esquemáticas que la han caracterizado. Su análisis debe pennitir 
en última instancia, explicar el papel especifico del movimiento burocrá­
tico dentro del sistema político, diferenciándolo en particular del movi­
miento obrero oficial. 
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UNIVERSIT ARIOS Y POLITICA 

Carlos Cárcova 

1. En los últimos meses se han producido importantes movilizaciones estu­
diantiles en diversas partes del mundo. Francia, España, México o Perú son, 
entre otros, ejemplos de agitaciones y reclamos de esa Índole. l 

En general, las cuestiones que las suscitan conciernen a los regímenes 
de selectividad, arancelamiento, mejoras en la calidad de la enseñanza o re­
fonnas curriculares. 

Los estudiantes se expresan orgánicamente, elaboran propuestas alter­
nativas concretas y desarrollan estrategias pacíficas. 

Los gobiernos tienden a generar un espacio de discusión, negocian, 
modifican proyectos en curso o instrumentan otros. 

En resumen, se insinuan algunas novedades. Por un lado la recuparación 
de roles participativos de las masas estudiantiles, cuanto menos en orden a 
las políticas que directamente afectan sus intereses; por el otro, el recono­
cimiento estatal de dichos roles. 

Después de muchos años, el movimiento estudiantil consigue exhibir 
nuevamente una importante capacidad de convocatoria y movili:r.ación que 
evoca la cuota de participación política que tuvo en la década del 60, por 
ejemplo, y que se había diluido en los años siguientes. Lanaturalezaespecí­
fica y pragmática de las reivindicaciones que levan ta, y su reconocimien lo 
como interlocutor, parecen mostrar la aparición de nuevos -o renovados­
espacios de intervención en el sistema político. 
2. El panorama en nuestro país, no es similar. El movimiento estudian­
til ha experimentado algunos cambios significativos en su composición, si 
se lo compara con décadas anteriores, pero no es un protagonista gravitan­
te, por ahora, ni de la política, ni de las políticas específicamente educati­
vas. 

1 Ver Chereski, Isidoro - La Ciudad Futura No. 4 pág. 28. 
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Tales cambios se expresan, principalmente, en la correspondencia, coin­
cidencia o articulación de sus distintas corrientes con las grandes líneas de 
la política nacional, contrariamente a lo que, en ese sentido, ocurría en la 
década de los 60' 

Por entonces, ni el peronisffio ni el radicalismo -por ejemplo- mante­
nían una presencia significativa en el movimiento estudiantil, aún cuando 
éste integrara, como claustro, el gobierno de la Universidad autónoma. 

Más tarde, el golpe del 66 lo condena a una suerte de clandestinidad 
de la que surge entre el 73 y mediados del 74 como portador de un proyecto 
revolucionario signado por el utopismo y la violencia. 

Desde la intervención lopez-reguiBta en la educación, denominada "mi­
sión Ivanisevich", hasta la reorganización institucional del país en 1983. se 
desarrolla -es sabido- también en el plano cultural, el período más obscuro 
de nuestra historia. En ese contexto, el movimiento estudiantil, proscripto, 
perseguido y diezmado físicamente, desaparece de la escena política. 

A partir de 1983 comienza su reorganización, reflejando en su compo­
sición ideológica a las grandes corrientes de la política nacional. 

Esta circunstancia es novedosa y torna potencialmente conmensurable 
su discurso con el de otros actores de la escena política. Nivel de conmen­
surabilidad que no tiene por qué expresarse necesariamente, en términos de 
acuerdo o de pacto, a condición, claro está, que no reniegue por hipótesü 
de la posibilidad del acuerdo. 

En otros ténninos, es pensable que el movimiento estudiantil se siente 
en una mesa para discutir sobre el futuro de la universidad ode la producción 
de conocimientos, necesaria para el país, con las autoridades, lossindicatos~ 
los empresarios o las asociaciones de profesionales. Podrá acordar o no, pero 
deberá estar en condiciones de hacer políticamente inteligibles sus propues­
tas. 

Sin embargo, tendrán para ello que alcanzar por lo menos dos requisi. 
tos: uno, se refiere a sus niveles de repreeentatividad material que deberán 
profundizarse y ampliarse; el otro concierne al reconocimiento de la especifi­
cidad de la política que genere. Por ahora, la vinculación con los partidm 
nacionales de las distintas fracciones del movimiento estudiantil, ha servido 
más para constituirlas en un factor de poder en las respectivas internas, que 
para aportar en la elaboración de un proyecto alternativo para la educación 
y la cultura. Carecer de ese proyecto, no estar en condiciones de traducir 
en políticas especfficamente educativas BUS concepciones más generales so­
bre la sociedad y el poder las aleja de sus representados y las burocratiza. 
3. Por su parte el Gobierno ha dedicado a la educación, pero particular. 
mente a la Universidad una atención muy relativa. 

Ha concedido la "autonomía" en el marco de una legislación reconoci­
damente provisoria. A través del Ciclo Básico ha brindado una respuesta in­
geniosa -aunque resentida por fallas de organización- al problema del ingre­
so. Pero, en cualquier caso es claro que más allá de aciertos y de errores, se 
trata de una salida de coyuntura que está lejos de atacar el núcleo del pro­
blema. Ha reorganizado el claustro docente procurando no producir cambios 
demasiado significativos. En fin, parece inclinarse por una estrategia que 
esencialmente garantice "tranquilidad", que evite movilizaciones o enfreno 

-~. _.~~~- ._-~--~-
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tamientos potencialmente perturbadores del orden público. Para eso, lo 
mejor, es dejar las cosas como están. 

Sería injusto y poco responsable no compartir algún nivel de esta preo­
cupación gubernamental. Los radicales recuerdan con frecuencia cómo las 
movilizaciones estudiantiles durante el gobierno de lUía, alimentaron, sin 
proponérselo por cierto, la conjura golpista. Por otra parte, argumentan 
también, otros grandes problemas heredados de la dictadura, debían ser aten­
didos por la Administración prioritariamente: política de derechos huma­
nos, recuperación de los espacios institucionales, crisis económica, reclamos 
salariales, deuda externa, conflictos limítrofes, etcétera. 

Pero transcurridos tres años de gobierno democrático ya es tiempo de 
encarar el problema educativo y particularmente la cuestión universitaria, 
la crisis de las profesiones tradicionales, la frustación de salidas laborales 
para los egresados, la sobredimensión de las casas de estudio, el deterioro del 
nivel académico, las cuestiones presupuestarias y en última instancia, la fi­
jación de las grandes políticas en materia de producción de conocimientos 
científicos, tecnólogicos y humanísticos. 

Estas políticas resultan insoslayables, si se pretende ingresar al próxi­
mo siglo en condiciones para enfrentar cambios cualitativos de gran enver­
gadura. 

Claro está que la sociedad argentina en su conjunto y los sectores espe­
cíficamente interesados, deberán estar dispuestos y preparados para la ela­
boración de los proyectos alternativos imprescindibles, en el marco de un 
debate participativo, nacional, responsable y productivo. 

Son tantos y tan grandes los problemas que plantea el sistema educa­
tivo en general y particularmente el nivel de la formación profesional en 
general y particularmente el nivel de la formación profesional y la inserción 
laborativa de 108 egresados; tan complejas y urgentes las demandas de la es­
tructura socio-económica para articular la producción de conocimientos 
con el desarrollo, que no resulta ya razonable, demorar la implementación 
de las políticas necesarias. 

Ellas reclamarán talento e imaginación. Es probable que haya que revi­
sar muchos esteriotipos y desechar ciertos esquemas tradicionales, nobles 
pero inservibles. 

Dos cuestiones, siempre urticantes, pueden servir para probarlo: la re­
lativa al ingreso a la Universidad y la vinculada con el arancelamiento de 
los estudios. 

Lo que sigue, en ese respecto, tiene el alcance de una propuesta para el 
debate. 

4. El Acceso a l. Universidad 

En esta una cuestión problemática Ém el mundo contemporáneo, que ad­
quiere particular inicidiosidad en los países del tercer mundo. En general 
se registra en estos últimos, un aumento explosivo de las matrículas y una 
correlativa desarticulación en la relación educación/empleo, con la consi­
guiente frustración individual del egresado y la pérdida de la inversión so­
cial comprometida. 
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Ante este panorama las posiciones tradicionales resultan igualmente 
insatisfactorias. Para algunos, es menester limitar el ingreso a través de me­
canismos de selectividad que reduzcan drásticamente la demanda y permi­
tan el acceso a los más capaces. La experiencia ha probado que la imple­
mentación de tales criterios solo conduce a la selección social de los postu­
lantes, habilitando a los de mayores recursos económicos y expulsando del 
sistema al resto, con 10 que, el mecanismo no cumple con BU finalidad -al 
menos la manifiesta- y termina realimentando la desigualdad social y el 
privilegio. 

En el otro extremo, se proponen criterios de ingreso irrestricto, asocia­
dos a una oferta abierta y exhaustiva de carreras y profesiones diversas. Es 
cierto, que esta posición está saludablemente unida a un propósito demo· 
cratizador de la sociedad, a través de la incorporación de los sectores popu· 
lares a los beneficios de la educación superior. 

Pero, en buena medida tal propósito se ha cumplido y resulta hoy im· 
postergable atender las contradicciones y disfuncionalidades producidas 
por el fenómeno de la masividad. 

Es preciso advertir que existen diversas formas de limitacionismo.2 

Una preparación deficitaria, vaciada de contenidos pertinentes, que no 
pennite una adecuada inserción del egresado en el campo laboral y que le 
suministra infonnación agotada, constituye una forma más sutil y más per· 
versa de implementar aquella política. Es decir, una política tendiente a 
mantener el monopolio del saber que "sirve", en manos de pequeños gru· 
pos privilegiados que se hallan en condiciones de acceder a los postergados, 
a los perfe.~cionamientos en el extranjero, a los "masters", etc. 

Una alternativa posible para explorar soluciones consiste en la regula· 
ción de la oferta educativa. Esto es, en seleccionar y promover carreras o 
disciplinas consideradas estratégicas y desalentar el estudio de aquellas cu· 
ya demanda no sea socialmente útil o se encuentre sobreatendida. Elestado 
no puede -no tiene medios- para seguir invirtiendo recursos, humanos y 
presupuestarios, en la fonnación de profesionales que no tendrán inserción 
productiva atenta en la estructura del mercado de trabajo o en la generación 
de conocimientos obsoletos o socialmente amortizados. Ello supone por 
una parte, un gasto urgente no reproductivo; por la otra un incremento de 
tensiones potencialmente muy peligrosas por las secuelas de frustración 
individual que conlleva. Se trata de un esfuerzo de planificación indicativa 
del Estado que debe procesarse en marcos democraticos y participativos, 
que comprometan a los interesados directos, docentes y estudiantes, y 
también a las organizaciones intermedias vinculadas con la educación y la 
cultura, las profesiones, etc. Se trata de reivindicar el derecho de la socie· 
dad para establecer democr~ticamente, objetivos, metas y rumbos en orden 
a la producción de conocimientos y organización de los saberes. 

5. El arancelamiento 

Esta es otra de las cuestiones en la que habrá que revisar viejos esquemas. 

2 Ver Tedesco, Juan Carlos· Punto de Vista No. 2. 
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En la actualidad -ya se ha dicho-3 los sectores de menores recursos, a 
través de los impuestos generales, financian la educación universitaria 
gratuita del conjunto de los estudiantes, constituído en su inmensa mayo­
ría por jóvenes de clase media y alta. 

Ello supone una flagrante injusticia distributiva. Parece necesario en 
cambio, articular una eficaz política de becas y subsidios para posibilitar 
materialmente el acceso a la enseñanza de quienes carecen de recursos sufi­
cientes y arancelar los servicios educativos respecto de quienes poseen un 
ingreso familiar que les pennita hacer frente a tal erogación. Se incremen­
taría de esta forma, además, el presupuesto universitario que, pese a haber 
aumentado en 1986 y 1987, resulta aún m agro. Un proyecto que responde 
a esta filosofía, a través del establecimiento de un gravamen impositivo 
que alcanzaría a núcleos familiares de altos ingresos, fue anunciado a fines 
del año pasado por el Ministro Rajneri y ha ingresado ya al Parlamento.4 

Estas y otras complejas cuestiones es imprescindible poner en debate, 
convocando a todos los sectores interesados a una amplia confrontación 
de proyectos. Lo contrario será apostar a la profundización de la crisis y 
la exacerbación de conflictos. 

Abril de 1987. 

3 Ver Nun.José· Punto de vista. 
4 Ver "La Razón" 15(4(87· pág. 12. 
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NICARAGUA: DERECHO Y JUSTICIA 
EN LA CONSTiTUCION * 

Roberto Berplli** 
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Si Nicaragua genera en la actualidad una atención especial para la opinión 
pública internacional, ello sucede por muy diversas razones. Algunas de es~ 
tas razones han sido ya analizadas en tiempos recientes (cfr. Femández, 
Jilberto/Catalán Aravena, 1985; Luis de Sehastián, 1986). Esas mismas, 
sobre todo las que se refieren a la posición de Nicaragua en lo que habitual­
mente se denomina la (crisis en Centroamerica), o, más concretamente, 
las razones que caprichosa e intencionadamente la colocan enfrentada a 
108 Estados Unidos de Norteamérica están periódicamente presentes en la 
prensa diaria. 

Puede afinnarse con absoluta objetividad, sin embargo, que esta CQ­

piosainformación -proveniente de agencias de noticias internacionales y de 
corresponsales de 108 grandes cotidianos o de 108 medios audiovisuales 
de comunicación- se presenta preñada de una descompensada valoración 
no sólo de los hechos sobre los cuales se informa sino -lo que es más grave­
de los precedentes y fundamentos que han dado origen a los más recientes 
eventos. 

Otro aspecto que asombra de esta deformada información sobre Nica­
ragua -que se manifiesta en gran parte de Europa pero que llamativamente 
se da también en España- es la selección de las noticias que hacen aquellas 
agencias y corresponsales, dando trascendencia a las que reflejan aristas 
muy parciales de la realidad y abandonando sospechosamente ouas que di' 

• Publicado en: Afer.lntemacional. no. 10, Hivern 1986 
•• Profesor Titular de la Facultad de Derecho de la Universidad de Barcelona. 
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La labor en la que me introduzco se ha visto facilitada por unas posibi~ 
lidades de las que quizá no hayan gozado otros observadores españoles. 
Ellas han sido las que emergen de mi conocimiento directo de la realidad 
nicaragüense, a raíz de anteriores visitas, de mi pennanente contacto con 
estudiosos, juristas, ámbitos universitarios y de la nueva administración 
nicaragüense de justicia pero, principalemte, de mi reciente participación 
como invitado extranjero en el Seminario Internacional sobre Derecho y 
Justicin en la Constitución, organizado por la Corte Suprema de Justicia de 
Nicaragua, en Managua, del 15 al 17 de diciembre de 19863

• 

l. El Origen de la Inmt ucionalización Revolucionaria 

No Puede desconocerse que el año teminado, pese a la"gravisima situación 
por la que ha atravesado Nicaragua durante 1986 a causa de la continuada 
agresión y aC080 de la que ha sido objeto (v. Galeano, 1986 a), ha deparado 
algunso hechos trascendentes para demostrar a la opinión mundial de que 
lado está la verdad. Estos hechos han sido: la sentencia del Tribunal 
Intenacional de la Haya de 27 de junio (v. su texto dispositivo y un buen 
análisis en ObregOl\ Aguirre, 1987); el derribo del avión fletado por la 
CIA, con la posterior captura del mercenario Eugene Hasenfus, su correcta 
condena por un Tribunal Popular Antisomocista (TPA) y oportuno indulto 
concedido por el Poder Ejecutivo, ratificado por la Asamblea :".Jacional tras 
un acalorado debate que concedió el respaldo a la decisión mediante 70 
votos contra 4 (cfr. El Nuevo Diario, 18.XII.86); la condena dispuesta por 
la 41a, Asamblea de las Naciones Unidas contra el gobierno norteamerica~ 
no a causa del embargo por él declarado contra Nicaragua; y, por su~ 
puesto el escándalo desatado en Washington que vincula la venta de annas 
a Irán con la posterior transferencia del dinero a los 
contrarrevolucionarios, 10 cual está demostrando poseer unas 
consecuencias funestas para la administración Reagan ya no sólo en lo que 
hace a su credibilidad sino de cara al desgaste que ello supone en lo que 
resta de mandato. Los efectos descalabrantes, que no hace falta aquí citar, 
pueden ser de tal magnitud que penniten denominar a este escándalo como 
el Contragate de Ronald Reagan, pues aunque posee unas caracteristicas 
más abyectas rememora aquel otro que le costó el prestigio y la carrera 
política a su antecesor republicano, Richard Nixon. 

3 En ese Seminario internacional, junto a otros dos españoles -Perfecto Andrés 
Ibáñez y J Oan Vintró Castells- intervinieron destacados especialistas norteamericanos 
(Willian Crotty, de Evanston~lllinois; David Rudovsky, de Philadelphia·Pennsylvania 
y Nadine Taub, de Newark.New Jersey), latinoamericanos (Enrique P. Haba, de San 
José-Costa Rica; León Cortillas Pelá~z, de la UnLNac.Aut .. México D.F.: Víctor Sán· 
chez, de laUnLNac.Aut.-México D.F.; Emilio Fernández Rubio, del Inst. de I:el~,-. 
Internac. de La Habana.Cuba), europeos (Michel Miaille, Montpellier.Francia;.J ean 
Jacques Gleizal, Grenoble~Francia; Aelssandro Baratta, Saarbrückcn-Rep. Fed. Ale· 
mania; Fausto Pocar, Milano·Italia; Luigi Ferrajoli, Caerino-Italia) y una pléyade de 
juristas, académicos y jueces nicaragüenses. 

El Seminario fue convocado para discutir tres grandes temas: l. Derecho y 
Emergencia; 2. Poder y Justicia y 3. Defensa de la Constitución. 
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El primero de esos hechos fue afanosamente requerido por lo, repre· 
sentantes nicaragüenses y no obstante la hipocrecia del sistema jurídico 
internacional contemporáneo, la decisión de la Haya tiene una repereu· 
sión histórica, ejemplar para confinnar la doblez del comportamiento 
imperialista, de lo, EE.UU. Los otros do, traducen la plena evidencia de la 
inopia que caracteriza una política exteior ya contumaz. Después de todo, 
entonces, ya nadie podrá negar la veracidad de cuanto han venido denun­
ciando tanto el gobierno y la diplomacia nicaragüense, como los amigos de 
su pueblo desde el extranjero, en lo que respecta a la pennanente intromi­
sión norteamericana y la ostensible ayuda proporcionada a 108 contrw en 
su tarea de de,trucción y muerte en territorio de Nicaragua (Galeno,l<;66 b). 

A) La democraeia real 

El estado de indefensión y las restricciones materiales de toda clase a que 108 

nicaragüenses se han visto obligados, junto a la limitada ayuda internacional, 
han puesto a prueba el compromiso revolucionario en obtener la autodeter­
minación y unos mejores niveles de vida. Más en cierto modo, también 
esto, hecho, han sido importante, para paliar en alguna medida el peligro 
que existe sobre Nicaragua. 

Lo llamativo de este novedoso proceso histórico-político y socio-eco­
nómico que se ha abierto en el país centroamericano -después de una san­
guinaria dictadura dinástica, acompafiada de un devastador terremoto­
frente a los obstáculos que le han colocado el vasto imperio norteamerica­
no y sus fieles servidores, es que dichas metas se han ido alcanzando aunque 
muy trabajoSi~mente. Y ya no se trata de recordar los logros obtenidos en 
el campo de la educación, la salud, la vivienda o el trabajo; de ellos mucho 
se ha hablado y son realidade, que e,tán ahí: la reducción del analfahetis­
mo, como consecuencia de la Cruzada Nacional de Alfabetización (C.N.A.), 
cuya tasa global alcanzaha el 50% de la población en 1979, al 13% actual; 
la expansión de la matrícula de niños y adultos en educación media y téc­
nica media; el incremento de centros educativos de todo nivel y el bajo 
co,to del aprendizaje (cfr. Badán Bravo, 1986). La reducción de la marta· 
lidad infantil al 74% y de enfermedade, infecto·contagiosa., multiplicación 
de centros de salud, hospitales y personal médico, gratuidad de sus servi­
cio, y expansión de éstos. La di,tribución de 20.000 lote, de terreno" la 
extensión de servicios básicos a 15.000 casas, la construcción de 9.500 
viviendas y la reparación de 1.880. La aplicación y renovación de lalegis­
lación laboral, la organización de 1.100 sindicatos, la defensa del salario 
real, la entrega de 1.500.000 manzana, de tierra para 'u explotación y la 
expansión del ,eguro social a 930.000 personas (cfr .serra, 1985). 

Es decir que, un balance del primer periódo de la Revolución Popular 
Sandinista (R.P.S.) -por lo meno' hasta las elecciones de 1984, uno de lo, 
más importantes hitos del proceso institucionalizador-, arroja un resulta­
do muy positivo de los diversos componentes de la democracia real que 
aquella quiso impulsar. O sea, que en la base de ese proyedo se articularon 
ciertos mecanismos e instrumentos que dieron satisfacción -si bien no 
absoluta- a los reClamos populares, los cuales, a sus vez, se habían consta· 

------,,---~ 
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tado en aquella participación masiva en la insurrección. De tal manera se 
explica una de las primeras fuentes de legitimación democrática del Go· 
bierno revolucionario sandinista que luego se completa con la amplia parti­
cipación popular en lo que se 'conoce como las "organizaciones de masas" 
(O.M.). Entre eUas debe destacarse la Central Sandinista de Trabajadores 
(C.S.T.), la Asociación de Trabajadores del Campo (A.T.C.) y la Unión 
Nacional de Agricultores y Ganaderos (U.NA.G.); mientras, los jóvenes 
se organizaron en la Juventud Sandinista 19 de julio (J.S.), los niños en la 
Asociación de Niños Sandinistas (A.N.S.) y las mujeres en la Asociación de 
Mujeres Nicaragüenses Luisa Amanda Espinoza (A.M.N.L.A.E.). 

Las O.M., en las cuales si bien rudimentariamente se gestaron muchas 
instancias de participación democrática, han jugado un importante papel 
en la toma de decisiones y en la ejecución de las distintas políticas estatales. 
Las O.M. han intenrenido en el Consejo de Estado a través de sus represen­
tantes que comprendieron un 44% de sus miembros. También han influído 
en la gestión estatal a travéz de su presencia en las comisiones ministeriales, 
tales cama: los Consejos de Reforma Agraria, los Consejos de Educación 
las Comisiones de las J amadas de Salud, los Comités de Asuntos HabitaM 
cionales, las Comisiones de Abastecimiento y 1 sobre todo, mediante una 
actividad directa, en reuniones tales como los "De cara al pueblo" y los 
"Cabildos Abiertos", de tanta importancia en el proceso constituyente 
posterior. 

B) Lo. principios constituyentes 

A partir de este cuadro de las condiciones socioMeconómicas en que se de­
senvolvió ese primer período de la R.P.S., lo que creo necesario enfatizar 
es la tarea de construcción de un nuevo Estado que comienza a verificarse 
en Nicaragua Organizar sus aparatos y fijar con la sociedad civil un tipo de 
relaciones que consolide la pluralidad de posiciones religiosas, políticas y 
económicas que viven dentro de ellas, ha sido uno de los objetivos princi­
pales del proceso institucionalizador. 

Los pincipios constituyentes de semejante proceso se encuentran en el 
Programa dado a conocer or la unta de Gobierno de Reconstrucción 
NaCion ....) e 18 de junio de 1979 antes del triunfo final), en el 
Estatuto Fundamental de la República de 20 de junio del mismo allo y en el 
Estafuto sobre Derechos y Garantías"'de los nicaragüenses (E.D.G.N.), dic­
tiUlOpOcó después en 21 de agosto. En el orden p;ñaico, el segundo de esos 
_instrumentos eliminó la vieja ~QIJ5tjÍJ]ciOnE~"]!~oTvlolag· e~tri~-iUqts -
del-¡maer sorrí~éellas la terrorifica . .G.uardi~al (G.N.), 
pero deJO en pfe1os..c.odmos y)a leg¡SlacIOn--p;existentes, sujetos a las re­
fonnas que las profundas tran81oiiiiacíü-nes' dd proyecto revolucionario 
enunciaba en el Programa, en __ toA2~~ no.se opusiera a. estas últimas. 
En ténni!l~~_dOtltrjDarjQ$, esto s!:ifica que se(üera-¡'con~~i~ad'-~-!e­
lativa ~_ .. aceptarse panDas estableé( as por el régimen anterior, pero tam­
bién ~e se verificara una efectiva "ruptura" normativa araerogarse la 
Constitucióll,. y~r!!.c?e de la pirámide eE. !~. c~OnC.~llc.ión._,kelsenjapa, -para 
as'¡ somefer, consecuentemente, aqüel andamiaje legal a los principios y 
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PUEBLO, REVOLUCION, CONSTlTUCION* 

Horacio Cerutti Guldberg** 

¿Cuáles son algunos de los elementos que integran la filosofía política y ju­
rídica que subyace a la nueva Constitución Política nicaragi.iense'~ La pre­
gunta parece válida en relación con un texto que sintetiza un complejo 
proceso histórico, político y cultural. 

En primer lugar, la Asamblea Nacional Constituyente legisla en nom­
bre del flUeblo. Pero, ¿cómo caracterizar a ese pueblo a partir de la misma 
Constitución? Dejaremos esta pregunta abierta para retormarla más adelan­
te en nuestro examen. 

Una primera característica que porta este texto jurídico es el recono­
cimiento de la historicidad de un sujeto (el pueblo) en nombre de quien 
10 formulan sus representantes. Esta historia -entendida como un proce­
so- se remonta a la resistencia de "nuestros antepasados indígenas", pa­
sando por el antintervencionismo, la lucha contra la dictad ura, el antim pe­
rialismo y la ruptura de la explotación. Los "Héroes" y los "Mártires" ocu­
pan un destacado lugar en este recuento histórico, junto a los "cristianos 
que desde su fe en DIOS se han comprometido e insertado en la lucha por 
la liberación de los oprimidos". Es importante destacar estos aspectos, por­
que la historia que recupera como su base de sustentación el texto consti­
tucional no es cualquier enumeración de fechas, nombres o sÍmbolo.s. Es 
una recodificación de la historia nicaragüense y centroamericana. Es desde 
las luchas por la liberación y desde el triunfo revolucionario, que toda una 
relectura decodificadora y crítica de la historia puede hacer su aparición 
plena y además eficaz. 

* Participación en la Mesa Redonda organizada por el Comité Manos fuera de Nicara­
güa, "La Constitución en Nicaragüa, Síntesis de una Nueva Sociedad", realizada en 
el Aula Magna de Filosofía y Letras el 28 de mayo de 1987. 
**Coordinador del Colegio de Estudios Latinoamericanos, UNAM. 
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En este marco contextual de la historia e historicidad, del hacerse y 
gestarse de ese sujeto histórico cobra sentido intentar una aproximación 
conceptual. El pueblo es fuente de poder, en él reside la soberanía y es el 
que forja su propio destino. El estado -probablemente entendido como 
aparato estataL incluido el gobierno- es un "illBtrumento" del pueblo para 
su plena realización. La jerarquía aparece clara. El sujeto recupera su auto~ 
nomia y autodeterminación. No puede ser subordinado. Su instrumento se 
le subordina y se resuelve -ahora jurídicamente- la patológica situación 
de un instrumento que oprime a su sujeto soberano, al mismo que le ha de­
legado el poder. El pueblo se ocupa de sí, de hacer prevalecer loa derechos 
e intereses de las "mayorías". "Pueblo" no alude a una esencia ya consti­
tuida y clausa, sino que es un concepto que alude a un sujeto in fieri:-es el 
sujeto que asume en sus manos su propio destino y que se construye a sí 
mismo. Ese sujeto no está referido por un concepto cuantitativo y general 
del tipo: 'somos todos', sino que es de carácter cualitativo: inlcuye un 
deber ser, un deseo de ser, una virtualidad. Se inscribe dentro del ámbito 
social e institucional abierto cuando "el futuro deja de ser una tentación". 
No hay, en verdad propiamente hablando una "definición" de este térmi­
no, sino que lo que hay es un permanente aludir a 8U8 características vigen­
tes y deseables. Por ejemplo, cuando se dice en nombre de quién se propo­
ne este texto jurídico fundacional, se enumera a aquellos sectores sociales 
que han participado en la lucha de liberación y que se reconocen como 
formando parte de un conglomerado con identidad cultural y proyecto 
político propio. Quiero decir, no se trata de hipostasiar a un presunto • 
sujeto que "está ahí", sino de construir un ámbito, un cauce hermenéuti-
co, semiótico, simbólico e institucional para que la construcción social de 
una nueva realidad alternativa se vaya consolidando y se haga aprehensible 
para sus mÍ8mos actores-autores. Se va patentizando entonces paulatina-
mente que el sujeto es, en verdad, el propio proceso por el cuaJiu mayo-
ría.' se liberan y al liberarse se constituyen como tal sujeto y lo reafirman. 
En verdad, es la articulacién ine8Cindible entre la teoría y l. praxis, la crea-
tividad de estos sectores sociales lo que va pQsibilitando iU avance, aut.,­
afirmación y reconocimiento de los propios límites, al tiempo qLle aJUmen 
responsabilidades. Por eso la educación tiene un valor axial. El prOCMO 
va construyendo y reforzando su propia hase de sustentación. Se produce 
y se reproduce. Se hace y se codifica lo que se hace en un mismo movi-
miento que enriquece el hacer y el leer. Leer no es sólo decodificar lo que 
estaba allí escrito, sino capacidad de codificar la realidad. Esta realidad 
que se va construyendo en el proceso es capaz de al~mhrar y engendrar 
sus propios fantasmas, luces y sombras, monstruos y razones. ¡Cómo no 
ratificar los derechos políticos a los "muchachos", adolescentes de 16 
años, que los han conquistado con las armas en la mano al derrotar a la dic-
tadura? No es dádiva, es reconocimiento de una jurisprudencia ganada a 
sangre y fuego. ¿Cómo no van a ejercer sus potencialidade.! de participa· 
ción en la paz, si supieran improvisarlas en la guerra y la JIIIlaAifeataron con 
su prema eficacia? 

Un sujeto en proceso de afirmación puede entonces 8811mil:la tetTIiÓe 
de una variedad y coexistencia de formas de propiedad: pública, pri .... , 
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cooperativa, asociativa, comunitaria. Todo como parte de una economia 
mixta. La función social que están llamadas a cumplir estas formas coudi· 
cen con 108 intereses nacionales. Estos intereses nacionales se integran 
-fieles al programa bolivariano y sandinieta- a una nación de naciones. 
La unidad centroamericana es el marco de referencia de la pluralidad mnl· 
tiétnica de la región. 

Por primera vez las etnias minoritarias de la costa atlántica tendrán un 
soporte constitucional en sus demandas de defensa de su idioma) tradicio­
nes y cultura. También la mujer será considerada permanentemente en el 
texto constitucional, el cual ratifica el valor de la familia Como célula bá· 
sica de la sociedad. 

No se ·puede eludir la interrogante: ¿estamos frente a concesione.s pro­
ducto de presiones, juegos de fuerza e intereses creados? Más bien, parecie­
ra que se trata de un respeto a las propias modalidades que ese proceso 
concreto ha ido recuperando, adoptando y adaptando en los hechos. No se 
encuentra, por tanto, en el texto una especulación dogmática apriorÍstica, 
sino una amorosa adecuación a la vivacidad de un proceso con dinámica 
propia, autogenerada, aunque deba enfrentarse a obstáculos y amenazas 
muy superiores. 

La institucionalización jurídica de la modalidad política adoptada por 
la revolución nicaragüense reclama, por su misma estructura argumental, 
una solidaridad creciente para que sea factible su plena aplicación. Para 
que el tentador futuro sea presente cuanto antes. Autodeterminación, 
igualdad, justicia, unidad e integración nuestroarnericana, i estas son las 
banderas que nos co,ocan! 

, 
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Por Jorge Gutiérrez y Carlos Garc(a de Alba 
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Son casi las cuatro de la tarde y un calor húmedo, muy parecido a aquél 
del mre8te mexicano, nos acompaña en el elevador de un viejo edificio en 
el centro de la ciudad de Roma. Después de muchos intentos, Carlos ha 
logrado definitivamente que este viejo líder histórico del P.C.!. y del 
movimiento obrero italiano nos reciba. Un orden casi ministerial, personas 
amables y la austeridad típica de 1m comunista nacido y crecido en 108 

momentos más difíciles del movimiento obrero, son las características de 
la abnósfera en la cual se desarrolla eeta entrevista. 

P.: Hablando de la relación que existe entre eurocomunismo y estado, 
¿se puede considerar el proyecto eurocomunista COmo proyecto de trans­
formación de la sociedad y fundalmentalmente como un proyecto estata­
lista en el cual una vez más la sociedad civil sucumbe frente al poder del 
estado? 

lngrao: Por lo que corresponde a la primera parte de la pregunta, 
efectivamente cuando nosotros hablamos de "erucomunismo" n08 refe­
rimos a un proyecto de transfonnación de la sociedad, un proyecto que 
busca modificar, substancialmente los aspectos característicos de la 
sociedad actual. Sin embargo, por lo que se refiere a la segunda parte, 
personalmente estoy a favor de una firme crítica al hiper-estatalismo. 
Ahora bien, ¿ qué entiendo por hiper estatalismo? Me parece que en la 
historia del movimiento obrero en general y en particular entre la izquierda 
marxista, ha existido una gran exaltación del papel y de la función del 
estado, al grado que la política ha sido, muy a menudo, identificada con 
la acción estatal. Un ejemplo por demás claro de esta política se puede 
fácilmente visualizar en los países de Europa oriental, en los cuales el papel 
del estado presenta características altamente centralizadoras y autorita­
rias. En estos países las luchas obreras han sido encaminadas y marcadas 
por este carácter hiperestatalista que exhalta al máximo las funciones del 
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estado, al grado de hacer coincidir el partido con el estado mismo, redn­
cien do en esta forma la política a acciones y maniobras de carácter estatal. 
No obstante, es necesario también dejar bien claro que este carácter esta­
talista no puede ser sólo imputado a 108 países. del este, ya que muchas 
de las experiencias socialistas y social demócratas del occidente han seguido 
el mismo camino. Estas experiencias, a pesar de esta convergencia con los 
países del este, no han buscado una modificación substancial del capitalis­
mo ya que siempre de alguna fonna han abandonado el control del proceso 
productivo, dejándolo en manos de la espontaniedad del mercado, lo que 
significa en manos de las fu erzas tradicionales del capitalismo. 

P.: ¿Si el eurocomunismo se opone a estas dos alternativas, entonces 
cómo debemos entenderlo? 

Ingrao: Pienso que el eurocomunismo busca reducir o corregir este 
hiperestatalismo siguiendo un camino con características notoriamente 
diversas. En nuestra estrategia, sin lugar a dudas, las funciones del estado 
son de gran importancia y están directamente ligadas a los sectores funda­
mentales de la producción y de la reproducción en los cuales la presencia 
del poder estatal es ampliamente necesaria. Pensamos en concreto por 
ejemplo, en una intervención que controle la política energética, en la 
utilización de los modernos medios de comunicación social y en la inves­
tigación científica, ésta en particular por la gran influencia que tiene en 
la organización de la producción. En estos campos y en otros no citados, 
me parece que la presencia de un poder público fuerte es de vital impor­
tancia para enfrentar los problemas del país, que con el crecimiento de las 
economías no pueden reducirse al ámbito nacional. Para entendemos mejor, 
no dejaría jamás el control de la política energética en manos privadas. 

Por otro lado, existen otros campos en los cuales la acción del Estado 
debería no solo abstenerse, sino fundamentalmente ayudar a las fuerzas 
sociales en sus propias iniciativas, justamente porque no creo en el hiper­
estatalismo y ésta es una fórmula que quiero, en particular, subrayar ,en 
la respuesta. Existe una gran necesidad de un Estado que haga y ayude a 
hacer, es decir, un Estado que organice BUS estructuras públicas desarro­
llando form8!l cooperativas de autogestión en la producción y de organi. 
zación voluntaria en el campo de los servicios sociales. En el campo de la 
producción pienso que el Estado no debe intervenir y hacer todo por si 
mismo, como sucede en los regímenes autoritarios del este; me parece 
más importante que el Estado garantice determinadas áreas productivas 
o estructuras de servicios y que en la misma forma ayude al desarrollo 
cooperativo de los productores privados, que favorezca, por ejemplo, 
la autogestión obrera en el sector de la economía, que colabore en el 
campo que nosotros llamamos de la reproducción social (la cultura, la 
escuela, fonnación educativa, etc.) para crear nueva! fonna!l de acción 
voluntaria, con iniciativas que arranquen desde la base social. En este 
sentido, la política de la tercera vía es una estrategia que busca promover 
conjuntamente formas de control que sutjan desde la base misma. Este 
control creo que podría darse en tres direcciones: por lo que respecta 
a las instituciones públicas, asegurando SU transparencia y obteniendo 
con esto un real control del parlamento por los mismos ciudadanos; por 

~----~ 
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lo que se refiere a la producción, el control se puede ejercer haciendo 
del conocimiento obrero 108 planes económicos tanto de las empresas 
estatales como de aquéllas que queden en manos privadas; y finalmente, 
desarrollando un enorme esfuerzú cultural que permita a todos los ciuda­
danos comprender e intervenir realmente en 108 grandes procesos de trans­
formación que experimenta la sociedad. 

Sintéticamente puedeo decir que mi respuesta enfoca sobre todo la 
última parte de su pregunta. No estoy de acuerdo con una sociedad civil 
que sucumbe frente al poder político del Estado, es más, el razonamiento 
que he tratado de desarrollar tiende a ver un Estado que es, repito, fuerte, 
pero al mismo tiempo busca ayudar a la sociedad civil a hacer política 
y a producir y a reproducirse por si misma, a autogestionarse. En nuestra 
estrategia es de fundalmental importancia la promoción y la lucha por 
un verdadero autogohierno. Yo pienso que la afinnación de Marx respecto 
a la desaparición del Estado ha sido una acertada señalación de una ten· 
dencia. 

P.: ¿No obstante es aceptable"~ 
Ingrao: Puede ser que esta afirmación contenga un carácter utópico. 

Yo no puedo acertar en el corto plazo la desaparición del Estado, pero 
encuentro en esta afinnación de ~larx una gran indicación estratégica, 
un camino a seguir, un objetivo a perseguir a través de una serie de fases. 
En el fondo, pienso que esta afirmación es una gran aspiración, la cual 
es necesario favorecer mediante el desarrollo de fonnas conscientes de 
control, de cooperaci{m de aulogestión. 

Una última observación que quiero hacer a este respecto tiene que 
ver con el hecho de que nosotros estamos no 8010 frente a excesos de 
hiper·estatalismo, sino también frente a una crisis de las mismas bases 
tradicionales del Estado nacional. Por toda una serie de cuestiones que 
tienen que ver con la producción y la reproducción social, los instro· 
mentas típicos de los Estados nacionales de alguna manera han sido supe· 
rados y substituidos por mecanismos de intervención que tienen un carác· 
ter claramente extranacional: pensamos, sobre todo, en el enonne peso 
que han asumido las grandes empresas multinacionales, que organizadas 
a escala mundial son capaces de tomar decisiones que tenninan por ser 
decisivas para la vida de los Estados. Desde este punto de vista, es necesario 
pensar en nuevas fonnas de organización del poder que hagan frente a 
estos grandes problemas. Al respecto podemos ver que toda la interpreta· 
ción que intento hacer del eurocomunismo o de la tercera vía es una inter· 
pretación que por un lado combate al hiper·estatalismo, y por el otro 
husca un camino en el cual la gran "utopía" de Marx, de la desaparición 
del Estado, pueda COmenzar a concretizarse. 

P.: ¿Se puede afirmar que la intervención directa y firme del Estado en 
las estructuras fundamentales de la producción y en el fomento de la auto­
gestión spcial abre las puertas a la realización de la "utopía" de Marx? 

Ingrao: Yo creo que por mucho tiempo el fuerte papel del Estado no 
podrá eer cancelado; sin embargo la fuel"'¡;a, la eficacia, la valide.:t.: y la legiti­
midad misma de la acción estatal deben encontrar una tensión consiante 
que impulse y que genere formas de autogobierno encaminadas a la promo· 
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ción de la capacidad de la sociedad civil de realizarse por si misma. Pienso 
en una fuerte presencia del Estado, pero que será fuerte y decisiva 8010 en 
la medida que logre ayudar y desarrollar la autonomía tanto de lo. grupos 
colectivos, como de los individuos. En este sentido le doy una gran impor­
tancia a una revolución social y cultural concebida como UDa gran tarea 
de promoción del conocimiento y de la cultura, ya que sostengo que es 
imposible llegar a estas formas de autogobierno sin un incremento subs­
tancial de la capacidad cognoscitiva de las clases, es decir, para conocer 
la realidad y los procesos que en ésta se desarrollan. 

P.: Este proceso necesario de culturización de las clases parece presen­
tarse como una ruptura con la teoría leninista del Estado, parece una con­
cepción mucho más amplia, mucho más, podríamos decir, humanista. 

lngrao: Si, por lo que respecta a Lenio, por más esfuerzos que hago, 
y lo digo con gran modestia, no logro ver un desarrollo lineal y siempre 
homogéneo en su pensamiento. Por ejemplo, en "El Estado y la Revo. 
lución" se puede observar por un lado una idea verdaderamente utópica 
y abstracta de la desaparición del Estado y aún cuando se acentua fuer· 
temente el aspecto del autogobierno, también éste es concebido utópica. 
mente; por otro lado, se podría constatar la ambigüedad a la que me he 
referido, si consideramos que en otras de sus obras toma una dirección 
definitivamente estatalista. A pesar de esta patente contradicción, es 
importante remarcar que Lenin siempre insistió en la necesidad de desa· 
rrollar un verdadero autogobierno, tentativa que fue definitivamente 
sepultada con la llegada de Stalin. 

P.: Por todo lo que nos ha dicho, se podría pensar que Ud. rompe con 
la añeja idea de que el socialismo se podía construir sólo con la toma 
del poder. ¿En Italia se construye el socialismo, por así decir, 'sin el famoso 
"asalto al palacio de invierno"? 

Ingrao: Sí, creo que la fórmula de asalto al palacio de invierno ha sido 
una imagen que ha producido una gran sugestión, sin embargo ha sido una 
imagen engañosa ya que ha pretendido representar el poder del capitalismo 
como algo cerrado y concentrado en una fortaleza y como si la conquista 
de esta fortaleza, por si sola, resolviera todos los problemas. El poder del 
capitalismo, contrariamente a esta concepción, se ha presentado en formas 
mucho más complejas y ramificadas y la transición del capitalismo al socia· 
lismo, de la misma forma, ha sido concebida como un camino más acciden­
tado, más articulado y por lo tanto es irreducible a una simple hora X. En 
el movimiento obrero italiano y en el Partido hemos tenido grandes discusio­
nes con los camaradas que rechazaban este tipo de objecciones. En las acti­
vidades de propaganda muy a menudo se encontraba uno con camaradas que 
participaban poco en la actividad del partido y cuando se estimulaba su par­
ticipación se recibía esta respuesta: "Cuando llegue la hora yo seré el prime· 
ro". Esta concepción peca de una gran ingenuidad y de un profundo secta­
rismo, ya que se piensa en la transición al socialismo como un ataque, 
como una lucha de un día que termina precisamente en ese momento. 
Este razonamiento pierde de vista aspectos tan importantes como la lucha 
por conseguir la hegemonía intelectual, cultural y política. Con la expe­
riencia acumulada, nosotros hemos entendido que la transición al 80-
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cialismo no sólo será un proceso sino que este será un proceso largo y 
lleno de compUcaciones. Me gustaría agregar algunas consideraciones 
a este respecto. Cuando uno habla de la transición al socialismo como 
un proceso largo y complicado, se podría pensar en una renuncia, o 
en una idea demasiado inconsistente de la acción revolucionaria; sin 
embargo, si observamos detenidamente la estrategia de la "lucha anna· 
da" se puede constatar que muchas de las cosas que nosotr08 conside­
rarnos como fundamentales y como parte de la naturaleza misma del 
socialismo, 80n,. en la mayoría de 108 casos, pospuestos a una realización 
futura. Esto es tan cierto que Se ha llegado a afirmar cosas como estas: 
"Por el momento se cancelan toda una serie de libertades que en el mo­
mento oportuno serán restituidas", o bien, "por ahora el autogobierno 
de los trabajadores no puede realizarse y por tal razón concentraremos 
el poder en los ministerios, más adelante, en el momento oportuno, los 
trabajadores podrán controlar por si mismos la producción' '. A este 
respecto es por demás sabido que en el momento que las estructuras del 
poder son organizadas en un modo restringuido y autoritario, la segunda 
parte del programa no llega jamás. Esta hora X, inicialmente revolucio­
naria, tennina por posponer siempre al futuro la verdadera revolución 
mediante la creación de estrucbU88 que hacen siempre más difícil el 
camino al socialismo. 

P.: Cambiemos de tema. Si bien una de las características de la moderna 
sociedad italiap.a es la democracia, no pensamos que ésta haya alcanzado 
su máxima expansión. ¿Qué tipo de alternativas o de reformas democráticas 
en concreto se podrían desarrollar en el sistema político italiano? 

lngrao: Esencialmente veo dos límites en la democracia italiana: el 
primero tiene que ver estrictamente con la democracia política y el otro 
con la democracia en la producción. Nosotros hemos desarrollado una 
enonne democratización en el campo de los derechos políticos y un 
ejemplo de este proce!O puede ser fácilmente observado en las elecciones 
parlamentarias, en 10l1l consejos municipales, en los gobiernos de las provin­
cias, en el modo como se organiza el poder judicial, en la manera como son 
garantizados los derecho. y 1 .. libertades del ciudadano (libertad de 
expresión, de reunión y de organización). Al contrario, en lo que corres­
ponde a la democratización en el proceso productivo, las cosas han seguido 
un camino totalmente inveno. Me explico: si bien es cierto que los dere­
chos políticos del ciudadano son ampliamente tutelados, cuando se trata 
el problema de la organización del trabajo dentro de la fábrica, de los fines 
y de los modos en base a los cuales se organiza la producción, claramente 
en este campo los límites de la democracia se hacen evidentes. El obrero 
que trabaja en la FIAr encuentra gyandes obstáculos para intervenir en 
las grandes decisiones que tienen que ver con la estructura misma de esta 
empresa, es decir, la organización de los horarios de trabajo, la elección 
de los lugares a los cuales deber ser transferidos los establecimientos 
donde éste trabaja o bien la discusión de grandes inversiones que pretenden 
impulsar la producción. En estos casos el obrero se enfrenta con ellí mite 
representado a veces por el poder del Estado y muy a menudo por el 
poder que en la producción tiene el sector patronal. Este ejemplo habla 
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por si mismo de un primer campo en el cual es necesario ampliar la demo­
cracia: es importante estudiar reformas que modifiquen substancialmente 
la organización productiva, formas que le permitan al obrero no sólo reci­
hir su salario y la libertad de contratación, sino también otras que lo 
autoricen a intervenir en la organización de la producción y en la decisión 
de 108 fincs a los cuales ésta se encamina. 

P.: Hemo. llegado a un punto fundamental: la propiedad privada de la. 
grandes industrias. La intervención del oLrero en los centros de decisión 
y de organización de la economía de un país presupone no sólo una 
reforma parcial, Bino un cambio estructural de todo el sistema político y 
economlCO. 

Inwao: Es cierto, sin embargo, no podemos pensar que la resolución 
de este problema se encuentre en la simple estatalización de los grandes 
medios de producción: esta alternativa tan enraizada en el movimiento 
obrero debe ser evaluada con mucha responsabilidad. Yo personalmente 
estoy convencido de que existen algunos sectores de la producción en los 
cuales la presencia del poder público es decisiva: cito una vez más el sector 
energético, la investigación científica y los modernos medios masivos de 
comunicación. Todos estos sectores no pueden dejarse al solo arbitrio 
del mercado, ya que esto representaría una cnonne responsabilidad frente 
a la sociedad misma. Por otro lado, la completa estatalización de los 
medios de producción traería consigo dos grandes problemas de dificil 
solucion: el primero, la verdadera posibilidad de controlar el enorme 
poder que genera una centralización de este tipo; el segundo está represen­
tado por el peligroso proceso de burocratización de la vida pública y 
social que conlleva una acción de esta naturaleza. Es necesario, pienso, 
aprovechar las experiencias y buscar una verdadera posibilidad de combi­
nar la presencia del Estado cOn la presencia de 108 privados a través de una 
firme política de control. En el fondo, a mi personalmente lo que me 
interesa es saber hasta que punto realmente el obrero cuenta, que cosa 
puede decir ya sea en una industria estatal o en una industria privada. 
El punto clave es el como y en que medida efectivamente la colectividad 
puede controlar todo este conjunto de situaciones. Las formas pueden 
ser diferentes. Actualmente el Estado ejerce estos controles a través de 
instrumentos fiscales, de la hacienda pública, por medio del control de 
las utilidades de las empresas, etc. Estos instrumentos en alguna medida 
influyen sobre el poder decisional de los particulares sin que el Estado 
soporte el peso de toda la economía del país. En otras palabras, el Estado 
ha abierto una gran brecha a la iniciativa privada y podría ser todavía 
más grande si los planes de desarrollo económico de los sectores privados 
fueran discutidos y conocidos por el sector público, que en este caso 
podría incentivar los mismos programas si éstos coinciden con el interés 
de la colectividad o si permiten la intervención de los trabajadores en los 
centros de decisión. En síntesis, si queremos evitar el riesgo del hiperestata­
lismo l deLemos tomar seriamente en consideración muchas de estas 
posibilidades con las cuales el Estado no controla totalmente la economía, 
sino que por el contrario la impulsa y ayuda a crecer, promoviendo formas 
de organización en las cuales la creatividad del particular pueda, contar. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



219 

Luchar por el socialismo, en una dimensión moderna, significa garantizar 
los intereses generales, pero no sólo a nivel político, sino dejando un 
espacio a la creatividad del individuo privado. No podemos equiparar d 
socialismo con el burocratismo, con la anulación de la creatividad, aún 
cuando estos aspectos sigan predominando notoriamente en muchas con­
cepciones políticas que obstruyen el avance socialista. 

P.: ¿Esto quiere decir que por lo menos a nivel de las instituciones polí­
ticas el proceso de democratización ya ha terminado? 

Ingrao: No, precisamente aquí se presenta el olro aspecto de la 
refonna a la que me refería. Si es verdad que en Italia las libertades polí­
ticas han alcanzado un alto nivel, queda sin embargo un problema difícil 
de resolver: el ciudadano aún eligiendo democráticamente a los gobernan­
tes, al final termina por ser un gohemado_ Esta separación que paulatina­
mente se ha consolidado debe ser forzosamente modificada inventando 
nuevas fonnas de participación y de control que permitan no sólo elegir 
a quien gobierna, sino que también den la posibilidad a la colectividad de 
influir en las decisiones del mismo gobierno. En este sentido, existe una 
urgente necesidad de dar un salto cualitativo de la democracia delegada 
a la democracia participativa, estimulando ampliamente todo esfuerzo 

. de autogobierno. Pienso que un instrumento importante para llevar a 
cabo e!ta participación democrática lo representan las diversas formas 
de agrupación política: partidos, sindicatos, movimientos etc. Estos son 
los medios a través de 108 cuales el ciudadano no sólo elige un parlamento, 
sino también desarrolla efectivamente una acción que tiende a influir 
sobre la vida política. Estamos hablando de la construcción de una demo­
cracia activa, que se organiza y que dura más allá del simple momento 
del voto. Este problema nos plantea la descentralización de las estructuras 
del Estado; si la organización estatal se estrucrura en brule al criterio de 
ministerios centrales, y no fomenta y fortalece los poderes locales, la 
pOl!!ihilidad de participación colectiva es definitivamente limitada. Es nece­
sario abrir cauces democráticos en instituciones públicas tan importantes 
como los municipios, las provincias, las regiones (estas últimas equivalen­
tes a nuestros estados), favoreciendo un amplio margen de participación 
ciudadana. Por otro lado, pensamos que esta experiencia podría ampliarse 
a otros sectores: nosotros hemos luchado para crear en las escuelas formas 
de democracia participativa a través de consejos y organismos que permi­
tan a los estudiantes y a los ciudadanos hacer valer su posición. 

P.: En este proceso de transformación socialista, ¿cuál es la relación que 
debe existir entre sindicato y partido? y ¿cuál es el papel que deberían 
jugar estas doe instituciones con respecto al Estado? 

Ingrao: Esta ha sido una cuestión muy discutida en Italia y en todo 
el mundo; sin embargo, puedo decir que el debate de este problema en 
Italia, considerando la experiencia del movimiento obrero, ha atravesado 
diversas fases con una tendencia innovadora en los últimos 25 años. Inicial­
mente, se tenía la idea de un sindicato concebido como una correa de 
transmisión del partido: en otras palabras, la organización política funda­
mental era el partido y por debajo de éste existían estructuras menos 
refinadas y menos maduras que se entendían solamente como puntos de 
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contacto con las grandes masas. En este sentido, la primacía del partido 
sobre el sindicato fue subrayada fuertemente insistiendo en una estricta 
división de campos de acción: el partido se ocupaba de la política, del 
Estado, en pocas palabras de la gran estrategia; el sindicato se ocupaba 
del salario y de la distribución del ingreso. Sin embargo, poco a poco 
cOn el crecimiento del movimiento obrero, la lucha por la redistribución 
del ingreso fue transfonnada en una lucha por la transfonnación de la 
sociedad y por la negación del sindicato como un instrumento esencial­
mente reivindicativo; actualmente, éste último es considerado un elemento 
clave para esta transformación política. Ahondando en el problema, pode­
mos decir que este crecimiento substancial de las funciones del sindicato 
ha .sido una respuesta a 108 cambios profundos experimentados por el 
capitalismo !Uoderoo. En este caso, la FIAT representa un ejemplo claro 
y preciso. Esta empresa al inicio se mostró dispuesta a conceder aumentos 
de salario con la connición de obtener a cambio una libertad absoluta 
para implementar los procesos de reestructuración de la fábrica. El proble­
ma que nacía con esta nueva fónnula presentaba características del todo 
diversas y nuevas para el sindicato: el obrero evidentemente obtenía 
una mejora salarial en ténninos cuantitativos; sin embargo, perdía el 
control de su horario de trabajo, de su calificación dentro de la fábrica, 
de la relación entre tiempo de trabajo y tiempo libre, del problema de la 
salud, de su fonnación profesional etc. Todos estos campos eran dema­
siado grandes e importantes y obligaban a un nuevo tipo de intervención 
del sindicato. Ocuparse de estos problemas significaba intervenir en un 
campo más complejo y amplio como lo es el campo de la economía 
política, mediante la cual el Estado organiza al país. En realidad, con 
este cambio el sindicato ha sido b'an8Íonnado en un verdadero sujeto 
político, que a su manera, como también el partido, ha reivindicado 
y ha obtenido su autonomía. Esta es la razón por la cual la relación entre 
sindicato y partido ha cambiado: ya no se considera un elemento accesorio 
del partido, sino que se considera a ambos como sujetos políticos autóno­
mos que, en el fondo, actúan en el mismo campo. Es importante agregar 
que conjuntamente a este proceso, se han desarrollado otras fonnas de 
organización con implicaciones políticas muy profundas. Veamos una, 
el movimiento de liberación de la mujer en el cual se han integrado dife­
rentes facciones políticas para luchar en contra de las formas de opresión 
que el sistema capitalista ha generado y fomentado, como pueden ser el 
reconocimiento de derecho a la incorporación de la mujer al trabajo, 
su paridad de derechos políticos, el reconocimiento de su específica 
sexualidad, el diferente modo de concebir el proceso de procreación, 
la búsqueda de una identidad femenina, una identidad que tiene sus 
propios valores. 

En este contexto, se puede decir que la política ya no puede seguir 
siendo un monopolio del partido; el campo de la política se ha ampliado, 
las formas de hacer política han tomado diferentes direcciones y los mis­
mos protagonistas han dejado de ser aquéllos que por tanto tiempo domi­
naron la escena política. No hace mucho tiempo cuando nos referimos 
a "los políticos", estábamos acostumbrados a imaginarnos al parlamen-
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tario, al gobernante, al ministro, al secretario del partido; hoy, en cambio, 
en Italia, el rumbo político lo deciden, quizás más que los diputados, 
por ejemplo, los dirigentes de las grandes cadenas televisivas, que influyen 
y forman de manera esencial la opinión pública, no sólo formando las 
ideas políticas, sino la idea misma, la concepción de la política. Precisa­
mente, esta idea de la política como mercado, o de los partidos, que 
como instrumentos sean todos iguales ya que truecan puestos de trabajo 
por votos, ha sido una idea estrechamente vinculada a estos grandes 
medios masivos de comunicación. 

Frente a estos problemas surge la duda de la posible desaparición 
del partido y de sus funciones específicas. Yo creo que este problema 
debe ser seriamente discutido tomando en consideración que la vieja 
concepción del poder absoluto del partido es una idea superada a tal 
punto que, retomada nuevamente, lo único que puede producir es una 
gran desilución. Pienso que las funciones del partido deben precisarse, 
es decir que el partido debe presentarse como una fuerza que "proyecta" 
una transformación que tiene en la cabeza un verdadero proyecto para la 
sociedad en general, y creo también que este organismo político sea el 
más indicado y el más capacitado para llevar a cabo una tarea de esta 
naturaleza, superando en este aspecto al sindicato mismo. Si se pudiese 
señalar una diferencia, la vería en este sentido: el sindicato, aún cuando 
se ocupa de política, se ocupa de ésta sólo en función del presente, en sen­
tido bastante concreto; por el contrario, me parece que el partido político 
no se detiene en este reducido ámbito temporal, en su óptica vé el presente 
pero en relación al futuro, es decir, que en alguna forma proyecta algo que 
puede servir en el presente y que no obstante debe tener una vigencia 
que vea sobre todo al futuro. Desde esta perspectiva, si el partido pierde 
de vista el presente, se transforma en un "proyectista" abstracto y si el 
sindicato, en la misma forma, pierde de vista los intereses particulares 
que mtela, en ese instante pierde su función y su esencia misma de sindi· 
cato. Me doy cuenta que estas respuestas son parciales, que necesitan 
corroborarse en la realidad, son hipotéticas, esbozos de una gran discusión 
que actualmente se lleva a cabo en todo el mundo. 

P.: La última pregunta. ¿Si el P.c.\. se identifica con 108 principios del 
socialismo científico, no es contradictorio que se autodefina como un 
partido laico? 

Ingrao: No estoy convencido de que el p.eJ. se identifique totalmente 
con los principios del socialismo científico. Es cierto que existe una gran 
influencia de estos principios en nuestra tradición, sin embargo tenemos 
que aceptar que estos principios son actualmente objeto de una compleja 
discusión teórica. Yo los veo de un modo y otros camaradas del partido 
los ven de otro, las diferencias pueden ser sutiles, no obstante cuentan 
demasiado. Por lo tanto, que esta doctrina ~onforme estructuralmente 
nuestro partido no lo considero totalmente exacto, precisamente porque 
nuestra esencia laica reside en el hecho de que las posiciones teóricas 
desarrolladas en el partido se basan en una investigación abierta y en una 
continua elaboración que lleva constantemente a debates y enfrentamien­
tos teóricos. Se podría decir que el carácter laico del partido consiste precio 
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mente en el no escoger una doctrina, ya que esto se podría traducir en una 
enonne barrera para el desarrollo de la investigación teórica. Naturalmente, 
esto no quiere decir que la cultura del P.C.!. no sea producto de toda esta 
tradición misma que, repito, ha sido vivida con un profundo carácter 
laico, con un continuo fogueo de todas las annas que tiene en sus manos 
la investigación y, sobre todo, con una absolu ta libertad, que es el ele­
mento fundamental de cualquier investigación científica. Provenimos de 
una tradición, tenemos sobre nuestras espaldas una cultura marxista, 
pero la forma como se vive y como se hace csta cultura debe ser verificada 
cada día en una forma laica, es decir, sin una predestinación doctrinaria 
de partido. En sí~tesis, el partido es laico en la medida que no tiene una 
doctrina codificada que se administra y difunde oficialmente, sino por el 
contrario, el partido construye su pensamiento teórico y su cultura día 
a día, mediante un amplio y libre debate de ideas. 

Roma, Julio de 1984 

-------- _ .. _---
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LA JUSTICIA y EL DERECIIO* 

Tomás Borge 

Cuando se nos asignó la tarea de resumir, de clausurar, el ~eminario, 
nos preocupamos un poco porque los conocimientos de Derechos que 
nosotros adquirimos en la Universidad se fueron quedando un poco en 
el camino difícil de la lucha revolucionaria. Sólo recordarnos, antes de 
llegar aquí, a Silvio, a nuestro hennano Silvio. Cuando le prchruntaron 
alguna vez porqué había dejado de estudiar Derecho él, que manejaba 
un tanto la ironía dijo: "El derecho que yo reconozco únicamente es f'1 
derecho de la entrega de la abnegación, del sacrificio y de la lucha, el 
derecho de la entrega al pueblo, de tal manera que los códigos me tienen 
sin cuidado", y es la única referencia que hoy voy a hacer de Silvio, 
porque como decía él, en una ocasión, cuando discutía con otro com­
pañero, "el mayor mérito de un nicaragüense es ser sandinista ". 

y ya brillantemente el Doctor Rodolfo Robelo se refería a la impor­
tancia de este Seminario. Creo que lo único que podríamos abrregar es que 
el Sistema Jurídico de ~icaragua ya no podrá ser lo mismo en el futu-ro 
como ha sido hasta hoy. Quizás también podríamos decir que la Revolu­
ción misma no va a ser igual. Los cambios que se proyectan hacia el 
futuro y que arrancan desde este Seminario tienen que ver con la Revo­
lución misma. Y la presencia aquí de distinguidos juristas de otros países, 
de numerosos países, porque aquÍ llegaron rle Venezuela juristas muy 
brillantes por cierto, de Bulgaria, de Cuba, de la República Democrática 
Alemana, de España, de Costa Rica, de Italia, nuestros amigos de los 
Estados Unidos, de México y la Uniim Soviética. Y üs importante que 
hayan venido a un Seminario sin precedentes, al mellOs (',n Centro .\mérie,a, 

*Participación del Comandante de la Revolución y j\.'tinistro del lnh'rior Tomás 
Borge Martínez, en la clausura del "Seminario J uríclico", :\lanaW1a 23 de mayo 
de 1981. 
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como decía Rodolfo, porque los participantes, tanto nacionales como 
extranjeros, tuvieron la oportunidad de conocer la esencia de la Revolu­
ción Sandinista. 

Creo, por otra parte, que todos adquirieron conciencia, tal como se 
ha dicho aquí y se ha repetido durante el Seminario, que esto es un punto 
de partida para un cambio jurídico sustancial en Nicaragua. 

Nosotros, como saben algunos, o por lo menos el Doctor Robelo, 
eswvimoB en la Universidad estudiando Derecho. Allí le nos dió la imágen 
de una ciencia del Derecho de carácter absoluto, de un fenómeno indepen­
diente que siempre ha existido y que existirá eternamente en la sociedad 
humana. 

El derecho es -se nos dijo en la Universidad- la acumulación de cono­
cimientos que 108 hombres perfeccionaD ininterrumpidamente. Se nos 
dijo "no hay leyes malas~' sino "jueces malos ", "no hay ninguna relación 
entre leyes y política", "la justicia, -decían los Catedráticos- y el Dere­
cho son únicos, tienen carácter universal y trascienden en el tiempo y 
en el espacio". 

Se nos informó que hay valores pennanentes y universales. Se nos 
predicó la resignación, es decir, la convivencia de los explotadores con 
lo, explotado,. 

Nos hablaban de paz, el tirano, sobre todo, n08 hablaba de paz, y las 
gargantas amaestradas repetían, aturdiéndonos, la prédica del civismo y 
de la antiviolencia, mientras nos culateaban, nos torturaban o asesinaban 
a nuestros mejores hombres. 

Los héroes de la Patria, comO decía Rohelo, eran delincuentes, cuando 
no eran sepultados en el anónimato, y a 108 verdaderos delincuentes se les 
otorgaban títulos altisonantes, y ustedes recuerdan cómo le decían a 
Somoza: "el pacificador", uel campeón de la democracia". 

Todo, lo, día, rotulaban cátedra, y periódico, con la palabra demo­
cracia y cuando nosotros asombrados preguntabámos: ¿Y ésta es la de­
mocracia? abundaban las explicaciones, ciertamente, para justificar "los 
males, las imperfecciones inevitables". 

No es difícil deducir la incidencia que ha tenido en los profesionales 
del Derecho y en la implementación de la justicia todas estas concepciones 
falaces y anticientíficas. 

La práctica revolucionaria, compafieros, que es la mejor maestra de 
los hombres, nos enseñó, en la dura escuela de la confrontación social, 
que es imposible compartimentar el Sistema Jurídico con el carácter 
del Estado; que el Derecho es un conjunto de normas sancionadas por 
el Estado y que esas normas están poseídas por la esencia y el colorido 
de los intereses que controlan el aparato estatal. 

La realidad nos enseñó que en la sociedad en que vivíamos -que 
vivimos- unos hombres explotahan a otros hombres; que los hombres 
estaban, están, divididos por sus condiciones materiales de existencia. 

Apena, e,tabamo, aprendiendo no,otro' el uso del fu,il guerrillero 
cuando el contacto con las masas desposeídas nos enseñó que el gran 
terrateniente, el banquero poderoso y el oficial de alto rango militar no 
eran muñecos de cera sino seres humanos de carne y hueso, con uftas y 
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dientes, crueles, dueños de la rique7.a y del poder político; que eran 
sujetos de leyes expresamente fabricadas, para decirlo sin adjetivos, de sus 
intereses, para favorecer sus intereses, y que el trabajador fabril, el cam­
pesino pobre, artesano, subsistían y existían como sujetes también de 
leyes, que fueron expresamente fabricadas para triturados. 

La lucha revolucionaria nos enseñó que los valores del terrateniente 
no son los mismos que los valores del campesino humilde. 

La lucha revolucionaria nos enseñó que el civismo y la paz eran, en 
labios de los politiqueros tradicionales, simples palabras de propaganda, 
1ntcos publicitarios, y que era una utopía, es una utopía, esperar que los 
grandes propietarios del egoísmo se vuelvan generosos, es decir, renuncien 
a perder sus privilegios. 

La lucha revolucionaria nos enseñó que era necesario regresar al olvido 
las imágenes falsas de nuestros héroes, con las que fabricaron las mentiras 
y justificaciones para oprimirnos en América Latina, y que era una elel:en­
tal obligación histórica de los revolucionarios sacar del sepulcro, con ro­
fundo respeto, a nuestros héroes, y mantener insepulta su verdadera uz, 
la palabra y su ejemplo. ¡Sólo las revoluciones identifican la esencia de 
los héroes! Ahora sabemos, por fin lo sabemos, que Fray Bartolome de 
las Casas, que Bolívar, que MartÍ y Sandino han salido intactos de las 
palabras sucias, demagógicas, con las que fueron atropellados en los ani­
versarios. 

La lucha revolucionaria nos enseñó, en todas sus etapas nos enseñó 
eso la lucha revolucionaría, que revolución que pierde su vocación de 
defensa deja de ser revolución, y que para defender nuestra tierra arrasada 
por. las intervenciones extranjeras, el saqueo y la destrucción, -nuestra 
pequeña República, atrasada y pobre, enriquecida ahora por la nueva 
alegría de ser libres- era necesario armarla de patriotismo y de fusiles, 
a pesar de que no somos militares, y porque sabemos, precisamente, que 
en las selvas de la antidemocracia de América Latina los gorilas amaes­
trados sólo esperan las señales de sus amos para enseñar los colmillos 
y hundirlos en las entrañas de nuestros pueblos. 

La lucha revolucionaria nos enseñó que una Revolución que le tiene 
miedo al pueblo, que no confía en el pueblo no es Revolución, que Revo­
lución es pueblo, que pueblo es Revolución; nos enseñó también que la 
Dirección Revolucionaria, que la vanguardia revolucionaria, no es un 
artículo que se compra en la esquina, en la farmacia de la esquina o en el 
supermercado, y que se requiere largos años de sacrificio y de lucha para 
amar con todas las fuerzas del corazón al pueblo, para conquiHtar la credi­
bilidad y el respeto del pueblo. 

Nosotros nos preguntamos aquí: ¿Los regímenes anteriores al 19 de 
Julio, fueron defensores de la soberanía y de la riqueza nacional? Nadie, 
ni siquiera el humor con el olor a moho y a sepulcro de la burguesía se 
atrevería a negar el carácter enueguista de los gobiernos liberales y con· 
servadores. Uno de esos gobiernos, - ¿qué importa cual? - le concedió a 
compañías extranjeras el derecho de explotar nuesuo subsuelo con !( 
obligación de pagar un Ínfimo impuesto, infinitamente menor 'lUí"' 

cuantía de impuestos que nosotros pagábamos por la importac ¡; \ 
\ 
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artículos, desde electrodomésticos hasta implementos agrícolas. Esto 
nos lo enseñaron cuando estudiabamos el Código de minas; el Doctor 
Barrera, creo, era el profesor. 

Nosotros. por muchísimos años, les pagamos a las compañías mineras 
para que se llevaran el oro nicaragüense. ¿Podría, me pregunto, concebirse 
que el Gobierno Revolucionario emita una ley semejante? La Revolución 
lo que liizo fue nacionalizar las minas. 

LA LEY DE UN PAIS LIBRE E INDO MINADO 

No fueron los profesores en las ramas sustantivas y procesal, de Derecho 
civil o penal, los que nos enseñaron la existencia de una vinculación insal­
vable entre la Ley y su inspiración política, ni fueron tampoco ellos los 
que nos mostraron que en el transfondo de toda norma jurídica se en­
cuentra el signo de los intereses del sector social que la concibió y la dictó. 
Fue la lucha revolucionaria la que nos enseñó que toda Leyes un acto 
político y que es, por lo consiguiente, el reflejo concreto de intereses 
materiales determinados. No hay, pues, una justicia, como tampoco 
hay un Derecho, en abstracto; ni su concepción ni sus formulaciones son 
válidas para todas las épocas y para todas las sociedades; justicia y d~recho, 
son la expresión inocultable del aparato estatal. 

La Ley de minas, COmo muchas otras, era la Ley de un país dominado, 
la Ley de la nacionalización de las minas, como muchas otras, es la ley 
de un país libre e indominado. 

La Ley de minas del régimen arrodillado es un ilcto político; la Ley de 
nacionalización de minas del régimen revolucionario es un acto político. 

El Derecho civil y el, Derecho mercantil, que están todavía vigentes 
según entiendo, fueron concebidos para defender intereses patrimoniales 
de la burguesía y de los terratenientes. 

¿Para qué, por ejemplo, se promulgó la Ley de prenda agraria o 
industrial del 6 de agosto de 19371 En la práctica se usó para proteger 
la usura y garantizar el pago de las cuotas de las rentas a plazos. Era lógico: 
¿quiénes estaban en el poder, entre otros? Estaban en el poder usureros, 
estaban en el poder los grandes comerciantes. La Ley del 6 de agosto de 
1937 fue, por lo tanto, una Ley política. 

El 4 de abril de 1929 publicó "LA GACETA" el convenio entre los 
Gobiernos de Estados Unidos y Nicaragua por medio del cual se funda la 
Guardia Nacional; ese mismo año se promulga el Reglamento para el 
Gobierno y Disciplina de la Guardia Nacional y en 1934 el Código de 
Enjuiciamiento Militar ¿No me equivoco Roberto? (1) Estas leyes eran 
copias mal traducidas de los códigos de Reglamento del Ejército norteame· 
ricano, incluso, siguieron vigentes en Nicaragua muchos años después de 
que fueron derogadas en los Estados Unidos, ¡muchísimos años después! 
Con esas leyes fuimos juzgados y condenados los sandinistas en Consejo 
de Guerra. El actual Presidente de la Corte Suprema de Justicia Doctor 
Roberto Arguello Hurtado, fue uno de nuestros principales y más valiente 
defensor en aquella oportunidad. El Doctor Rafael Córdoba Rivas se 
destacó también por su valentía, defendiendo a numerosas sandinistas en 
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aquel momento difícil. Esas leyes eran las mismas con que Walker fusiló 
a los patriotas nicaraguenses en 1856, las mismas leyes con que juzgaron 
a los colaboradores del Ejército Defensor de la Soberanía Nacional. Estas 
leyes heredadas de la ocupación extranjera fueron, ¿quién lo duda? actos 
políticos. 

(Se refiere al Dr. Roberto Arguello Hurtado, Pdte. Corte Suprema de Justicia). 

Las leyes militares, vigentes ahora constituyen un complejo orgánico que 
norma la conducta de las Fuerzas Armadas Sandinistas; son las leyes por 
cierto muy severas, que exceden, inclusive, las analogías con la legislación 
común. Tipifican -entre otras- figuras como el mal trato a prisioneros 
-maltrato de hecho o de palabras- y obligan al cuidado y a la curación de 
los enfennos y de los heridos. Las nuevas leyes militares, extremadamente 
duras y a la vez profundamente humanas, responden con madurez y 
seriedad a la confianza que el pueblo nicaraguense ha depositado en los 
distintos instrumentos del nuevo Estado Revolucionario. Las leyes de la 
Revolución, las leyes militares de la Revolución son también actos polí­
ticos. 

Ahora, independientemente de que las leyes fueron elaboradas en 
nuestro país para satisfacer el egoísmo de los explotadores durante el 
somocismo y en épocas anteriores al somocismo también, la corrupción 
llegó, en el somocismo, a tal extremo, que ni siquiera las mismas leyes 
que organizan los intereses de las clases dominantes fueron respetadas. 

y es que las clases dominantes tenían vocación por el incesto; a las 
leyes, que eran sus hijas, no tenían reparo en violarlas cuando ya no les ser­
vían para la defensa de esos intereses. Los magistrados y jueces eran leales 
integrantes de la pandilla de Ají Baba. Lo, políticos más poderosos del 
somocismo vendían, como artículos de lujo, sus influencias en la Corte 
Suprema y en las Cortes de Apelaciones. 

Para citar una área de la corrupción y del carácter brutal de las leyes, 
en los regímenes pasados, señalamos que más del 80% de los juicios pro­
movidos en los juzgados, en materia civil, llegaron a ser juicios ejecutivos 
prendarios; casi la totalidad de documentos a inscribirse en los Registros 
Públicos de la propiedad llegaron a ser los machotes conteniendo la simila­
ción del mutuo con garantía prendaria. 

El embargo preventivo era, como lo recuerdan muy bien los abogados 
aquí presentes, la figura jurídica para legalizar asaltos a mano armada diri­
gidos por el juez, nonnalmente rechoncho e invariablemente despojado de 
sentimientos humanos. Los honorarios por la ejecución del embargo eran 
los bienes del deudor, ¡pobre deudor! Habían oficinas organizadas bajo el 
manto de sociedades anónimas destinadas a la cobranza, es decir, al asalto 
legalizado. 

La justicia y el derecho, como lo han repetido muchas veces aquí, con 
otras palabras tal vez, tenían rotulados los precios. En los juicios agrarios y 
laborales los terratenientes y los capitalistas tenían la ventaja de la ley que 
los favorecía y la ventaja de que en el supennercado de las sen tencias el 
campesino pobre y el obrero no podían competir en la compra de la mer-
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cancÍa. ¿Quién podía competir con hombres como CorneHo Hueck, como 
108 Granera Padilla y como tantos otros representantes del régimen somo­
cista en nuestro país? 

Dentro de la concepción tradicional, una hennOS8 mujer con los ojos 
vendados y dotada de una balanza constituye el símbolo de la justicia, y se 
nos ha hecho qeer que la justicia es ciega, queriendo decir con ello que no 
mira cuando de aplicar la ley se trata. Sin embargo, nuestro pueblo, que 
padeció esta clase de ''justicia'', supo decir, con cierto c:!esquite humorís­
tico por cierto, que en efecto, la justicia es ciega, pero no sorda, pues siem­
pre inclinó la balanza hacia donde era más fuerte el sonido de las monedas 
que, siendo treinta o más, siempre sirvieron a los poderosos. El mismo vie­
jo ruido de las monedas que le sonaron a Judas, al Judas que traicionó al 
Cristo crucificado. 

La conducta predelictiva era la principal fuente de excedentes, como 
saben los nicaragüenses, y lo digo más que todo por los delegados de otros 
países, era la principal fuente de ascenso para sargentos y coroneles. El 
Jefe Militar de Corinto cobraba a las prostitutas para que se pudieran bañar 
en el mar, y era una fuente importante de ingreso para ese señor. 

Cantinas y prostíbulos pagaban una elevada suma, diariamente, al Jefe 
de la Policía de Managua y a los Jefes de la guardia en los departamentos. 
Yo no fui testigo de la cobranza, pero todo el mundo sabe que llegaban 
todos los días a cobrarles a los dueños de los prostíbulos y de las cantinas, 
y que eso engordaba sustancialmente los bolsillos del Jefe de la Policía de 
Managua y de los Jefes Departamentales. 

LA HONESTIDAD PERSONAL ESTABA AL BORDE DE LA 
DELINCUENCIA 

Durante el régimen pasado, y eso ha tenido serias consecuencias todavía, la 
honestidad personal estaba al borde de la delincuencia, casi era un delito 
ser honesto en Nicaragua, ¿Ustedes recuerdan? El que no robaba era, 
-¿Cómo decían? ¿no se atreven a decirlo? Vaya decirles una palabra 
parecida- era un idiota. Pero no era esa la palabra que decían. Por la serie­
dad del acto no la vaya pronunciar, pero el que no robaba era un tonto, 
un idiota, y el-que robaba tenía distinción social aquí, en este país, y entre 
más robaba, más distinguido, más caballero, más ilustre. 

Era más alto miembro de la distinguida sociedad nicaragüense entre 
más ladrón era, y ser patriota y ser antimperialista y ser revolucionario, era 
llegar al extremo más alto de la delincuencia en nuestro país. 

Pero el 19 de julio se firmó, con sangre, la partida de defunción de ese 
régimen corrupto y represivo; el dominio del imperialismo y los aparatos 
coercitivos -la Guardia Nacional, la Oficina de Seguridad de Somoza, los 
Tribunales de J usticia- fueron sepultados, para siempre, en esa fecha his­
tórica. Desde aquel momento iniciamos una serie de cambios cualitativos: 
la línea de partida de una sociedad superior. pasando por una revolución 
democrática, popular y antimperialista. 

Se trata ahora de formar un estado organizado en multifacéticas for­
mas para asegurar la participación de un pueblo cada vez más consciente, 
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más sabio, más productivo. La liberación política tiende, desde la base de 
la nueva sociedad, a romper en mil pedazos el viejo cascarón superestructu­
ral para dar origen a una nueva y sólida superestructura. 

El aparato jurídico de hoy viene dialécticamente con el aparato jurí­
dico de ayer, y esta contradicción dará como respuesta ~en el marco de la 
transición de un estado a otro- un nuevo aparato jurídico, una nueva con­

cepción de la justicia y del Derecho. Cambiaron los hombres, hombres 
nuevos, pero no las leyes, leyes malas; al contrario de los que n08 decían en 
la Universidad ahora hemos comprobado, en la práctica, que no basta que 
los jueces sean huenos cuando las leyes están a contrapelo de la historia, de 
la nueva realidad creada por la revolución. 

Y, desde luego, ¿quién duda de la honestidad de nuestros magistra­
dos? ¿Quién duda, incluso, de su sabiduría jurídica? Tal vez algunos du­
den, a lo mejor con razón, de su flexibilidad para aplicar las viejas leyes 
dentro de las nuevas condiciones; tal vez muchos jueces han caído en el 
mecanismo, en la aplicación a ultranza de la obsolecencia jurídica, como 
el caso de SEAR, que muy bien lo conocen nuestros compañeros policías 
y nuestros jueces y magistrados, en el que un juez pone en libertad a un 
grupo de ladrones profesionales tan sólo porque el dinero robado --el cuer­
po del delito- le fue entregado, con mucho entusiasmo por compañeros 
policías, a la Empresa Sears, de la cual había sido robado el dinero, y no al 
juez. Entonces el juez, como no tenía el cuerpo del delito, los puso en li­
bertad, a pesar de que eran ladrones profesionales. A lo mejor no es un 
caso aislado_ 

Tal vez es cierto que hay un pobre interés de parte de los procesadores 
penales en seguir la secuencia de los juicios y en presentarse oportunamen­
te como parte acusadora en representación del Estado; sin duda la institu­
ción del jurado es imperfecta y anacrónica; no cabe la menor duda de que 
el grado de impunidad a la actividad delictiva es alarmante; puede ser 
que el número de sobreseimientos definitivos y provisionales, que en la 
práctica es igual, Dadora: (se refiere a la doctora Vilma Escorcia de Nú­
ñez), sean excesivos; es posible que queden algunos jueces locales y de dis­
trito que no respondan a los intereses de nuestra revolución, que sean 
esquemáticos, que, incluso, puedan ser reaccionarios, pero no hay duda 
que los magistrados y la mayoría de los jueces actúan de buena fe y son 
propietarios, además, de una elevada moral personal. Pero un buen magis­
trado con una ley obsoleta es como un machete sin filo, como un fusil con 
tiros de salva. 

Nos hemos estado refiriendo, desde luego, a una sociedad concreta: a 
la sociedad nicragiiense. 

Pero cuando hablábamos de derecho, de justicia, de libertad, de la his­
toria del hombre, es fácil detectar, por la magnitud de las transformaciones 
sociales de la humanidad, la relación entre estos conceptos y el Estado. 

¿Qué justicia, qué derecho y qué leyes signaron la conducta de los 
hombres en la época de la esclavitud? Epoca que dicho sea de paso, duró 
muchos años, miles de años. 

En la época moderna, nadie tiene el derecho -yeso de acuerdo con la 
ley- a ser propietario de otro ser humano. En la sociedad esclavista la pro-
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piedad sobre otros hombres era un derecho, estaha ajustada a ley. El escla­
vista podía comprar, vender, y hasta matar al esclavo. Todos recuerdan las 
luchas de Espartaco y las brutales represiones de que fueron víctimas los 
esclavos cuando trataron de liberarse de los esclavistas, ¿de qué tratabaJ} de 
liberarse, de qué? De las leyes vigentes de aquella época; era subversivos, 
violaban la ley de los esclavistas. 

Cuando los campesinos trabajaban la tierra del señor de horca y cuchi­
llo y recibían la remuneración de su trabajo en especie o simplemente no 
recibían ninguna remuneración, sólo el usufructo de un pedazo de tierra, 
se estaba cumpliendo con la ley; esas relaciones entre los hombres estaban 
ajustadas al derecho, al derecho impuesto por los reyes y 108 señores feu­
dales. Todos conocen la guerra de Tyler en Inglaterra, en 1381, cuando 
éste encabezó a las masas campesinas para liberarse de los señores feudales. 

EL SOFISMA DE LA IGUALDAD ANTE LA LEY 

Cuando se produce la revolución burguesa surge el sofisma de la igualdad 
ante la ley, una igualdad meramente formal. Nunca han sido iguales los 
capitalistas y los obreros. ¿A quién van a engañar cuando afirman que el 
dueño de una gran empresa tiene los mismos derechos ante la ley que sus 
trabajadores? Desde luego, los obreros de la fábrica y los trabajadores 
agrícolas conocen, por su propia experiencia, cuál es la realidad. La bur­
guesía encontró el bello lenguaje de la igualdad, pero la realidad es terca 
con los hechos. La igualdad entre desiguales, entre propietarios y no pro­
pietarios, es algo más que un sofisma, es una burla sangrienta a la verdad 
histórica. En sus etapas superiores el capitalismo ha producido mecanismos 
jurídicos terribles, inclusive el macarthismo, por ejemplo, estuvo susten­
tado en leyes, no fue un invento, fue fruto de una situación concreta. La 
caza de brujas con el macarthismo, en esta época moderna, se diferenció 
de la caza de brujas en la época de la inquisición tan sólo porque la hogue­
ra fue sustituida por la cámara de gas. 

Nuevas y más sutiles formas de represión jurídica se han perfecciona­
do en el último siglo. 

Pero, en definitiva, lo que queremos decir es que las clases sociales en 
el poder imponen sus normas. No se puede, sin dejar de ser objetivos, ha­
blar de justicia, de derecho y de ley, en general. Hay derecho, justicia y 
ley de los esclavistas contra los esclavos; hay derecho, justicia y ley de los 
señores de horca y cuchillo conb"a los siervos; hay derecho, justicia y ley 
de los terratenientes, de los grandes empresarios, contra los obreros y cam­
pesinos; hay derecho, justicia y ley de los explotadores contra los explota­
dos, así como también hay derecho, justicia y ley de las clases revolucio­
narias: el derecho de la revolución, la justicia, y la ley de la Revolución. 

En la lucha política resulta falsa la dicotomía amigo-enemigo, porque 
la contradicción se da entre el que explota y el que es explotado, entre el 
que oprime y el que es oprimido, entre los que defienden la opulencia de 
unos pocos frente al martirio de los muchos, y entre los que gustan las 
cotnplicidades de las sombras, para perpetuar la explotación, y los que 

-~ 
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armados de luz y de metralla construyeron con su sangre y sus palabras, 
una patria de hombres libres. 

Por ejemplo: ¿Cuál era el derecho de los somocistas? Robar, ampara~ , 
dos en su propia legalidad inclusive. 

¿Cuál es el derecho de los revolucionarios, de la revolución? Cortar las 
manos, es decir, meter en la cárcel a los ladrones del tesoro público. 

¿Cuál es el derecho de la Revolución? Desarrollar, a su más alto grado, 
a su más alto nivel, el antimperialismo, perseguir a los conspiradores con­
trarrevolucionarios, aplastar a los enemigos de nuestro pueblo. 

Eso es así, los perseguidores de ayer son los perseguidos de hoy; los 
carceleros de ayer son los prisioneros de hoy. Pero debe haber alguna dife­
rencia. ¿Cuál es la diferencia? La diferencia consiste en que los perseguido­
res de ayer eran asesinos, torturadores, verdaderas fieras humanas, y que 
los revolucionarios son profundamente humanos, respetuoso de la vida y 
de la dignidad del hombre. 

Ninguna revolución, verdadera, se ha hecho para humillar al hombre; 
por el contrario, el objetivo fundamental ha sido y es lograr su dignifica­
ción, rescatarlo de la humillación en que lo tiene sumido la esclavitud con­
temporánea. 

Nosotros dijimos alguna vez que llegaríamos a ser una vitrina de los 
derechos humanos. Sin embargo, nos acusan de violar los derechos huma­
nos, lo cual, en definitiva, está de acuerdo con los métodos ya histórica­
mente comprobados de los enemigos de las revoluciones. "Ladran, Sancho, 
señal de que avanzamos". Señal, diríamos, de que estamos haciendo la 
revorución, señal de que vamos por buen camino. Esta revolución ha con­
quistado la paz, reunificó la familia, recuperó la soberanía de la patria. 
Esta revolución ha sido generosa, más allá del deber. Es la primera revolu­
ción sin fusilamientos, sin bombas lacrimógenas, y con habeas corpus, en 
la historia de la humanidad. 

Ustedes son testigos de que en Nicaragua existe no sólo plena libertad 
de prensa sino también libertad de empresa. 

Pese a que nuestro propósito, en el campo informativo ha sido el de 
mantener un contacto directo con los directores de periódicos, con los 
dueños de radio emisoras y directores de radio~periódicos, con la finalidad 
de lo¡,Tar un ejercicio responsable del periodismo, hay quienes han desoído 
nuestro llamado. 

A escasos ocho días de haberse celebrado una reunión en la Dirección 
de Medios de Comunicación con el periodismo nacional, en donde se con~ 
vino establecer una estrecha comunicación y donde reiteramos que la difí­
cil situación que enfrentamos en la frontera norte requiere un tratamiento 
periodístico prudente, muy cuidadoso, responsable, patriótico, una emi­
sora, desoyendo nuestro llamado y violando los compromisos, se dedicó a 
propalar noticias que afectan los esfuel7.os conjuntos del Gobierno nicara~ 
güense y Misurasata -la organización de miskitos, sumos y ramas de la 
CIA, para que estoE retornen a la patria; noticias totalmente alejadas de la 
realidad y que atentan contra la estabilidad social que los nicaragüenses, 
tan ansiosamente, buscamos. Noticias incluso, creo yo, altamente sospe­
chosas. 
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los guardias nacionales que hemos puesto en libertad, que han sido mu­
chos. Tal vez lo que hay que hacer es crear un sistema penitenciario que 
realmente sm-a para reeducar a los detenidos. 

Tal vez más que escribir en las páginas de un periódico, deberían con­
'tribuir con nosotros, en la práctica, a resolver el problema de los prisione­
rOs. Porque tenemos cárceles malas, llenas de limitaciones. Hemos pedido 
auxilio para mejorar las condiciones de vida de los prisioneros. Nos respon­
dieron un tanto del Canadá. Y voy a confesar algo: un teólogo alemán que 
n08 visitaba n08 preguntó una vez: ¿En qué podríamos ayudarle a la Revo­
lución? Nosotros le dijimos: "Le voy a decir un secreto, padre, pero no se 
lo diga a nadie, porque hay gente que no lo comprende, pero ya nuestro 
pueblo generoso ha adquirido un alto nivel de conciencia y yo pienso que 
nos puede comprender. Pedimos que nos ayude, para mejorar las condicio­
nes de los reos eb nuestro país, de los prisioneros, de los guardias somocis­
taso Eso es lo único que le pedimos". Y aquel hombre dijo que nos iba 
ayudar y hablamos después con otra gente y dijeron que nos iban a ayudar. 

Ya nos dieron la primera ayuda. Nos mandaron 7,000 biblias y noso­
tros ya las repartimos entre todos los prisioneros. Estamos con la esperan­
za de que además del pan espiritual nos manden algún otro pan para los 
prisioneros. 

Para muchos les puede resultar extraño, pero nosotros tenemos la sufi­
ciente moral para educar a nuestro pueblo en la generosidad. Les puede 
resultar extraño, pero no guardamos rencor a esos hombres. Queremos 
transfonnarlos de fieras humanas en hombres. Ese es el proyecto de la 
revolución. Queremos que esos hombres trabajen, queremos que no rompan 
el vínculo con su familia. Hemos predicado por doquier que a los hijos de 
los guardias los traten igual que los hijos de los sandinistas, y que tanto vale 
un hijo de Carlos Fonseca como un hijo de un asesino de nuestro pueblo. 

La misma ternura y el mismo amor tenemos que darle a un hijo de 
Gennán Pomares, que al hijo de un ladrón, de un asesino que está en la 
cárcel. Ese es un ruego que nosotros le hacemos a los niños cuando llega­
mos a 108 barrios, porque inicialmente discriminaban a los niños hijos de 
guardia, y ellos no tienen ninguna culpa del crimen de sus padres y, en 
definitiva, sus padres, también es cierto, fueron víctimas del sistema social 
que hemos vivido, y nuestro deber, como dijimos alguna vez, no es elimi. 
nar a los pecadores, sino destruir para siempre el pecado. 

Y hemos recibido mucha correspondencia donde me critican por la 
forma en que me expreso. Sin embargo, nuestro pueblo tiene que aprender 
a amar también a sus enemigos. Nuestro pueblo tiene que llenarse de amor 
por todos los hombres, pero el mejor camino es educarlos, es crear fuentes 
de trabajó, y en lugar de escribir artículos demagógicos en el periódico, 
que pongan un taller de carpintería. En lugar de charlatanear, que hagan 
cosas prácticas como hacemos noso1ros. Porque nosotros no escribimos en 
el periódico, hablando de la libertad de los guardias, sino que procuramos 
liberarlos de su pasado, de sus delitos, educándolos. 

Y dentro del esfuerzo para ser ejemplo en el respeto de los derechos 
humanos, la Junta de Gobierno aprobó el 21 de agosto de 1979, el Esta­
tuto sobre Derechos y Garantías de los nicaragüenses; tres meses después 
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Se adhirió a la Convención de los Derechos Humanos. La Revolución alfa· 
betizó, lo que ya saben muy bien ustedes, a más de 400,000 personas, 
incrementó BU presupuesto de educación de 330 millones de 1978 a 1,752 
en 1981; aumentó la matrícula de 500,000, más o menos, amásde 843,000 
estudiantes. Redujo la tasa de desocupación de 28% al 17% Y se propone 
eliminar la desocupación en un cortÍsimo plazo histórico. La Revolución 
subsidia el transporte, el agua y la electricidad. Se han pactado 309 conve­
nios colectivos de trabajo. El 8Offiocismo pennitió 174 sindicatos, muchos 
de ellos controlados por la dictadura, en tanto que la Revolución ha dado 
personería jurídica a 307 sindicatos, es decir, en dos afi08 se han autori­
zado más sindicatos que en toda la historia anterior de Nicaragua. Por pri­
mera vez los mineros están protegidos por un convenio colectivo de tra­
bajo; se han creado centros de desarrollo infantil; 14 centros de servicios 
infantiles rurales que atienden a miles de niños; un centro tutelar de 
menores que atienden a 1,270 y pico de niños en situación de abandono, 
se han implementado proyectos de alimentación complementaria que be­
neficia a más de 66,000 nicaragüenses, un almuerzo escolar que beneficia 
a más de 162,000 escolares. 

Particular atención le hemos dado, desde luego, a los lisiados de gue­
rra, no videntes, sordomudos, toxicómanos y ancianos en estado de pobre­
za. El Ministerio de Cultura ha creado 46 talleres de poesía y de danza, 
algunos de los cuales, por cierto, están en el ejéreito y la Policía. Creo que 
es el único país en el mundo donde los soldados y policías hacen poesía. 
Hay 90 grupos de teatro aficionados. Estamos deaarrollando un cine ágil, 
cada día más creativo. Si durante el somocismo se gastaron en el sector de 
salud 202 millones de córdobas al año, la Revolución gastará en 1981, 
1,212 millones. ¡202 millones en tiempo de Somoza y 1,212 millones gaa­
tará la Revolución en 1981 en área de salud! 

Esto es luchar por los derechos humanos, pero, además, esto es el prin­
cipio, estamos empezando, son los primeros pasos de un pueblo que lucha 
por conquistar la abundancia y el amor, el verdadero derecho, la verdadera 
justicia, la verdadera libertad, donde los hombres sean iguales ante la ley 
e iguales en sus relaciones sociales. 

Porque nosotros, como decía el pensador peruano José Carlos Mariá­
tegui, no solamente luchamos por el pan sino también por la belleza. 

UNA NUEV A JUSTICIA 

Siempre nos hemos preguntado qué respuesta podrá dar la revolución al 
problema. de la justicia, de la legalidad revolucionaria. Queremos sefialar, 
en primer término, que las refonnas jurídicas necesarias para establecer la 
armonía entre la hase y la superestructura deben ser discutidas por todo 
el pueblo. No concebimos decretos, leyes de importancia para la Revolu. 
ción, que no se originen en la discusión popular, tal como planteó el com­
paftero Tito Castillo, sino que a la vez todo el pueblo, en todas sus instan­
cia., participe a plenitud en las discusiones de las leyea fundamentalea, sin 
que a la vez la discusión sea un freno a las decisiones institucionales. Con­
jugar ambas cosas. El Estado es el eje rector de las decisiones jurídicas, 
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pero, al mismo tiempo, es preciso crear un mecanismo de ida y vuelta entre 
las masas organizadas y las instituciones estatales. 

En todo caso una nueva justicia debe estar destinada a romper con la 
enajenación, a tenninar con los hombres-objeto. Los hombres deben ser los 
constructores de la historia y no los títeres de fuerza misteriosa. No conce­
bimos una sociedad de robots, sino una sociedad de hombres conscientes. 
Dentro de estos propósitos sabemos que una ley, por sí sola, no genera una 
transformación sustancial dentro de un proceso social, ni mucho menos 
posee la vitud de señalar detenninaciones a una revolución. Sin embargo, 
la ley, que por cierto no elimina contradicciones, sino que es producto de 
ellas, debe ser el resultado de la consulta democrática con todos los hom­
bres de nuestro pueblo y, por consiguiente, ser la expresión nonnativa que 
expresa sus intereses legítimos conquistados por la Revolución. 

Sólo la revolución abre la posibilidad real de transformar el derecho y 
convertirlo en instrumento de cambio. En ese sentido, el derecho tendrá 
que ser democrático, no sólo en la ejecución de la ley, sino también en el 
diseño de la misma. Los profesionales serían como solitarios transeúntes 
en el camino de la justicia si junto a ellos no marcha la experiencia y la 
justicia del pueblo. 

La participación popular será, sin duda, el mejor antídoto de la buro­
cracia, contribuirá a la sencillez en el lenguaje de la ley, hará que tengamos 
la certeza de que ningún delito quedará sin BU correspondiente sanción. 

Las fuerzas revolucionarias nos ponemos, pues, en zafarrancho de 
comhate, para luchar contra la inflexibilidad, el lenguaje rebuscado, los 
procedimientos engorrosos y la interpretación casuística de la ley. 

Uniremos todos nuestros esfuerzos para que el logro de una legalidad 
revolucionaria sea una realidad; para crear leyes que estén en armonía con 
la realidad, que sean objetivas, profundamente humanas, que sean Como 
ágiles centinelas que, no como bárbaros Atilas, velen por la tranquilidad y 
la felicidad del pueblo. 

Le declaramos la guerra a la burocracia y a la delincuencia, le declara­
mos la guerra a la conspiración contrarrevolucionaria y al tortuguismo judi­
cial. Magistrados, policías, abogados, obreros y campesinos protagonistas 
de la Revolución, adelante para desalojar la injusticia de nuestra tierra, ade­
lante en la conquista de la justicia y del derecho de nuestro pueblo. 

¡PATRlA LIBRE O MORlR! 
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LA LEY DE PUNTO FINAL Y LA JUSTICIA* 

R. Marroquín** 

Que fácil sería (Iue la justicia sólo fuera un problema de leyes. Pero más fá· 
cil sería si el crimen sólo fuera prohlerna de un decreto. Así, una ley (Iice 
cuáles son crímenes o delitos y otra ley dice que esos hechos yesos crime­
nes 'ya no son delitos'. 

Pero las cosas, la vida de 108 pueblos no se agota en las leyes. La hiRto­
ria es algo más, mucho más, que decreto o la Ley del Punto Final. 

Al hablar de la historia de 108 puehlos no se habla sólo de las ~rande8 
efemérides, de los gloriosos héroes; en absoluto. Se hace referencia al ham­
bre, la inflación, la miseria, la injusticia y los millones de 8efes que le han 
buscado solución ya organizadamente, o en forma silenciosa o anónima; 
81IuelloB cuyos nombres no figuran en los libros de historia. pero que hacen 
la historia; y que ... fueron detenidos, torturados y muertos. 

Es imposible para juristas, filósofos, periodistas, escritores, psicól()~03, 
sociólogos o antropólogos 'Iuedarse callados ante los hechos de la vida con­
temporánea. Por difíciles, agudos o críticos que éstos sean, no es posible 
soslayar y dejar de encarar las cosas que atormentan a nuestra época. 

¿Cuál es el tema central de la discusión sobre la Ley del Punto Final 
de Argentina? 

En primer lugar, si los crimenes existen simplemente por la voluntad 
de los gobernantes; si los homicidios, torturas, violaciones, Itespojos , cruel­
dades sin límite, existen porque el p:oLierno dice que los han adquirido los 
grupos humanos, hay un conjunto de actos que 108 consideramos lesivos a 
la vida y la di~idad de la comunidad, independientemente ,le que lo diga 
o no lo dig"a una ley. 

* Ante las amnistías que 8(' pu(~dcu dar por las violacion('s sistrmáticas d(' los d('re­
chos humanos. 
** Abogado e historiador de la Universidad AutÍlnoma dI' Mordos, 
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En segundo lugar, y este es precisamente el problema; si existen actos 
que consideramos nocivos a la vida social, asesinatos, robos, violaciones, 
secuestros, torturas, desapariciones, mutilaciones, venta de niños; eS08 ac­
tos siguen siendo nocivos a la vida social, aún cuando la ley diga que ya no 
10 80n. Podrá cualquier gobierno afirmar que esos hechos ya no 80n delitos 
pero el daño causado sigue siendo daño y sigue vigente el crimen entre la 
colectividad. Porque un desaparecido, una mujer violada, el torturado, o el 
niño vendido como recuperación de guerra, sigue vigente. 

En tercer lugar, el argumento esgrimido de que las personas que ejecu. 
taran eS08 hechos lo hicieron porque obedecían ordenes superiores, no de­
ja de ser idénticamente un argumento pobre, deleznable y difícil de 8Oste· 
ner. Porque es imposible que quién violó a una muchacha o una mujer, 
arrancó lo ojos, la lengua o los orgános genitales a un detenido, se apoderó 
de muebles o vendió niños, pueda argumentar que lo hizo porque se lo 
mandaron. Y obedeció complaciente a violar y tener un orgasmo sobre su 
víctima porque se lo mandaron. Las COBaS son tan claras, que si ésto hu· 
biese sido legítimo jamás hubiera existido necesidad de ocultarlo. 
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BIBLIOGRAFIA 

Revi8ta Sociológica No. 1: "Teoría 
Sociológica", México, UAM~Azca· 
potzalco. Primavera, 1986. 

El Departamento de Sociología de 
la Universidad Autónoma Metropo­
litana, con el fin de dar continuidad 
y significado público a las labores 
de docencia e investigación que de­
sarrolla, ofrece a 108 estudiosos e 
interesados en la problemática 80-

cial y política del mundo contem· 
poráneo un conjunto de documen­
tos que, aglutinados en torno a la 
temática general de Teoría Socio­
lógica, pretenden revisar crÍtica­
mente algunos de loa planteamien­
tos fundamentales, de orden teórico 
y epistemológico, que conforman la 
actual columna verwbral del análisis 
sociológico. 

De esta fonna, con la publica­
ción de su primer número, la revista 
Sociológica, pretende cumplir dos 
propósitos centrales: primero, ac­
tualizar la discusión teórica y epis­
temológica a fin de mejorar la efica­
cia y relevancia de la investigación 
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social en México y, segundo, con­
vocar a la disertación crítica como 
instrumento necesario para enfren­
tar acertadamente los grandes retos 
de la sociedad contemporánea, de 
suyo, inmiscuida en una dinámica 
cada vez más incierta y delicada .. 

En esta tesitura propositiva la 
sección inicial del primer número 
de la revista se dedica a la discusión 
de puntos actualmente neurálgicos 
de la teoría y epistemología en 
Sociología. El comienzo del debate 
corresponde a Luis Salazar quien en 
su ensayo Marxilmo y Sociología, 
trata acuciosamente el problema re­
lacionado con la "crisis general de 
las alternativas tradicionales" para 
resolver los problemas sociales del 
mundo contemporáneo. Asumiendo 
como evidencia la pérdida de "atrac­
tivo y plausibilidad" tanto de las 
propuestas desarrollistas y moder­
nizadoras comO socialistas, Salazar 
plantea el impacto correlativo de 
esas propuestas en el dominio "teó· 
rico y cultural ", centrándose en el 
análisis crítico del marxismo y la 
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sociología, las cuales son considera­
das como las dos comentes inter­
pretativas fundameniales de nues­
tros tiempos. Así pues, el autor for­
mula una serie de propuestas para 
la discusión que pennita enjuiciar 
significativamente el vínculo teoría 
y política en cada una delascorrien­
tes mencionadas. 

Prosiguiendo con la misma refle­
xión crítica, Catherine Nelson pre­
senta en su ensayo Reflexiones en 
torno a la Ilociología parsionana y la 
condición humana un conjunto de 
argumentos destinados a esclarecer 
el significado de la "meta-teoría" 
de Parsons y SU8 implicaciones epis­
temológicas y políticas para con la 
práctica social. Al respecto C. Nel­
son apunta que ParaoDs "propone 
explicar de manera teórica, la rela­
ción entre el sistema de acción y los 
demás subsistemas de lo que él Ua­
ma la "Condición Humana" el sub­
sistema físico-químico y el orgánico 
y, al otro extremo de la jerarquía 
cibernética, el télico". Sobre la base 
de la epistemología kantiana, de la 
metodología del análisis sistémico 
y de la recuperación teórico-sinté. 
tica de Durkheim, Weber, y Freud, 
Parsons pretenderá desarrollar un 
esquema omnicomprensivo y unita~ 
no de la condición humana, pensan­
do principalmente en que la com­
pren6ión y explicación de la misma 
ocurre mediante la integración ar~ 
mónica de los subsistemas que, 
entrando en intercambio, ofrecen 
un espacio propicio de interacción 
entre las condiciones en las que el 
homhre se desarrolla, y el con Irol 
necesario para mantenerse y repro~ 
ducirse. En la. meta-teoría de Par­
sons aparece una homologación me­
todológico-conceptual entre cien­
cias sociales y ciencias naturales con 
lo que se afilia a las corrientes neo-

positivas hoy en boga. Pero más sig­
nificativas aún, resultan las implica. 
ciones políticas de la metateoría 
parsoniana, pues al dar primacía al 
orden nonnativo-institucional como 
dimensión omnicomprensiva y je­
rárquicamente integrada de la ac­
ción social, dt:.svirtúa la esencia 
misma del poder político al no con· 
siderarlo en la dinámica de la "lu­
cha por el poder" en sus diferentes 
formas. 

Trasladándose a otro nivel de la 
discusión, pero recuperando la línea 
fundamental de la reflexión episte­
mológica, teórica y política, Lidia 
Girola incursiona en los Nuevos en· 
foques te6rwOI en la investisación 
social, destacando principalmente la 
experiencia de estudios sociológicos 
contemporáneos en América Latina. 
La idea que la autora quiere subra·' 
yar es la del pluralismo teórico, 
consistente en el uso flexible de 
conceptos provenientes de diferen· 
tes paradigmas para la descripción 
y explicación de los fenómenos po­
líticos y sociales que adquieren par­
ticular relevancia en las fonnaciones 
sociales latinoamericanas. Analizan· 
do las partes constitutivas, enfoques 
y procedimientos de estudios de 
sociología política desarrollados en 
diferentes países de América Lati­
na, L. Girola procede a buscar coin· 
cidencias entre los mismos, encon· 
trando similitud en temas y aproxi. 
maciones teóricas y metodológicas. 
Al respecto apunta la autora la ma· 
nera en que los estudios utilizan 
conceptos tanto de filiación marxis· 
ta como estructural·funcionalista, 
sin que eUo implique un eclecticis­
mo irrelevante ni ausencia de com· 
promiso ideológico. La comunidad 
identificable en los estudios compa­
rados por Girola no avala, en forma 
alguna, la posibilidad de construir 

:1 
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una teoría aharcativa y omnicom~ mundo desagregado e inauténtico" 
prensiva al estilo parsoniano. Al lo que implica "una biografía y una 
contrario, precisamente debido a la crónica social". Tal planteamiento 
cambiante problemática de la reali~ resulta interesante para investigar la 
dad y su heterogeneidad es necesa- sociedad capitalista caracterizada, 
rio reconvertir la ciencia en un sis- aCb.Ialmente, por la universalización 
tema abierto y perfectible, con lo de la cosificación de las relaciones 
que el uso de conceptos y teorías sociales, lo que hace al individuo un 
aparece, principalmente, con un sig- sujeto denominado por los objetos 
nificado instrumental, pennitiendo, (mercancías). 
de esta forma, romper las ataduras La revista Sociológica, en su pri­
dogmáticas y permitir al investiga- mer número, presenta también una 
dar hacerse de elementos que de interesante recopilación de textos 
otra manera serían ignorados y per- inéditos que pretenden urgar sobre 
didos. i la contribución a la Teoría Socioló-

En la última parte de la sección gica de autores como George Sim­
de ensayos, Jorge Gutiérrez expo- mel y Ferdinand Tonnies, así como 
ne sumariamente las contribuciones proponer a la discusÍón interpreta­
"epistemológico-metodológicas" de cianes que han adquirido particular 
Lucien Goldman para el análisis so- importancia en la sociología con­
ciológico, enfatizando los aspectos temporánea como lo es la interpreta­
heurísticos de la sociología de la ción moderna de la teoría de siste­
novela que se sustenta en la "socio- mas de Luhman y la Sociobiología. 
logia estructuralista genética". La El artículo de Francisco Gil Vi­
sociología de la novela, a juicio de llegas introduce el pensamiento de 
Gutiérrez, comprendida den1l'o de Simmel, enfatizando la forma como 
los supuestos epistemológicos de su reflexión filosófica tiene inciden­
Goldman (identidad pareial entre cias fundamentales en el saber so­
sujeto y objeto y la existencia de la ciológico. En Simmel, por ejemplo, 
praxis COmo dialéctica estructura- se encuentran planteamientos signi­
dora-rees1ructuradora de realidades) fieativos que se relacionan con las 
pretende analizar las "estructuras nociones de "comprensión objetiva 
mentales" de un sujeto colectivo de sentido" y de "interpretación 
(clase o grupo social) expresadas en subjetiva del motivo de una perso­
la creación literaria y donde el au- na". Ambas nociones se articulan 
tor de la misma resulta el exponen- en Simmel para atestiguar la com­
te de aquellas. Así, la sociología de plejidad de las relaciones medios­
la novela asume como objeto de fines en las que se encuentra inmis­
estudio a la creación literaria y so- cuido el hombre moderno, lo cual 
bre ella aplicará procedimientos de rerulta ser una disquisición rele­
investigación que analicen detalla- vante para entender el concepto de 
damente el texto (estructura y gé- racionalidad, soporte del esquema 
nesis) para comprender su estruc- explicativo de la sociedad moderna 
tora significativa y explicar su refe- y que posteriormente, Max '" ellet 
rencia a "estructuras inmediata- (curiosamente lector crítico de Sim­
mente englobantes". La sociología mel) convertirá en aspecto toral 
de la novela "es una búsqueda desa- para el análisis de la acción Bocial. 
gregada de valores auténticos en un Pos su parte Tonnies, a juicio 
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de Francisco Galván, contribuye de 
manera especial a la precisión y de­
finición del objeto de la sociología, 
no sólo en la perspectiva epistemo­
lógica sino también en el horizonte 
histórico y político. De la obra de 
Tonnies destaca el tratamiento su­
mamente interesante de los concep­
tos de comunidad y sociedad de 
cuyas implicaciones teóricas se ob­
tendrá una reflexión significativa 
para entender la forma y contenido 
de las relaciones contractuales entre 
los hombres de la sociedad moder­
na. Junto con los conceptos de eno­
dad, estructura y unidad sociales, 
los de comunidad y sociedad, per­
mitirán a Tanoies, según se colige 
del texto original que se traduce en 
la revista, proponer una vida huma­
na de relación sustentada en la com­
prensión mutua y en la voluntad 
común para vivir pacífica y conjun­
tamente, con lo que se relativiza la 
necesidad de la revolución como 
motor exclut'Ívo de la dinámica 
social. 

A Luhman le corresponde, por 
otra parte, en el artículo que Gal­
ván DÍaz traduce del alemán, desa­
rrollar planteamientos interesantes 
sobre la concepción de la sociedad 
como sistema complejo. Partiendo 
de una escueta revisión del trans­
curso histórico d,el concepto de so­
ciedad como sistema, rastreado de 
Aristóteles hasta Parsons, Luhman 
propone argumentos tendientes a 
justificar el análisis de la sociedad 
como sistema reivindicando siempre 
su necesario carácter omnicompren­
sivo y unitario, lo cual sólo puede 
lograrse mediante las tareas y fun­
ciones que la sociedad misma debe 
desarrollar a fin de procurarse su­
premacía sistémico-tota~izadora. En 
esta disertación, Luhman plantea 
conceptos clave para fundamentar 

la reinterpretación sistémica que 
pretende lograr. Conceptos como 
"complejidad ", "límites abstrac­
tos ", "institucionalización de senti­
do ", "enucleación de lo indetermi­
nable ", "rendimiento reductivo ", 
muestran no sólo una complejidad 
terminológica en Luhman, sino la 
tentativa de indicar las sutilezas 
para el mantenimiento y "evolu­
ción" del sistema social, sustentado 
en las funciones de la sociedad para 
"reducir" la contingencia social del 
mundo a parámetros identificables 
de control. 

Los textos traducidos sobre la 
exposición de los supuestos centra­
les de la socio biología (Shaw, Ni­
chols, Krohn) así como sobre su 
crítica (Menzies) permiten definir 
un perfil adecuado de la perspectiva 
socio biológica. Partiendo de un ato­
mismo epistemológico, secundado 
por un supuesto egoísta de compor­
tamiento, la sociobiología genera 
un paradigma de interpretación 
donde la historia, aquella producida 
por el hombre y la sociedad, e8 de­
terminada por la evolución de los 
organismos, regida por el impera­
tivo genético de adecuación. La 
biologización de la sociología queda 
expresada sin más, en el plantea­
miento socio biológico, como una 
búsqueda meta teórica donde el 
hombre, decapitado y sin concien­
cia ni intención, queda amarrado a 
la "correa genética" que define su 
filogénesis y su cultura. Biología del 
comportamiento significa, por lo 
tanto: síntesis teórica explicativa de 
la adaptación genética del hombre 
a la sociedad donde sus posibilida­
des de transformación dependen del 
código genético y de su potencial 
para maximizar 8US éxitos produc­
tivos en la adaptación. 

Los riesg08 que enfrenta la socio-
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la Universidad Autónoma Metropo­
litana. 

Un primer rasgo que conviene 
resaltar con relación a la estructura 
interna del número es la referente a 
distinguir una participación mayo­
ritaria de autores mexicanos dentro 
del mismo; situación a todas luces 
alentadora por lo que se ha enuncia­
ciado líneas arriba. La ubicación 
temática de 108 uúsm08 también 
suscita confrontar el estado general 
que guarda la reflexión latinoameri. 
cana, la cual no se ha detenido en 
una simple traslación de los debates 
promovidos desde las diversas trin­
cheras liberales, cOllservatistas o 
marxianas. 

Racionalidad, democracia: 108 

paradigma. de la modernidad 

La racionalidad es un acto prove­
niente de la actividad decisional 
cotidiana desplegada por 108 indivi­
duos. Implica una progresión ajena 
a una simple reducción bajo ciertas 
leyes, lo que impide involucrar la 
parte de actividad humana que debe 
participar y dirigir este proceso, que 
apela al pluralismo en contra de 
todo teleologismo autopostulado 
como único e inmutable. Lo impor­
tante dentro de la acción racional 
no son los objetivos (;) los resulta­
dos, sino el revisar integralmente las 
etapas y los medios con que aqué­
Uos pueden ser ligados y realizados 
(racionalidad instrumental)_ Esto 
es: la acción racional es discernible. 
o, como lo precisa Fernando D¡lnel, 
es calculable. Pero, debe alejarse la 
idea que podría generar esta última 
connotación, en cuanto circunscri­
birla bajo un criterio técnico. ABí 
pues, por "calcular" debe significar­
se el contemplar las posibilidades 
materiales y argumentales presentes 

dentru del escenario problemático 
a dilucidarse, encarando incluso 
los valores ausentes, para de ahí 
poder asumir una decisión especí­
fica. Sin embargo, Danel destaca 
que dentro de la acción racional, 
sus evidencias no deben concebirse 
COmo soluciones neutralizantes o 
totalizadoras, sino más bien, cabe 
situarlas en virtud de ser producto 
de oposiciones que significan el 
continuo inclinar la balanza hacia 
alguno de los lados que participan 
dentro del conflicto_ 

En este sentido, la racionalidad 
en tanto proyecto deliberativo sólo 
es traducible como un fenómeno 
ex-post; es decir, una vez ejecutada 
su interpretación (proceso de racio­
nalización), que refiere una red 
compleja de conexiones que pueden 
justificarlo o no; la racionalidad tra­
ducida pretende concluir su periplo 
en el plano de la legitimidad_ No 
obstante, los referentes contempo­
ráneos que se verían como pautas 
históricas de comprobación son 
múltiples y por ende, demasiado 
abiertos COmo para poder intentar 
alguna ejemplificación respectiva (o 
"típica ideal" a la manera weheria­
na)_ 

Con esta reserva"Danel recupera 
la crisis del Welfare State, el agota­
miento de la viabilidad estatal ba­
sada en un ideologismo nacional­
populista en América Latina y, fi­
nalmente, la confrontación de vacíos 
gubernativos como producto de una 
excesiva djsp~rsión participativa 
que ha convertido el concepto de la 
democracia en algo distinto a ser 
una práctica regular de mayorías 
representantadas, para pasar a un 
absurdo juego de negociación don­
de las minorías partidarias han al­
canzado privilegios desproporcio­
nados con referencia a su peso real 

-----r¡---
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dentro de las sociedades políticas; 
sobre todo, en naciones organizadas 
como regímenes parlamentarios. 
Como lección inmediata, cabe indi­
car que una opción reflexiva basada 
en la acción racional no debe ceñir­
se a unívocas perspectivas, sino a 
posibilidades a tomarse en cada 
caso. Danel, al conjugar calculabili­
dad (ponderación de alternativas 
con base a valores) y un protagonis­
mo particularizado para la ejecu­
ción decisional en lo político, rein­
serta en la discusión el reingreso de 
una lógica de corte utilitarista que 
pretende asociar, que no eliminar, 
la individualidad con fines de cons­
trucción estatal-aocietal colectivista. 
Significa pues, advenir hacia un bien 
común con múltiples beneficios. 

Ahora bien, Danel se inclina por 
la adición de planteamientos críti­
cos a esta vertiente propositiva, al 
enfatizar que las decisiones deben 
examjnarse en su disponibilidad 
irrestricta de libertad para su adop­
ción; aspecto esencial para inferir 
una medició" real de participación 
dentro del orden político_ En este 
sentido, las posiciones neocontrac­
tualistas definen la operacionaliza­
ción de una libertad a la que deben 
someterse por principio y acepta­
ción individual todos los interesa­
dos; situación previa que restringe 
el margen del diálego a ciertos pará­
metros y que excluye además, la 
expectativa de hallar nuevas afini­
dades, salvo que éstas sean incluidas 
con post~rioridad, como consecuen­
cia de nuevos impulsos deliberativos 
o disfrazados como tales, lo que en 
realidad pronostica un ejercicio au­
toritario. La teoría neoutilitarista, 
siguiendo en este orden de discu­
sión a Dand, podría perfIlarse en 
un sentido opuesto, conducente a 
tipificar más los puntos de desa-
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cuerdo y no dejar como acto deri­
vado la consecución del orden y el 
bienestar común; donde, retoman­
do en este caso la secuela dejada 
por J ohn Rawls, la libertad política 
debe interpretarse bajo un funda­
mento de justida, que interpone 
como principio al contrato y la dis­
ponibilidad de medios iníonnativos 
concretos que traduzcan los intere­
ses particulares existentes en cada 
uno de los asociados potenciales al 
pacto_ Dentro de la proposición con­
tractual rawlsiana, no se impone 
como imperativo la creación de una 
autoridad exclusiva, sino que se rei­
vindica un criterio distributivo don­
de los comportamientos se definen 
a partir de las condiciones; criterio 
válido tanto para el referente estatal 
como para los individuos pactantes 
y no únicamente sustentados al 
cumplimiento nonnativo de una 
cierta legalidad, sino también impli­
ca asociar una au toexigencia moral 
que corresponda a la exterioridad 
trascendente involucrada en el ca­
rácter público de los actos políti­
cos. Para ello, la postura de Haber­
nas referente a la comunicabilidad 
permite introducir un dispositivo 
dialógico sobre el cual se dirimen 
acuerdos para el desarrollo social 
con la organización estructurada en 
instituciones que reciclen con regu­
laridad tal pretensión colectivista 
sin menoscabar las reivindicaciones 
individuales. 

Cabe pues obaervar que esta 
orientación epistemológica ante· 
cede y da entorno a la gran deman­
da que enraiza en la mayoría de las 
sociedades latinoamericanas: demo­
cracia. De manera particular, Cesá­
reo Morales, Norbert Lechner y 
Luis Aguilar afrontan esta lectura 
haciéndose eco de muchas de las 
inquietudes producidas aobre el 

" 
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tema durante el tiempo reciente. 
El sentido de exigencia democrática 
se infiere como argumento asocia­
tivo cuyas reglas están delimitadas 
bajo un mismo código nonnativo, 
en donde la dominación sea susten­
tada por criterios de cooperación, 
sin que ello postergue crear condi­
ciones de libertad individual y segu­
ridad colectiva. 

Este argumento, producto pro­
pio de la revolución moderna expe­
rimentada desde los siglos xvn y 
XVITI parece encontrar en el pre­
sente, cuestionamientos que escin­
den a la democracia con respecto a 
la modalidad capitalista de organi­
zación económica y política. La 
modernidad de la teoría democrá. 
tica es asunto que se extiende con­
secuentemente hacia las ciencias 
sociales, que para Cesáreo Morales 
significa hallar nuevas bases prácti­
cas mediante las cuales puedan 
prolongarse los valores comúnmen­
te asociados a la democracia: indi­
vidualidad, racionalidad, verdad y 
sociedad. Sólo así es fincable un 
protagonismo de los actores políti­
cos sujetos a un permanente acerca­
miento inter80cietal y no a BU efec­
to contrario: la reducción de cana­
les de propuesta en favor de actos 
excluyentes, sea por el gobierno o 
la misma sociedad. 

Para morales, la connotación 
democrática no se restringe a un 
ejercicio neopositivante adscrito a 
la tradición roussoniana y condu­
cente a señalar un "fin de la polí­
tica ", si se infiere pensar una trans­
formación cualitativa en los medios 
y formas de participación. Más que 
horizontes herméticos, las ciencias 
sociales al servicio de la democracia 
deben incitar pluralidad con inte­
gración, además de capacidad de 
'llf-r--nativa para lograr una interpre-

tación plausible de la realidad polí­
tica sin que ello distorsione su facti­
bilidad empírica; bajo este supues­
to, la democracia se suscita en el 
devenir histórico y no en la intem­
poralidad de una predestinación 
dogmática que cancela el acuerdo 
consensual. Morales aboga, en la 
última parte de su texto, por alla­
nar ese encuentro democrático pre­
cisamente con un quehacer crítico 
de las ciencias sociales en todos los 
campos. 

Engarzando el anterior postu­
lado, la idea de Norbert Lechner 
incidiría en adicionar un abandono 
gradual de los componentes que an­
teriormente se consideraban como 
presupuestos ineludibles para la 
consecución de sociedades socialis­
tas y democráticas; en este caso, la 
vía revolucionario violenta. Para 
Lechner, tal noción, muy favore­
cida durante la década de los sesen­
ta y hasta mediados de los años 
setenta, obtuvo como respuesta 
frontal una dirección opuesta en 
América Latina: un "ernicioso re­
troceso culminado en la prolongada 
estancia de dictaduras oligárquicas 
casuenses que prescindieron de 
toda garantía elemental en cuanto B 

libertades políticas y derechos hu­
manos, so pretexto de eliminación 
de toda tendencia progresista. Apa­
rejado a ésto, se coludió el fracaso 
del desarrollismo modernizador que 
había respaldado en parte a tales 
gobiernos, lo que provocó, al paso 
del tiempo, una recoDsideración 
social que maduraría respecto a los 
contenidos que deben ser irrenun­
ciables dentro de todo régimen 
político, sobre todo con vocación 
democrática. 

La democracia así entendida, 
volvió a ocupar el espacio de recla­
mo promovido por movimientos de 

-----,. --
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masas deseosas de una interlocución 
novedosa e igualitaria entre el Esta­
do y la sociedad civil, lo que impli­
ca establecer diálogo concertado 
para sellar una diferente ubicuidad 
de reales relaciones de mutuo com­
promiso. 

Lechner reconoce tal proyectua­
lidad de nuevo cuño ~n la propia 
reflexión obtenida en los países lati­
noamericanos, en donde la referen­
cia democrática ha renovado, sin 
abandonarlo, al marxismo mismo 
en tanto teoría alternativa para el 
desarrollo político. El concepto 
revaluatorio de la política implica 
acortar las distancias entre pactos 
(instancias coyunturales) y proyec­
tos (instancias de defmición a largo 
plazo) que vinculen finalmente al 
socialismo con la democracia. 

Finalmente, retomando el tema 
de democracia como objetivación 
de un proyecto racional, Luis Agui­
lar destaca que 10 importante den­
tro de esta discusión radica no en 
tratar de vislumbrar una salida espe­
cífica, sino que la democracia se 
convierta en sí misma, una práctica 
que facilite el Íncremento de los 
niveles de cultura política; sobre 
todo, la comunicabilidad y la pres-­
cindencÍa de un afán rector o de 
apropiación del concepto. Así pues, 
las manifestaciones concretas recu­
rrentes en esta tendencia reifican la 
vigorización de la comunidad y la 
cultura como patrones de realiza­
ción social, mediados por una vía 
contractual que introduzca argu­
mentos excluyentes de la violencia, 
así como una aspiración a suprimir 
desacuerdos sustantivos entre indi­
viduos, y de estos últimos respecto 
a las capacidades regulatorias y de 
sanción otorgadas a las instituciones 
gubernamentales. Bajo estos ténni­
nos, Aguilar, si bien apela al postu-

249 

lado racional en la política, ello no 
obliga a deducir una defensa de una 
estatalidad totalitaria, ni de doctri­
nas elitistas, o de inmutabilidad 
para la adopción de posiciones iné­
ditas en el quehacer cotidiano; pero 
tampoco ofrece una lectura oposi­
tora al postulado de poder que la 
democracia, pese a todo lo racional 
que ésta sea en sus principios, debe 
incorporar en sí misma para ser 
capaz de expresarse cama modo 
específico del quehacer político. 
Para Aguilar es imposible justificar 
como factible la democracia si no 
ejecutamos con similar validez tal 
operación con la acción racional: 
Democracia;::: Razón; tanto en sus 
principios comO en su nivel prácti­
co, que no se reducen a meros silo­
gismos, sino que también involucra 
una credibilidad entre sujetos que 
pretenden materializarla en partici­
pación y representación; en capaci­
dad de alternancia, producto de 
admitir la existencia de mayorías y 
minorías que permiten una renova­
ción de los valores centrales de la 
propia democracia: igualdad y li­
bertad_ 

¿Mutaciones del marxismo! (Sobre 
teoría de juegos, funcionalismo y 
análisis sistémico) 

Dentro de la segunda parte de esta 
recensión trataremos de incluir las 
posiciones contenidas en los artícu­
los de Marcelo Ebrard-Efraín de 
Gyves; Antonio Ortiz Mena, Salva­
dor Meza y más conjuntamente, el 
debate protagonizado entre J on Els­
ter, G.H. Cohen y Phllipe Van Parijs. 
Todos ellos mantienen una óptica 
con respecto a escudriñar una ac­
tualización de la metodología del 
marxismo mediante la recuperación 
de conceptos y técnicas provenien-
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tes de las ciencias exactas y de enfo­
ques como el funcionalismo y el 
estructuralismo, entre otros. 

Uno de los aspectos contemporá. 
neos que resaltan dentro del análisis 
político es evidenciar el creciente 
vacío de responsabilidad y nitidez 
en la ejecución de las decisiones 
políticas, evidencia de la déhil es­
tructura que compone al orden 80-

cietal. Por ello, conviene intentar 
una reconstrucción de los funda­
mentos integradores del sistema po­
lítico en función de que se puedan 
establecer, en ofinión de Ebrard y 
De Gyves, fases de evaluación como 
la intencionalidad, el seguimiento 
de reglas, la generación de efectos 
perversos y la asunción de supues­
tos del actor (p. 62), para propor· 
cionar así una perspectiva decisio­
nal en la cual debe intnirse que toda 
acción está concordante a un sujeto 
/objeto detenninado para su realiza· 
ción, tomando grados de previsión 
que, eventual o totalmente, se val· 
gan de instrumental estadístico para 
"pronosticar" bajo ciertos limites, 
tendencias y orientaciones que no 
obstante esto, siempre mantendrán 
la susceptibilidad del error. Sin el 
error, según los autores, cualquier 
decisión seria ilusoria, en tanto que 
no seria producto de alternativas 
en contraposición. La importancia 
de la teoría de juegos en la confor· 
mación de una identidad política 
racional lleva implícita una noción 
de . adiestramiento y de memoria, 
que, pOCo a poco va reduciendo la 
proclividad del sistema a incurrir en 
errores de decisión, y tratar de sus­
tituirlos con códigos cuya referen­
cia común permita como resultado 
final, un marco de negociación uni­
forme; cuestión independiente al 
nÚmero de actores y variables acti­
vos o no dentro del sistema. 

Muchos de los elementos hasta 
aquí enunciado8 sin duda provienen 
de la herencia dejada por uno de 108 
teóricos más acabados del enfoque 
sistémico, como lo fue en este caso, 
el norteamericano David Easton. 
Antonio Ortiz Mena apunta algunas 
reflexiones interesantes respecto a 
la categorización de sistema en la 
obra eastoniana. Para el aut01:', la 
aportación central de Easton, en 
tanto propulsor indiscutido delaná· 
lisis sistémico, radica en una identi­
ficación positiva concedida a con­
ceptos COmo estructura y función, 
que se reflejan finalmente en los 
ténninos del intercambio (que foro 
maliza 108 insumos y las respuestas 
operativas consustanciales al siste­
ma) y los límites (que materializan 
en la práctica las zonas y sujetos 
que intelVienen dentro del sistema) 
y que fijan al esquema eastoniano 
dentro de la corriente procesal, ala 
que no importa tanto quienes 80n 
los protagonistas, sino como se in­
fluye en la capacidad de resistencia 
y reacción que se detecta en el sis­
tema general, sea en forma total o 
parcial. 

Esto es, bajo la especificidad po­
lítica, observar si es aceptada lo que 
Ortiz Mena menciona como la "asig­
nación autoritativa de valores" (p. 
126), ténnino que explícita el rolo 
ubicación potencial que mantienen 
las diversas unidades componentes 
del sistema. Otra aportación detec· 
tada por OrtÍz Mena es que Easton 
no concibe una percepción cerrada 
para el reconocimiento del sistema 
político en particular, mucho me­
DOS consideraciones de corte geográ­
fico o derivado de ideologismos. La 
organización del poder y BUS proce­
S08 son igualmente observaWes den­
tro de un gobierno soeialUlta '!'le 
uno capitalista. En todo caso, una 
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diferencia real deriva de la comple­
jidad y la adecuación de las capaci­
dades del sistema para sostener y 
administrar el poder. De ahí que, 
una vez asignado el parrón de com­
portamiento potencial a desarrollar­
se, sea necesario obselVar la movili­
dad y adaptabilidad que proporcio­
nan el carácter abierto del sistema, 
sobre todo en las situaciones de ten­
sión, donde factores como el medio 
externo o la adquisición de apoyos 
desempeñan papeles decisivos para 
mantener los mecanismoa procesa­
les que inciden incluso, en un dina­
mismo diagnosticador inherente al 
sistema. 

En este sen tido, el análisis sisté­
mico de Easton, para OrtÍz Mena, 
aun pennite una referencia inter­
pretativa Bllgerente para emprender 
el estudio de instituciones con pro­
cedimientos políticos más o menos 
rutinizados. 

Por otra parte, el marxismo es­
tructuralista, que en los años recien­
tes se ha desviado de 8llS primeros 
propulsores (Althusser y Poulan­
tzas), quienes concebían lo político 
como articulación de "instancias o 
momentos", para llegar a una per­
cepción más abiertamente institu­
cional y procesal, a partir de la cual, 
la tenninología que regulannente 
era atribuida a los au tores sistémi­
cos, hoy ha encontrado un mayor 
empleo para quienes, como Gian 
Enrico Rusconi, conciben el cambio 
político sin que se produzcan rup­
turas regresivas dentro del tejido 
social. Bajo esta consideración, Me­
za indica que Rusconi se propone 
una síntesis conciliadora sobre argu­
mentos fonnulados v.g. por Schum­
peter y Pizzorno, que se inclinan 
hacia un vigoroso economicismo o 
politicismo para el tratamiento de 
las condiciones del sistema, sea co-
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mo tennómetro de relaciones mer­
cantiles de competencia, o bien 
como esferas específicas que defi­
nen por sí mismos, la calidad de los 
tipos de bienes a ser intercambia­
dos. En este aspecto, el carácter de 
autoridad desempeña un importan­
te peso dentro de la. modalidades 
adoptadas por las llamadas reglas 
del juego (que van desde la elahora­
ción de cuerpos legislativos hasta la 
reproducción de costumbres y tra­
diciones no escritas). Rusconi pro­
pone así a un Estado que precede y 
preside la acción dado su acapara­
miento de bienes materiales, lo que 
determina finalmente, la forma del 
intercambio político que éste sos­
tiene con la sociedad. 

Para Jon Elster, la interconexión 
entre marxismo v funcionalismo ha 
significado la a~epción tradicional 
conflictiva que el primero ha rnan­
terúdo hasta el presente y relanzarla 
bajo un objetivo integracionista! 
que conjuga asimismo, una perspec­
tiva individualista que escape a la 
estrecha concepción fenomenoló­
gica-materialista. Para Elster, las 
leyes de causalidad no sólo se ges­
tan como mero efectismo o condi. 
cionalidad unívoca. De esta manera, 
la teoría de juegos permite introdu­
cir nociones tales como tendencia, 
variable latente, posibilidad, etcé­
tera; su potencialidad permite dotar 
al propio sentido científico de una 
dimensión abierta, consciente del 
equívoco, pero también de la previ­
sión. EIster denomina a este meca· 
nismo "paradigma funcional princi­
pal" (p_ 160) que no se reduce a 
dejar de reconocer ciertas zonas 
oscuras de acción e infonnación. 

En su réplica a Elster, G. H. Go­
hen enfatiza la invalidez sobre la 
preocupación relativa a considerar 
COmO excluyente al marxismo ba-
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sado en una explicación funcional, 
cuya excesiva proyección detenni­
nista es poco compatible con el 
marco actual de incertidumbre 
que opera dentro de las disciplinas 
sociales. En caso de apoyarse esta 
posición, el materialismo histórico 
es incapaz de ser promovido como 
proyecto transfonnador, en tanto 
pennanezca su rigidez hacia fórmu­
las como relaciones de producción/ 
desarrollo de las fuerzas producti­
vas/ construcción de la base hacia la 
superestructura. Si bien esta opera­
ción es cerrada, ello no imposibilita 
su empleo, a'mque debe marcarse 
una distancia respecto a las viabili­
dades concretas que el marxismo 
puede aplicar bajo su contacto fun­
cionalista. 

Por último, Phillipe Van Paríjs 
coincide con los dos primeros auto­
res en que es plausible el intento 
encabezado por cierto marxismo 
académico para lograr romper inter~ 
pretaciones causales estrechas y 
sujetas a proyectos de interés que 
intentan ser suplantados por con· 
ceptualizaciones derivadas de la 
filosofía analítica y ténninos eco· 
nomicistas definidas por la ¡nfluen. 
cia de corrientes tales como la "Es· 
cuela Lógica" (J ohn HoUoway, Sol 
Piccioto, etcétera) o la teoría de la 
regulación (Michel Aglietta). Coin­
cide con Elster en lo relativo a re­
chazar una selectividad "natural" 
como criterio de esclarecimiento 
sobre la intencionalidad política. 

Estado y Economía 

En este apartado se condensan las 
aportaciones realizadas por Emilio 
Duhau y Luis Cervantes. Duhay 
comenta que el perfil economicista 
adquirido en la teoría del Estado 

capitalista, ha enfatizado en pun­
bJalizar conceptos tales como mo­
dernización, desarrollo y dependen­
cia, quienes sirven vomo significan­
tes o hilos conductores para la rea­
lización democrática. Sin embargo, 
la adquisición de mayores funciones 
conlleva a situar el ejercicio sohe­
rano del &tado como práctica mo­
nopólica; asimismo pennite deter­
minar el estudio de la sociedad 
mediante la división clásica entre 
propietarios y no propietarios. Ello 
reditúa en la crítica al proyecto del 
denominado "capitalismo tardío", 
que no obstante su sistematicidad, 
éste no implica una posible racio­
nalidad que sea capaz de llenar las 
distancias en tre Estado y sociedad. 
Duhau incorpora aquí una segunda 
vertiente de estudio, la cual se ads­
cribe a recuperar la legitimidad es­
tatal conforme al desarrollo de una 
cul1l1ra política (que debe ubicarse 
más allá de un voluntarismo colec­
tivo), que pennite a la larga colocar 
el papel productor del Estado en 
tanto fonna general y específica de 
valorización social. 

Una hipótesis paradójica recorre 
a los actuales análisis estatales: re­
ducir su intervención sin por ello 
disminuir sus funciones de concilia­
ción y neutralidad de lo colectivo 
dentro de las reglas institucionales, 
que controle a las tendencias exce­
sivamente centrífugas (disoluto­
rías), que abogan al dominio de la 
sociedad civil, así como las centrí­
pedas (concentradoras), que juzgan 
conveniente instaurar un férreo to­
talitarismo. En suma, el dilema del 
Estado (por ende no resulta casoal 
que Cervantes halle como lógicos 
interlocutores de John Maynard 
Keynes a teóricos como Kelsen y 
Schmitt) parece situarse bajo una 
amenaza velada que conduce hacia 
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el anarquismo o la dictadura. Key­
nes, como pensador partidario de la 
regulación, intentó fusionar elemen­
tos de ambos extremos para así 
articular salidas objetivas planteadas 
como reto inmediato a la economía 
política subyacente a la segunda 
posguerra. Aquí se encuentra el ori­
gen del proyecto social benefactor 
que facilitó la recuperación estruc­
tural del capitalismo. 

Cen'antes recorre las principales 
aportaciones keynesianas en tanto 
propósito eficientizador que, no 
obstante su esfuerzo por hallar una 
recuperación de la certidumbre, en 
cuanto crítica al liberalismo, pro­
movió la plena ocupación con base 
a la expansión del gasto que genera­
ría en teoría, una demanda corres­
pondiente expresada también en 
inversión productiva, operación 
contraria hacia las variables restric­
tivas tales como el ahorro, la liqui­
dez de la moneda, la fijación sala­
rial, etcétera. El fracaso del Welfare 
State se deberá, como ya lo citába­
mos líneas arriba, a la paradójica 
aspiración de certidumbre pero sin 
aplicar mecanismos de planificación 
a largo plazo y en concordancia con 
los recursos y funciones que razona­
blemente debían corresponder al 
Estado. 

El diálogo y la extensión de l. 
teoría política 

Una de las cualidades metodológi­
cas de la teoría política consiste en 
la continuidad y vigencia de mu­
chos de los problemas que inquie­
tan al presente con la misma inten­
sidad que é"tos se manifestaron du­
rante el pasado. En este sentido 
podríamos concentrar a las aporta­
ciones contenidas en el pensamien-
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to de Immanuel Kant por un lado, 
y el de Hannah Arendt por el otro; 
ambos, pensadores recuperados en 
los artículos de José F ernández 
Santillán y Marta Rivera. 

El pensamiento kantiano, como 
parte de la corriente iusnaruralista, 
es la operación que Fernández San­
tillán realiza en base a los siguien­
tes considerandos: a) aceptación de 
la dicotomía estado de naturaleza/ 
sociedad civil, cuyo fundamento se 
cifra como relevante para definir 
la condición política que priva en 
tanto producto racional-artificial 
convocante entre los hombres. A 
diferencia de otros teóricos contrac­
tu alistas, la naturalidad asociativa 
no es un hecho empírico, sino una 
cualidad cognoscitiva; por ende, 
perfectible y sujeta bajo· el albedrío 
que pennite explicar a cada uno de 
los actos realizados. h) En este caso, 
la creación vía el acuerdo colectivo 
del Estado civil y de la sociedad 
civil permite instaurar reglas nonna­
tivas que acercan más la posibilidad 
de aplicación del derecho a la pro­
piedad, de la defensa de la vida, que 
para Kant se significa como anterio­
res, pero no renunciables (la cuali­
dad del Estado radica en una mejor 
defensa de ellos). En este caso, 
Kant establece una identidad dere­
cho natural/derecho privado, y de­
recho positivo/derecho público. La 
primera dualidad se concibirá como 
situación prepolítica y prejurídica, 
pero cuya validez no dejará de tener 
la misma obligación para ser apli­
cada, aunque su duracwn y capaci­
dad de permanencia sea más vulne­
rable en tanto falta de un verdadero 
poder común institucionalizado 
(Estado civil). c) Al considerar que 
no hay contraposición, sino conti­
nuidad integradora entre la condi­
ción natural y la positiva del dere-
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cha, el Estado para Kant pennite 
una formalidad pública, pero tam­
bién garantiza la 80brevivencia de 
la privacía individual. En este sen­
tido, a la par que se 'realiza el ideal 
ético de la justicia en tanto acto pú­
blico, también facilita el acceso a la 
defensa de la libertad, que para 
Kant se eleva como el bien natural 
más innato para el desarrollo de la 
condición humana; d) A diferencia 
de otros iusnaturalistas, para Kant 
la historicidad que corrobore la 
aplicación de 108 principios de ra­
zón no resulta necesaria; esto es, el 
origen del contrato Be constituye 
como un elemento de legitimación 
del origen del Estado mismo: la 
búsqueda del consenso. e) La bús· 
queda de este consenso para Kant 
es irrevocable una vez otorgado; la 
posibilidad de modificarlo significa 
romper con toda lógica. La historia 
en tanto juicio político es peligrosa 
para la propia estabilidad del Esta· 
do y de los individuos respecto a 
sus posiciones. En este sentido, el 
pensamiento político y filosófico 
de Kant puede asociarse como uno 
de 108 primeros sistematizadores en 
favor del absolutismo del poder po· 
lítico en su vertiente constituciona­
lista. La democracia para Kant, se 
concibe como absolutismo del po­
der político de la ley, no como par­
ticipación o ejercicio personal, sino 
más bien, propugnación de encon­
trar mayores acuerdos regulatorios 
de convivencia. 

En un sentido contemporáneo, 
la reflexión de los elementos diná­
micos de toda sociedad política en­
cuentran carta de residencia en el 
examen del concepto de acción, 
ampliamente desarrollado en la 
obra de Hannah Arendt. Marta Rive­
ra indica que tal categoría no cae 

en una búsqueda valorativa que sólo 
certifique la bondad o maldad de la 
naturaleza política. Estas son con­
ductas que existen independiente­
mente; por tanto, lo que importa es 
situar au papel y el peso que man­
tienen ambas dentro de esa natura­
leza, para permitir reconocerla 
como tal en su función directriz: su 
relación con el mundo como indivi­
duo y a la vez como comunidad. La 
intensidad de la acción se da a tra­
vés de la labor o en su significación 
intencional mediante el discurso. La 
acción es pluralidad, y su estatuto 
requiere del reconocimiento inter­
subjetivo para su pennanencia. Sin 
embargo, cada acción es al mismo 
tiempo, impredecible, imprevisible 
e irreversible. La acción política se 
distingue además por la habilidad 
potencial de transfonnación que 
ésta incorpora para llegar a ser una 
acción plena de poder. La acción es 
consecuencia de una síntesis de la 
tradición y la memoria; ambas aris­
tas de una historicidad que objetiva 
a la proposición del discurso, el cual 
no es mera inercia sino actividad de 
ruphlra. La acción es en suma, la 
concreción entre política (hacer) e 
historia (interpretar). 

La potencialidad de la filosofía 
política, si hemos de recapitular to­
das las temáticas hasta aquí trata· 
das, refleja no sólo al estado con­
temporáneo de la ciencia política, 
sino en cierta medida, revela el es­
fuerzo epistemológico que poco a 
poco va hallando condiciones de 
convergencia y, sobre todo, de rea­
lidad posible para nuestras proble­
máticas particulares. 

Víctor AIarcón Olguín 
Dpto. Estudios Políticos/CIDE 
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• • • 
Morphé.ReviIta de la Maeolría en 
Cieno;" del Lenguaje de la E8CUela 
de Filooofí. y Letras. Univenidad 
Autónoma de PueblL Número 1, 
enero-junio 1986, UAP. 

En este primer número, se señalan 
108 objetivos de su creación: "pre· 
sentar, en primer lugar, a 108 medios 
estudiosos, y particularmente uni­
versitarios, las diferentes tendencias 
y preocupaciones teóricas actuales 
en tomo a problemas semio-lingñís­
ticos; y, en segundo término, difun­
dir la8 investigaciones que 108 miem­
bros de la Maestría, profesores y 
alumnos, realizan en su seno. De es­
te modo, MORPHE piensa cumplir 
el papel tanto de instrumento de l. 
investigación científica al servicio 
de nuestros propios investigadores, 
como el de un órgano de extensión 
editorial de la Maestría en otros ám­
hitos intelectoales del país y del ex­
tranjero ". 

En esta primera publicación apa­
recen artículos de gran interés tanto 
por BU contenido como por el pres­
tigio de sus autores. En su Índice 
podemos encontrar: 

"Semiótica Figurativa y Bemióti~ 
ca plástica" de A.J. Greimás, tra­
ducción de Elda Rojas A1dunate. 

"El análisis semiótico dentro de 
la hermeneútica fenomenológica" 
de Mario Valdés-Universidad de To­
ronto. El autor se propone analizar 
"las tres esferas esenciales del texto 
literario"; examinar aquella esfera 
que se refiere a la relación interior 
de los signos del texto como siste­
ma de ex presión, por "ser ésta el 
campo del análisis semiótico y es mi 
propósito aquí demostrar el lugar 
principal que tiene el texto como 
sistema dentro de la hermenéutica 

2.3:) 

fenomenológica. Nos concierne 
aquí estudiar la mediación lograda 
por el sistema organizador del tex­
to; es mediación por ser el medio 
de transmitir aspectos de la realidad 
del autor a lectores distantes y des­
conocidos". 

"Diacursividad, discurso, análi­
sis ", de Noé 1 itrik, "'pone en escena 
dos objetos y no uno solo: el objeto 
"discurso" y el objeto "discursivi­
dad" que, por cierto, no se pueden 
entender sino recíprocamente; des­
de tal reciprocidad, sin embargo, y 
sin perderla nunca de vista, se pue­
de tratar de entender cada uno por 
su lado aunque lo que más me im­
porta en este momento es internar­
me en el segundo; no obstante, pue­
de ser útil presentar algunas notas 

'sobre el 'diacurso', de manera que 
la mencionada reciprocidad tenga 
de donde tomarse y no se vea afec­
tada por el choque que puede pro­
ducir el contacto entre un camino 
de supuestos no aclarados y uno de 
desarrollos". 

"Conectores pragmáticos y aná­
fora" de Alain Rerrencloner de la 
Universidad de Friboul'g, traduc­
ción de Clar. Ureta (DAP). 

"El estatuto semiótico del texto 
narrativo-literario. Preliminares a 
una tarea" de Renato Prada Oro pe­
za-UAP y Universidad Veracruzana. 
El propio autor afIrma: "Si bien el 
estudio del estatuto semiótico del 
texto poético goza ya de una funda­
mentación respetable, no se puede 
decir lo mismo con respecto al esta~ 
toto del texto narrativo-literario, 
pues éste, como ya lo vimos, es ads­
crito por la narratologÍa actual a 
una narración indistinta (literaria o 
no literaria); o es analizado, por el 
modelo greimasiano, sólo en el nivel 
de la forma del contenido, sin tocar 
-no sería pertinente- los proble-

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP

www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


256 

mas de su distinción significativa ... 
para ambas posturas teóricas, un re­
lato etnográfico o un informe psico­
analítico tienen el mismo valor se-­
mio-lingüístico. Las contribuciones 
de Hjmeslev, Jurij Lotman,José Pas­
cual Buxó y Jürgen Trabant consti­
tuyen '~la plataforma teórica-epiate­
mológica que servirá de base en la 
tarea de la descripción, en definiti­
va, del estatuto semiótico del texto 
narrativo-literario ", 

"La otredad necesaria: represen­
tación e intertextualidad" de Wlad 
Godzicb de la Universidad de Mont­
réal. En este artículo se quiere "de­
linear una teoría de la necesidad se­
miótica de la intertextualidad y ve­
rificarla en un fragmento famoso de 
Marcel Proost ", 

"El espacio en el discurso "narra­
tivo: modos de proyección y signifi­
cación" de Luz Aurora Pimentel· 
Anduiza (UNAM). Con el objeto de 
ejemplificar los efectos de sentido 
que se logran con algunos recursos 
lingüísticos y retóricos, para traha~ 
jar "la ilusión del espacio" o la "es­
pacialización" de cualquier discurso, 
se analiza un texto de Balzac "en el 
que se proyectan dos espacios die­
géticos: uno exterior, urbano; el 
otro interior, doméstico. Como 
contrapunto, un texto terrorista de 
Fernando del Paso, en el que siste­
máticamente se subvierten todos los 
modelos retóricos-lingüÍsticoB utili­
zados para dar una ilusión de espa­
cio representado". 

"Bajtin y las estructuras evoluti­
vas de la novela postdostoievskiana" 
de Wladimir Krysinski de la Univer­
sidad de Montreal. El propósito de 
este ensayo es "el examen crítico 
de las categorías centrales de las 
teorías de Bajtin mediante Su apli­
cación al contex to evolutivo de la 

novela moderna posterior a D08to­
ievski", 

"Semiótica y análisis del discur­
so político: plataforma electoral del 
PRI de 1985" de Adrián Gimate­
Welsh (UAP). Se plantea al lector 
"un conjunto de reflexiones tanto 
teóricas como metodológicas que 
permiten enfrentar el estudio de un 
"objeto" como lo es el proceso 
ideológico ", entendiéndolo como el 
'proceso de producción, transmisión 
y consumo de significaciones ideo­
lógicas en el seno de la vida social'. 
Esta definición, si bien se manifies­
ta tautológica, funciona, sin embar­
go, como punto de partida en la 
formulación de una teoría de dicho 
proceso que deberá formar parte de 
una teoría de la comunicación so­
cial, la cual a su vez deberá ser parte 
constitutiva de una teoría de las 
formaciones sociales, Es una prime­
ra delimitación del campo que me 
permite, además, establecer el nexo 
entre la semiótica y las ciencias so­
ciales". 

"Análisis semiótico de la receta 
del mole poblano" de Alma Carras­
co, Hilda Díaz, Raquel Gutierrez, 
M_ del Carmen Turren!, Clara Ureta 
(UAP). Se aplica el modelo de Grei­
más al mole poblano, comida típica 
del Estado de Puebla, de la misma 
manera que se hizo con "La soupe 
au pistou ou la construction d'un 
objet de valeur" de A. J _ Greimás. 

Esta prometedora publicación 
consta también de una sección de 
Relef1as. 

Ana María del Ge880 Cabrera 
DAP 
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• • • 
El Crimen de la Contaminación. 
Luis Marcó del Pont 
Universidad Autónoma Metropoli­
tana-Azcapotzalco, Biblioteca de 
Ciencias Sociales y Humanidades., 
México, D.F., 1984. 

El ensayo está dividido en cuatro 
capítulos. El III fue escrito por 
Teresa Saavedra, y el IV por Enri­
que Sánchez, Pedro Méndez y Luis 
Marcó del Ponto Este último desa­
rrolla los dos primeros. El libro, 
como lo anuncia el autor, tiene una 
franca orientación criminológica y 
", .. tiene por objeto crear una ma­
yor concientización sobre los efec­
tos de la Contaminación Ambiental 
y los mecanismos de control social" 
(p. 7). A través de la muy valiosa 
información y el severo análisis 
sobre la "eficacia aplicativa" de la 
legislación vigente., el autor logra 
su propósito de concieotizar acerca 
de los peligros de la contaminación 
del ambiente y pone de manifiesto 
la urgente necesidad de buscar 
solución a tal problema social. 

En el capítulo I el lector encon­
trará abundante y dramática infor­
mación acerca del daño causado 
a la primitiva ecología de la ciu­
dad de México. Los datos están 
fundamentados con mucha preci­
sión en cuanto a su fuente y con­
siguiente credibilidad. Al leer este 
capítulo n08 invadió un sentimiento 
de profundo temor y angustia por 
el futuro ecológico de la gran me­
trópoli. Vinieron a la mente las 
estampas ambientales descritas por 
Manuel Payno en "los bandidos de 
río frío". ¿Que diferencia entre 
el puerto lacustre de San Lázaro 
y la actual estación del metro del 
mismo nombre! ¿A dónde se fue-
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ron los canales de Chalco y de la 
Viga? ¿Qué ha dejado el crecimien­
to económico y poblacional del 
lago de Texcoco? Parece un sueño 
pensar que por donde abundan 
viviendas y fábricas, hayan nave­
gado alguna vez las famosas "traji­
neras" llevando y trayendo pasa­
jeros, abundantes frutas y verdu­
ras. 

En el capítulo JI, un poco más 
de la tercera parte del ensayo, el 
autor confronta la legalidad desti­
nada a proteger el medio ambiente 
y su "eficacia aplicativa"; la con­
clusión no es nada positiva: la 
legalidad al respecto es difusa y de 
poca o ninguna eficacia, casi no 
hay "tipos penales" de conductas 
que dañan la ecología y cuando 
existen no se aplican eficazmente, 
a pesar de la gravedad del delito 
ecológico por el daño social que 
ocasiona aún no provoca para su 
autor el repudio de la comunidad 
a la manera del delitro tradicional, 
etc. Este capítulo muestra la nece­
sidad de que a un nivel estricta­
mente jurídic~penal se trabaje en 
la formulación de figuras penales 
descriptivas de conductas que da­
fian la ecología o impidan su recu­
peración. 

El capítulo III se refiere al costo 
social producido por la contamina­
ción. Es impresionante la cuantifi­
cación de los gastos necesarios para 
limpiar el mar cuando se dan los 
derrames de petróleo, pero es más 
doloroso pensar que el daño al me­
dio ambiente se traduce en el au­
mento de enfermedades que afectan 
la vista, los oídos, el sistema respira­
torio etc.y hasta son factores de 
mortalidad. La autora de este capí­
tulo consigna un dato impresionan­
te: en autopsias practicadas en el 
Hospital General de la Secretaría 
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de Salubridad y Asistencia, " ... el 
cáncer pulmonar ocupa ahora el ter~ 
cer lugar entre todos los tumures 
malignos, representando el 30% de 
todos los cánceres". (Pág. 127). 
Este es apenas uno de los aspectos 
de la salud afectados seriamente por 
la contaminación. 

El capítulo IV examina la reac· 
ción social frente a las conductas 
que dañan la ecología. Según los 
expositores, la sociedad todavía 
no tiene plena conciencia de los 
daños causados por la contamina­
ción. Resulta muy sintomático y 
evidenciador la actitud reticente de 
108 empresarios ante el cuestionario 
usado para auscultar la reacción 
social. Sin duda alguna el interés 
económico de éstos detennina subs­
tancialmente su actitud frente a la 
problemática de la contaminación 
que ellos, en función de su conve-

nieocia meramente económica, mi­
nimizan o pretenden ignorar. En 
este capítulo se aprecia la falta de 
conciencia frente a las terribles 
consecuencias de la contaminación 
lo cual justifica plenamente el obje­
tivo que el Maestro Luis Marcó 
del Pont se propudo y que abierta­
mente señaló en el prólogo de su 
ensayo. 

En conclusión: un excelente libro 
para con'ocer la cruda realidad de 
la contaminación en la ciudad de 
México; y un reto para los especia­
listas en lo técnico jurídico-penal 
de estudiar a profundidad la elabo· 
ración y sistematización de una 
legalidad que contenga elementos 
efectivos para luchar contra el 
crimen de la contaminación. 

Jorge E. Monterroso. 
U.A.P. 
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HEMOS RECIBIDO 

Florencia Correal V. 
Ana Ma. del GeIlO 

REVISTAS 

• Sociología del Diritto. Rivista 
Quadrimestrale a cura della Commi­
asione pennanente di socio logia del 
diritto. Centro nazionale di preven­
zione e difesa sociale. Presidente: 
Renato Treves. Direziones e Reda­
zione seieo tífica deOa Rivista: Se­
zione di 8ociologia del diritto. Isti-
1ll to di filosofia e sociologia del di· 
rilto. Universitá degli S1lldi di Mila· 
no. Via Festa del Perdono, 7,20122 
Milano. Italy. Con el No Xl!1984/1 
la Revista Sociología del Distrito 
comenzó el segundo decenio de vi­
da. Esta publicación ha desempe­
ñado un importante papel en el des­
arrollo de la sociología del derecho 
en Italia. Transcribimos a continua­
ción 108 artículos aparecidos entre 
1974y 1985. 
Indice generale deUe annale 1974. 
1985. Articoli. Guido Alpa, Socio· 
logia del contratto: nuove idee, 
vecchi achemi, 1984/2. Antonio 
Anastasi, Chiara Samarelli, Arnmi­
nistrazione loeale e bucrocrazia. 
Una ricerca BU un ente pubblico 
a Mesaina, p. 113, 1978/1. Alessan· 

dro Baratta, Sociologia giuridica e 
sociologia del diritto penale, in 'La 
sociologia Jet diritto: un diba­
ttito', 1974/2. Benoit Bastard, L. 
Cardia-Vonéche, Les avocats a Ge­
néve. Une analyse sociologique du 
changement dans la profession d' 
avocal, 19115/1. Giuseppe Bedo· 
ni, Un caso di "doppia istitu­
zionalizzazione". La famiglia colo­
nica nella montagna modenese, 
1983/2. Roberto Bergalli, L' ideo­
logia del controllo sociale tradi­
zionale, 1981/3. Romano Belti· 
ni, Effecttiviti ed efficacia del 
diritto nella prospettiva della legitti­
mazione, 1984/1. Romano Betti· 
ni, L' effícacia delle leggi in Ita· 
lia. II caso della Regione Lazio, 
1985/1. Roberto Biancardi (con 
V. Torneo e P. Cerutti) Giutiúa, 
nonna e sanzione. Una ricerca pilo­
ta sull 'atteggiamen to degli aflole!" 
eenti, 1975/1. Bruno M. Bilo­
tta, La sotto-occupazione intellet­
tuale nelIa burocrazia pubblica ita­
liana, 1984/2. Roberto Bobbio, 
Teoría sociologica e teoría ge-
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nerale del diritto, in 'La 8Ociologia 
del diritto: un dibattito', 1974 
/1. Norberto Bobbio, lntomo all' 
analisi del diritto, 1975/1. Nor­
berto Bohbio, Renato Treves, Teo­
ria del diritto e sociologia del 
diritto in Marxs, 1978/2_ Nor­
berto Bobbio, Max Weber e Han< 
Keleen, 1981/1. Norberto Bobbio, 
La funzione promozionale del di­
ritto rivisitata, 1984/3_ Laura Boe­
lIa, II gioco delle possihilitil rego­
late. Potere e comunicazione in 
Niklas Luhmann, 1980/1. Erma­
nno Bonazzi, 11 sistema con­
trattuale dell'informatica, 1985/1. 
Patrizia Bovarini, Ricerca suDe 
cause della diminuzione deIla li­
tigiosita Dei giudiza avanti i con­
ciliatori, 1981/2. Mario Bretone, 
n diritto romano fra "storia del 
dogmi" e storia sociale, 1982/3. 
Sandra Burman, Justice in a Multi­
Cultural Society, 1982 Antonella 
Cammarota, Devianza e reazione 
sociale. Una ricerca sull'opinione 
del publico a Measina, 1977/2. 
Colin M. CampbeU, The Expansion 
of Sociology oí Law, in 'La sociolo­
gia del diritto: un dibattito', 
1974/2. Eva Cantarella, J. J. Bacho­
fen 'Ira Btoria del diritto romano e 
acience sociali, 1982/3. Luigi Ca­
pogrossi-Colognesi, Modelli roma­
nistici e germanistici negli stu­
di di atoría agraria romana di Max 
Weber, 1981/1. Luigi Capogro­
ssi-Colognesi, "Ancient Law" e 
"Primitive Marriage": una pagina di 
storia delle istituzioni primitive 
nell lnghilterra vottoriana, 1982/ 
3. Antonio Carbonaro, Istituzio­
ni e govemabilita': aleune criti­
che a una proposta di Luhmann, 
1984/1, Jean Carhonnier, La so­
ciologie juridique en quete de ses 
frontieres, in 'La sociología del di­
ritto: un debattito', 1974/1. Lau-

ra Cardia-V oneche (con B. Bas­
tard), Les avocats e Genéve. Une 
analyse sociologique du change­
ment dans la profession d 'avo­
cat, 1981/1. Domenico Carzo, Co­
dici normativi e comunicazione so­
ciale. Una prospettiva di recerca, 
1976/2. Domenico Cano, Leg­
ge e sanzione come strumento di 
direzione sociale in una ricerca sull' 
atteggiamento di un gruppo di ado­
leacenti, 1981/1. Silvana Castig· 
none, Legalita" legittimita', legi­
ttimazione, 1977/1. Silvana C ... 
tignone, II diritto intemazionale 
pericolo di morte per i popoli? 
1978/1. Silvana Castignone, Le: 
gittimazione e potere. Elementi­
per una riflessione analitica 1984/ 
1. Mario A. Cattaneo, Diritto 
e societa' nel pensiero di R.L.A. 
Hart, p. 61,1974/1. Mario A Catta­
neo, La pena di morte tra morale e 
politica nel pensiero dell 'Illuminis­
mo, 1983/1. Giovanna Cavslla­
ro, Delitto e prevenzione in J.P. 
Brissot, 1979/1.2. Giovanna Ca­
vallaro, Aspectti 8ocioligici nel 
pensiero giuridico di G. Filangieri, 
1983/1. Piergiorgio Cerutti (con 
V. Torneo e R. Biancardi), Gius­
tizia, norma e 88Ilzione. Una ri­
cerca pilota sull'atteggiamento degli 
adolescenti, 1975/1. David S. Clark, 
J.H. Merryman, Meaauring the 
Duration of Judicial and Admi­
nistrative Proceedlng, 1976/2. Cla­
retta Coda, Contihuto a110 studio 
dell'aseenteismo: una interpretacio­
ne sistemica, 1981/2 Massimo Cor­
sale, Consultorio familiare e politica 
sociale. Un approccio sociologico­
giuridico, 1980/2. Massimo Corsale, 
Certezza del diritto e legittimazio­
ne, 1984/1. Giovanni Cosi, Profes­
sionaliul e pe1'8onaliti. Riflessioni 
sul ruolo dell'avvocato nelIa societa 
contemporanea, 1985/3. Amedeo 

-- ------v.-~-
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Cottino, un Sondaggio della legge 
sul divorzio nell' area piemontese, 
1974/1. Amadeo Cottino, Crimi­
naliti contadina e giustizia borghese: 
une ricerca sull' arnministrazione 
della giustizia nelle campagne del 
Cuneese aH 'inizio del ,",colo, 1983/ 
3. Elias Dias, Legitimidad demo­
era tic a : libertad y criterio de la ma­
yorias 1984/1. Cottfried Eisermann, 
Max Weber, la sociologia della bo­
meracía e lo stato moderno, 1981/ 
1. Pierluigi Fanetti.Zamboni, Ten­
denze e comportamento del catto­
lici di fronte al matrimonio concor­
datorio. Una neerca pilota in una 
diocesi lombarda, 1976/2. Alber­
to Febbrajo, Sociologia del di­
ritto e funzionalismo strutturale 
nell 'opera di Nidias Luhmann, 
1974/2. Alberto Febbrajo, Per 
una rilettura della sociologia del di­
ritto weberiana, 1976/1. Alber­
to Febbrajo, Sociologia del dirit­
to e criteri di giustizia, 1977/ 
1. Alberto Febbrajo, Sociologia del 
diritto e criteri di giustizia, 1977/ 
1. Alberto Febbrajo, Sociologia del 
diritto e prassi giuridica, 1978/2. 
Alberto Fehhrajo, Participacione 
popolare e giuetizia. Aleune ipotesi 
sociologico-giuridiche, 1980/3. Al­
berto Fehbrajo, Capitalismo, stato 
moderno e diritto razionale-forma­
le, 1981/1. Alberto F ebbrajo, E. Ehr­
lich: del diritto libero al diritto vi­
vente, 1982/3. Alberto Febbrajo, 
Legittimazione e teoria del sistemi, 
1984/1. Alberto Febbrajo, L 'etica 
dell 'avvocato come progetto pro­
.. ionale, 1985/3. Maria R. F errarese, 
un sindicato di giudici in Francia, 
1979/1-2. Maria R, Ferrarese, Diri· 
tto, tempo e legittimazione, 1984/1. 
Luigi Ferrari, L 'istituzionalizzazio­
Des minorile neUa provincia di Mi­
lano. Aspetti psicologici! sociali e 
giuridici, 1980/2. Vincenzo Fe-
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rrari, V. Pocar, II consulente tec­
nico nel giu dizio civile. Una ricerca 
pilota, 1974/1. Vineenzo F erra­
n, SuU' uso di alcuni concetti 
nella teoria marxista, 1976/2. Vin­
cenzo F errari, II diritto in fun­
zione del potere. II "Berufsver­
bot" nella Repubblica Federale 
Tedesca, 1977/1. Vincenzo Fe­
rrari, Politica del lavoro e política 
del consenso, 1978/2. Vincenzo 
Ferrari, J, "tempi" della giua­
tizia e la professione forense, 
1979/1-2. Vincenzo Ferrari, L 
'analisÍ funzionale in sociologia 
del diritto. Problemi tenninologici 
e problemi metodologici, 1980/1. 
Vincenzo Ferrari, Diritto e dis­
pute: osservazioni empiriche in una 
piceola comunita, 1982/1. Vin­
cenzo Ferrari, Reazione e pra­
tica sociale in tema di usi civici. 
Osservazioni sociologico-giuridiche, 
p. 61, 1983/1. Vincenzo FelTari, 
Riflessioni sulla sociologia del dirit· 
to in Italia, 1983/3. Vincenzo 
F errari, Brevi osservazioni su fun­
zionalismo e legitimazione, 1984/1. 
Darlo F oa, Affido familiare e 
consultorle: sistemi in interazione. 
Esperienze e prospettive, 19¡¡0/2. 
Vittorio Frosini! La sociologia 
del diritto: Problemi e Funzio­
n~ in 'La sociologia del diritto: un 
dibattito', 1974/1. Vittorio Fro­
sini, Neostrutturalismo e dialet­
tica funzionale nel diritto, 1980/ 
1. Piera Gallina~Fioretini, 1. Mer­
zagora, Problematiche sulla giu­
ria popolare nelle ricerche empiri­
che straniere, 1984/2. Morris L. 
Ghezzi, Giudizi di fatto e di va­
lore e tolleranza liberale nel pensie­
ro di Norberto Bobbio, 1978/ 
1. Morris L. Ghezzi, Diritto e so­
ciet8. nel pensiero socialista. Un' 
analisi di 'Critica sociale' (1891-
1926), 1980/1. Morris 1.. Ghezzi, 
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Criminología critica e trasfonnazio­
ne sociale 1983/3, Leticia Gian­
formaggio, Funzione o teenica? 
CODsiderazioni provvisorie sulla do­
trina della represione 1980/1. Ma­
ssimo S. Giannini, 1 problemi delle 
institnzioni e il loro futnro, 1985/ 
3. Alberto Giasenti, G_ Maggion~ 
Devianza e instituzione. Una ricerca 
su un istituto per minorenni a Mila­
no, 1975/1. Guglielmo Giumelli, La 
condizione degli anziani tra assiten­
za e previdenza, 1980/3_ Nel­
la Gridelli-Velicogna (con P. Ron­
faui, P. Mora, A. Prina), Parita ed 
eguaglianza nel nuovo diritto di 
famiglia. Una ricerca mUa conos­
cenza e 1 'opinione del pubblico, 
1977/1. NeUa Gridelli· Velicogna, 
Crisí o crescita del consultorio? 
1980/2. NeUa GrideUi-Velicogna, 
U na ricerca del diritto in Ita­
lia negli auni Trenta, 1981/3. 
NeUa Gridelli-Velicogna, Scipio Si­
ghele e la acuoIa penale positiva, p. 
1983/3. Riccardo Guastini, L' am­
bigna u tnpia. Marx criticato da 
Kelsen, 1983/2. J ohann J. Ha­
gen, Realta' e idealita del diritto, 
1976/2. Johann J. Hagen. Mu­
tamento social e e rifonna del dirit­
to di famiglia in Austria, 1981/ 
1. J ohann J. Hagen, Pianifica­
zione della famiglia e consultori 
familiari in Austria, 1980/2. Her­
bert L. Hart, Tra utilita e diritti 
1979/1-2. SaUy C. Humphreys, 
Fustel de Coulauges and the Greek 
"geno. ", 1982/3. Mario J ori, II 
giurista selvaggio. Un con tributo 
aUa metologia della descrizione so­
ciale, 1974/1. Mario J ori, l. I'rin­
cipi nel diritto italiano, 1983/2. 
Maria C. Coch, La norma e il 
diverso: im integrazione diffici­
le, 1980/3. Andrzej Kojder (con 
J. K wasniew.ki), La protezione 
giuridica e l'assistenza sociale de-

lla familgia in Polonia, 1980/2. 
J acek Kurezewski, Due dimensioni 
del diritto : diritto positivo o 
intuitivo e diritto ufficiale o non 
ufficiale, 1976/1. Olgierd Kuty, 
La notion du droit bureaucratique. 
A propos des rapports entre le droit 
et la science, 1984/3. Jerzy Kwas­
niewski, Andrezej Kojder, La prote­
zione giuridica e l 'assistenza socialle 
della famiglia in Polonia, 1984/2. 
Jack Ladinsky, The Teaching of 
Law and Social Science Courses in 
the United State., 1976/1. Fran­
co Leonardi, Contenitori e con­
tenuti, in 'La sociologia del diri­
tto: un dibattito', 1974/1. Ni· 
colo Lipari, Sociologia del diritto 
o diritto della sociologia? in 'La 
sociología del diritto: un dibattito ", 
p. 30,1974/1. Nicoló Lipari, Pote­
re, poteri emergenti e loro vicissitu­
dini nell 'esperienza giuridica italia­
na, 1985/2. Franco Lombardi, 
Diritto e modemizzazione, 1975/ 
2. Manuel López-Rey y Arro­
jo, TI delitto come fenomeno socio­
politico, 1977/1. Mario G. Losa­
no, II rapporto tra validita' ed 
efficacia neUa dotrina pura del diri­
tto, 1981/2. Mario G. losano, 
Chiaccherata BU di un romanis­
ta, 1982/3. Mario G. Losano, La 
recezione del modelli giuridici nella 
realu giapponese: Hennann Roesler 
(1834-1894), 1984/3. Guido Ma­
ggioni, La reazione alla devianza. 
Ricerca pilota su un campione di 
insegnanti, 1976/1. Guido Maggio­
n~ P. Ronfani, II giudice dell' 
adozione e lo stato di abhandono. 
Un 'analisi di casi di opposizione al 
decreto di adottabilitha, 1983/ 
2. Guido Maggioni, (con A. Gia­
surtí). Devianza e istitutzione. 
Una ricerca su un istituto per mino­
renni a Milano, 1975/1. Pio Mar­
coni, E. Durkheim e H. S. Mai-
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ne, 1982/3. Realino Marra, La 
proprieta in Auguste Cornte. Dall' 
ordine Cisico alla circolazione 
morale della ricchezza, 1985/2. 
Paolo Martinello, II diritto di fa· 
miglia in Zimbabwe, 1985/2. Mi· 
chelina Masia, HSUS omines"; osser­
vazioni suUa pratica degli arbí­
trati nella Sardegna interna, 1982/ 
l. Michelina Masia, La media­
zione regionale nei conflitti coUetivi 
di lavoro, II caso deHa Sardeg­
na, 1985/3. John H. Merryman 
(con D. S. Clark), MeaBUring Ihe 
Duration of Judicial and Adminis­
trative Proccedings, 1976/2. Isa· 
hella Merzagora (con P. Gallina­
Fiorentini), Prohlematiche sulla 
giuria popolare nelle ricerche empi­
riche straniere, 1984/2. Arnaldo 
Momigliano, Fustel de Coulan­
ges e la ricerca BU Roma arcaia, 
1983/ 3. Gabriella Mondardini, 
COTIsultori e modelli familiari in 
Sardegna: un 'area del nord, 1980/ 
3. CarIo Mongardini, Legittima­
zione, COll8enso ed elites nell' 
Italia contemporanea: verso una 
nuova analisi del processi politici, 
1983/l. Paola Mora (con P. Ron­
fani, N. Gridelli· Vilecogna, A. (Pri­
na), Parita ed eguaglianza Del 
nuovo diritto di famiglia. Una ricer­
ca rulla conoscenza e }'opinione del 
puhhlico, 1977/1. Paola Mora (con 
V. Pocar, V. Olgiati, A Prina, 
S. Siena), II praticante procura­
toreo Fonnazione o defonnazione 
professionale? 1978/1. G hislaine 
Moreau (con Ph. Rohert), La 
pre .. e fran.;aise et la J uatice pénale, 
1975/2. Roherto Moro, Avvocati 
e estructura sociale nella Fran­
cia del settecento, 1975/2. Paolo 
De Nardis, La categaria della 
"legittimazione" tra la sociologia 
della conoscenza e la sociologia del 
diritto, 1984/1. Vittorio Olgiati 

26~ 

(con V. Pocar, P. Mora, A. Prina, S, 
Siena), II practican te procuratore. 
Formazione o defonnazione profe­
saionale? 1978/1. Vittorio Olgiati, 
L 'etiea dell 'avvocato eome ordina­
mento, 1985/3. Riccardo Orestano, 
Idea di progresso, esperienza giu­
ridica romana e "paleoromanistica" 
1982/3. Federico Oriana, 1 rinvii di 
leggi nella prima legislatura regio­
nale, 1979/1-2. Luigi Pannarale, 
Legge e produzione di aspettative, 
1983/1. Enrico Pattaro, Non ai 
fanno cose con parole. G li atti 
negoziali secondo A. Hagerstrom, 
1981/3. Jean F. Perrin, Lea ocien­
ces aociales et le droit, 1982/2. 
Giandomenico, Pisapia, Per llna 
socÍologia del diritto penale, in 'La 
1974/2. Gianvittorio Pisapia, L 
'osceno nel diritto penale. Una 
ricerca sull' opinione del puL­
hlico, 1975/2. Valerio Pocar, Di­
ritto di famiglia e patrimonio: 
una ricerca sull' opinione del 
puhblico, 1974/2. Valerio Pocar, 
Diritto e conflitto sociale nel 
Pocar, Diritto e conflitto sociale nel 
pensiero di Ludwig Gumplowicz, p. 
1975/1. Valerio Pacar. P. Mora. 
V. Olgiati, A. Prina, S. Siena, 11 pra­
tic ante procuratore. F onnazione o 
deformazione professionale? p. 75, 
1978/1. Valerio Poear, P. Ronfani, 
Il giudice e il divorzio. Un' analisi 
aociologico-giuridica sulla applica­
zione della legge 1/2/1970, n. 898, 
1982/2. Valerio Pocar (con V. 
Ferrari), II consulente tecnico nel 
giudizio civüe. Una rieerca pilo­
ta, 1974/1. Adam Podgórecki, 
Defining Sociology of Law, in 
'La soeiologia del diritto: un diha­
ttito", 1974/1. Adam Podgóroecki, 
Social Systema versus Legal Sy .. 
tema: Basic lssucs, 1981/2. Pier­
paolo Portinaro, Max Weber e 
Cad Schmitt" 1981/1. Antonio 
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Prina (con P. Ronfani, N. Gri· 
delli-V elicogna, P. Mora) Parita ed 
eguaglianza nel nuovo diritto di fa­
miglia. Una ricerca solla conoscenza 
e I'opinione del pubblico, 1977/ 
1. Antonio Prina (con V. Pocar, 
P. Mora, V. Olgiati, S. Siena), 
01 praticante procuratore. Forma­
zione o defonnazione professiona­
le?, 1978/1. Franco Prina, To­
seico dipendenze e legislazione: 
un 'analisi comparata delle proposte 
di modifica dena legge 22/7/1975, 
n. 685, 1982/1. Monica Raiteri, 
Analisi ta8soDomica del proce­
dimenti penali conclusi con aeoten­
za pre880 il Tribunale di Genova 
nell'anno 1980, 1983/2. Monica 
Raiteri, Profili giuridici de deter­
minazione mediante metodi statis­
ticí del risarcimento del danno, 
1985/1. Giorgio Rebuffa (con R. 
Treve8), Quale 8ociologia del di­
ritto?, 1982/2. Giorgio Rebuffa, 
Organizzazione giridica ed orga­
IDzzazione economica: la funzio­
ne distributiva deo beni e le tec­
niche giuridiche, 1985/1. G iorgio 
Rebuffa, Diritto privato e legi­
ttimazione nella sociologia wehe­
riana, 1984/1. France80 Remo­
tti, Lewis H. Morgan e lo 8tu­
dio della societa antica, 1982/ 
3. Eligio Resta, Questione giova­
nile e devianza. Aleune note suUa 
politica criminale, 1979/1-2. Eli­
gio Resta, G. Tarello, V. Torneo, 
L 'attualita dene prospettive otro­
centesche, 1982/3. Eligio Resta, 
Stili cogniviti della legittimazione, 
1984/1. Carla Riccitanti e ado­
ttati. Una ricerca pre880 il Tribunale 
per i minorenni, 1975/1. Kacky 
Rigaux, Le conscil faruilia! et 
conjuga! en France 1980/2. Philippe 
Robert, G. Moreau, La presse 
francaise et lajustice pénale, 1975/2. 
Paolo Ronfani, C. Ricci-Signorin~ 

Adottanti e adottati. Una ricerca 
suUa conoscenza e l'opinione del 
pubblico, 1977/1. Paola Ronfani, 
La socio logia giuridica di Gabriel 
Tarde, p. 13, 1978/1. Paola Ronfa­
ni, Adozione e servizi 8Ociali, p. 
1980/2. Paola Ronfani (con N. 
Gridell~ Velicogna, V. Segre), I con­
sultori familiari pubblici. Un 'inda­
gine oel CODsorzio di Rozzano e 
nell'area milanese, 1978/2. Pao­
la Ronfani (con V. Pocar), II 
giudice e il divorzio, Un 'analisis 
sociologico-giuridica sulla applica­
zione della legge 1/2/1970, n. 898, 
1982/2. Paola Ronf.ni (con G. 
Maggioni), II giudice den 'adozio­
ne e lo stato di abbandono. Un 
analisi di casi di opposizione di ado­
ttabilita, 1983/2. Franco Ro8iti, 
T. Treu, L'applicazione deDo sta­
tuto del lavoratori Comporta­
miento sindacale e prassi giudiziale, 
1974/2. Pietro R088i, II proce88o 
di razionalizzazione del diritto 
e ü rapporto con l'economia, 
1981/1. Chiara Saruarelli (con A. 
Anastasi), Amministrazione locale 
e burocracia. U na ricerca su un 
ente pubblico a Me..ma, 1978/ 
1. Ernesto U. Savona, Crimina­
lita o devianza? Confronto "uffi­
ciale H e reazione dell'opinione pub­
blic., 1980/3. Ernesto U. Savo­
na, Participazione ed istibJzio­
ni in Italia. Uno scarubio di legitti­
mazione?, 1984/1. Uberto Scar­
pelli, Per una sociología del di­
ritto come scienza, in 'La sociología 
del diritto: un dibattito", 1974/ 
2 Uberto Scarpelli, Lawrence M. 
Friedman e il sistema giuridico, 
1976/2. Uberto Scarpelli, La pa .... 
ticipazione politica, 1980/2. Aldo 
Schiavone, Tarda scuola storica 
de declino dello storicismo giu­
ridico nelIa cultura tedesca del 
XIX 8ecolo, 1982/3. Pierangelo 
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Schiiera, Max Weber e la scien­
za giuridica tedesca dell 'Qtto­
centor, 1981/1. Sandro Segre, Fon­
damenti giusnatoralistici deUa de­
mocrazai secondo Max Weber, 
1981/1. Sandro Segre, 11 pensiero 
politico di Weher e Luhmann: 
un 'analisi ccomparativa, 1984/l. 
Vera Segre, Rifonna sanitaria nazio­
nale: problemi giuridici e sociali 
1980/2. Vera Segre (con N. Gri­
delli- Velicogna, P. Ronfani), 1 
consultori familiari pubblici. Un 
'indagine nel Consorzio di Ro­
zzano e neU'area milanese 19781 
1. Silvano Siena, (V. Pocar, D. 
Mora, V. Olgiati, A. Prina), di 
practicanti procuratore. F onnazio­
ne o deformazione professionale? 
1981/1. Zeisel e la sociologia empiri­
ca del diritto, 1977/2. Silvano 
Siena, n grabJito patrocinio. Un 
istituto in via di estinzione, 1984/ 
3. Claudio Souto, Solange Sou­
to, Consultori per la pianifica­
zione familiare in Brasile, 1980/ 
2. Denis Szabo, Sociologia cri­
minale e delinquenza giovanile, 
Due modelli di interpretazione, 
1977/2. Ilmar Tammelo, La "fase 
adulta" della sociología del di­
ritto, in 'La sociologia del diri­
tto: un dihatitto', 1974/2. Gio­
vanni TareUo (con E. Resta, V. To­
meo), L 'attualita delle prospettive 
ottocentesche, 1982/3. Giovanni 
TareUo, La sociologia neUa giu­
risprudenza, in 'La sociología del 
diritto: un dibattito', 1974/1. Gio­
vanni Tarello, Lawrence Fried­
man e il sistema del diritto, 1977/1. 
Giovanni positivo nella cultura 
giuridica italiana, 1977/2. Gun­
ther Teubner, Aspetti, limiti, al­
ternative dena legificazione, 19851 
1. Vincenzo Torneo, Teotría, ri­
cerca e giu dici di valore, in 'La so­
ciologia del diritto: un dibattito ", 
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1974/2. Vincenzo Torneo, P. G. 
Cerutti, R. Biancardi, Giustizia, 
norma e sanzione. Una ricerca 
pilota suU'atteggiamento degli ado­
lescenti, 1975/1. Vincenzo To­
meo, Dalla devianza al conflitto: 
verso una dissoluzione del concetto 
di divianza?, 1979/1-2. Vincen­
zo Torneo, II diritto come seg­
no del potere, 1980/1. Vincenzo 
Torneo, Legittimazione e scarnbio 
politico, 1984/1. Vincenzo. To­
rneo (con E. Resta, G. TareUo), 
L 'attualita dene prospettive otto­
centesche, 1982/3. Tizanio Treu, 
Sociologia del diritto e teoria 
generale deUa societa, in 'La socio­
logia del diritto: un dibattito", p. 
1974/1. Tiziano Treu, (con F. 
Rositi), L 'applicazione deUo statoto 
dei lavoratori. Comportamento sin­
daale e pra88i giuciziale, 1974/2. 
Renato Treves, Tre concezioni 
e una porposta, in 'La sociologia 
del diritto: un dihattito', 1974/1. 
Renato Treves considerazione con­
lusive, in L 'sociología de Diritto; 
un dibattito', 1974/2. Renato Tre­
ves, Insegnamento Interdisciplina­
rie, diritto e sociologia del diritto, 
1977/2. Renato Treves, 11 diritto 
come componente della cultura, 
1979/1-2. Renato Treves, Presenta­
zione dema seconda serie 19801 
1. Renato Treves, Max Weber 
e la sociologia del diritto oggi, 
1981/1. Renato Treves, Sociologia 
del diritto e sociologia den ídea di 
giustizia nel pensiero di Hans Kel­
sen, 1981/3. Renato Treves, Un 
precursore della sociología em­
pirica del diritto in Sardegna: Anto­
nio Pigliaru, 1982/1. Renalo Tre­
ves, Giorgio Rebuffa, Quale so­
ciologia del diritto?, 1982/2. Re­
nato Treves, Lo studio dei diritto 
antichi e le origini della sociologia 
del diritto in Italia, 1982/3. Re-
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nato Treves. Il rinnovato inte­
resse per il socialismo giuridico in 
Italia e la recente pubblicazione di 
un manoscrito di Giole Solari, 
1983/3. Renato Treves, Legitti. 
mazione e sociologia del diritto, 
1984/1. Renato Treves (con N. 
Bohhio), Teoría del diritto e socio· 
logia del diritto in Marx, 1978/ 
2. Michele Yallaro, Cenni su· 
lla valutazione dell'ahorto nella 
religione islamica, 1980/3. Ne· 
lla Gridelli·Yelicona, P. Ronfa· 
ni, V. Segre, 1 consultori familiari 
pubblici. Un 'indagine nel CODSOfZio 

di Rozzano e nell 'area milanese, p. 
331, 1978/2. Yincenzo Yigoriti, L' 
elezione del giudice nell 'esperienza 
americana. Un 'ipotesi di partecipa­
zione popolare alla giustizia, 1979/ 
2. Giuseppe Zaccaria, Razionalita, 
fonnalismo, diritto: refleasioni su 
Max Weher, 1981/1. Ugljesa Zvekic, 
Le caratteristiche sociali del giudice 
yugoslavo, 1981/3. Ugljesa Zvekic, 
Professionalism Scale: ao Empírical 
Assessment of Judges' Professional 
Ideology in Yugoslavia, 1985/2. 

• Elementos, Revista trimestral, 
No. 10, afio 3, vol. 2, enero-marzo 
de 1987. Universidad Autónoma de 
Puebla. Con dirección: Avenida 
Reforma 913 . Planta alta, Pue., 
México. SUMARIO. Artículos. Las 
conb'ibuciones de Gau88 a la esta­
dística. David A. Sprott. Reseíla 
histórica de la estadística. Rodolfo 
Cortés Riveroll, An tonio Cruz L6-
pez, Ignacio Hermoso Núftez. La 
hipertemia como un medio para el 
tratamiento de cáncer. José M. Cas­
tellanos Nrez, Arturo Reyes Lazal· 
de, H~ctor M. Lazada Sdnchez, José 
Lui3 Cómez Osario, Je.ús Carrillo 
L6pez. El sorgimiento del concepto 
de Mol. Maria de la Paz E/izalde, 
José Nl1flez F1ores, Luis Rivera Te-

rrazas. Los conceptos de materia y 
sus dificultades. Ulises Moulines. 
Concepto de materia y materialis­
mo, sobre algunos argumentos anti­
materialistas recientes. Mario H. 
Otero. Napoleón en la química fo­
rense. I.TrUlel Soto López. Proble· 
mática de la contaminación en ios 
sistemas lagunar estuarinos de las 
costas mexicanas. José Luis Carba­
jal P., Deneb Chavira M. Opinión. 
Compartiendo las experiencias: so­
hre metodología de huenas y malas 
pláticas. Jerzy F. Plevañ.ky. El ini· 
cio de un trabajo de investigación 
científica. Joaqu{n Luco Valenzue­
la. Los preceptores de la divulga. 
ción científica. Mario Guzmán C. 

• Homines. ReVÍlta de Ciencias 
Sociales. Universidad Interameri· 
cana de Puerto Rico. Tomo extraor­
dinario, núm. 4, 1987: Mujeres 
puertomquefias, protagonistas en 
el Carihe. Todos los pedidos deben 
dirigirse a: Directora, Revista Ho­
mines, Universidad Interamericana 
de Poerto Rico, Recinto Metropoli· 
tano, División de Ciencias y Profe­
siones de la Condocta, Apartado 
1293, Hato Rye, 00919, Puerto 
Rico. SUMARIO. Indice. Homines, 
Pinturas-Artes Plásticas Asociación 
Mujeres Artistas de Puerto Rico. 
Presentación. Ensayo Fotográfico 
sohre la Mujer Puertorriqueíla. La 
mujer en la economía. Baltazara 
Colón de Zalduondo. El valor eco­
nómico y social del trahajo de la 
mujer en el hogar. Luz de Alba Ace· 
vedo. Política de industrialización y 
cambios en el empleo femenino en 
Poerto Rico: 1947·1982. Janice 
Petrovich, Sanclra Laureano. To­
wards an analysis of Puerto Rican. 
Womenand tbe Informal Economy. 
Dehate teórico. LydiIJ V~lez. Más 
Allá de las Máscaras: Una estrategia 
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radical feminista. AUne Frambes 
Buxeda, La "post-marginalidad" 
como tendencia en la obra de muje­
res artistas puertorriqueñas. Vero­
nika Bennholdt-Thomsen. También 
en el Tercer Mundo se crea el ama 
de casa, ¿por qué? MarÍll MilDgroa 
López, Reflexiones en torno al de­
bate feminista en Puerto Rico. Li· 
dia Falc6n O 'Neil~ Ma. Encarna 
Sanahuja, Modo de Producción y 
Patriarcado. LuUa Valenzuela, Cen­
sura. aaudia V. Werlho¡, El prole­
tariado ha muerto: ¿Viva el ama de 
cas? Pedro Javier Boscio, La Nueva 
Mujer. Madeline Román, María Mi­
lagros L6pe., La hormiga alada o en 
torno al proyecto feminista socialis­
ta: reprivatización y mercantiliza­
ción del contexto doméstico y la 
instancia de la subjetividad. Temas 
Históricos. Rosa Santiago-Marazz~ 
La inmigración de mujeres espafto­
las a Puerto Rico en el periodo co­
lonial español. Lydia Milagros Con­
.ález, Tras el mundillo de la aguja. 
Fernando Pic6, Las trahajadoras del 
tabaco en Utuado, Puerto Rico, se­
gún el censo de 1910. Marcia Rive­
ra, Las mujeres y el contexto social 
de los años cuarenta. Hostigamiento 
sexual-maltrato-salud mental. Mer­
cedes R. Alvarado, El hostigamien­
to sexual en el empleo. Teresita 
Grovas, Maltrato físico a la mujer 
en Poerto Rico. Miguel A. Rivera, 
Salud mental en la mujer. Educa­
ción y carreras. Angeles Almenal 
Velasco, La participación de la muo 
jer puertorriquefía en la Educación 
Superior de la Isla: Reconstrucción 
Histórica. Zoraida Santiago, Los 
estereotipos sexuales en la selección 
de carrera. Eneid Rouflé C6me •. 
Tite struggle to excel. Doris C. 
Knudson, La asertividad: alternati­
va para la mujer. La Migración y la 
Mujer. Margarita Osfolaza Bey, Mi-
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graclOn y control del cuerpo de la 
mujer: un nuevo enfoque. Irene Su­
maza, The effects of an a88ertive­
ness training program for Puerto 
Rican coUege women planning to 
emigrate to the United States. Igle­
sia y Religión. Antulio Parrilla, La 
mujer en la Iglesia. Sonia Rodríguez 
Cortés, Socio-Cultural-Religious 
background of Puerto Rican wo­
meno Prensa y Medios de Comuni­
cación. Idsa E. Alegría Ortega, La 
representación de la mujer trabaja­
dora en la televisión en Puerto Rico. 
Gladys Crescioni, Mujer puertorri-

, queña: fuente y caudal. Eli.abeth 
Hernández Torres, Images of wo­
men in Mass Media. Jesús Vera In­
zarry, La mujer en los medios de 
comunicación. ¿Problema de ellas 
o de todos? Eneid Routté Cómez, 
Many women, one people. Poesía 
y la Mujer. Poesía de Maria de los 
Angele.s Ortiz. Poesía de Ana ¡rroo 
Rivera Lauen, Poesía de Vanesso 
Droz. Poesía de Eisa Tió. Carmen 
Lucila Quiroga, Julia de Burgos: El 
contexto histórico-social caribeño 
en la expresión poética. Literatura. 
Margarita Fernández Olmos, Desde 
una perspectiva femenina: La cuen­
tística de Rosario Ferré y Ana Ly­
dia Vega. Mar(a Arrillaga, La narra­
tiva de la mujer puertorriqueña en 
la década del setenta. Carmen Dolo­
res TrelMs, Nuevas ficciones de Ro­
sario Ferré. Juan Mart(nez Capó, 
Sobre los silencios de María Bihiana 
Benitéz. Arte y Sociología del Arte. 
Oiga NoUa, Las pintoras ayer y hoy. 
AUne Frambes-Buxeda, Genninar 
de la obra de Noemí Ruiz y de l. 
sociología del arte en Puerto Rico. 
Carmen Teresa Rui, de Fischler, 
Oiga Alhizu, Myma Báez y Luisa 
Geigel: Tres mujeres pioneras en las 
artes plásticas. Aline Frambes-Bu· 
xeda, La ciudad de San Juan, presa-
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gio de su metamorfosis en imágenes 
de María Matos. Gobierno y Polí­
tica. Marta Font de Calero, La mu­
jer y la política. Sylvía Enid Arocho 
Velázquez, La mujer y el acceso al 
poder en Puerto Rico. Isabel Picó 
Vidal, Women and Puerto Rican 
politica before enfranchisement. 
Sylvía E. Arocho Velázquez, Parti­
cipación de la mujer puertorriqueña 
en el gobierno y la lucha política. 
Eneid Routté C6mez, The politics 
Di intuition. Fuerza de Trabajo y 
Sindicalismo. Yamila Azize, La mu­
jer obrera en el movimiento sindi­
cal. NilIa Burgos, AnáHsis histórico' 
preliminar sobre la mujer y el tra­
bajo en Puerto Rico: 1899-1975. 
Cárceles e Instituciones Penales 
para Mujeres Puertorriquefias. Ly­
día Peña Beltrán, Proceso de clasifi­
cación para mujeres ofensoras en 
Puerto Rico. Cynthía Velázquez, 
Análisis comparativo de 108 progra­
mas de ayuda a las confinadas, en­
tre la cárcel de Framinham en Bos­
tón y la de Vega Alta en Puerto 
Rico. Mujeres Prominentes. Dom 
Vá:que: Ramíre:, Julia de Burgos: 
Feminista. Marie Ramos Rosado, 
La mujer puertorriquefia negra, "La 
otra cara de la historian. Helga Se­
rrano, El legado de Ana Boque de 
Duprey. Jalé Echeverría, Semhlan­
za y alabanza de la prodigiosa y 
nunca bien ponderada Nilita Vien­
tós G .. IÓn. Bibliografía-Directorio­
Libros-Revistas. Aida J_ Alices de 
Vázquez, La mujer en Puerto Rico: 
Bibliografía. Yamila A:ize, Biblio­
grafía de libros sobre la mujer en 
Puerto Rico. Directorio institucio­
nes y centros de servicios a la mujer 
en Puerto Rico. Libros recomenda­
dos sobre la mujer. Panorama de 
revistas femeninas. 

• Logos, vol. XIV, núm. 42, año 

-~---~------

XIV, México, sept-dic., 1986. 
Edita: Ese. Filosofía, Universidad 
La Salle, Apartado 18-907, México, 
D.F. CONTENIDO. Presentación. 
Estudios. La pregunta sobre Dios en 
el horizonte de la acción transfor­
madora de lo humano. Alfredo Gó­
mez Muller. Fedro o de la cultura 
en masa. Alfredo Troncoso. Con­
cepciones teológicas y [¡Josóficas de 
los tlamatinime en la culbJra ná­

<huatI: hacia una teología liberado­
ra. Richard Nehe!. El pensamiento 
[¡Josófico de Emma Godoy. Enri­
que Ignacio Agnayo Cruz. Ensayos 
y Ponencias. El desarrollo de la 
interioridad, como garantía de 
dinamismo personal y de compro­
miso social (Esquema para una 
reflexión). Jorge Muñoz Batista y 
José Antonio Dacal Alonso. AntÍ­
gona y el amor de Afrodita Urania. 
Patricia Treviño Moreno. Reseñ.as 
de libros. Revistas recibidas en el 
año de 1986. Libros recibidos en 
el año de 1986. Indice del volu­
men XIV (1986) de Logos. 

• Revue Interdi8ciplinaire d' Elu­
de. J uridiqu .. , Facultes Universi­
taires Saint Louis, Bv. du Jardin 
Botanique, 43 1000 Bruxelles, Bél­
gica. Sommaire du numero 1986. 
17. J. Chevallier, Droit et Etat. M. 
Villey, Jusnaturalisme. Essai de 
définition. Fr. Michaut, L 'Ecole de 
la "sociological jurisprudence ", le 
réalisme américain et la "théorie de 
la prédiction". D. Lochak, L 'étran­
ger ou la double exclusion. Réfle­
xion wr la condition juridique 
des éxtragers. B. Guibert, Socia­
lité et individualité dans la redis­
tribution des revenue. Comptes 
Rendus, Les grandes questions de la 
phaosophie du droit. Textex choisis 
et présentés par S. Goyard-Fabre et 
R. Seve. (Fr. Ost). 

Tí r 
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• Crítica, Revista Hispanoameri­
cana de Filosofía. Instituto de 
Investigaciones Filosóficas. Univer­
sidad Nacional Autónoma de Méxi­
co. Vol. XVIII / núm. 52 / México, 
abril 1986. SUMARIO. Artículos. 
Dorothy Edgington, Do Conditio­
nals Have Truth Conditions? Eduar­
do Bustos Guadafio, Pragmática, 
modo y condicionales. José M. 
Méndez, Una crítica inmanente de 
la lógica de la relevsncia. Osvaldo 
N. Guariglia, ¿Moral del deber o 
moral de la virtud? Discusiones. 
Ana Rosa Pérez Ransanz, ¿Qué es 
una teoría empírica? Respuesta a 
León Olivé. Notas bibliográficas. 
David Woodruff Smith y Ronald 
Mclntyre, Husserl and Intentional­
ity. A Study of Mind, Meaning, and 
Language (A. Zirión). Radu J. Bog­
dan (ed.), D_ M_ Armstrong (E. Vi­
llanueva). D.M. Armstrong, What is 
a Law of Nature (E. Villsnueva). 
Publicaciones recientes. 

• Doxa 1(1984)_ Cuadernos de 
Filoaofía del Derecho_ Suscripcio­
nes, intercambios y pedidos: Dpto. 
de Filosofía del Derecho. Universi­
dad de Alicante. San Vicente del 
Raspeig. Alicante. " ... nuestra revis­
ta 'noxa, Cuadernos de Filosofía 
del Derecho' pretende servir como 
cauce de expresión y centro de 
diálogo y de polémica de la 'nueva' 
filosofía del Derecho española que 
ahora está surgiendo ... ., u .. .la reviSo­
ta pretende estar, desde el primer 
número, abierta hacia afuera. De­
searía contribuir a la formación en 
nuestro país de una comunidad de 
filósofos del Derecho cuyos intere­
ses sean , en una amplia medida, 
'comunes' a los de quienes se mue­
ven en otros ámbitos y áreas cultu­
rales. De manera muy especial, tra­
tará de servir como vehículo de 
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comunicación e intercambio entre 
los filósofos del Derecho latinoame­
ricanos, y 108 de Europa latina". De 
cara a confeccionar el primer núme­
ro, al Consejo de Redacción de la 
revista dirigió a una amplia muestra 
de filósofos del Derecho una en­
cuesta bajo el título de Problemas 
abiertos en la filosofía del Derecho 
1. ¿Cuál ha sido su trayectoria 
como investigador de filosofía del 
Derecho? ¿En qué áreas ha trabaja­
do? ¿Cuáles han sido los factores 
que le han llevado a despla1.ar su 
interés de una a otra área? ¿Cuáles 
considera que son sus principales 
aportaciones en las mismas? 2. 
¿Cuáles son los problemas que, a su 

juicio, es más necesario o más 
previsible que reciban una atención 
preferente en el inmediato fu ruro? 
¿Cuáles cree que pueden ser las vías 
más fecundas para abordar dichos 
problemas? COLABORAN EN EL 
PRIMER NUMERO: A. Aarnio, 
R. A1exy, J. A1moguera, A. J. Ar­
naud, M. Atienza, A. Baratta, W. 
Becker, A. Calsamiglia, G.R. Carrió, 
R. Carrión-Wan, H.N. Castañeda, U. 
Cerroni, A.C. Conte, E. Díaz, R. 
Dreier, D.M. Dworkin, E. Fernán· 
dez, J,L. Gardies, E. Garzón Valdés, 
1. Gianformaggio, ].J. Gil Crema­
des, R.A. Guibourg, N. Hoerster, 
G. Kalinowski, H. Kliemt, U. Klug, 
F_l. Laporta San Miguel, M.G. Lo­
","o, l. de Lucas, R. Lyra, E.E. 
Marí, F. Miró Quesada, C. MülIer, 
C.S. Nino, J .R. de Páramo, E. 
Pattaro, G. Peces-Barba, A. Pec­
zenick, A.E. Pérez Luño, G. RoLles, 
J. Ruiz Manero, A. Ruiz Miguel, U. 
Schmill Ordóñez, C. Sou to, A. 
Squella, R. Treves, M Troper, RJ, 
Vemengo, O. Weinberger, G.H. von 
Wright, J. Wroblewski, W. Krawielz. 
Presentación. Artículos. Norberto 
Bobbio, La razón en el Derecho 
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(Observacione6 preliminares). Fe­
lipe González Vicén, Sobre el neo­
kantismo lógico-jurídico. Mario G. 
Losano, La teoría pura del Dere­
cho: dellogicismo al ¡rracionalismo. 
Albert Calsamiglia. Sobre la teoría 
general de las normas. Robert Wal­
ter, Las normas jurídicas. Juan Ra­
món Capella, El trabajo como dato 
prejurídico. Adela Cortina Orta, La 
justificación ética del Derecho 
como tarea prioritarw de la filoso­
fía política. Una discusión desde 
John Rawls. Notas. Enrico Pattara, 
La razón en el Derecho. Comenta­
rio a Norberto Bobbio. Stanley L. 
Paulsoo, El periodo posterior a 
1960 de Kelsen: ¿Ruptura o conti­
nuidad? Albert Calsamiglia, ¿Por 
qué es importante Dworkin? Mi­
chael Baurmann y Hartmut Kliemt 
¿ To mar a la ligero el positivismo 
jurídico? Martín D. Farell, Dwor­
kin y el utilitarismo: Algunas incon­
sistencias. Javier de Lucas, Una 
consecuencia de la tesis de los dere­
chos: La desobediencia civil según 
R. Dworkin. Juan Ruiz Manero, 
Consenso y rendimiento como 
criterios de evaluaci6n en la dogmá­
tica jurídica. (En torno a algunos 
trabajos de A. Aamio)_ Manuel 
Atienza, Algunas tesis sobre la 
analogía en el Derecho. Entrevista. 
Manuel Atienza y Juan Ruiz Mane­
ro, 8 preguntas a Norberto Bobbio. 
Bibliografía. J osep Aguiló Regla 
y Francisco López Ruiz (coords), 
La filosofía del Derecho en Espaffa 
(1980-1984). 

• Anale. de la Cátedra Francisco 
Suárez, núm. 25/1985. Correspon­
dencia a Dpto. de Fil. de Derecho, 
Universidad de Granada. INDICE. 
Nicolás María López Calera, La 
Cátedra "Francisco Suárez" de la 
Universidad de Granada (1939-

1985), Roberto J. Vernengo, Vali­
dez y verdad en la "Teoría de las 
normas", de Hans Kelsen. Sergio 
Cotta, Perfil de una ontofenomeno­
logía del derecho. Arthur Kauf­
mann, Teoría de la justicia. Un 
ensayo histórico-problemótico. Win­
fried Hassemer, Hermenéutica y 
Derecho. Nielcl.. Luhmann, El 
enfoque de la teoría y práctica del 
derecho. Antoine Jeammeaud, ''Cri­
tique du droit" en Francia: de la 
búsqueda de una teoría materialista 
del derecho al estado cTÍtico de la 
regulación jurídica. Wolf Paul, Las 
dos caras de la teoría jurídica mar­
xista. Giorgio Rehuffa, El análisis 
económico del derecho. J ean Ri­
vero, Sobre la evolución contempo­
ránea de la teoría de los derechos 
del hombre. Miguel Reale, Situa­
ción actual de la teoría tridimensio­
nal del derecho_ Juan J osé Gil Cre­
mades, Filosofía del derecho en 
Espalla (1960-1985)_ 

• Alegatos 15. Revista del Departa­
mento de Derecho de la Universi­
dad Autónoma Metropolitana-Az­
capotzalco, Av. San Pablo 180, 
02200 México, D.F. INDICE. Edi­
torial. PENSAMIENTO. Grupos de 
presión y derechos humanos, Luis 
D(az Müller. La política exterior de 
México en los afios ochenta, Gracie­
la Alvarez Loera. Derecho, estrati­
ficación y la élite política de Méxi­
co, Francisco Suárez Farías. Consi­
deraciones del adulterio como cau~ 
sal de divorcio en la legislación 
mexicana, Héctor Cámpora. Kelsen: 
un fonnalismo sin historia, Jorge E. 
Gutiérrez Chávez. Por causas de 
utilidad pública, Eduardo Larralla­
ga. Derecho a la cultura y derechos 
de autor, Alejandro del Palacio. 
CRONICA. El estado del derecho, 
de Michel Miaille, Jaime Escamilla. 
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• La Ciudad Futura. Dirección: 
José Aricó, Juan Carlos Portantiero 
y Jorge Tula. Consejo de redacción: 
Sergio Bufano, Jorge Dotti, Ricardo 
IbarlucÍa y Héctor LeÍs. Comité 
editorial: Carlos Altamirano, Emilio 
de Ipola, Rafael FilippeUi, Julio 
Godio, Osear R. González, Jorge 
Kors, Carlos Kreimer, Jorge Lier· 
OUf, Marcelo Lozada, Ricardo Nu­
delman, José NUD, Juan Pablo Ren­
zi, Sergio Rodríguez, Daniel Samoi. 
lovich, Beatriz Sarlo, Osear Terán y 
Hugo Vezzetti. La Ciudad Futura 
recibe toda su correspondencia, 
cheques y gritos en Casilla de Co­
rreo No. 177, Sucursal 12, Buenos 
Aires (1412). SUMARlO. Editorial. 
2 La Ciudad Futura: La ofensiva de 
la iglesia. Política y sociedad. 3 Ju­
lio Godio, Cuarto punto final: Lo 
que tennina y lo que empieza. 4 
Emilio de ¡pola, Composición tema 
punto final. 5 Adriana Puiggrós, 
Partidos, intelectuales y pedagogos. 
5 Solicitada, Sobre el "Punto final", 
6 Guillermina Tiramonh, Las refor­
mas del nivel medio de educación. 
8 Javier Franzé, Conversación con 
Carlos Brocato: Los intelectuales, 
las ideas y la política. 9 Javier Fran­
zé, Lozadur: una respuesta nueva 
de larga data. 10 José Aricó y Javier 
Arngues, Conversación con Hemán 
Vodanovic y Ricardo Núñez: El fu­
turo del socialismo chileno. Suple­
mento/3. La Argentina de los años 
30. Momentos y figuras de la criais. 
13 Presentación. 14 Juan Carlos 
Portantiero, Transfonnación social 
y crisis de la política. 15 José Ari­
có, Los comunistas y el movimiento 
obrero. 17 María Caldelari, De la 
secta a la política. 18 Ricardo Nu­
delman, Los socialistas y el golpe 
del 30. 19 Ricartos Forster, Los so­
cialistas: claves de una frustración. 
21 Waldo Ansald~ Los conflictos 
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agrarios. 21 Osear Terán, El nacio­
nalismo sin nación. 22 María Ester 
RaJXldo, Criterio: los pilares del 
orden "cristiano". 23 Salvador Sa­
mmaritano, Cine y sociedad en )os 
años de la crisis. 24 A1aría Teresa 
Gramuglio, Cinco preguntas sobre 
Mallea. Política y sociedad. 25 Ma­
rio Baccianin~ Conversación con 
Alec Nove: ¿Quién le teme al socia­
lismo? 28 Isidoro Cheresk~ París 
1986. La calle socorre la democra­
cia. 30 Jorge Dotti, Teología, dia­
léctica, guerra. 32 Elías Canetti y 
Theodor Adorno, Diálogo sobre las 
masas, el miedo y la muerte. 36 Ra­
fael Filippell~ ¿Hacia un Hollywood 
en miniatura? 

• GDR CommiUee for Human 
Righta. Bulletin. The Bulletin is pu­
blished by the GDR Committee for 
Human Rights at irregular dates in 
the German and English languages. 
Address: DDR-Komitee ror Men­
schenrechte -Sekretariat- DDR 
-1080 Berlin, Thiilmannplatz 8/9. 
SUMARlOS: Volume 11 No. 1/85: 
Volume 11 No. 3/85: Volume 12 
No. 1/86: Volume 12 No. 2/86: 
Volume 11 - No 1/85. Berlín - Ger. 
man Democratic Republic. Con­
ten .. Liberation Feat of World-His­
toric Dimension. H. HA USER, A 
Long Way in a Short Time. K.-H. 
SCHONEBURG, Lihcration-Self­
Detennination-Constitution. K.-If. 
BORCHERT, Nazi Criminals 
Brought to Justice by GDR. H. 
KLENNER, Antifascism without 
Anticommunism! N. ~V\.DLOCH, 
Right-Wing Extremism in Our nay. 
Supporters and Beneficiaries of the 
Crime of Apartheid -On the list of 
uansnational corporations and 
banks collaborating with South 
Africa-. AHMAD M. KHALlFA, 
Adverse consequences foc the enjoy-
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ment of human rights of politieal, 
military, economic and other forms 
oí assistance given to the racist and 
eolonialisl régime of South Africa. 
Documentation. 39th Session oi 
Ihe UN General ASBernhly: Declara· 
lion on the Righl of Peoples lo 
Peaee. Resolu tion 39/157: lmple. 
mentation oí the Declaration 00 

Ihe Preparalion of Societies for Life 
in Peaee. Resolution 39/159: lnad· 
miSBihility of the poliey of State 
terrorism and any actions by States 
aimed at undennining the socio­
politica] system in other sovereign 
Stales. Volume ll· No 3/85. Bedin 
. Gennan Demoeratic Republic. 
Contenta. W. KLEINWACHTER. 
Freedom of Information and Peace­
fui Coexistence -On the Legal Ba­
sic oi a New International Informa­
tion and Communication Order 
(NIIO)- G. WIELAND. 40th Anni­
versary of the Nurernherg Trial of 
German Major War Criminal.: The 
GDR 's Contrihulion lo Punishing 
Nazi Crimes. Book review, E. RA­
BOFSKY/G. OBERKOFLER, Hid­
den Roots of the Nazi Judiciary, 
commented hy B. GRAEFRATH. 
Documentation. 4ist Session oí the 
UN Commission on Human Rights. 
Slatements (Se/eetion). R. FRAM­
BACH, Political and Socio-Econo­
mie Rights are of Equal Value. H. 
KLENNER, On the Righl lo Self­
Determination of the Afghan Peo­
pie. A. LUBOWSKI, Freedom for 
the People of Namihia! Resollltions 
(Se/ection) 1985/4 (Rights of Ihe 
Palestinian people). 1985/6 (Situa­
tion in southem Africa). 1985/13 
(International Youlh Year). 1985/ 
14 9Role of youlh in Ihe promo­
tion of human rights). 1985/42 
(Realization oí socio - economic 
rights). 1985/43 (Righl lo develop­
menl). Position of the DR on the 

scope and nature of the responsi­
bility oí transoational corporatioDs 
for the continued existence of the 
apartheid regime in South Afriea. 
Volume 12 - No 1/86 Berlin - Ger­
man Democratic Republic. Con­
tenta. H. KLARE, Soviel Appeal A­
rouses the Conscience of the W orl. 
S. ZACHMANN, For a Peaeeful Fu­
ture oí Peoples. Results of the 40th 
Session of the UN General Assem­
bly. N. G RAF, lndivisibility of 
Human Righls-A New Starl. B. 
G RAEFRATH, The Applieation of 
loteroational Human Rights Slan­
dardo. G. RIEGE, The Peaee Prinei­
pale in the GDR Constitution. V. 
KUCHARIANT, The Day After: A 
World withoul Flowers or Birdsong. 
Documentation. Far-reaching So­
viel Proposals to Rid Ihe World of 
Nuclear Weapons. From the state­
menl hy MIKHAIL GORBACHEV 
(15 January 1986). Resolulions of 
the 40th UN General Assemhly Se .. 
sion (Seleetion). 40/3 lnteroational 
Year oí Peace.Resolutions on disar­
mament / table on voting record 
40/87 Prevention of arms raee in 
outer opaee. 40/88 ¡mmediale ces­
sation oí nuclear-weapon tests. 40/ 
152 A Non-use of nuclear weapons. 
Resolutions on human rights / tahle 
on voting record. 40/111 Human 
rights and use of scientifie and tech­
nological developments. 40/114 
lndivisibility and interdependenee 
of human rights. Assitanee of Ihe 
GDR lo Developing Countries and 
Liheration Movements in 1984. 
Survey of Ih. 1985 Editions oí our 
BULLETIN. Volllme 12 _ No/86. 
Bedin- German OéIDocralic Repu­
blic. Contenta. E. POPPE/S. POPPE 
The eas. for the Unity of Human 
Rights. International Human Rights 
Covenants adopted 20 yearo ago. S. 
FORBERGER, Social Progress and 

I! 
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Human Rights in the GDR. Faets 
and figures from the 11th SED 
Congress. 1. Socio-economic rights. 
n. Cultaral rights. III. Civil and po· 
litieal rights. Documentation. 42nd 
Session of the UN Cornmission on 
Human Rights. Statements (selee. 
tion). H. KLENNER, Seientifie and 
Teehnologieal Progress must Result 
in Peaee and Social Progress. R. 
FRAMBACH, Systematie Promot· 
tion oí Socio-Economic and Cultu­
ral Rights. H. KLENNER, Common 
Commibnent oí State and Churches 
in the GDR to Peaee and Social 
Justice. Molion on the Draft Reso· 
lulion. '1mplementation of the De· 
claration on the Elimination of AU 
Fonns of Intolerance and Discrimi­
nation Based on Religion ar Belief". 
Resolulions (seleetion). 1986/15 

-Realization of socio-economic rights 
1986/29 Relalionship hetween dis· 
annament, peace and development. 
States Parties to the International 
Human Rights Covenants (as of 1 
September 1985). 

• Revista Cubana de Ciencia. So· 
ciale .. No. 10, afio IV, enero·ahril 
1986. Publicación cuatrimestral edi­
tada por el Instita lo de Filosofía de 
la Academia de Ciencias de Cuba y 
por la Universidad de La Habana. 
Con dirección: Industria No. 452, 
La Habana 2, Cuba. CONTENIDO. 
Investigaciones hiatóric ... A propó. 
sito de este número, J. Le Riverend. 
Etnias africanas en las sublevaciones 
de 108 esclavos en Cuba, P. Des­
champa Chapeaux. La interpreta­
ción del hecho histórico a la luz de 
la historia de la esclavitud, de José 
Antonio Saco, O. Gárciga Gárciga. 
Las fuentes arqueológicas en el es­
tadio de la esclavitud, Cuba, L. Do· 
mínguez. Félix Tanco. y las tenden­
cias abolicionistas de la cultura 

273 

cubana del siglo XIX, G. la Rosa. 
Problemas filosóficos de la política. 
Marx y la lucha ideológica contem­
poránea, V. V. Mzhvenieradze. Tec­
nocratismo y culmra, E. U. Demen­
chonok. Investigaciones filosóficas. 
Proyección humanista de la ciencia 
en la mosofía burguesa contempo­
ránea, L. Ren60li Lali{{a. Acerca de 
las relaciones entre la historia y la 
teoría del desarrollo de la ciencia, 
Günter Krober. Eventos. Conferen­
cia sobre filosofía e ideología en la 
Universidad de Minnesota, Minnea­
poli •. Evento ¡ntemacional 1 Joma. 
da de Temas Sociales. III Escuela 
Filosófica Internacional de Egresa­
dos de la Facultad de Filosofía de 
la Universidad Estatal de Moscú 
~·M. V. Lomonosov". Logros de un 
simposio. XI Congreso Interameri­
cano de Filosofía. Actividad de la 
Sociedad Cubana de Investigaciones 
Filosóficas. Resefias.Varios, Algu­
nos problemas teóricos de la revo­
lución socialista, Editora Política, 
La Habana, 1984. A. Chumak, La 
con6tTucción del socialismo y la pe­
quena burguesía, Editorial Progre­
so, Moscú, 1982, Enrique Campos 
Santos. Marxistas de América. Se­
lección y prólogo de Mercedes San­
tos Moray, Editorial Arte y Litera· 
tura, Ciudad de La Habana, 1985. 
I. D. Andreiev, Problemas lógicos 
del conocimiento científico. Edito­
rial Progreso, Moscú, 1984. Conme­
moraciones. Recordando el 13 de 
Marzo, Gustavo Pita Céspedes. In· 
fonnación general. Materiales sobre 
la historia de la ciencia y la técnica 
en los archivos y museos soviéticos, 
S.S. nizarov. Primer Concurso Eco­
nomía de la Culrura. 

• Cuadernos de Filosofía y Letras. 
Publicación de la Facultad de Filo· 
sofía y Letras de la Universidad de 
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los Andes, Bogotá, Colombia. Di· 
rector: Carlos B. Gutiérrez A. Di­
rección: Facultad de Filosofía y 
Letras, Universidad de Los Ancles. 
Carrera lE No. 18-A·I0. Apartado 
Aéreo 4976. Bogotá, Colombia. 
SUMARIO del Vol. VII, No. 1·2. 
Introducción. Carlos B. Gutiérrez A. 
Tiempo en la mecánica clásica, en la 
relatividad especial y en la termodi­
námica, José Granés. Direccionali­
dad de la historia - Corta y larga 
duración, Jaime ¡aramillo Uribe. El 
tema del tiempo en la filosofía occi­
dental, Carlos B. Cutiérrez A. La 
linguística y el tiempo. El tiempo y 
las lenguas, Jorge Páramo Pomareda. 
Lógica temporal, Xavier Caicedo. 
Tiemp o en la teoría, la crítica y la 
creación literaria. Monserrat O,dó­
ñez. 

• Sociallimo y participación 36. 
Es una publicación trimestral del 
Centro de Estudios para el Desarro­
llo y la Participación, CEDEP. La 
correspondencia dirigirla a: Edicio­
nes Socialismo y Participación, 
Apartado 11-0201, Lima n, Pem. 
SUMARIO del No. 36: Editorial. 
Consejo Editorial: Plan de Inrgo pla­
zo y Acuerdo Nacional. Artículos. 
Luis A. Chirinos: Gobierno local y 
porticipación vecinal; el caso de Li­
ma Metropolitana. Carmen Rosa 
Balbi: Una experiencia sindical de 
participación en la reactivación. Ju~ 
lio Ortega: Para una interpretación 
semiótica de 'la cultura peruana. C. 
Ivan Degregori: Del mito de Inkarrí 
al mito del progreso: poblaciones 
andinas, cultura e identidad nacio~ 
nal. Roberto Miro Quesada: Arte 

,-bano: lo popular que viene de lo 
. ,turo_ Luis A. Delgado Bello: El 

nvimiento cooperativo y los pro~ 
os de demqcratización. Arte. Car~ 

los Germán Belli: Poemas. José Ra-

ruón GarcÍa Méndez: Wagner contra 
Wagner. Documentos. Pedro Juan 
Ríos: Nuestra América y Marx: la 
crítica y superación del "desencu~ 
tro'~ Crónica. Carlos Vildoso: En~ 
~uentro Nacional de Autogestión -
ENDA. Héctor Bejar: X Aniversario 
de la Declaración de los Derechos 
de los Pueblos. Réctor Béjar: En­
cuentro Latinoamericano sobre 
EductlCión Popular, Sociedad Civil 
y Desarrollo Alternativo. Reseñas. 
Francesco Lucarelli: La Riforma 
Agraria in Peru: il caso della "Cerro 
Pasco Co." (Guillermo Figallo). 
Carlos Portantiero et Al (Editores): 
La ciudad Futura (Rugo Neira). 

• Diálogo.. Revista del Departa­
mento de Filosofía de la Universi­
dad de Puerto Rico. Año XX, núm. 
46, nov. de 1985. SUMARIO. Pre­
sentación. Gustavo Agrait, Manuel 
A. Alonso y su obra. Ramón Casti~ 
lIa Lázaro, Antes de Austin. Miguel 
de Ferdinandy, Lo demoníaco. 
Manfred Kerkhoff, Tres ejemplos 
de kairoteología. Walter Murray 
Cestero, La lírica griega: un comen~ 
tario de las secciones 5 y 6 de "El 
nacimiento de la tragedia". Antonio 
Rodríguez Huesear, Dimensiones de 
la acción educativa de Ortega. Juan 
Roí Carhallo, Hacia una nueva jor~ 
ma de pensar. Jaime Vélez Estrada, 
Cracián: ¿s{mbolo o alegorÚl? Tea­
timonios. Francis Schwartz. Nilita 
Vientós Gastón. Bibliografía de 
Ludwig Schajowicz. 

• Poder y Control. Revista hispa­
nolatinoamericana de disciplinas 80~ 
bre el control social. Domicilio: 
c/Craywinckel 2, 08022 Barcelona. 
Sumario del núm. 1-1987. Editorial. 
Jordi Solé Tura,lblabras inaUlfural ... 
Estudios (Planteamientos sobre el 
control informal). Ugljesa Zvekic/ 
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Mark Findlay, Analizando los me· 
canismos infor11UJles del control. 
Carla Pasquinelli, Poder sin Estado. 
J ock Y oung, Más allá del paradigma 
consensual: una critica del funcio­
nalismo de izquierda en la teoría de 
las comunicaciones de 11UJsm. Dolo­
res Juliano, De la desviación social 
a la cultura popular. Infonne espe­
cial Control y liberación en Amé­
rica Latina - Ponencias al III En­
cuentro de Criminología Crítica en 
América Latina, Managua 18·19 de 
septiembre de 1985. Roberto Ber­
galli, Introducción. A1essandro Ba­
ratta, Notas para una teoría de la 
liberación. Lola Aniyar de Castro, 
Orígenes, fundamentos, aportes y 
lineas. de desarrollo futuro de uno 
criminología de la liberaci6n en 
Am¿rica Latina. Massimo Pavarini, 
El sistema del derecho penal entre 
abolicionismo y reduccionismo. Ro­
berto Bergalli, Historia y proyec­
ción de la cuesti6n judicial en Am¿­
rica Latino. J eBÚs A. Muñoz Gómez, 
Apuntes para un enfoque histórico 
sobre los sistemas punitivos en Co· 
lombia. Ponencia cubana (Ramón 
de la Cruz), Sobre la cuestión crimi­
nal latinoamericana. W. Gordon 
West, El terror internacional en Ni· 
caragua. Una sentencia histórica. La 
sentencia de La Haya. Humberto 
Obregón Aguirre, Sentencia del Tri­
bunol Internacional tk La Haya y 
delito internacional. Suceso!!!. Pefec· 
to Andrés Ibáñez, Crónica de un 
conflicto anunciado. Debat ... Igna­
cio Muñagorri, Comentario a la Ley 
Orgánica 2/1986 de 13 de marzo de 
Fuerzas y Cuerpos de Sel(Uridad. 
Recensiones bibliográficas. A. Wie­
gand-Kanzaki/Shin 'ichi Minamioji 
(Hrgs.), Gewissen und soziale Kon­
trolle (in Deutschland und Japan), 
Kon~shausen Neumann, Würz­
burg 1986 (R. Bergalli). M. de Mo-
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rages (ed.), Sociología de la COmu· 

nicación de masas, editorial Gus­
tavo Gili, Barcelona 1985 (ea. ed., 
4 volúmenes). (J.L. Domínguez 
vols. I y n, H. Silveira vols. III y IV. 
M. Martín Serrano, La producción 
social de comunicación, Alianza 
Editorial Madrid 1986. (B.C. Suay 
Hemández). Información. Prowama 
de Estudios Comunes sobre Justicia 
Criminal y Criminología Crítica. 
Indices de revistas. Han colaborado 
en este No. 1. Fe de erratas. 

• Cuadernos del Centro Latinoa­
mericano de Economía Humana. 
Revista Uruguaya de Ciencias Socia· 
les. Editada por el Centro Latinoa­
mericano de Economía Humana. 
Dirección: Zelmar Michelini 1220. 
Montevideo. Uruguay. SUMARIOS: 
No. 33, Año 10-1985/1: No. 35, 
Año 10-1985/3: No. 36, Año 10-
1985/4: No. 37, Año 11-1986/1: 
Sumario del No. 33, 1985/1. Co­
municación, democracia política y 
sociedad civil, Jos¿ Luis Cmtagnola. 
Los consejos de salarios como 
experiencia de concertación, Ana 
Frega, M6nica Maronna e Yve­
tte TrochÓn. Movimientos sociales 
urbanos en Montevideo, Javier Mar· 
siglia, Enrique Piedra Cueva y Patri­
cio Rodé. Los desafíos de la histo· 
ria sindical, Carlos Zubillaga. La in­
vestigación de la política uruguaya, 
Romeo Pérez. Estados Unidos, 
América Latina y Pavlov, Wilson 
Fernánáez. Cu ía bibliográfica. Su­
mario del No. 35, año 10-1985/4. 
Artículos. Deuda Externa: Notas 
sobra la situación actual, Mabel 
Hopenhaym. Prácticas sociales in­
novativas durante el Uruguay al d ...... 

ritario. El caso de los centros de 
investigación en ciencias sociales, 
Adolfo Pérez Piera. Las políticas 
sociales en el proceso de redemocra-
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tización del Uruguay, Patricio Ro­
dé. ¿Metodología cualitativa versus 
metodología cuantitativa?, Alfredo 
ErraruJonea (h.). El problema tec­
nológico y el sistema de transferen­
cia en el m edio agrario, Miguel Vas­
sallo. Entrevistas. Edgar Morín: 
Para salir de la prehistoria del espí­
ritu humano. Aldo Solori: Las re­
gias y los riesgos del juego democrá­
tico. CrónicL Seminario In temacio­
naI "Medios de Comunicación -
Cultura - Estilos de Vida"_ Semi­
nario sobre Formulación y evalua­
ción de Políticas Sociales. Semina­
'río "Las relaciones internacionales 
de América Latina. El Uruguay en 
el contexto latinoamericano", Guía 
bibliográfica. ¿Ya mí qué me im­
porta? Algunas acotaciones. Dibu­
jos de Claudia Anselmi. Sumario del 
no. 36, 1985-4. Artículos. La polí­
tica del signo. Los códigos y símbo­
los de la épica tupamara, Francisco 
Panizza. Concertación en Uruguay. 
ExpectativaR elevadas y consensos 
escasos, Paulo Mieres. Desarrollo 
local: el caso francés y perspectivas 
de investigación en Uruguay, José 
Arocena. Las empresas transnacio­
nalea y los códigos internacionales 
de conducta. Relación entre la crisis 
y la negociación, Lincoln Bizzoze· 

ro. Historia oral ;:: la voz de los pro­
tagonistas, Carlos Zubillaga. Entre­
vistas. Héctor Béjar: Pero ante un 
nuevo ciclo histórico. Crónica. XIII 
Asamblea General de CLACSO. 
Seminario: Participación Popular. 
Gu í. bibliográfica. La criais y el 
prohlema nacional: un comentario. 
Sumario del No. 37,1986-1. Artícu­
los. El pacto social COmo instru­
mento de política económica en la 
situación actual del Uruguay, Jorge 
No taro. Los partidos políticos y la 
redemocratiza~ión del Uruguay, 
Luis Eduardo Gonzále:. La articula-

ción de la sociedad y el Estado: una 
sugerencia metodológica, Romeo 
Pérez. Hacia un servicio nacional de 
salud, Obdulill Ebole. Salud y parti­
cipación popular. Una aproxima­
ción al análisis de la organización 
poblacional, Myrillm Mitjavi/a. En­
trevista. Pablo Carlevaro: Salud, 
enseñanza y desarrollo nacional. 
Documentos. Evocación de Raúl 
Premoch. Guía bibliográfica. Dihn­
jos de FennÍn Hontou. Sumario del 
No. 39. La profesión sociológica en 
América Latina, ConferenCia de 
Alain- Touraine. Las clases sociales 
en la sociología uruguaya: un tema 
bloqueado, Alfredo Errandonea (h). 
Democratización en Uruguay: dis­
yuntivas para la izquierda, Pablo 
Mieres. Participación y movimien­
tos sociales. Notas sobre un debate 
concepblal y sus consecuencias po­
líticas, José Luis Castagnola. Evolu­
ción de precios e ingresos 1985-
1986, Pablo Mortíne: Bengochea y 
Alicia Melgar. Política económica 
en la encrucijada. Cuatro incuIBio­
nes entre teoría y realidad, José Pe­
dro Alberti. La Conferencia del 
GATT: los actores y sus máscaras, 
Carlos Luján. 

• Revista Jurídica. La REVISTA 
]URlDICA es una publicación 
periódica de la Asociación Acadé­
mica de la Facultad de Derecho. 
Faculdade de Direito de Lisboa 
que tiene por objetivos funda· 
mentale.: divulgar y desarrollar la 
cultura_ jurídica, estimular la inves­
tigación científica en sentido crí­
tico del Derecho y dignificar la 
imagen de la Facultad de Derecho 
de Lisboa y de su Asociación Aca­
démica. 

La REVISTA JURIDICA se 
publicará cada tres meses exis­
tiendo la posibilidad de editar nú­
meros extraordinarios. La revista 
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tiene un Director, un Cuerpo de 
Colaboradores Pennanentes y una 
Comisión de Lectura. 

La correspondencia debe ser en­
viada al domicilio siguiente: RE­
VISTA JURlDICA- A880cia~ao 
Académica da Faculdade de Direito 
de Lishoa, Alameda da U~iversida­
de, 1699 Lishoa_ 

SUMARIOS DE LAS RE:VIS­
TAS RECIBIDAS, No_ 1 OUT.! 
DEZ_ 1982, RUI CARLOS PEREI­
RA: "Crimes de mera actividade"o 
ANTONIO COLACO CANARlO: 
"O Penhor de Créditos e a eficácia 
externa das Obrig~óes"o ADOLFO 
DI MAJO: "Propostas para o lan~a­
mento de um discurso teórico sobre 
o "uso alternativo" do direito pri­
vado". VITALINO CANAS: "for­
ma de Governo semipresidencial e 
auas caracterÍsitcas. Alguna aspec­
tos". VASCO G UIMARAES: "Al­
gunas notas sobre o Recurso Hierár­
quico", NICOLAS MOUSSIS: "A 
política monetária da Comunidad e 
Económica Europeia". PHILIPPE 
DUMAS: "Um instrumento de aná­
lisis para as Finan¡;as Públicas: o 
canceita de Despesas Fiscais", No. 
2. OUT./DEZ. 1983: ALESSAN­
DRO BARATTA: "Dogmática pe­
nal e criminología". ANTONIO CO­
ELRO DE BARROS: "Sohre os cri­
mes omissivos em especial o dever 
de agir nos crimes omissivos impró­
prios". COMENTARlO AO ACOR­
DAO DO S.T.J. DE 14/1/82. AN­
TONIO CARCIA PERITA: "Despe­
dimentos tácitos e despedimentos 
indirectos". MARGARIDA SIL VA 
PEREIRA: "A protec~ao dos direi­
tos, leberdades e garantias dos cicla­
daos pela Ordem Jurídica das Co­
munidades Europeias". TERESA 
CARREGUEIRO, PAULA SOUSA 
SILVA, MARGARlDA RIBEIRO: 
"O regime legal das Empresas Pú-
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blicas". No. 3 JAN.!FEV. 1984: 
ANTONIO MONTEIRO FERNAN­
DES: "A recente evolu~áo do Direi­
to do trahalho em Portugal. Ten­
dencias e perspectivas", JOS E PE­
DRO FAZENDA MARTINS: "Sub­
sidios para o prohlema do valor pro­
batórico do auto de notÍcia e 
da sua constitucionalidadeo" AN­
TONIO VITORlNO: "O Sistema de 
Governo na Constitui~áo Portugue­
sa de 1976 e na Constitui~¡¡o Espan­
hola de 1978". ARMINDO RIBEI­
RO MEND¡;;S: "Recurso para o Tri­
bunal Constitucional: pressupos­
tos". MARIA LEONOR DA CUN­
HA TORRES: "O Imposto de 
Transac~oes sobre as presta¡;oes de 
selVi~os". JORGE OLIVEIRA: "Da 
vigencia do D.L. No. 619/76. No. 4 
MAR./MAI. 1984: JORGE CAR­
LOS FONSECA: "Ciencias Juídi­
cae "o A releváncia negativa da cauea 
vitual ou hipotética na reeponsabili~ 
dade civil". TERESA PIZARRO 
BELEZA: "Autoritarismo, corrup­
¡;ao e inusti~~a nos países do "Ter­
ceiro Mundo". JOSE LAMECO: 
"Ciencias Jurídico-Políticas" "Ra­
zao e argumenla~ao ". MARIA LU­
CIA A. AMARAL: "A execu~ao 
dos actos administrativos no Proje~ 
to de Código de processo Adminis­
trativo Gracioso". JOSE LUIS SAL­
DAHA SANCRES: "Ciencias Jurí­
dico-Económicas" "O imposto 
complementar como imposto de 
rendimento". VASCO GUIMA­
RAES: "A economia paralela"o No. 
1 JAN/MAR. 1985 Nova Série: 
BRAS TEIXEIRA: "Evoc~iio de 
António José Brandao." CON eA­
LO DE ALMADA: "Tópica e dia· 
léctica em Aristóteles". JOSE PRE­
TO: "A patrística e o horizonte de 
uma concep~ao de lei". TEIXEIRA 
PINTO: "As doac;Oes para casamen~ 
lo na história do Direito ". LABO-
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RINHO LUCIO: "Sobre a apli~áo 
do Direito". GARCIA PEREIRA: 
"Publicac;ao de Alega4toes" "A inu­
tiliz~áo prática do Direito". VAS. 
CO V ALDEZ: "A nova lei das Fi· 
nan~as Locais". DIAS DA SILVA: 
"A Lei de Impresa e o anteprojecto 
de lei". TEXTOS DE TRABALHO: 
JOSE PRETO: ''Entrevista de J.B. 
Duroselle". JORGE FERREIRA: 
"A fase g,racÍos8 do proceBso 1', JOR. 
G E SIMAO: "A ratifica~áo dos de· 
cretos-lei". No. 2 e 3 ABRILflUN­
HO. JULHO/SETEMBRO 1985: 
ADRIANO MOREIRA: "Sómbolo 
da JUSti'-;8 e do Direito" 'VA teia e 
as pequenas potencias (Teologia da 
Liberta~áo)". RICARDO LEITE 
PINTO: "A Comunic~áo Política". 
GONCALO PORTOCARRERO DE 
ALMADA: 'Técnica Jurídica e Fi­
losofía do Direito ". PEDRO BAR· 
BAS HOMEM: "Código de Napo. 
leao em Portugal ". FERNANDO 
LUSO SOARES: "Prerrogativas pro­
CesS8UaiS do M. PUbico", ANTO­
NIO GARCIA PEREIRA: HA crise 
e o Direito do Trabalho ". VICTO· 
RINO PESQUITA: "D esenvolvi· 
mento regional". TEXTOS DE 
TRABAJO: J. PRETO: "Compre. 
ensao da Pena e do Direito". PAU­
LO PULIDO ADRAGAO: 'Tres 
Teorias da Constitui~áo de 1976". 
MARCOS WACHOWICZ: "Direito 
de Asilo". VASCO BRANCO GUI· 
MAMES: "Afixa~ ao d. matéria 
colectável. Contribui~áo industrial 
(Grupo B)". No. 4 OUT./DEZ. 
1985: DIREITO PENAL: RAUL 
SOARES DE VEIGA: "Sobre o 
Homicidio no novo Código Penal. 
Do Concurso Aparente entre Homi­
cidio Qualificado e Homicidio Privi­
legiado". IGNACIO DE LA MATA, 
JESUS PUEYO, ROBERTO O· 
CHANDIO: ''El Sistema Peniten· 
ciário Español en la Realidad Ac-

tual". TEORIA DO DIREITO: JO· 
SE LAMEGO: "Discussáo sobre os 
Principios Jurídicos". DIREITO 
CIVIL: JOSE AUGUSTO Hll.A· 
RIO RODRIGUES: "O Instituo da 
"Usucapio Lihertatis" no Direito 
Civil Portugues". DlREITO COMU· 
NITARIO: VITALINO CANAS: 
"OIVamento Comu~tário: PrincÍ­
pais Probleas". JOSEP DURAN 
LEIDA: "El papel de España en las 
Comunidades Europeas y en las Re­
laciones de Europa con la América 
Latina". DIREITO FISCAL: V AS­
CO BRANCO GillMARAES: "Ain· 
da sobre a fix~¡¡o da matéria colee· 
táve! Contribui~¡¡o Industrial (Grupo 
b). PECAS FORENSES: JOSEME· 
NERES PIMENTEL: "A1ega9ao 
para O Dupremo Tribunal de Justi9a 
(Contrato de Empreitada). No. 5 
JAN./MAR. 1986: DIREITO CI­
VIL: KARL PRELHAZ NATSCHE­
RADETZ: "A Responsabilidade do 
Terceiro Cúmplice". DIREITO 
PROCESSUAL CIVIL: RUL SOA­
RES DA VEIGA: "O Efeito Sus­
pensivo no Agravo de Segunda Ins· 
tancia". DIREITO DO TRABAL· 
HO: ROSARIO PALMA RAMAL­
HO: "Greves de Maior PrejuiÍzo". 
DIREITO CONSTITUCIONAL: 
ANTONIO COSTA: "A Natureza 
Jurídica do Mandato Parlamentar". 
PECAS' FORENSES: Acórdao do 
Tribunal Constitucional (Medi9ao 
de velosidae por radas - inconstitu· 
ciona1idade da atribu9 ao de valor 
de auto notícia). No. 6 ABRIL/ 
JUNHO 1986: DIREITO PENAL: 
JOSE DE SOUSA E BRITO: "So­
bre a Amnistia ". DIREITO PRO CE· 
SSUAL PENAL: JOSE DE SOUSA 
E BRITO: .,'0 Conceito de Pena 
Maior". TEORIA DO DIREITO: 
JOSE LAMEGO: "Jurisprndilncia 
Henneneutica ". DIREITO CIVIL: 
PAULO SOUSA MENDES: "A 
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Garantia Geral des Obriga~óes". 

DIREITO PROCESSUAL CIVIL: 
AL VES BRANCO: "Considera~iies 

a Margem da Reforma do Código de 
Proce88o Civil". ANTONIO JOSE 
LATAS: "Arresto". DlREITO IN­

TERNACIONAL PUBLICO: MA­
RIA ANDRADE ESTEVES: "O 

SEPARATAS 

• Remarques sur les Presupposes 
du Positivisme et du Jusnauualisme 
Concemant la Societe. Por Philippe 
Gérard. Bruxelles. Sumario: 1. Pré­
supposés Positivistes et Jusnarura­
listes Concernant la Société. 1. Le 

LIBROS 

• Céntro de Investigación y Educa­
ción Popular CINEP. Serie Contro­
versia No. 137. Controversia es una 
serie editada por el Centro de 
Investigaeión y Educación Popu­
lar -CINEP- destinada al análisis 
de temas coyunturales colombianos 
y latinoamericanos. Editorial CI­
NEP. Carrera 5a. No. 33A-08. 
Bogotá, D. E. Introducción. I. Ta­
maño de Estado. 1.1 Gasto. 1.2 Sa­
larios. 1.3 Empleo. 1.4 Conclusio­
nes. n. Evolución del empleo pú­
blico. 2.1 Visión global de la diná­
mica del empleo estatal. 2.2 La 
evolución del empleo público y los 
cambios en el proucto interno bru­
to. 2.3 La evolución del empleo 
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Indivídllo como Sujeito de Direito 
Internacional Público ". DlREITO 
COMUNITARIO: MARIA LUISA 
DUARTE: "A Teoria do Acto 
Claro e o Art. 177 do Tratado 
C.E.E.". PECAS FORENSES: FRE­
DERICO ISASCA: "Senten~a do 
30. Juízo Criminal ~ Homicídio 
(comentario) ". 

Positivisme Légaliste et Etatiste. 2. 
Les Doctrines du Droit N ature!. II. 
Critique des Présupposés du Jusna­
turalisme et du Positivisme. nI. Les 
Perspectives d 'une Thérorie Criti­
que du Droit. 

público por finalidades. 2.3.1 Edu­
cación. 2.3.2 Servicios públicos 
generales. 2.3.3 Sanidad y salud. 
2.3.4 Otros sectores. 2.4 La evolu­
ción del empleo público por niveles. 
2.5 Conclusiones. III. Empleo y 
gasto. 3.1 Fiscalistas y monetaris­
!as: dos formas de instnImentalis­
mo. 3.2 Naturaleza y función del 
estado capitalista. 3.3 Empleo, gas­
to y situación fiscal. 3.3.1 Empleo 
y gasto del Estado. 3.3.2 El carácter 
de clase de los funcionarios. 3.3.3 
Trabajo productivo e improductivo 
de los empleados estatales. 3.34 
Conclusión. 3.4 Las funciones del 
Estado. Notas. Referencias biblio· 
gráficas. 
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• Centro de Investigación y Educa. 
ción Popular CINEP. Serie Contro. 
versia No.. 138·139. Contenido. 
Introducción. 1. La reivindicación 
urbana a llivellocal: PaBOs y luchas 
cívicas. Cómo se hicieron los paros 
o la creatividad reivindicativa de los 
colombianos, El juicio de la gran 
prensa. Algunas hipótesis sobre el 
auge de la protesta urbana. n. La 
reivindicación urbana a nivel regio~ 
na!. 1. Tras el rescate del papel del 
pueblo en los jalones de la historia. 
Movim.iento Cívico Popular C:omu­
nero. Santander. Documento Plata­
forma programática del Movimiento 
Cívico Popular Comunero. Abril 
20·22/1979. 2. En búsqueda de 
mecanismos de gestión alternativa. 
Comités de Planeación y Desarrollo 
del Sarare. 3. Ensayo de democracia 
directa contra la comercialización 
de un .servicio público. 4. En bús­
queda de una alternativa política 
regional. Movimiento Cívico Popu­
lar por Nariño. Documento. Carta 
abierta del pueblo de Nariño a! Pre· 
sidente de Colombia. 5. El grito de 
una etnia despojada. Movimiento 
Sons oí the Soil -S.O.S- "Hijos 
Raizales". San Andrés y Providen­
cia. 111. La reivindicación urbana a 
nivel nacional. Reivindicaciones. 
IV. Elementos de lectura del movi· 
miento reivindicativo urbano. l. 
Elementos que se revelan en una 
lectura de conjunto. 2. Cómo carac­
terizan estas prácticas. Inconclusión. 

• Naturaleza y Derecho en lean 
Jacques Rousseau, por Feo. Javier 
Caballero Harriet, Servicio Editoria! 
de la ,Universidad del País Vasco, 
Bilbao 1986. Indice. Introducción. 
Primera Parte. Sección Primera. 
ROll8seau: un gran problema visto 
desde la óptica de las -obras genera­
les. Capítulo 1. Rousseau: el pro· 

blema. Capítulo n. "Philo80phe en 
sentido francés". Capítulo IlI. 
¿"Ilustrado ", "Iluminista n, "Natu­
ralista ", "Romántico"? Capítulo 
IV. Rousseau yel Derecho natura!. 
Sección Segunda. Del análsis del 
problema a partir de estudios mo­
nográficos: Las incógnitas del pro­
blema. Capítulo 1. Las mil y una 
caras de Jean Jacques. Capítulo II. 
Interés por el mito, el lenguaje ima­
ginario, novelesco. Capítulo III. Del 
fantasma del fraude a! Second Dis· 
cours o principios del sistema. Capí­
tulo IV. Las fuentes del Second Di .. 
cours. Segunda Parte. Sección Pri· 
mera. Aapectos del método. Capí. 
tulo 1. Rousseau, el hombre de la 
naturaleza qu e vive en sociedad: 
fusión sistemático-existencial. Capí­
tulo n. La Biblia como estructura 
del Second Discou1'8. Sección Se­
gunda. Aapectos de la Historia. Ca· 
pítulo 1. Rousseau y la Historia. 
Capítulo 11. Rousseau frente a la 
Historia: Visión negativa. Capítulo 
111. La ''necesidad H como motor de 
la Historia. Capítulo IV. Análisis 
histórico.antropológico del Second 
Discours. Tercera Parte. Sección 
Primera. Aspectos de la antropolo. 
gía: del físico del hombre rousseau­
niano. Capítulo 1. Rousseau y Buf· 
fon: diferencias e identificación. 
Capítulo n. El conocimiento del 
hombre. Sección Segunda. Aapectos 
de la Antropología; De lo moral del 
hombre rousseauniano. Capítulo 1. 
Rousseau y Condillac: Diferencias e 
identificación. Capítulo n. "Las 
ideas animales": el instinto. Capítu­
lo III. Las ideas humanas: la libero 
tad y la perfectabilidad. Capítulo 
IV. El entendimiento. Cuarta Parte. 
Capítulo 1. El derecho natura! y la. 
diferentes concepciones de la "Na­
turaleza del hombre". Capítulo n. 
Actitud crítica frente al iusnatura-

-~,,-r 
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lismo de las diferentes épocas. CapÍ­
rulo III. Objetivos prácticos de la 
crítica iusnaturalista. Capítulo IV. 
Los dos principios anteriores a la 
razón. El "amor de sí" y la ''pie­
dad". Capítulo V. Un Derecho na· 
tural asentado en la bondad. Bibio· 
grafía. 

• América Latina: Relaciones fu­
temacionales y Derechos Humanos, 
por Lo;" Díaz Müller, FondodeCul­
tora Económica, México, 1986. In­
dice. 
Presentación. Introducción. Primera 
Parte. Integración, paz y de.arrollo. 
I. Desarrollo político y económico 
en América Latina. Estilos de desa­
rrollo en América Latina durante la 
posguerra: los desafíos de la década 
de los ochenta. Introducción. I. El 
proyecto político y lo. modelo. de 
desarrollo. 11. El E.tado y el desa· 
rrollú latinoamericano: 1945 a la 
fecha. Proyectos políticos y estilos 
de desarrollo en América Latina du­
rante la posguerra: los desafíos de 
la década lo. ochenta. III. Notas 
sobre la sociedad internacional. IV. 
Necesidades básicas y nuevo orden 
internacional: el Estado nacional 
popular. V. Conclusiones. 11. Amé­
rica Latina: notas sobre integración 
y derecho de la paz. Introducción. 
1. Derecho de la paz y política mun· 
dial. JI. El surgimiento del Si.tema 
Económico Latinoamericano (SE­
LA). III. Lo. orígenes del Sistema 
Económico Latinoamericano. IV. 
Notas para un Derecho de la paz. 
111. Integración de la democracia: 
base para la negociación económica 
de América Latina. Introducción. 
Conclusione •. Segunda Parte. Amé· 
rica Latina y los derechos humanos. 
IV. Actores transnacionales y dere­
chos del hombre. 1. El contexto hi.· 
tórico-metodológico. JI. Los pode-
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res privados y los derechos del hom­
bre. lIt Concepto y definición de 
las empresas transnacionales. Crite­
rios de clasificación. IV. Las empre­
sas transnacionales: actores políti­
cos y derecho. del hombre. V. Em· 
presas transnacionales y derecho del 
hombre: control y espacios de pro­
tección. Conclusiones sobre empre­
sas transnacionales y derechos del 
hombre. A. Empresas maquiladoras 
en la frontera mexicana y derechos 
del hombre. B. La Internacional 
Telephone and Telegraph (ITT) y 
su intervención política en Chile, 
VI. Grupo. de presión y derecho. 
del hombre. La acción invisible. 
Conclusiones provisorias respecto 
a los grupos de presión y los de­
rechos del hombre. V. América 
Latina en la poUtca internacional 
de ''pax fría ': Introducción. I. La 
caracterización del sistema interna­
cional de ''pax fría". n. Los siste­
mas actuales de dominación de 108 

Estados Unidos en América Latina. 
III. El Sistema Económico Latino· 
americano, como proyecto de fu­
turo. VI. Las empresas multinacio­
nales latinoamericanas y el nuevo 
orden internacional. Concepto y 
desarrollo de empresas multinacio­
nales latinoamericanas. Anteceden­
tes. Las bases para un estatuto 
general de empresas multinaciona­
les latinoamericanas: aproximación 
preliminar. El SELA, las multi· 
nacionales y el orden político in­
ternacional. Empresa multinacional 
latinoamericano. América Latina 
y el orden político económico in­
ternacional; algunas conclusiones. 
VII. Las Naciones Unidas y los de­
rechos humanos. Introducción. Los 
derechos del hombre son patrimo­
nio común de la humanidad. 1. Los 
derechos civiles y políticos. II. Los 
derechos económicos, sociales y 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1988, Centro de Investigaciones y Docencia en Ciencias Políticas, UAP



282 

culturales. III. Las Naciones Unidas 
y los derechos del hombre: 1945· 
1966. IV. Los derechos de solida­
ridad o derechos de la tercera gene­
ración: el Derecho de la paz y el 
nuevo orden internacional. V. La la­
bor de la ONU en la década de los 
ochenta. Proposiciones sobre UDa 

metodología estructural. Conclu­
siones. 
VIII. La paz en América Latina y el 
nuevo orden internacional. 1. Paz y 
guerra. n. La paz en la era nuclear. 
III. El pacto de paz es el nuevo 
orden internacional. IV. Un mundo 
de paz. V. Es posible la utopía. VI. 
Derechos humanos y nuevo orden 
internacional. VII. ¿Hacia un dere­
cho de paz? VIII. Pacem in Mari· 
bus. IX. Nuevo Orden y desarrollo. 
X. Algunas proposiciones. XI. Nota 
final. 
IX. Los pueblos y los derechos 
humnnos. Introducción. 1. Evolu­
ción del concepto "derecho de 
rebelión". 1. Consideraciones ge­
nerales. 2 Noción histórica, jurídi­
ca, p'sicológica y ética de la idea de 
rehelión. 11. El derecho de rehelión 
como derecho de los puehlos: la 
perspectiva de 108 derechos huma­
nos. III. Notas sohre el derecho de 
rehelión en América Latina. IV. 
Conclusiones. 
X. Sistema Latinoamericano: de­
rechos humanos y nuevo orden 
internacionaL Introducción. l. El 
desarrollo de América Latina y los 
procesos de integración; el olvido 
de los derechos del homhre. TI. 
Sistema Latinoamericano y orden 
económico regional. nI. América 
Latina: la nueva forma de inserción 
al sistema internacional. IV. Amé­
rica Latina: zona de paz. El de· 
rrumbe del sistema interamericano. 
V. El Eatado nacional popular y los 
derechos humanos. VI. N llevo or-

den internacional y derechos hu· 
manos. VII. Siete ideas para el año 
2000. 
Xl. El Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. Breve nota 
sobre los conglomerados transnacio­
nales. Introducción. l. Legislación 
sobre derechos humanos y empresas 
transnacionales. 11. El Sistema Inte· 
ramericano y los derechos humanos. 
111. La Conferencia Interamericana 
y los derechos humanos. IV. Proto· 
colo de Buenos Aires. V. Balance 
crítico del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos. Tercera Par­
te. Relaciones Internacionales de 
América del Sur: el conflicto por 
las Malvinas. Introducción. L El pa­
norama sudamericano signos de de­
mocracia. 2. El Atlántico Sur: zona 
potencial de conflictos en la región 
antártica, Islas del Canal Beagle y 
el futuro de las Islas Malvinas. 
3. El conflicto por las Islas Malvinas 
y sus efectos internos. El discreto 
encanto de una invasión. 4. Efectos 
de la guerra. La crisis del Sistema 
Interamericano hacia un poder lati­
noamericano de naciones; Conclu­
siones. XlII. La Uni6n Soviética y 
América del Sur: problema. y ten­
dencm. Nota introductoria. 1. La 
política exterior estadunidense y 
soviética desde el proceso de disten­
sión. 2. La política soviética en 
América del sur. 3. A modo de COD~ 
clusión: ensayo de caracterización 
glohal. Conclusiones. Relaciones 
internacionales de América Latina 
y derechos humanos. Cuarta Parte. 
Proyecto de Declaración de Quito 
y Plan de Acción. Declaración de 
Quito. l. Deuda Externa. a) Crite­
rios básicos; b) Intercambio de in­
formación y asistencia técnica. 2. 
Mecanismos de apoyo a la expan­
sión del comercio intrarregional. a) 
Fortalecimiento de los mecanismos 
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de compensaclon; h) Mecanismos 
de apoyo financiero al comercio 
intrarregional. 3. Relaciones eco­
nómicas internacionales. a) Siste­
ma monetario y financiero; b) 
Comercio; c) Financiamiento del 
desarrollo. 11. Comercio. 1. Com­
promiso sobre restricciones no aran· 
celarlas al comercio intralatinoame· 
ricano. 2. Incremento del intercam· 
bio de bienes y servicios entre los 
países latinoamericanos y del Ca· 
ribe. a) Preferencia arancelaria 
regional latinoamericana; b) Nego­
ciaciones comerciales; c) Compras 
estatales; d) Medidas proteccionis­
tas y discriminatorias aplicadas a 
las importaciones latinoamericanas; 
e) Intercambio compensado y acuer· 
dos de complementación económi· 
ca. 3. Acciones para promover el 
comercio intrarregional. lII. Seguri. 
dad alimentaria regional. IV. Coo­
peración energética. V. Servicios. 
AnexO& Bale! para una e!trategia 
de !eguridad e independencia eco· 
n6mica de América Latina. A. El re­
fuerz.o de la seguridad económica 
colectiva de América Latina. B. El 
Perfeccionamiento de la coopera­
ción económica. 1. Las posibilida· 
des de revisar las relaciones comer-­
ciales de la region. 2. La necesidad 
de fortalecer la cooperación en 
otras áreas para facilitar el incre· 
mento del comercio intrarregional, 
3. El potencial de colaboración en 
otras áreas. C. El papel del SELA en 
la concertación y ejecución de una 
estrategia de seguridad, cooperación 
e integración económica regionales. 
Baae! para una re.pue!ta de Amén· 
ca ÚJtina a la cri!i& económica in· 
ternacional. 1. Naturaleza y alcance 
de la crisis económica de América 
Latina. A. La crisis internacional. b) 
La transmisión de la crisis interna· 
cional hacia América Latina. lI. Las 
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irregularidades de los ajustes en cur· 
80 y la necesidad de un enfoque al­
ternativo. A la naturaleza de los 
ajustes en curso. B. Hacia un enfo-­
que alternativo. 1I1. La acción ínter· 
nacional deAmérica Latina ante la 
crisis del endeudamiento externo. 
A. La culminación de un ciclo del 
financiamiento externo regional. l. 
Deuda externa y crisis de balance 
de pagos. 2. Los acuerdos de refi· 
nanciación. B. Nuevas consideracio-­
nes para la reestructuración de la 
deuda externa. C. El esfuerzo de la 
capacidad operativa de las organiza· 
ciones internacionales de financia· 
miento y de la liquidez internacio· 
nal. D. Las políticas internas y con· 
dicionalidad del apoyo internacio· 
nal. E. La necesidad de una acción 
regional coordinada en materia fi~ 
nanciera. IV. El refuerzo de la coo· 
peración e integración regionales. A. 
La evolución reciente de los proce· 
sos de integración. B. El imperativo 
de la integración y cooperación 
regionales en la hora actual. C. 
Defensa y expansión del comercio 
intrarregional. D. La cooperación 
financiera. E. La cooperación en 
materia de alimentos, energía y 
transporte. F. La cooperación intra· 
latinoamericana con Centroamérica 
y el Caribe. G. La falta de articula· 
ción del sistema institucional lati· 
noamericano. V. La concertación 
regional ante los problemas del 
comercio internacional. A. Forta· 
lecimiento del poder negociador de 
América Latina. B. Acciones en los 
foros multilaterales y bilaterales. 
C. La necesaria diversificación de 
mercados para las exportaciones 
latinoamericanas. D. La coopera· 
ción con otras áreas en vías de 
desarrollo. VI. Los desafíos de la 
crisÍs y una nueva modalidad de 
desarrollo. El compromiso de Santo 
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Domingo. Declaración de Santa 
Cruz de la Sierra. 1. Características 
de la crisis. 2. Hacia una nueva 
opción de desarrollo. 3. Nuestra 
opción de ajustes. 

• Etnia Y Represión Penal, por 
Francisco Bailón Aguirre. Editorial 
ClP A. Lima Perú, 1980. El vigente 
Código Penal de Perú establece 
una punición diferenciada según 
el origen étnico-cultural de quienes 
califica como "civilizados" "indi· 
genas semicivilizados" o "salvajes ". 
No se trata de una calificación 
arbitraria, ella responde a una vieja 
necesidad de 108 mecanismos de 
control empeñados en la cOnstrllc· 
ción de sujetos específicos de 
represión. El indigena es uno de 
esos sujetos. Encajado en un pseudo 
discurso ao troplógico que separa la 
razón de instinto, cultura de natu­
raleza y civilización de salvajismo, 
él será castigado teniendo como 
objetivo transfonnarlo en "civiliza­
do '~. En ese intento en que se han 
aliado docrinas, legislación y juris­
prudencia la raigambre. jus natural 
del sistema penal se delata al asu­
mir que la pertenencia a Occidente 
impone invÍvita una ética de lo 
ilegal. Consecuentemente, la varie~ 
dad pluriétnica es considerada co­
mo un modo de desorden social 
al que debe desterrarse. En este 
libro se muestran algunas ligazones 
entre una sociedad teñida por las 
diferencias étnico-culturales y un 
sistema centralizado de represión 
penal que intenta hacerles desapa­
recer. INDICE: Introducción. I. 
Cuestiones Teóricas. 1. Antropo­
logía. 2. Represión e Ideología. 
3. El Proceso Penal como lugar de 
Encuentro. n. Represión Penal. 
4. Administración de Justicia. 5. 
Modalidad Resolutoria. 6. La An· 

tropología del Código Penal Pe· 
ruano. nI. La Construcción JUlis­
prudencial del Hombre Indígena. 
7. El Semicivilizado. 8. La Tradi· 
ción y la Cultura en la Construc­
ción Jurisprudencia!. 9. El Carác· 
ter de lo Delectivo. La Alternativa . 

• Direíto Penal, por Teresa Pizarra 
Belez.. hnpre.... N. A.A.F.D." 
Setembro de 1983. V olumenes I y 11. 
lo. V olume. Sumario 
1. Questóes relativas a defini~íío de 
direito penal. Principios gerais Di· 
reíto penal e direito disciplinar. 
Direito penal, contraven~oes e di­
reito de mera orden~ao social. Di· 
reito penal militar. Crirnes políti. 
cos. Direito penal internacional. 
2. Criminologia. 3. Fins das penas. 
4. Teoria da lei pena!. História. Le­
galidade. Fondes. PreciMo. Aplica. 
~¡o no tempo. Interpreta~¡o. Con­
curso de normas. Ambito territorial. 
Ámbito pessoal. 
20. Volume. Sumario Teoria geral 
da infracc;:ao ~riminal 
5. Introdu~íio. 6. Evolu~íío histórica 
recente da teoria da infracc;ao: do 
sistema clássico liszt-beling a dog­
matica pOs-finalista. 7. A acc;:ao. 
8. O tipo. 9. A ilicitude. 10. A 
culpa. 11. A punibilidade. 12. A 
tentativa e o crime fnIstado. 13. 
Autoria e participa~áo. 14. Os 
crimes omissivos. 15: Os crimes 
negigentes. 16. A medida da pena· 
ero especial o concurso de in­
frac~oes e chamado crime con­
tinuado. 

• Aconteceu ma Just~¡, domicilio; 
Rua Tobias do Amaral, 99, CEP: 
22241, Río de Janeiro. Summo 
"Notitia criminis". Comentários. 
Dos documentos anexos a "Notitia 
criminus. Comentários. Promoc;ao 

---~--------~-- ---~. 
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da procuraduria. Comentári08. Re­
querimento ao procurador geral da 
repüblica. Comentários. Documen­
tos juntados por José Samey. Co· 
mentári08. Relatorio e acordao. Co­
mentários. 

• Droit du Travail, Démocratie et 
Cri..,. En Europe Occidental e et en 
Amérique. Canada, Espagne, États­
Unis d'Amérique, France, Grande 
Bretagne, Italie, Mexique, Pérou, 
République Fédérale d'Allemagne. 
ES8ai comparatif sous la direction 
de Antoine Lyon-Caen et Antoine 
]eammaud. TABLE. lntroduction. 
France. Antaine Jearnmaud et An­
taine Lyan-Caen. Espagne. Manuel 
Carlos Palo me que Lopez et Luis 
Enrique De la Villa Gil. Grande· 
Bretagne. Sheldon Leader. Grece. 
Yota Kravaritou-Manitakis. ltalie. 
Giorgio Gb".; et Umberto Romo· 
gnoli. République fédérale d'A1le· 
magne. Bertram MicheL Canada et 
Québec. René Laperriere. Etata­
Unis. René Laperriere. Mexique. 
Graciela Bensusan. Pérou. Jorge 
Rendón Vásquez. 

• Archivo "Salvador Allende". 15 
volúmene8. La más completa fuente 
para el estudio de la vía chilena al 
socialismo: 1970·1973 y del pensa· 
miento y trayectoria de su principal 
protagonista Salvador Allende Gos· 
sens (1908.1973). 1. Salvador A1len· 
de: América Latina un pueblo con­
tinente. Discursos-conferencias. Pre­
sentación: Alejandro Witker. Prólo-" 
go: Pablo González Casanova. 2. 
Salvador Allende: las tareas de la 
juventud. Discursos-mensaje. Prólo­
go Alfonso V élez Pliego. 3. Salva· 
dor Allende y Estados Unidos: la 
ClA y el golpe militar de 1973. Gre· 
gorio Selser. Prólogo: José Miguel 
lnsulza. 4. Salvador Allende: una 
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vida por la democracia y el socialis­
mo. Biografía-imágenes bibliografía. 
Prólogos: Socorro Díaz y Anselmo 
Sule. 5. Salvador Allende: rumbo 
de liberación. Discursos-documen­
tos. Prólogo: Manuel Rodríguez. 6. 
Salvador Allende: el Partido Socia· 
lista. Discurso&entrevistas-mensajes. 
Prólogos: Ricardo Núñez y Bugo 
Zemelman. 7. Salvador Allende: la 
vía chilena al socialismo. Mensajes 
al Congreso Nacional-discursos-en­
trevístas. Prólogos: Clodomiro Al· 
meyda y Jorge Arrate. 8. Salvador 
Allende: los trabajadores y el go· 
bierno popular. Prólogo: Rolando 
Calderón y Víctor 11. Gac. 9. Salva· 
dor Allende y el gobierno popular; 
revolución y contrarrevolución. Dis­
cursos-análisis-documen tos Libio­
grafía. Prólogo: Galo GÓmez. 10 .. 
Salvador Allende y el proceso chi. 
leno: crítica y autocrÍtica. Refle­
xiones-polémica-bibliografía. Prólo­
go: Amoldo Martínez Verdugo. ll. 
Salvador Allende: frente al mundo. 
Discursos-documentos-mensajes. 
Prólogo: Francisco Fernández. 12. 
Salvador Allende: la revolución cu­
bana. Discursos-documentos. Pró­
logo: José L. Barcárcel. 13. Salva· 
dor Allende cercano. Familia-ami­
gos-colaboradores. Prólogo: Gon­
zalo MartÍnez Corbalá. 14. Los días 
del presidente Allende. Cronología 
de Gregorio SeIser. Prólogo: Ricardo 
Lagos Escobar. 15. Salvador Allen· 
de y la solidaridad internacional 
con Chile. Crónica-testimonios·do­
cumentos. Prólogo. Hugo Miranda. 
Suscripciones de solidaridad. 15 
volúmenes. México: 100,000 pesos. 
Exterior: 280 dólares USA (envío 
aéreo) 2 Norte No. 1006. Apartado 
1343. Pueblá, México. 

• La filooofí. del derecho argen. 
tino actual: Autor: Manuel Atienza. 
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Ediciones DEP ALMA Buenos Aires. 
Prólogo del Dr. Francisco M;ró Que· 
sada. En la Nota Preliminar el autor 
describe su obra de la siguiente 
manera: '1>or 'Filosofía del derecho 
argentina contemporánea' entiendo 
la que va desde el final de la segun· 
da guerra mundial hasta 1976. Esta 
última fecha, en principio puramen­
te casual, es, sin embargo, altamen­
te significativa (y, curiosamente, 
tanto para España como para Ar­
gentina, aunque por diferentes mo­
tivos). El cambio político sobreve­
nido entonces en el país del Plata 
marca el final de una brillante etapa 
en los estudios de filosofía del dere· 
cho, y el inicio de una nueva cuya 
principal característica podría ser el 
que una parte muy significativa de 
la producción jusfilosófica argen­
tina se realiza ahora fuera de sus 
fronteras. Al mismo tiempo, en es­
tos últimos años ha tenido lugar un 
resurgimiento de las corrientes más 
tl'adicionales, que 800, precisamente 
a las que menos atención presto en 
mi trabajo". INDICE. Nota preli. 
minar. Prólogo del Dr. Francisco 
Miró Quesada. 1. Introducción. 1.1. 
Aproximación histórica a la reali­
dad argentina. 1.2. Panorámica ge· 
neral de la filosofía del derecho en 

la Argentina. 2. Filosofía del dere· 
cho fenomelógica y existencial. 2.1. 
Carlos COlSio y la teoría <egológica 
del derecho. 2.2. El magisterio de 
Ambrosio L. Cioja. 2.3. Sebastián 
Soler. Defensa de la dogmática jurí· 
dica 2.4. utros repre,entantes de la 
jusfüosofía fenomenológica o exi .. 
stenciaL 2.4.2. La fenomenología 
existencial de Jo.é M. Vüanova. 
3. Filosofía del derecho analítica. 
3.1. Jusanalítica de inspiración lógi· 
co-formal. 3.1.2. Ricardo Cuibourg 
y otros. 3.2. Jusanalítica dellengua. 
je ordinario (filosofía lingüística). 
3.2.1. Cenara R. Corrió. El derecho 
y los lenguajes naturales. 3.2.2. Ro­
berto Vernengo. Hacia una teoría 
general del derecho. 3.2.3. Ernesto 
Garzón Valdés. La crítica a la "na­
turaleza de la cosa .. 3.24. Edoordo 
RaboSli. Filosofía anal/tica y fü080. 

fla moral 3.2.5. Antonio Martino. 
El problema de la definición. 3.2.6. 
Luis Warat. Semiótica y derecho. 
3.2.7. Carlos Nino. Hacia una nueva 
ciencia del derecho. 3.2.8. Otros 
representantes. 4. Conclusiones. 5. 
Apéndice bibliográfico. 5.1. Jusfilo­
sofía tradicional. 5.2. Jusfilosofía 
fenomenológica y existencial. 5.3. 
Jusfilo80fía analítica. 

---ry--- . 
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NOTICIAS 

Nota sobre el coloquio internacio­
nal de semiótica jurídica de Aix· 
Mar""ille (marzo 1985). 

El Centro de Filosofía del Derecho 
de la Facultad de Derecho y de 
Ciencias Políticas de Aix-Marseille 
fue sede del primer Coloquio Inter­
nacional de Semiótica J uríclica, que 
se llevó a cabo del 11 .113 de mar· 
zo de 1985. 

Los iniciadores de este Coloquio 
fueron 108 profesores Roque Ca­
rrión-Wam, de la Universidad de Ca­
rabobo (Valencia-Venezuela) y 
Christian Atias, Director del Centro 
de Filosofía del Derecho de la Fa­
cultad de Derecho y Ciencias Polí· 
ticas de Aix-Marseille. 

Antes de la apertura del Colo­
quio, y gracias a 108 profesores Bef­
nard S. J aeksoD y Doménico Carzo, 
se publicó un "Congresa Volume 
for Aix CoIloquium" que reúne las 
contribuciones de diversos autores, 
cuyo interés y trabajo están dirigi­
dos hacia esta nueva disciplina: la 
Semiótica .J urídica. Este libro junto 
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con el número correspondiente 
(1986-2) de la Revue de la Recher· 
che Juridique "DROIT PROSPEC­
TIF", Presse Universitaires D'Aix­
Marseille, constituyen en conjunto 
la primera publicación de importan­
cia en la cual cada uno podrá en­
contrar nuevos aportes al tema de 
108 diversos abordajes semióticos 
del derecho. 

La contribución, a este Colo(lUio, 
del ProL Eric Landowski presenta 
una aproximación semiótica de 
orientación greimaciana, aplicada a 
la signüicación. La semi(}tica aquí 
está vista como una teoría general 
de la significación. El título de e8te 
análisis de Eríc Landowski es "Para 
una aproximación semiótica y na­
rrativa del derecho '~, donde desarro­
lla algunas cuestiones teóricas que 
ya él había abordado en su artículo 
"Semiotic8 in Social Science Res­
earch" que aparece en el "Congresa 
Volume", Es de gran interés la dis­
tinción que él sugiere en este traba­
jo, entre "semiótica del derecho" y 
"semiótica j"HÍdica", así como su 
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a~ál~i8 del concepto de "acto jurí­
dICo • 

El Profesor Roque Carrión-Wam 
en "De la especificidad de la semió­
tica jurídica" 8e dedica a precisar el 
"objeto" de la semiótica jurídica, 
desde el punto de vista del análisis 
semiótico. El autor recuerda que la 
semiótica jurídica no puede ser vis­
ta como una nueva teoría de inter­
pretación del derecho: 8e trata más 
bien de describir un "hacerinterpre­
tativo" ya dado en el proceso de 
produ-cción del derecho, que está 
en los discursos jurídicos legislati­
vos y jurisprudenciales. 

En cuanto a Bernard S. J ackson 
realiza un resumen de artículo pu­
blicado en el "Congreso Volume", 

Con su texto "Contemporary 
Legal Constitution of woman: Cate­
goríes) Classification, Dichotorny", 
Paul Robertahaw continúa el análi­
sis ex puesto en sus dos trabajos an­
teriores: "Semantic and Linguistic 
Aspect of Sex Discrimination Deci~ 
sion. Dichotomised Woman" (que 
aparece en el "Congress Volume') 
y "Hierarchies of Metaphor in ju­
dicial decisions" (publicado en Se­
miótica, 1985/86). Estos tres texto' 
constituyen en conjunto una eva~ 

luación, de un interés incontestable, 
de la retórica de los tropos en el 
contexto de las decisiones de justi~ 
cia. 

Roberla Kevelson en su trabajo 
"Toward a Global Perpective on 
Legal Semiotics", expone la teoría 
y la metodología peircianas con L! 
intención de plantear los puntos 
de interés común que existen entre 
los problemas semióticos del dere­
cho, en la tradición del "common 
law" y en la del derecho continen· 
tal. 

La contribución de Georges Kali­
nowski, "La Semiótica Jurídica" es 

la presentaCIon, según el autor, de 
lo que debe ser la nueva rama de los 
estudios del lenguaje del derecho. 
"Projections juridiques " es el título 
de la contribución de Friedrich 
Lachmayer que es la continuación 
de su trabajo expuesto en el "Con~ 
gre88 Volume": "Nom and Inter­
pretative Projection". Este autor 
se sitúa en el terreno de la comuni­
cación, bajo el ángulo específico de 
"L 'Imput-Output Structure". 

En "Legal Technics and Legal 
Texts", Peter Goodrich enriquece 
su reflexión ya planteada en un tra­
bajo aparecido en el "Congress Vo­
lume" bajo el título de "Langage, 
Tex and Sign in the History of Le­
gal Doctrine". Peter Goodrich in­
si,te en la importancia de discipli­
nas como 8Ociolingüística, la retó­
rica o ciertas variantes recientes del 
análisis del discurso, para una me­
jor comprehensión de la hermeneó­
tica legal y de la construcción doc­
trinal de la interpretación de los 
CaBOS en derecho. 

La contribución de Enrico Patta~ 
ro nos presenta una apreciación de 
la teoría de los imperativos de Karl 
Olivecrona. Con este trabajo, el au~ 
tor despierta nuestra atención sobre 
las especificidades de una corriente 
escandinava en metodología y en 
filosofía del derecho. Este texto da 
cuenta de las diferencias existentes 
entre "órdenes" e "imperativos", 
y describe el rol que juega el meca­
nismo psicológico. Siguiendo Enri­
co Pattaro la teoría austiniana de 
los performativos y la teoría de los 
imperativos independientes de Oli­
vecrona, se encuentra en un punto 
crecíal: ninguna de estas teorías 
contempla o "prevee" a los "desti­
nadores". 

Paul Dobouchet nos recuerda la 
perspectiva clásica del'Ecole de 

- ~----~--. 
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l'Exegese de derecho civil, así como 
las relaciones que ésta pueda tener 
con nuestras preocupaciones semió­
ticas de hoy, alrededor de temas ta­
les como: el lenguaje escrito y la ley, 
la necesidad de un estudio sincróni­
co de las instituciones jurídicas, la 
idea de la constitución de un "cor­
pus". El autor presenta también, la 
cuestión de la objetivación de las 
normas poniendo en discusión la 
posición de Husserl a partir de un 
estudio de Carlos Cossio, filósofo 
del derecho argentino. Paul Dubou­
chet discute las concepciones de la 
"ciencia normativa" y, en esta oca­
sión, reencuentra a Kelsen y a Ka­
linowski. 

La nueva perspectiva de la nove­
dosa empresa del análisis del lengua­
je del dereeho está planteada por el 
"equipo" formado por nio Calabre­
si, Antonio Cammelli y Luigi Paren­
ti con el trabajo "Aspectos semióti­
cos en el establecimiento de un 'ate­
soramiento' jurídico" y por el tra­
bajo de Antonio A. Martino y Ca­
briele Bianucci titulado "Cuando 
108 ho~bres políticos hablan de po­
lítica: notas sobre una encuesta con 
la ayuda del ordenador", donde se 
toca el tema de la informática jurí­
dica. 

La contribución de Anthony 
Beck, bajo el nombre de "Signs of 
the Law" nos sitúa en la perspectiva 
de las relaciones entre el texto legal 
y las "Bases sociales". Para poder 
comprender un "signo legal", un 
punto importante es la "conección" 
que debe existir entre este signo y 
el contexto social. 

En "La Semiología en el Brasil", 
Leonel Severo Rocha da cuenta de 
las dificultades a las que se han en­
frentado, en Brasil, los estudios y 
las investigaciones comprometidas 
con la semiótica jurídica, a partir 
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de los años 70. La influencia de co­
rrientes como la filosofía analítica 
inglesa, la lógica jurÍ dica o la nueva 
retórica -discutidas en el seno de la 
Escuela Analítica de Buenos Aires 
(Argentina)- permiten entrever pro­
metedores florecimientos para la 
semiótica jurídica en el Brasil. 

El artículo de l\.t Gregorio Ro­
bles, "Tres tipos de reglas en el de­
recho", pone de relieve la naturale­
za eminentemente lógica-lin¡-"l_tÍstica 
del derecho, cuya expresión más 
neta es la de concebir las reglas del 
derecho como las re¡!las de los jue­
gos. 

La importante posición de !\l. 
Doménico Carzo, "Consideraciones 
sobre semiótica jurídica: punto de 
vista sociológico ", aporta una nueva 
opción para la semiótica, el autor le 
augura un porvenir prometedor: 
ella deberá abandonar la visión re­
ductora del fenómeno jurídico para 
concebirlo como un Índice de medi­
da de los conflictos sociales. 

Bajo el título "Les mancheUes 
d 'un Colloque ", Pierre (;ilman plan­
tea que no puede haber hoy en día 
"una" semiótica jurídica, porque 
no hay "una" semiótica. El autor 
nos invita a salirnos de la institución 
y de los discursos a los que, rápida­
mente, nos inclinamos a considerar 
como únicos portadores de derecho. 
Agrega por ejemplo, el "no dere­
cho", también habla del derecho y 
sobre el derecho. 

En esta síntesis se señalan las 
nuevas aportaciones sobre Semió­
tica Jurídica que surgen de este 
Coloquio que se realizó bajo los 
auspicios de: Department of Law. 
Liverpool Polytechnic (Gran B,e­
taña); Instituto de Sociología, Fa­
cultad de Ciencias Políticas, Uni­
versidad de Messina (Italia): E'Iui­
por de Lingüística Matemktic'l 
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